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Presenta el Real Decreto-ley, en nombre del Gobierno, 
el señor Ministro de Defensa (Serra Serra). Expo- 
ne el señor Ministro que los requisitos de extraordi- 
naria y urgente necesidad que se requieren para la 
prornulgación de disposiciones jurídicas como la 
presente concurren en este Real Decreto-ley, que se 
dirige a hacer realidad el principio constitucional 
de igualdad de la mubr y el hombre ante la ley tam- 
bién en el seno de las Fuerzas Armadas. Leyes apro- 
badas durante la pasada legislatura preveían que 
normas legales futuras establecerían la participa- 
ción de la mujer en la defensa nacional, previsión 
absolutamente concordante con la concepción de 
que la defensa debe ser obra de todos los españoles. 
Por otra parte, los programas de los distintos parti- 
dos del arco parlamentario abogaban por esta equi- 
paración social y los tribunales de justicia, en sen- 
tencias bien recientes, han confirmado la necesidad 
de adecuacidn al ordenamiento jurídico del tema de 
la participacidn de la mujer en las Fuerzas Arma- 
das. El Gobierno tenía avanzado el modo de efec- 
tuar esta integracién a través de la Ley de la Fun- 
cidn Militar, en fase adelantada de preparacidn, 
pero ha optado por no esperar en el tiempo para fa- 
cilitar la integración de la mujer en las Fuerzas Ar- 
madas a partir de este ano. El Real Decreto-ley so- 
metido a la Cámara apresa el principio de incor- 
poracidn en igualdad de condiciones entre sexos, sin 
otras limitaciones que las que pueden derivarse de 
las aptitudes físicas de la condición femenina. Se 

abre así la opcidn de ingreso en todos los cuerpos y 
escalas y la obtención de todos los empleos milita- 
res, disponiendo de igualdad de oportunidades en 
todos los sistemas de promoción en la carrera mili- 
tar, sin que sea obstáculo para ello la ausencia obli- 
gada de actividades profesionales a causa de la 
maternidad. 
Respecto al modelo elegido, señala el señor Minis- 
tro que entre todos los existentes en los países de 
nuestro entorno se ha optado quizá por el más pro- 
gresivo, el que iguala más nitidamente en capaci- 
dad a la mujer y al hombre en el seno de las Fuer- 
zas Armadas. Este principio de igualdad exige la de- 
saparicidn de cualquier tipo de trato discriminato- 
rio y para su cumplimiento se presenta el Decreto- 
ley. No obstante, teniendo en cuenta que una exa- 
gerada imposición entre supuestos que no son equi- 
valentes podría conducir a un efecto discriminato- 
rio, se prevé para determinados destinos que puedan 
tenerse en cuenta las diferencias fisioldgicas, sin 
que ello interfiera en ningún caso en el modelo de 
carrera. 
Finaliza el señor Ministro de Defensa declarando 
que las Fuerzas Armadas deben adecuar sus estruc- 
turas y organizacidn para que este Decreto-ley pue- 
da aplicarse en su totalidad y con la promulgación 
de una norma como la presente se avanza en el ca- 
mino de equiparar a todos los ciudadanos ante la 
ley, haciendo realidad ya para este atio el derecho 
de la mujer a elegir profesidn libremente y la posi- 
bilidad de que su profesidn esté en el seno de los cua- 
dros de mando de las Fuerzas Armadas. 

5n turno en contra interviene la señora Salamillana 
de Veda, en nombre de la Agrupacidn de Diputa- 
dos de la Democracia Cristiana. Comienza refirién- 
dose a la sorpresa que puede causar que su Grupo, 
que ha venido luchando por la promulgacidn de esta 
ley, pida ahora un turno en contra de la misma, pero 
cree poder exponer motivos suficientes para que se 
entienda tal actitud. Recuerda que hace un año su 
Agrupación presentó en la Comisidn de Defensa una 
se trata con él de eludir la gran polémica que debía 
plantearse en la Cámara alrededor del problema de 
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proposición no de ley para que la mujer pudiera en- 
trar en la profesión militar, siendo apoyada por to- 
dos los Grupos de la Cámara excepto por el socia- 
lista, que la rechazó por entender que no había de- 
manda social, que era muy costoso, económica y or- 
ganizativamente, cambiar el estado de academias y 
cuarteles y que era necesaria una ley para regular la 
participación de la mujer en la defensa nacional. A 
su modo de ver, ninguna de las tres cosas era cier- 
ta, como ahora se comprueba. Lo único que hacía 
falta, a su juicio, era la voluntad política de cum- 
plir el artículo 14 de la Constitución. 
Añade la señora Salamllana que, al cabo de un ano 
del rechazo de aquella proposición, el portavoz del 
Gobierno justifica ante los medios de comunicación 
la aprobación de este Real Decreto-ley en la existen- 
cia de una demanda social y en que figuraba en el 
programa socialista. Está, lógicamente, de acuerdo 
en lo de la demanda social, que sólo el Grupo So- 
cialista parecía desconocer, y no ha encontrado, en 
cambio, tal proyecto en el programa socialista. 
Respecto al contenido del Decreto-ley, expone que a 
la durísima tarea de la mujer por incorporarse de lle- 
no a la sociedad y al mundo del trabajo el señor Mi- 
nistro de Defensa acaba de añadir una barrera y una 
valla más. Durante siglos, sólo dos trabajos se con- 
sideraban aptos para la mujer, ninguno remunera- 
do y los dos muy duros, como son las faenas del 
campo y las del hogar, pero hoy ya no es noticia 
que una mujer entre a trabajar en la fábrica, la Uni- 
versidad o la Policía Nacional o Municipal. Sin em- 
bargo, el Gobierno se empeña en convencernos de 
que no ha cambiado nada la situación para entrar 
a formar parte de las Fuerzas Armadas, único ins- 
trumento que permanecía prohibido para ellas, y 
que intenta abrir de manera cicatera, desconfiada, 
injusta e inconstitucional, y ello es así porque con 
este Decreto-ley quedan muchas mujeres fuera del 
derecho de ingresar en las fuerzas militares. Su 
Agrupación no puede estar conforme con esta pos- 
tura del Gobierno, como tampoco pueden estarlo las 
mujeres de nuestro país, por lo que pide a aquél que 
recapacite y modifique su contenido en evitación de 
discriminaciones y de los recursos a que va a dar 
lugar. 

En turno a favor de la convalidación del Real Decre- 
to-ley, interviene la señora Pinedo Sánchez, en re- 
presentación del Grupo Socialista. Comienza apo- 
niendo su asombro ante las palabras de la seiiora 
Salanullana, que al principio de su intervención de- 
cía que habían venido luchando mucho tiempo por 
esta ley para dar ejemplo de la igualdad de oportu- 
nidades de hombre y mujer. Sin embargo, recuerda 
la presentación de una proposición no de ley duran- 
te la primera legislatura de su compafiera de Gru- 
po, doña María Dolores Pelayo, que no tuvo el me- 
nor apoyo por parte de la Diputada que la ha pre- 
cedido en el uso de la palabra ni del Grupo Parla- 
mentario en que entonces estaba la enmendante. 

Añade que en lo que es defensa de los derechos de 
la mujer ninguna Diputada socialista tiene nada 
que aprender de la señora Salarmllana, que en su 
día manipuló la información diciendo que se había 
rechazado en comisión la proposición no de ley por- 
que el Grupo Socialista se oponía a la entrada de la 
mujer en las Fuerzas Armadas, cuando no era cier- 
to, viniendo motivado aquel rechazo por pretender 
que se regulara el tema por ley en el plazo de tres 
meses. 
Señala después la señora Pinedo que van a votar a 
favor del Decreto-ley y a aprobar el mismo porque 
con él se inicia el programa de incorporación de la 
mujer a las Fuerzas Armadas, se regula el acceso a 
determinados cuerpos y fuerzas militares y se mar- 
ea el camino por el que va a discurrir su incorpo- 
ración a los demás cuerpos de los Ejércitos. Con ello 
se da cumplimiento a lo preceptuado en la Consti- 
tución y normas que la desarrollan, prohibiendo 
toda discriminación por razón de sexo. Con la nor- 
ma que hoy se somete a convalidación de la Cáma- 
ra, la mujer podrá alcanzar todos los empleos mili- 
tares y verá garantizada su promoción de carrera en 
condiciones de igualdad, sin otras diferencias que 
las derivadas de su condición fisiológica para la 
provisión y desempeno de determinados destinos. El 
diseño que se establece se enmarca entre los más 
avanzados de los países de nuestro entorno, como 
trata de demostrar, citando algunos ejemplos de paí- 
ses pertenecientes a la OTAN. Con el Real Decreto- 
ley que se sQmete a la Cámara la mujer tendrá, en 
definitiva, acceso a la única profesión que tenía ve- 
tada hasta el momento en España. De esta forma, 
se da cumplimiento al programa electoral del Parti- 
do Socialista en las elecciones de 1986, en el que la 
política hacia la mujer y los jóvenes se asumía como 
prioritario. 

Replica la señora Salarrullana de Verda y duplica la 
señora Pinedo Sánchez. 

En turno de fijación de posiciones interviene el señor 
Curiel Alonso, en nombre de la Agrupación Izquier- 
da Unida-Esquerra Catalana, señalando que han te- 
nido algunas dudas sobre el sentido de la votación 
final por parte de su Agrupación, ya que, compar- 
tiendo el fondo y la filosofía que inspiran el Decre- 
to-ley, en su redacción hay puntos extraordinaria- 
mente confusos y un artículo 3.0 con el que mantie- 
nen una discrepancia fundamental. Sin embargo, 
piensa que votarán a favor de la convalidación del 
Decreto-ley por varios motivos, siendo el primero el 
hacer efectivo un derecho constitucional radical- 
mente inaplazable en cuanto a su ejercicio. En  se- 
gundo lugar porque la participación de la mujer en 
las Fuerzas Armadas es no sólo un derecho consti- 
tucional, sino que forma parte de una concepción 
moderna de la defensa nacional, consistente en la 
puesta en tensión de todas las fuerzas sociales para 
defender los principios que aparecen en nuestro ta- 
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to constitucional. En tercer lugar, no hay cuerpos 
específicamente femeninos, estando el Decreto-ley 
inspirado en un principio de igualdad que su Agru- 
pacibn comparte y que ha influido en su postura f i -  
nal de apoyo al texto del Gobierno. 
Finaliza pidiendo la tramitacibn del Decreto-ley 
como proyecto de ley, lo que les permitirá enmen- 
dar su artículo 4.0, en el que no figura ninguna ga- 
rantia en cuanto a la celeridad en la regulacibn de 
acceso final de la mujer a todo el resto de cuerpos, 
empleos y escalas. Asimismo, encuentra algunas 
contradicciones entre el título de la norma y el con- 
tenido del artículo 3.0, cuya correccibn cabría reali- 
zar en la tramitacicjn del Decreto-ley como proyecto 
de ley. 

El señor Tamames Gómez, del Grupo Mixto, anun- 
cia que votará en contra de la convalidacibn del De- 
creto-ley sometido a la Cámara, en primer término 
por entender que no se ajusta a los términos del ar- 
tículo 86 de la Constitución, ya que existe una ex- 
tremada y urgente necesidad y más bien se trata de 
desarrollar una Ley de 1984, que había tiempo para 
hacerlo a lo largo de los tres tíltimos años. En se- 
gundo lugar, la norma afecta al ordenamiento de 
una de las instituciones básicas del Estado, como 
son las Fuerzas Armadas, que, lógicamente, no pue- 
de regularse por medio de un Decreto-ley. En tercer 
lugar, afecta a los derechos, deberes y libertades de 
los ciudadanos, regulados en el Título 1 de la Cons- 
titución, y concretamente a la igualdad de todos los 
españoles ante la ley, preguntando sebre este parti- 
cular si va a implantarse también el servicio mili- 
tar obligatorio para la mujer para llegar a esa pre- 
tendida igualdad exigida. Personalmente no desea 
una respuesta positiva a este último punto, pero en 
tal caso se trataría de una nueva discriminación 
para cubrir otra anterior. 
Cree que, en lugar de anunciar una militarizacibn 
más a la sociedad española e introducir definitiva- 
mente Q la mujer en el dispositivo militar, podría 
pensarse en desarrollar el artículo 30.2 de la Cons- 
titucibn, estableciendo un servicio civil, que podría 
ser obligatorio, dejando el servicio militar como vo- 
luntario para todos, independientemente del sexo. 
Considera que detrás de este Decreto-ley no está el 
propbsito de paz y seguridad que tantas veces se pre- 
dica por el Gobierno, que, desde el punto de vista de 
la realidad, quiere actuar de manera opuesta a tra- 
vés de nuestra participacibn en la OTAN e introdu- 
ciendo ahora una parte importante de nuestra so- 
ciedad en estos mecanismos belicistas. Insiste en 
que se establece una nueva discriminación en rela- 
cidn con los derechos de todos los españoles y que 
muchos jbvenes que no quieren hacer el servicio mi- 
litar tienen derecho a no hacerlo si las mujeres tam- 
poco lo hacen, ya que son iguales ante la ley. 

El sertor Bandrés Molet, del Grupo Mixto, anuncia 
su abstencibn en la votacidn correspondiente a este 
Decreto-ley, e idéntica postura mantendrá su com- 

pafiero de Grupo señor Mardones. Añade que no po- 
dría votar en contra del Real Decreto-ley por supo- 
ner un t rh i te  inicial para la igualdad que exige el 
artículo 14 de la Constitucidn y por creer su parti- 
do en la igualdad del hombre y la mujer, pero, sien- 
do el suyo un partido pacifista, tampoco podría vo- 
tar a favor, porque entiende que lo que hay que ha- 
cer es desmilitarizar a los hombres y no militarizar 
a las mujeres. 

El señor Salas Moreno, del grupo Minoría Catalana, 
expresa su asombro porque a estas alturas todavía 
se tenga que refrendar un derecho constitucional de 
igualdad. Piensa que la igualdad tiene que estar asu- 
mida absolutamente por todos los componentes de 
la Cámara. Poner de nuevo en candelero la tan ma- 
nida igualdad supone poner en duda la misma. Aña- 
de que el ingreso de la mujer en las Fuemas Arma- 
das ayuda a que la sociedad entera comprenda que 
no tiene por qué haber ninguna discriminacibn y a 
que la mujer, a través de las Fuerzas Armadas, pue- 
da tener acceso a una tecnología que en otros cam- 
pos le estaría vedada. 
Señala después que, en lugar de centrar su interven- 
cidn en el tema de la igualdad o no, ha de hacerlo 
respecto de la oportunidad y urgencia de esta regu- 
lacibn, considerando que no existe' tal urgevrcia que 
justifique acudir a la vía del Decreto-ley. Es justa- 
mente por esta cuestión por la que no pueden dar 
su voto afirmativo a la convalidación pedida, al en- 
tender que tales razones de urgencia y oportunidad 
no se dan. Aun así, al considerar necesaria la regu- 
lacibn del acceso de la mujer a las Fuerzas Arma- 
das, no votarán en contra y adoptarán, por tanto, el 
sistema ecléctico de la abstencibn. 

El señor Buil Ciral, en nombre del CDS, anuncia su 
apoyo a la convalidacibn del Real Decreto-ley, por- 
que aun considerando que pueden ser discutibles las 
razones de urgencia, sí existen razones, por lo me- 
nos de tipo instrumental, para facilitar ya el acceso 
de las mujeres en las prdximas convocatorias a las 
academias y porque en el fondo responde a algo que 
su partido ha defendido desde el primer momento, 
que es la estricta igualdad. Echa en falta, sin em- 
bargo, alguna referencia a lo que ha de ser el servi- 
cio militar obligatorio y observa, por último, algu- 
nas contradicciones entre el contenido del artículo 
9." de la Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del 
Estado y el título del Decreto-ley. 

En representacidn del Grupo de Coalicibn Popular, el 
señor Osario Carcía califica el Real Decreto-ley de 
hipócrita y chapucero. Hipbcrita porque, cubrién- 
dose con el manto del progreso y la modernidad, 
ofrece una mercancía reaccionaria, y chapucero 
porque está mal hecho, de prisa y corriendo, descui- 
damente, de cualquier manera. Examina a conti- 
nuacidn algunos preceptos del Real Decreto-ley para 
tratar de justificar sus afirmaciones anteriores en 
relacidn con el mismo, señalando que, a su juicio, 
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la presencia de la mujer en las Fuerzas Armadas y 
su no discriminacibn, que es la posición que man- 
tiene el Grupo Popular. 
Finaliza señalando que, dado que son absolutamen- 
te contrarios a la discriminacibn de la mujer en las 
Fuerzas Armadas y desean un &bate en profundi- 
dad sobre la materia, solicitan que el Real Decreto- 
ley se tramite como proyecto de ley, en cuyo caso el 
voto & su Grupo sería positivo. En otro caso, con 
harto sentimiento, tendrían que abstenerse. 

Sometida a votacibn, se aprueba la convalidacibn del 
Real Decreto-ley por 163 votos a favor, 20 en contra 
y 76 abstenciones. 

Interviene el señor Curiel Alonro, de la Agrupacibn de 
izquierda Unida-Esquewa Catalana, para manifes- 
tar que han cambiado el sentido de voto que habían 
anunciado, habiéndose abstenido finalmente ante 
la no aceptacibn por el Grupo Socialista de la tra- 
mitacidn del Decreto-ley como proyecto de ley y la 
posibilidad & enmendar el mismo. 

El señor Buil Ciral, en nombre del CDS, se pronun- 
cia en iddnticos términos a los que acaba de expo- 
ner el portavoz & Izquierda Unida. 

El señor Beviá Pastor, en nombre del Grupo Socialis- 
ta, aclara que en riingún momento indicaron nada 
que pudiera hacer entender que su Grupo estaba dis- 
puesto a la tramitación de este Decreto-ley como 
proyecto & ley. En segundo lugar, &sea afirmar que 
no se hurta ninguna posibilidad & debate y presen- 
tacibn de enmiendas ante el anuncio de la prbxima 
remisibn a la Cámara del Proyecto de Ley de la Fun- 
cibn Militar, en el que se contemplarán todas estas 
situaciones y habrá posibilidad de formular en- 
miendas y debatir profundamente estas cuestiones. 

Sometida a votacibn la tramitacibn del Real Decreto- 
ley como proyecto de ley, es rechazada por 104 vo- 
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Página 

Enmiendas del Senado ................... 5772 
Página 

Al proyecto de Ley de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas ................... 5772 

Sometidas a diversas votaciones, son aprobadas las 
enmiendas del Senado al referido proyecto de ley. 

Página 

Al proyecto de ley por el que se crea la Fis- 
calía Eapecial para la prevención y re- 
presión del tráfico ilegal de drogas .... 5773 

Son asimismo aprobadas las enmiendas a este proyec- 
to de ley. 

Página 

Al proyecto de ley Orgánica de reforma 
del código Penal en materia de tráfico 
ilegal de drogas ........................ 5773 

Se aprueban igualmente las enmiendas del Senado al 
referido proyecto de ley. 

Página 

Dictamen de la Comisión Mixta para las 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas 5774 

Página 

Cuenta General del Estado comspondien- 
te al ejercicio de 1983.. ................ 5774 

En turno de fijación de posiciones interviene el señor 
Cuatrecasas i Membrado, del Grupo de Minoría 
Catalana, exponiendo que votará afirmativamente 
el informe del Tribunal de Cuentas sobre la Cuenta 
General del Estado de 1983. Considera tal voto ne- 
cesario, ya que en otro caso habría de pedir al Tri- 
bunal la elaboración de un nuevo informe. Agrega 
que el parecer que les merece el texto salido de.la Cá- 
mara es positivo por la claridad del mismo, supo- 
niendo en muchos conceptos un avance notable en 
cuanto a la fiscalización de las cuentas de la Admi- 
nistración del Estado. Alude también a las salveda- 
des que se contienen en el informe para depurar las 
cuentas del Estado y que merecerían que por parte 
de la Intervencibn General se diese cuenta a las Cor- 
tes de las rectificaciones que se han producido de 
acuerdo con lo señalado en el dictamen del Tribu- 
nal. Sin embargo, lamenta que tal propuesta no fue- 
ra aceptada por el Grupo Socialista. 

El señor De Zárate y Peraza de Ayala, en representa- 
cibn del CDS, destaca la ausencia en la Cuenta Ge- 
neral de diversas cuentas relativas a organismos au- 
tbnomos administrativos y de carácter financiero o 
comercial, lo que viene a constituir, a su juicio, una 
alteracibn del propio contenido & la Cuenta Gene- 
ral, que queda así incompleta. Si a ello se une la tar- 
danza en presentar estas cuentas generales, se com- 
prende la necesidad de un gran esfuerzo para dar 
contenido y eficacia a la actuación de este órgano 
parlamentario de fiscalizacibn. Reconoce, al mismo 
tiempo, que se han recogido en el dictamen algunas 
de sus propuestas, para finalizar insistiendo en las 
graves deficiencias en cuanto a la operatividad del 
sistema vigente, a la eficacia y la ejecutividad de los 
mandatos legislativos, todo lo cual justifica la abs- 
tenci6n del CDS en relacibn con la Cuenta General 
del Estado de 1983. 

En nombre del Grupo & Coalicibn Popular, la señora 
Rudi Ubeda destaca que a estas alturas se encuen- 
tran discutiendo la Cuenta General correspondiente 
a 1983, lo que la obliga a hablar nuevamente de la 
poca operatividad que supone su aprobacibn cua- 
tro años y medio después del cierre del ejercicio. 
Esto ya fue denunciado respecto de la Cuenta de 
1982, momento en que se asegurd que se actuaría 
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con mayor presteza para las cuentas de los años pos- 
teriores, lo que no se ha cumplido. Considera el he- 
cho lo suficientemente grave como para dejar cons- 
tancia, una vez más, de la protesta de su Grupo por 
el funcionamiento de la Intervención General del 
Estado. 
Seguidamente valora el contenido del informe del 
Tribunal, llamando la atenci6n sobre el hecho de 
que haya una serie de cuentas de diversos organis- 
mos que no están recogidas en la documentacibn 
presentada, así como sobre las salvedades que en el 
propio informe se contienen, algunas de las cuales 
han sido recogidas en el dictamen a petición de di- 
versos Grupos de la Cámara. No ha ocurrido lo mis- 
mo con otras, por lo que teme que se verán obliga- 
dos a seguir haciendo similares denuncias al tratar 
de las cuentas de ejercicios sucesivos. 
Concluye preguntándose sobre la operatividad real 
del sistema que se viene aplicando en relación con 
la aprobación de las Cuentas Generales del Estado 
y solicitando la modificación de la misma, a fin de 
hacerla más eficaz, lamentando que el Grupo Socia- 
lista se oponga a tal postura, que considera justa. 

En representación del Grupo Socialista, el señor Pa- 
d d n  Delgado señala que con este trámite se está 
dando cumplimiento al artículo 36.2 de la Consti- 
tución y a lo establecido en el artículo 10 de la Ley 
Orgánica del Tribunal de Cuentas, habiéndose dis- 
puesto a tal fin de documentación bastante para ha- 
cer un examen de comprobación adecuado de la 
Cuenta General del Estado. Como han dicho otros 
oradores, en el dictamen se aprueba la Cuenta Ge- 
neral y se hacen eco de algunas salvedades relacio- 
nadas con las cuentas de determinados organismos 
autónomos que las rinden tarde y mal, según denun- 
cia el propio Tribunal. En  todo caso, en el informe 
del Tribunal no se contemplan irregularidades o res- 
ponsabilidades, que es lo más importante, quedan- 
do recogido el tema de los organismos autónomos 
en el informe de la Ponencia, al efecto de formular 
las oportunas propuestas de resolución. Por estas 
razones, y dado que por ningún Grupo se han ma- 
nifestado juicios o críticas graves a la Cuenta del 
Ejercicio 1983, pide la aprobación de la misma a la 
Cámara, así como a las propuestas de resolucidn 
que presenta la Comisión Mixta. 

Sometido a votacidn, se aprueba el dictamen debati- 
do, por 190 votos a favor, uno en contra y 80 
abstenciones. 
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En defensa de la enmienda de totalidad de texto alter- 

nativo formulada por el Grupo de Coalición Popu- 
lar interviene el señor Cárceles Nieto, .manifestan- 
do que en el proyecto de ley sometido a la Cámara 
encuentra una estructura territorial que no obedece 
en ningún caso a la implantación territorial que va 
a tener la jurisdiccidn militar. Considera absurdo 
que se creen cinco territorios militares con muy po- 
cas secciones, con la sola excepción de Madrid, y 
una distribución de juzgados' togados donde no va 
a haber muchos asuntos para tramitar, con lo cual 
estarán vacíos de contenido al haberse vaciado de 
contenido esta jurisdicci6n. Desde el punto de vista 
de la distribución territorial, tampoco encuentra 
mucho sentido a la propuesta del Gobierno, al no 
coincidir en mu5hos casos su ubicación con el lu- 
gar donde se encuentra el mayor contingente de las 
fuerzas y ,  por tanto, la tramitación de los asuntos. 
Cree que el proyecto de ley de alguna forma trata de 
justificar la existencia de unos técnicos jurídicos so- 
brantes, poniendo una estructura y un cuerpo téc- 
nico específico y capacitado ante una mesa sin pa- 
peles. El Grupo Popular entiende que con la crea- 
ción de tres tewitorios militares con sede en los pun- 
tos de mayor contingencia es suficiente para abas- 
tecer la demanda de asuntos que se va a producir, 
y en este sentido propone un texto alternativo que 
considera más completo que el formulado por el Go- 
bierno, sin perjuicio de que pueda ser objeto de pos- 
teriores modificaciones. 

En turno en contra interviene el señor Barrero López, 
en nombre del Grupo Socialista, recordando que el 
proyecto de ley presentado por el Gobierno va a cum- 
plir un mandato imperativo consecuencia de la Ley 
Orgánica de Organización y Competencia de los Tri- 
bunales Militares. Una vez &limitadas las compe- 
tencias y la capacidad de estos tribunales militares, 
parecía lógico que se conociera, y éste es el momen- 
to, cuál ha de ser la ubicacidn de los nuevos tribu- 
nales, de los nuevos juzgados. Están, por tanto, ante 
un tema simple, que no es otro que el de la ubica- 
ción de dichos tribunales de acuerdo con las refor- 
mas jurídico-militares propugnadas por el Gobier- 
no de la nación. 
Respecto a la enmienda de totalidad del Grupo Po- 
pular, reconoce que tiene algo de positiva en cuan- 
to que acepta la oportunidad del proyecto y no so- 
licita, por consiguiente, su daiolucidn al Gobierno. 
Presenta, sin embargo, un texto alternativo que sólo 
lo es formalmente, ya que en realidad no es tal, al 
limitarse a oponerse a los principios o criterios del 
Gobierno, sin aplicar otros concretos. 
A continuación expone los principios en que se basa 
el texto remitido por el Gobierno a la Cámara, a la 
par que analiza detalladamente su contenido y 
justi ficacibn. 

Replica el seríor Cárceles Nieto y duplica el seAor 
Bawero idpez. 

En turno de fijacidn de posiciones interviene el seríor 
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Salas Moreno, en representación del Grupo de Mi- 
noría Catalana, para anunciar el voto contrario al 
texto alternativo presentado por el Grupo Popular, 
por entender que las argumentaciones y motivacio- 
nes que han sustentado su defensa no tienen razón 
de ser. Cree que no se puede defender la idea de una 
jurisdicción militar totalmente centralista y locali- 
zada en tres zonas geográficas de Espafia, con des- 
cuido total de la configuración de nuestro Estado 
de las autonomías, que debe asimismo ser tenido en 
cuenta en esta materia de la jurisdicción militar. 

El señor Buil Ciral, en representación del Grupo CDS, 
muestra su sorpresa ante la presentación de una en- 
mienda de totalidad en relacidn con un proyecto de 
ley cuya estructura, función y finalidad están per- 
fectamente definidas. Tal idea se reafirma al exami- 
nar el texto alternativo presentado, que, en su opi- 
nidn, no encuentra que vaya contra los principios 
del proyecto del Gobierno. Por ello, y entendiendo 
que el texto del Gobierno, en líneas generales, res- 
ponde al mandato de la&y que le da origen, el Gru- 
PO del CDS apoyará el mismo y se opondrá, por con- 
siguiente, a la enmienda de Coalición Popular. 

Interviene brevemente el señor Cárceles Nieto, por 
alusiones. 

Sometida a vflación, se rechaza la enmienda de tota- 
lidad por 65 votos a favor, 188 en contra y 26 
abstenciones. 
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El señor Minirtro de Obras Públicas y Urbanismo 

(Sáenz de Corculluela) presenta el proyecto de ley. 
Expone que con ese proyecto se pretende fundamen- 
talmente regular la utilización del dominio público 
ntarítimo-tmestre, y en especial de la ribera del mar, 
protegiendo eficazmente este espacio y garantizan- 
do su uso público. Recuerda que la ribera del mar 
espatiola tiene unos ocho mil kilómetros de longi- 
tud con más de tres mil playas, con una larga y per- 
manente tradicibn jurídica como espacio de domi- 
nio y uso común. La Constitución española recoge 
con especial énfasis en su artículo 132.2 esta tradi- 
ción. Sin embargo, esta tradicional institución del 
dominio público costero, que se mantiene en el plan 
tedrico, se ha visto fuertemente agredida en el terre- 
no de los hechos del clesarrolh normativo y de la 
práctica jurídica, especialmente a partir de la gene- 
ralización del fenómeno turístico, que dio origen a 
un enorme crecimiento de la presión de uso y espe- 
cuiativa sobre el litoral. Las agresiones han sido 
muy diversas: una escasa definición de la zona ma- 
rítimo-terrestre y de las playas: la existencia de ser- 
vidumbres obsoletas e insuficientes; la usucapión 
veintenal como titulo legitimador del uso: las esca- 
sas garantías sobre el cumplimiento de las condi- 
ciones concesionales; períodos concesionales de 
hasta noventa y nueve años, y aun sin plazo defini- 

do: inadecuación del procedimiento sancionador y 
de la cuantía de las multas, y, en general, por la pre- 
valencia de la posesión particular frente a la cons- 
tatación de las condiciones naturales de zona ma- 
rítima-terrestre o playas. 
Se refiere el señor Ministro a la Ley de Costas de 
1969, insuficientemente respetuosa con el dominio 
público, pewitiendo, lamentablemente, las panta- 
llas de edificaciones construidas a escasos metros 
de las playas o encima de ellas, lo que se vio facili- 
tado con una actitud pasiva desde el punto de vista 
administrativo, cuando no cómplice en ocasiones, 
tolerando actuaciones irregulares y ocupaciones 
abusivas del dominio público, de las que existen in- 
numerables qemplos a lo largo de la costa. El resul- 
tado de ello está a la vista, no siendo otro que el de 
playas y espacios naturales que escasamente quin- 
ce o veinte años tenían unas condiciones de belleza 
natural y un atractivo paisajístico extraordinario y 
que han desaparecido debajo de torres, pavihentos 
y actuaciones incontroladas y especulativas. Si  a 
ello se une que la regulación de los cauces fluviales 
ha reducido las aportaciones de arenas y gravas a 
la costa, se comprenderá que la conc1usibn o diag- 
nóstico sea absolutamente pesimista en cuanto al 
futuro de nuestras playas si no se actúa tanto desde 
el punto de vista de su regeneración y defensa física 
como desde el de su protección frente a la presión 
urbanística. Años de degradación de los valores na- 
turales de nuestro entorno, de primacía de los inte- 
reses particulares a los generales y de abandono e in- 
competencia han dejado una pasada herencia. 
A pesar de todo, existen zonas en el litoral espafiol 
que todavta pueden y deben ser defendidas, y ése es 
el objeto del proyecto de ley que presenta el Gobier- 
no. A estos efectos, conviene destacar que, según los 
estudios previos del litoral realizados, se estima que 
la acción plenamente eficaz del proyecto de ley po- 
dría abarcar una longitud ligeramente superior al 
cuarenta por ciento de nuestro litoral. En ese punto 
conviene destacar la falta de responsabilidad políti- 
ca que demuestran algunos promotores y ,  en espe- 
cial, algunos responsables de las diferentes Admi- 
nistraciones, que están favoreciendo el desarrollo 
precipitado de procesos de recalificación del suelo 
con el propósito de eludir las medidas protectoras 
que establece el proyecto de ley. Es evidente que éste 
no pretende &volver sus condiciones naturales de 
origen a espacios urbanos o actuaciones legales 
consolidadas, por más que afecten negativamente al 
dominio público que queremos proteger: ni siquie- 
ra pretende afectar a derechos de volumen consoli- 
dados legalmente, aunque ftsicamente no se hayan 
realizado las actuaciones, ya que impedir su reali- 
zación conllevaría una carga expropiatoria difícil- 
mente asumible por el Estado en estos momentos. 
Se trata de proteger eficazmente espacios que toda- 
vía son protegibles, a los que aún se puede llegar a 
tiempo. 
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A este respecto tiene que aludir asimismo a una gran 
mayoría de vertidos que se realizan al mar sin cum- 
plir las normas mínimas necesarias de tratamiento 
y depuración, causando serios perjuicios en el me- 
dio marino circundante, vertidos que han prolifera- 
do a lo largo de nuestras costas con salida sobre las 
playas y las costas en general. El resultado de todo 
ello ha sido la regresiva transformación que ha ex- 
perimentado el litoral en los últimos años, hacién- 
dole perder muchas de sus cualidades naturales 
como lugar de vida y esparcimiento. 
A todo ello se une una política emprendida para le- 
vantar las construcciones de temporada o chiringui- 
tos consolidados en las playas, que no cuentan con 
la preceptiva autorización y que han servido para 
poner en evidencia unas condiciones sanitarias ter- 
cermundistas, descubriendo vertidos de aguas ne- 
gras directamente a las playas o a pozos filtrantes 
superficiales, con grave riesgo sanitario para los 
usuarios de esas playas. 
Señala a continuación el señor Ministro que se hace 
necesario el establecimiento de limitaciones a los 
derechos individuales por razbn de la cotindancia o 
proximidad con el dominio público, lo que se justi- 
fica por la función social de la propiedad y en base 
a las condiciones.básicas que garantizan la igual- 
dad de todos los españoles en sus deberes y dere- 
chos. La razón de ser de estas limitaciones estriba 
en la necesidad de garantizar la integridad del do- 
minio público y el cumplimiento del destino normal 
de estos bienes, que no es otro que su utilización y 
disfrute por el público. La técnica de determinación 
de servidumbres para la proteccibn de un bien de do- 
minio público tiene una larga tradición jurídica en 
el Derecho español y es perfectamente compatible 
con las competencias de ordenación del territorio y 
del litoral que corresponde a Ayuntamientos y Co- 
munidades Autónomas. Tales servidumbres y las 
correspondientes limitaciones a la propiedad priva: 
da existen, por lo demás, en la legislación de costas 
vigente, reforzando el proyecto su extensidn. 
El proyecto de ley pretende, por otra parte, ser ab- 
solutamente respetuoso con el reparto competencia1 
entre la Administración del Estado, la autonómica 
y la local, arbitrándose procedimientos de coordina- 
cidn adecuados, conforme a los criterios apuntados 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
Finalmente, el establecimiento de un régimen finan- 
ciero es inherente a la regulacidn del uso de domi- 
nio público y lo mismo puede decirse del estableci- 
miento de un régimen sancionador. 
Termina el señor Ministro de Obras Públicas y Ur- 
banismo reseñando las líneas maestras de los diver- 
sos títulos que componen el proyecto de ley y resal- 
tando la intención del Gobierno de conseguir el 
máximo consenso social y político en tomo al mis- 
mo, lo que ha dado lugar a que su elaboracidn haya 
necesitado de más de dos afios y medio para conse- 
guir una amplia información y conocimientos so- 

bre las diferentes condiciones físicas y jurídicas de 
los espacios litorales. Dado que está convencido de 
que el proyecto debe servir de punto de partida para 
una nueva imagen de la costa española, pide a la 
Cámara que adopte una resolucidn que permita su 
posterior tramitación parlamentaria. 
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Realizada la votación de totalidad mencionada, se 
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En defensa de la enmienda de dwolucfin presentada 

por el Grupo Parlamentario de Coalición Popular 
interviene el señor Calero Rodríguez. Comienza 
precisando que el Grupo Popular manifiesta su ab- 
soluta conformidad con los objetivos del actual pro- 
yecto de ley, al resultar evidente que existe un inte- 
rés general sobre las costas que el Estado no puede 
dejar de regular, como ha ocurrido siempre, dado 
que los intereses concurrentes son muchos. De ahí 
que los objetivos que, en principio, se plantea el pro- 
yecto cuenten con la plena conformidad del Grupo 
Popular. No se olvide que la necesidad de protección 
del litoral es una preocupación antigua y generali- 
zada, existiendo en todos los países una regulación 
al respecto. 
El Grupo Popular comparte, pues, la preocupación 
del Gobierno y reconoce la necesidad de impedir el 
deterioro de las costas. Muestra, por consiguiente, 
su plena coincidencia con los objetivos perseguidos 
por el proyecto de ley. Insiste en que se trata de una 
preocupacidn que ha existido siempre y no de algo 
descubierto por el Gobierno socialista, como parece 
desprenderse del contenido de la exposicidn de mo- 
tivos del proyecto. Reconoce, con el Ministro, que se 
han cometido muchos abusos intolerables y que hay 
un grave deterioro en algunas costas que debe cowe- 
girse, pero cree que tal situacidn no puede atribuir- 
se a la insuficiencia de la legislacidn vigente ni al 
afán depredador de los particulares, como se ha he- 
cho en la presentacidn del proyecto de ley. Por otro 
lado, sería ingenuo pensar que con la nueva ley los 
problemas de la costa española van a desaparecer 
de forma mdgica. Par último, cree que es insincero 
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e hipócrita no reconocer que la situación actual no 
es el resultado de una supuesta insuficiencia de 
nuestra legislación, sino imputable tntegramente a 
la inacción e ineficacia de la Administración pú- 
blica. 
Pregunta a continuación el señor Calero si para 
conseguir los objetivos que pretende el proyecto se 
articulan las técnicas jurídicas y de otra tndole 
oportunas. Su Grupo Parlamentario cree que no, y 
ésa es la razón de la enmienda de totalidad. Se trata 
de una valoración crítica, razonando su enmienda. 
de devolución desde una doble perspectiva que res- 
ponde a las dos concepciones clásicas de la esencia 
de la ley y de la esencia del Derecho. Personalmente 
es defensor del criterio de la razón y no del de la vo- 
luntad. En el proyecto, sin embargo, hay indicios de. 
que, sin confesarlo expresamente, se ha practicado 
el criterio voluntarista y no el criterio de la razón. 
Procede a continuación el señor Calero a examinar 
el contenido del proyecto de ley a la luz de ambos cri- 
terios, para afirmar que, partiendo del criterio to- 
mista de que la ley fundamentalmente es la razón, 
el proyecto no es racional y no reúne, por tanto, el 
requisito de la legitimidad interna que constituye la 
esencia de la ley. N o  es una ordenación de la razbn, 
vulnera y altera criterios jurídicos consolidados, re- 
pugna a principios básicos & nuestro ordenamien- 
to jurídico y se contrapone a las elementales exigen- 
cias del sentido común. En este sentido, analiza di- 
versos preceptos del proyecto, enumerando hasta ca- 
torce razones que, a su juicio, justifican su postu- 
ra, entre las que destaca: el introducir graves facto- 
res de incertidumbre contrarios a la racionalidad de 
la ley; el desconocer los derechos de los particulares 
derivados de situaciones jurídicas consolidadas; 
confundir servidumbres legales con limitaciones del 
derecho de propiedad; imponer cargas desiguales a 
los ciudadanos sin la compensación patrimonial 
correspondiente; tratara todas las costas españolas 
por igual, siguiendo una absurda tendencia unifor- 
mista, centralista y estatalizadora; confundir y des- 
virtuar los conceptos técnico-jurídicos de autoriza- 
ción de concesiones; crear amplios ámbitos para la 
discrecionalidad administrativa; asumir finalida- 
des recaudatorias; fijación de competencias sancio- 
nadoras inadecuadas o el originar una invasión por 
parte del Estado de las competencias de las Comu- 
nidades Autónomas en materia de ordenación del li- 
toral. Desde esta perspectiva, cree que el proyecto es 
arbitrario y que no respeta principios constitucio- 
nales ni directivas de la CEE, como trata de demos- 
trar con la mención de algunos arttculos. 
En base a lo expuesto, cree que hay que llegar a la 
conclusión de que el proyecto es en la práctica ina- 
plicable, ya qye, de aplicarse, significaría un desas- 
tre para los particulares y para la economta espa- 
iiola, un semillero de conflictos para las Comunida- 
des Autónomas y los municipios y un nuevo boque- 
te a la arbitrariedad. Solicita por ello del Gobierno 

la retirada del proyecto de ley, por considerar que el 
mismo es una prueba de un voluntarismo verdade- 
ramente irracional. 

El serior Roca 1 Junyent defiende la enmienda de to- 
talidad presentada por el Grupo de Minorta Catala- 
na. Expresa, en primer lugar, su perplejidad por las 
palabras del señor Ministro, que le han parecido un 
brindis al tendido para tratar de conducir a cierta 
opinión pública hacia sus posiciones, sin entrar, en 
cambio, en los temas que son objeto del verdadero 
debate de fondo de este proyecto de ley. Decir que de- 
trás de las enmiendas o los razonamientos que se 
formulan desde las distintas opiniones puede haber 
simplemente la defensa de intereses económicos se- 
ría tanto como afirmar que si un día el Tribunal 
Constitucional tiene que pronunciarse sobre el pro- 
yecto de ley y da la razón a algunas de las tesis que 
su Grupo va a mantener dicho Tribunal está apo- 
yando ciertos intereses económicos. Como supone 
que no se quería decir esto, va a tratar acerca de si 
el proyecto de ley es o no constitucional, partiendo 
de una afirmación inicial, y es que su Grupo desea 
que esta ley permita que el acceso a la playa de to- 
dos los españoles y se redacte pensando en todos 
ellos, incluso en aquellos que las cierran cuando 
quieren bariarse solos. Como este tema no les afec- 
tal están perfectamente de acuerdo con dicho ob- 
jetivo. 
La razón del proyecto de ley cree que puede encon- 
trarse en la afirmación contenida en la exposición 
de motivos cuando se habla de una grave dejación 
administrativa como motivo de la promulgación de 
la ley. Ahora bien, se pregunta qué confianza va a 
tener el ciudadano de que, si ha existido tal deja- 
ción administrativa hasta la fecha, ésta vaya a re- 
solverse con la promulgación de una nueva ley, 
como se pretende, que lo único que hace es venir a 
reforzar la discrecionalidad de la Administración, el 
centralismo en la interpretación de los temas y el si- 
tuarse en el terreno de la inconstitucionalidad. Pre- 
gunta cuántos expedientes se han abierto a los fun- 
cionarios que autorizaron y fueron responsables de 
la dejación administrativa como medio para cono- 
cer quién ha hecho las barbaridades denunciadas y 
quién las ha autorizado. El reforzar simplemente las 
capacidades discrecionales de la Administración 
ante la dejación administrativa denunciada cree 
que no se sostiene. 
Agrega el señor Roca que el problema parte de algo 
muy sencillo: confundir dominio y competencia, ig- 
norando algo tan claro e importane como la senten- 
cia de 3 de julio de 1984 del Tribunal Constitucio- 
nal, que establece que la condición de dominio pú- 
blico no es un criterio utilizado en nuestra Consti- 
tución para delimitar competencias, sino que sirve 
para calificar una categorta de bienes. Añade que 
no existen espacios exentos dentro del tem*torio de 
una Comunidad Autónoma, a pesar de lo cual el Go- 
bierno hace todo lo contrario sin ningún sentido. 
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Parece ignorarse que la Constitución ha reconoci- 
do, y los Estatutos desarrollado con gran precisión, 
a las Comunidades Autónomas y a los municipios 
las competencias exclusivas en materia de ordena- 
ción del litoral y de urbanismo. Sin embargo, me- 
diante la presente ley se trata de recuperar de las Co- 
munidades Autónomas unas competencias que in- 
cluso les habían transferido y de sustraer a los 
Ayuntamiento unas competencias que jamás tuvo 
el Estado, para lo que se cae en graves errores y con- 
tradicciones. En definitiva, ese proyecto de ley es 
pura y simplemente la negación de las competencias 
de las Comunidades Autónomas. Como está seguro 
que no va a convencer al señor Ministro ni que tam- 
poco éste le va a convencer a él, se hallan ante un 
tema que habrá de resolver el Tribunal Constitucio- 
nal en la sentencia correspondiente. 
Finalizar el señor Roca manifestando que no vale 
tampoco recurrir al Derecho comparado, éste no da 
la razón al Gobierno por ninguna parte, citando al- 
gunos ejemplos sobre el particular. 

Se suspende la sesión a la una y cincuenta minutos 
de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 
El señor Martínez-Campillo García defiende la en- 

mienda de totalidad del Grupo Parlamentario del 
CDS. Afirma que el presente proyecto genera profun- 
das tensiones, siendo indudablemente polémico por 
dos aspectos esenciales, como son el afectar a im- 
portantes intereses, legítimos o no, y poner a prue- 
ba la distribución de competencias concurrentes en- 
tre la Administración del Estado y la autonómica, 
así como de las Corporaciones locales. Personal- 
mente deseaba desde hace años esta discusión, al ir 
observando cómo se venía degradando la costa es- 
pañola, sobre cuyo tema ha hecho el señor Minis- 
tro un diagnóstico con el que coinciden totalmente. 
Este tipo de degradación está sofocando uno de los 
recursos naturales más importantes del pais. Tam- 
bién se ha hecho hincapié anteriormente en que ese 
proceso no tenfa lugar de forma espontánea, sino 
por la existencia de unas administraciones incapa- 
ces de hacer frente a la situación, debido a la exis- 
tencia de un marco de leyes temerosas y absoluta- 
mente confusas. 
Frente a la situacibn descrita, la nueva ley introdu- 
ce, a su juicio, elementos positivos, con una decla- 
ración inequívoca de lo que es el dominio público 
marítimo-terrestre, con lo que parece que en el fu- 
turo va a ser dificil que cohabiten conceptos tan su- 
mamente contradictorios como el dominio público 
y el dominio privado, a fin de asegurar el uso y la 
protección pública de las cosas. No obstante, tal de- 
claración tajante de cara al futuro revuelve mal el 
pasado, por lo menos en algunas situaciones. Men- 
ciona en este sentido manifestaciones del señor Mi- 
nistro, tranquilizando a las propiedades adquiridas 
anteriormente que invaden de forma ilegal la zona 

de dominio público maritimo-terrestre. Piensa que 
una afirmación tan genérica no debería hacerse. Es- 
tando conforme con que no se debe perjudicar al que 
ha actuado de buena fe, echa en falta en el proyecto 
una idea innovadora capaz de ordenar el territorio, 
en tanto que se establece un catálogo de excepcio- 
nes y contraexcepciones desafortunado, donde pri- 
man el arbitrio y la discrecionalidad de la Ad- 
ministración. 
En materia de ordenación y protección del litoral, 

- como se ha puesto de relieve por el portavoz de Mi- 
noría Catalana, el proyecto confunde'radicalmente 
lo que es la titularidad del dominio público con lo 
que es capacidad de ordenacibn del territorio a car- 
go de las Comunidades Autónomas y de los Ayun- 
tamientos. Frente al camino seguido por el proyec- 
to, piensa que debe irse a la creación de un sistema 
integral e integrado de planificación, de ordenación 
y de protección del litoral. Añade que los problemas 
de la confluencia de competencias de las adminis- 
traciones no se resuelve, como determina el proyec- 
to de ley, diciendo que ya se entenderán, sino esta- 
bleciendo un plan director de coordinación, de or- 
denación y de protección del litoral. 
Finaliza el señor Martínez-Campillo Garcta alu- 
diendo a algunos olvidos del proyecto de ley, para 
concluir reiterando su oposición al mismo. 

El señor Olabarría Munoz defiende la enmienda de to- 
talidad del Grupo Vasco (PNV). Comienza suscri- 
biendo la práctica totalidad de la exposición de mo- 
tivos y los principios programáticos que parecen 
inspirar el proyecto de ley, por entender que tiene 
que ponerse coto y freno al progresivo deterioro de 
la zona demanial marítimo-terrestre de nuestras 
costas, a su privatización, a su deterioro y degene- 
ración. Sin embargo, aquí acaban sus afinidades 
con el proyecto presentado por el Gobierno. 
Refiriéndose al contenido del proyecto, señala que, 
a su juicio, hasta la fecha no ha sido presentado un 
solo proyecto de ley que, como el presente, vulnera 
simultáneamente siete competencias exclusivas o 
coparticipadas y reconocidas por el Estatuto de Au- 
tonomía de Euskadi, que es el que mejor conoce. Re- 
lata seguidamente las competencias que considera 
vulneradas, de la mayoría de las cuales tiene exclu- 
sividad, con mención de diversos artículos estatu- 
tarios y de la Constitución, lo atribuye una mayor 
gravedad a la situación. Es  desde esta perspectiva 
competencia1 y la confusión, no superada por la ley, 
lo que les impide apoyar con sus votos el texto re- 
mitido por el Gobierno. 

El señor Bravo de Laguna Bermúdez defiende la en- 
mienda de totalidad de la Agrupación de Diputados 
del Partido Liberal. Manifiesta que la imputación 
hecha por el señor Ministro de que detrás de la opo- 
sicibn a la ley existe la defensa de determinados in- 
tereses es tan injusía como el que se dijera que des- 
de el proyecto de ley se alientan otros intereses eco- 
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nómicos. Piensa que el debate no está en saber qué 
intereses están representados detrás de cada una de 
las posiciones políticas, sino en discutir realmente 
acerca de si el proyecto es el más adecuado para so- 
lucionar los problemas, generados en parte por la 
misma desidia de la Administración. Pues bien, en 
su opinión, la ley no resuelve los problemas existen- 
tes, no tranquilizándoles el que la constituyan más 
de cien artículos, toda vez que podrían reducirse en 
buen número, por ser muchos superfluos o repetiti- 
vos, cuando no claramente inadecuados para resol- 
ver los problemas planteados. 
Señala el señor Bravo de Laguna que su enmienda 
de totalidad se basa fundamentalmente en que la ley 
contiene inconcreciones graves desde el punto de 
vista de la técnica jurídica, un exceso de intewen- 
cionismo estatal, con invasión de competencias de 
las Comunidades Autónomas y de las Corporacio- 
nes locales y una ausencia de regulación adecuada 
de los derechos adquiridos. Podría añadirse un nue- 
vo motivo más, ya puesto de relieve por otros ora- 
dores, cual es la inexistencia de un tratamiento di- 
ferencial, según la circunstancia territorial de cada 
una de las costas. 
La necesidad evidente de ordenar la regulación so- 
bre las costas españolas es compartida unánimente 
por todos los Grupos de la oposición, pero no pien- 
san que sea este proyecto de ley el que pueda hacer 
frente a los problemas existentes, y ello porque, en 
primer lugar, su contenido es más extenso del que 
corresponde a su rúbrica y de lo que parece necesa- 
rio abarcar, entrando en la regulación de materias 
hasta la fecha objeto de otra normativa específica, 
como sucede con el tema de los vertidos. En segun- 
do lugar, el proyecto, de ser aprobado, habrá de ge- 
nerar problemas de atribución de competencias y un 
semillero de conflictos administrativos. En tercer 
’ término, el proyecto introduce fundamentales modi- 
ficaciones en el régimen jurídico de la propiedadpri- 
vada colindante con la zona marítimo-terrestre. En 
cuarto lugar, se caracteriza por un gran ámbito de 
discrecionalidad administrativa, con aspectos ver- 
daderamente deplorables. 
Son todos ellos aspectos claramente rechazables a 
los que cabría añadir algunos otros, como una cier- 
ta cara hostil de la Administración hacia el admi- 
nistrado, según se desprende de las palabras del se- 
ñor Ministro. 

El senor Mardones Sevilla, del Grupo Mixto, defien- 
de la enmienda de devolución formulada, resaltan- 
do la sensibilidad hacia el fondo del problema exis- 
tente, contenido en la exposición de motivos del pro- 
yecto de ley y que las Comunidades Autónomas 
comportan, si bien lamenta que tal sensibilidad no 
se recoja’también en el articulado, que es tímido y 
que viene a legalizar una situación denunciada en 
el mismo prólogo de la ley. Se pregunta qué van a 
poder hacer las Comunidades Autónomas para 

corregir la situación actual en materia de residuos 
contaminantes, especialmente cuando a lo largo del 
proyecto de ley se observa una avalancha de com- 
petencias en favor del Estado, como lo prueba que 
en los 119 artículos del proyecto de ley se invoca 
esta competencia estatal en 54 ocasiones y sólo en 
tres de las Comunidades Autónomas. Lo grave del 
proyecto de ley es que se va a hacer una sustrac- 
ción, a su juicio inconstitucional, de competencias, 
en rectificación de lo pactado y aprobado por la Cá- 
mara, dando lugar a un fenómeno políticamente 
muy grave y a un drenaje de lo conseguido al am- 
paro del artículo V I I I  de la Constitución. Esto equi- 
vale a volver sobre los propios acuerdos constitucio- 
nales que se aceptaron en esta Cámara y ello por un 
camino que, por unilateral, considera inadmisible. 

El señor Bernárdez Alvarez, también del Grupo Mix- 
to, defiende laa enmienda de totalidad presentada, 
rectificando al señor Ministro en el sentido de que 
no todo ha sido tan negativo. Piensa que con la nue- 
va ley se va a encarecer el producto inmobiliario tu- 
rístico, dificultando el acceso a esas áreas a muchas 
personas de baja capacidad económica. Piensa, por 
otro lado, que en un Estado de Derecho como el 
nuestro existen unos derechos individuales y unas 
competencias de las Comunidades Autónomas que 
la legislación estatal está obligada a respetar y que, 
en su opinión, esta ley no respeta. 
La ley provoca una inseguridad juridica por su fal- 
ta de coherencia con el ordenamiento vigente, por 
su considerable dosis de irracionalidad, por la falta 
de proteccidn de los derechos adquiridos, por la re- 
troactividad de la ley y la falta de indemnización a 
los titulares de derechos en el caso de que se les pri- 
ve de los mismos. En definitiva, una falta total de 
respeto a la propiedad privada y a los legítimos de- 
rechos de los particulares. En apoyo de su tesis men- 
ciona algunos preceptos del proyecto de ley y de la 
falta de respeto a las competencias autonómicas. 

En turno en contra de las anteriores enmiendas de to- 
talidad interviene, en representación del Grupo So- 
cialista, el señor Carda-Arreciado Batanero. Co- 
mienza afirmando que, al hilo de las intervenciones 
hasta ahora realizadas, todos parecen estar confor- 
mes en la necesidad de la ley y en el diagnóstico que 
hace de las circunstancias que es preciso corregir, 
aunque parece que cada uno desea hacerlo a su pro- 
pia manera, es decir, cuidando la pequeña parcela 
de la que resulta ser responsable. 
Seguidamente analiza las intervenciones de cada 
uno de los enmendantes, tratando los aspectos más 
relevantes de las mismas. En este sentido, aludien- 
do en primer lugar a las palabras del señor Calero, 
que ha citado normas de tiempos remotos, pero pa- 
reciendo atribuir todas las responsabilidades y de- 
sastres a los socialistas en relacidn con el deterioro 
de nuestras playas y nuestras costas, en una desme- 
sura y sectarismo tan evidente que resulta inútil in- 
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tentar convencerles de lo contrario. La esencia del 
discurso del señor Calero es que comparte los obje- 
tivos de la ley, pero, en su opinión, en tanto que se 
mantenga sin contenido alguno y como una simple 
declaración de buena voluntad, sin darle contenidos 
jurídicos que puedan poner en peligro intereses le- 
gítimos que se encubren detrás de las intewencio- 
nes de todos los Grupos y reconoce que de la suya 
propia. Cree que las enmiendas presentadas al pro- 
yecto de ley han marcado una frontera política muy 
clara en la Cámara, que es la de quienes están por 
la defensa de los intereses colectivos en posturas de 
progreso y quienes defienden intereses no colectivos, 
sino particulares, aunque absolutamente legítimos. 
E n  definitiva, y con la sola excepción de un Grupo, 
la ley ha marcado la diferencia entre la izquierda 
progresista y la derecha conservadora. 
Las catorce razones o supuestos fallos de técnica ju- 
rídica para oponerse a la ley expuestas por el señor 
Calero pueden resumirse en una sola, cual es el de- 
seo de mantener el derecho a la propiedad dentro de 
los límites de la más absoluta seguridad jurídica, 
sin la cual hubiera sido imposible el progreso so- 
cial. Frente a las afirmaciones del señor Calero, tie- 
ne que decir que la única «ratioB de la ley y del Gru- 
po Socialista para apoyarla es el detener la especu- 
lación salvaje y proceder, en la medida de lo posi- 
ble, a reparar los daños causados. La única volun- 
tad que tiene es la que al final de la discusión se re- 
fleja en el marcador electrónico, porque ésa es la vo- 
luntad de la Cámara y,  por tanto, del pueblo. 
Respecto a la intervención del señor Roca, la califi- 
ca de rigurosa y mesurada, como siempre, coinci- 
diendo igualmente con los objetivos de la ley, si bien 
comete la injusticia de atribuir a la dejación admi- 
nistrativa el que se haya propiciado el actual esta- 
do de nuestras costas. Precisa que los socialistas no 
desprecian ni a las corporaciones locales ni a las 
Comunidades Autónomas, deseando trabajar con 
ellas y estableciendo al efecto en la ley suficientes 
mecanismos de diálogo y acuerdo para solucionar 
los problemas de concurrencias competenciales. 
Niega, por otra parte, que existan confusiones entre 
dominio y competencias, señalando que sobre el 
problema competencia1 hay suficiente legislación 
del Tribunal Constitucional, aunque no va a hacer 
ahora mención de sentencias que todos conocen. 
Respecto a la intervención del señor Martínez-Cam- 
pillo, se refiere únicamente a su mención de un plan 
integrador e integrado de acciones sobre el litoral y 
que, después, las competencias, que no duda que 
son estatales, se puedan delegar en las Comunida- 
des Autdnomas para que cada una gestione su par- 
te de dicho plan. Sobre este particular piensa que 
hay elementos suficientes en el proyecto de ley como 
para que pueda entenderse incorporado a él dicho 
plan, mencionando al efecto los artículos 46, 86 y 
118, en los que se hacen continuas alusiones a ac- 
tuaciones conjuntas. 

Al señor Olabarría, cuyas objeciones fundamentales 
son de tipo competencial, le remite a las palabras 
pronunciadas en relación con la intervención del se- 
ñor Roca. Sólo desea afirmarle que de las siete vio- 
laciones competenciales que ha mencionado algu- 
nas cree que están fuera de lugar, citando diversos 
preceptos sobre el particular. 
Al señor Bravo de Laguna, que ha insistido mucho 
en el tema de la inseguridad jurídica, el derecho de 
la propiedad y los problemas de las servidumbres e 
indemnizaciones, tiene que manifestade que ningún 
derecho consolidado es expropiado por esta ley sin 
indemnización . 
Alude, por último, a las intervenciones de los seño- 
res Mardones y Bernárdez, que insisten en temas 
previamente tratados con amplitud por otros en- 
mendantes, por lo que se remite a la contestación 
dada a aquéllos. 

Replican los señores Calero Rodríguez, Roca i Junyent, 
Martínez-Campillo García, Olabarrfa Muñoz, Bra- 
vo de Laguna Bermúdez, Mardones Sevilla y Ber- 
nárdez Alvarez, duplicando el señor García-Arrecia- 
do Batanero. 

Para fijación de posiciones interviene, en nombre de 
la Agrupación de Diputados de la Democracia Cris- 
tiana, el señor Pérez Dobón. 

Sometidas a votaciones conjuntas las enmiendas de 
totalidad debatidas anteriormente, son rechazadas 
por 74 cotos a favor, 158 en contra y 13 abs- 
tenciones. 

Se aprueba por asentimiento la propuesta de la Mesa, 
oída la Junta de Portavoces, advocando al Pleno del 
proyecto de Ley General de Publicidad, e igualmen- 
te del proyecto de ley de Costas, cuyas enmiendas de 
totalidad acaban de rechazarse. 

Se levanta la sesión a las siete y cinco minutos de la 
tarde. 

Se reanuda la sesión a las nueve de la manana. 

CONVALIDACION O DEROGACION DE REALES DE- 
CRETOS-LEY ES: 

- REAL DECRETO-LEY 1/1988, DE 22 DE FEBRERO, 
POR EL QUE SE REGULA LA INCORFORACION DE 
LA MUJER A LAS FUERZAS ARMADAS 

El señor VICEPRESiDENTE (Torres Boursault): El 
punto correspondiente del orden del día es la convalida- 
ción o derogación del Real Decreto-ley 111988, de 22 de fe- 
brero, por el que se regula la incorporación de la mujer 
a las Fuerzas Armadas. 
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Para su presentación, tiene la palabra el señor Minis- 
tro de Defensa. 

El señor MINISTRO DE DEFENSA (Serra Serra): Se- 
ñor Presidente, señorías, el Gobierno presenta hoy para 
su convalidación el Real Decreto-ley 111988, de 22 de fe- 
brero, que regula la incorporación de la mujer a las Fuer- 
zas Armadas. 

El precepto constitucional que autoriza la existencia de 
normas de la naturaleza de este decreto-ley requiere que 
razones extraordinarias y de urgente necesidad caracteri- 
cen su promulgación, y creo, señorías, que estos requisi- 
tos se observan en la disposición jurfdica que hoy presen- 
ta el Gobierno, cuyo contenido se dirige a hacer realidad 
el principio constitucional de igualdad de la mujer y del 
hombre ante la ley también en el seno de las Fuerzas 
Armadas. 

Tanto la Ley Orgánica de Criterios Básicos de la Defen- 
sa Nacional y la Organización Militar como la Ley del 
Servicio Militar, aprobadas en la pasada legislatura, pre- 
veían que leyes futuras establecieran la participaci6n de 
la mujer en la defensa nacional; previsión, por otra par- 
te, absolutamente coherente con la concepción de que la 
defensa debe ser obra de todos los españoles. 
Los programas de los distintos partidos que componen 

el arco parlamentario abogaban todos por esta equipara- 
ción social y los tribunales de justicia han confirmado en 
sentencias bien recientes la necesidad de adecuación al 
ordenamiento jurfdico del tema de la participación de la 
mujer en las Fuerzas Armadas. 

El Gobierno tenia ya avanzado el modo de efectuar esta 
integración, ya que será objeto de regulación en la ley de 
la función militar, que el Gobierno tiene en estado avan- 
zado de preparación. Pero el Gobierno ha optado por ade- 
lantarse en el tiempo para facilitar la integración de la 
mujer en las Fuerzas Armadas de forma progresiva, pero 
a partir de este año. 

El real decreto-ley que se somete a convalidación de 
esta Cámara expresa el principio de la incorporación en 
igualdad de condiciones entre sexos, sin otros límites que 
aquellos que puedan derivarse de las aptitudes físicas de 
la condición femenina. De este modo, se abre la opción 
de ingreso en todos los cuerpos y escalas de las Fuerzas 
Armadas y la obtención de todos los empleos militares, 
disponiendo para ello de igualdad de oportunidades en to- 
dos los sistemas de promoción que rigen la progresión en 
la carrera militar, sin que constituya obstáculo para ello 
la ausencia obligada de actividad profesional a causa de 
la maternidad. 

De los diferentes modelos adoptados por otros pafses 
de nuestro entorno se ha elegido, señorfas, quizás el más 
progresivo, el que más nítidamente iguala en capacida- 
des a la mujer con el hombre en el seno de las Fuerzas Ar- 
madas. Desde luego, el Gobierno no ha seguido aquellos 
modelos que constituyen escalas especfficamente femeni- 
nas puesto que estos modelos lesionan la igualdad; tam- 
poco hemos escogido modelos que establecen cupos a la 
presencia de la mujer o modelos que veten la posibilidad 
de ascenso a los empleos superiores. Es cierto que el prin- 

cipio de igualdad exige la desaparición de cualquier tipo 
de trato discrirninatorio, y precisamente en su cumpli- 
miento se redacta este decreto-ley; pero también es cier- 
to que una exagerada imposición ante supuestos que no 
son equivalentes podría conducir a un efecto que en sf 
mismo seria discriminatorio. Por ello, para determinados 
destinos se prevé que puedan tenerse en cuenta precisa- 
mente las diferencias fisiológicas sin que en ningún caso 
esta decisi6n interfiera en el modelo de carrera. 

Las Fuerzas Armadas, que comparten los criterios es- 
tablecidos en el decreto-ley, deben, sin embargo, adecuar 
su infraestructura, adecuar su organización para que este 
decreto-ley pueda aplicarse en su totalidad. Por ello, el 
real decreto-ley prevé una incorporación inmediata a 24 
cuerpos y escalas, así como también a la Guardia Civil y, 
asimismo, prevé una incorporación progresiva en el caso 
de las armas combatientes. Como ya he dicho, la publi- 
cación de las convocatorias de estos 24 cuerpos y escalas: 
prevista precisamente para los primeros dfas de este mes 
de marzo, aconsejó al Gobierno la urgencia de la norma 
que suprimiera de sus condiciones de ingreso para este 
ano el trato diferenciado por razón de sexo. Además, de- 
cidida esta cuestión y presentado el real decreto-ley, se 
ha procedido ya a modificar, mediante orden ministerial, 
el cuadro médico de exclusiones y las pruebas de aptitud 
física para el ingreso en la profesión militar. 

De este modo, señorfas, el Gobierno considera que con 
el decreto-ley que he presentado a sus señorfas avanza- 
mos de forma definitiva en el camino de equiparar a to- 
dos los ciudadanos ante la ley haciendo realidad, ya para 
este año, gracias al carácter de urgencia que esta norma 
tiene, el derecho de la mujer a elegir libremente su pro- 
fesión y, en concreto, a elegir la posibilidad de que su pro- 
fesión esté en el seno de los cuadros de mando de las Fuer- 
zas Armadas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Ministro. LTurno en contra de convalidación? 
(Pausa. La wilora Salamillana y el sefiot Tamames piden 
la palabra al mismo tiempo.) Por el grupo de Diputados 
de la Democracia Cristiana, tiene la palabra la señora 
Salanullana. 

Hay un solo turno en contra, señor Tamames. 

El señor TAMAMES COMEZ: Señor Presidente, he le- 
vantado la mano precisamente cuando usted ha pregun- 
tado aTurno en contra». 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): No se 
trata de quién levanta antes la mano, señor Tamames. El 
criterio que se sigue para establecer el orden de las inter- 
venciones es el número de Diputados que tenga cada agru- 
pación o grupo que desee hacer uso de la palabra. 

El señor TAMAMES GOMEZ: En ese caso, señor Pre- 
sidente, utilizaré el turno de toma de posición. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Muchas gra- 
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cias, señor Presidente. Me gustaría, señor Tamames, que 
ei turno en contra que utilizo, por establecerlo así el Re- 
glamento, sirviera también para traer aquí sus posiciones. 

Señorías, señor Ministro, estoy segura de que en esta 
Cámara ha resultado chocante que nuestro Grupo Parla- 
mentario. haya pedido el turno en contra precisamente 
para esta ley por la que estamos luchando nosotros hace 
tiempo. Lo van a entender en cuanto haga yo mi exposi- 
ción de motivos. 

Hace justamente un año y diecinueve días, en nombre 
de los Diputados del PDP entonces, hoy de la Democracia 
Cristiana, presenté en la Comisión de Defensa una propo- 
sición no de ley para que el Gobierno trajera la normati- 
va necesaria con el fin de que la mujer pudiera entrar en 
la profesión militar. Fue aprobada por todos los grupos 
parlamentarios, excepto por el Socialista, que dio tantos 
argumentos a favor como yo, abundó aún más en ellos y, 
sin embargo, la rechazó. Y la rechazó por tres razones: no 
había demanda social; era muy costoso, económica y or- 
ganizativamente, cambiar el estado de academias y cuar- 
teles: y era necesaria una ley para regular la participa- 
ción de la mujer en la defensa nacional. Ninguna de las 
tres cosas, a nuestra manera de ver, y después se ha com- 
probado, era cierta. Sí había demanda social; lo que pasa 
es que ustedes no la conocían, nosotros sí. No era tan com- 
plicado transformar los cuarteles y las academias; se ha- 
bía hecho ya en universidades, hospitales, juzgados, fá- 
bricas, institutos, colegios, cuarteles de la policía nacio- 
nal y de la policía municipal; ustedes exageraban, noso- 
tros no. No hacía falta una ley para la participación de la 
mujer en la defensa nacional, porque ni el artículo 8." ni 
el artículo 30 de la Constitución introducen ningún tipo 
de discriminación para la mujer. Lo único que hacía fal- 
ta era una voluntad política de cumplir el artículo 14 de 
la Constitución, y ustedes lo disimulaban con este subter- 
fugio; nosotros nunca creímos en él. 

Hoy, al cabo de un año, el portavoz del Gobierno, des- 
pués del Consejo de Ministros en que se aprobó este real 
decreto-ley, sale a la opinión pública y a los medios de co- 
municación diciendo que se hace y se presenta este decre- 
to-ley porque existe una demanda social y porque estaba 
en el programa socialista. También me interesa refrescar- 
les la memoria a este respecto. Como les he dicho, la de- 
manda social existía ya, lo que pasa es que necesitaba un 
cauce por el cual canalizarse. Y hubo un grupo parlamen- 
tario, el nuestro, que se convirtió en ese cauce, que se hizo 
eco de esta demanda, y hubo una ayuda inestimable de 
los medios de comunicación a nuestra propuesta. Y hubo, 
y hay, sobre todo, una firmeza de tantas jóvenes que han 
decidido que su vocación es entrar a formar parte de las 
Fuerzas Armadas. 

Dicen ustedes que estaba en el programa socialista; yo 
lo he leído y lo he releído y. ni en la letra grande ni en la 
letra pequeña lo he encontrado. 

En cuanto a este decreto-ley, que viene a confirmar que 
no era necesaria, como decíamos nosotros, la ley de par- 
ticipación de la mujer en la defensa nacional, ¿saben lo 
que les digo en nombre de nuestro Grupo? Que sí, pero 
no. A la ya durísima tarea de la mujer por incorporarse 

de lleno a la sociedad y al mundo de la profesión y del tra- 
bajo, usted, señor Ministro de Defensa, acaba de añadirle 
una barrera más y acaba de hacerle una burla más. Du- 
rante siglos, sólo dos trabajos se consideraban aptos para 
la mujer, ninguno de los dos remunerados y, por supues- 
to, los dos muy duros: las faenas del campo y las faenas 
del hogar. Es ya una noticia vieja la primera mujer que 
ha entrado a ser algo; siempre, casi siempre, excepto en 
estos últimos tiempos, era cuestión de burlas, de descon- 
fianzas, de persecuciones. Ya no es noticia que una mujer 
entre a trabajar en la fábrica, entre en la universidad, sea 
periodista, sea conductora de taxi, sea conductora de una 
locomotora, sea policía nacional o municipal, sea minis- 
tra, sea diputada, entre a trabajar en una central nuclear 
o en una mina. Sin embargo, ustedes nos han hecho con- 
vencernos de que no ha cambiado nada, de que nos sigue 
costando lo mismo que antes un primer logro, de que se- 
guimos estando en los tiempos en que Concepción Arenal 
tuvo que estar dos años en la universidad disfrazada de 
hombre para poder entrar en ella. Estoy segura de que 
esta vez las chicas que quieren entrar a formar parte de 
las Fuerzas Armadas no van a tener que disfrazarse de 
hombres porque existe un grupo parlamentario, el nues- 
tro, que va a seguir defendiéndolas, y porque existe una 
Constitución que ustedes están ignorando. 

Por eso digo en este decreto-ley que sí, pero no; sí a la 
entrada de la mujer en el único estamento en que le es- 
taba prohibido, pero no de esta manera cicatera, descon- 
fiada, injusta e inconstitucional. Porque el derecho cons- 
titucional es indivisible, es improrrogable y es automáti- 
co. ¿o es que también en las leyes nos piensan aplicar us- 
tedes su famoso 25 por ciento? Porque con este decreto- 
Ley muchas mujeres no podrían ejercer el derecho que tie- 
nen a ingresar en las Fuerzas Armadas. Además, después 
de las declaraciones del señor Ministro y de todos sus ad- 
láteres a lo largo de este año, diciendo que era inminente 
la entrada en vigor de una ley que favoreciera la entrada 
de la mujer en las Fuerzas Armadas y la campaña exhaus- 
tiva que ha hecho el Instituto de la Mujer, diciendo: «Por 
fin, mujer, puedes elegir la profesión que desees», hay mu- 
chas jbvenes que se lo han creido. Se han matriculado en 
escuelas de preparación militar, están estudiando como 
fieras y preparándose físicamente, más, si cabe, que sus 
compañeros jóvenes porque saben, como sabemos todas 
por experiencia, que a nosotras se nos exige en todo más 
cada día. 

Como dijo un sociólogo holandés una mujer debe ser el 
doble buena que un hombre para alcanzar un puesto la 
mitad de importante que él. Somos conscientes de eso, y 
por eso trabajamos el doble. 

Dígame usted, señor Ministro, ¿qué derecho constitu- 
cional se ha desarrollado hasta ahora en nuestro país, así 
como éste, con cuentagotas? Que yo sepa, y los he ido re- 
pasando uno por uno, todos han sido de una vez. Pongo 
unos ejemplos: el artículo 12, que habla de la mayoría de 
edad; jes que primero se hizo un decreto diciendo que la 
mayoría de edad a los 18 años era sólo para los rubios, y 
luego, progresivamente, sería para los morenos o para los 
pelirrojos? ¿Es que en el artículo 27, cuando se dio el de- 
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recho a la educación, se dijo en un primer decreto-ley que 
sólo podían tener derecho a la educación los que vivían 
en las ciudades y, progresivamente, se iría haciendo, se- 
gún el número de habitantes, en pueblos? Por ejemplo, el 
artículo 35, el derecho al trabajo; jes que primero se dijo 
que tenfan derecho al trabajo aquellos que trabajaran en 
la pequeña y mediana empresa y, después, todos los de- 
más trabajadores? Es la única vez que se hace algo sobre 
un derecho constitucional en el que no se hace de un gol- 
pe, que se restringe. 

No sé cómo explicárselo, señor Ministro. (Risas.) Seño- 
res del Grupo Socialista, las mujeres estamos hartas ya 
de declaraciones institucionales y grandilocuentes sobre 
nuestros derechos y sobre nuestra igualdad. No nos lo tie- 
nen que decir a nosotras; ya lo sabemos. Ustedes lo di- 
cen, pero no lo saben. 

Tengo, además, dos perlas para el señor hlinistro de dos 
Diputadas socialistas de esta Cámara, formuladas en el 
debate sobre la propuesta de Minoría Catalana para la 
creación de una comisión parlamentaria sobre los dere- 
chos de la mujer. Se las voy a leer al señor Ministro por- 
que, a lo mejor no sabe lo que piensan sus Diputadas y le 
puede servir. La señora Hermosín dice: «Los poderes pú- 
blicos, nosotros, tenemos la obligación ... según el articu- 
lo 9 de nuestra Constitución, de remover los obstáculos 
que impidan o dificulten la libertad e igualdad de todos 
los ciudadanos ... nuestro Gobierno está comprometido 
con una política que acelere la igualdad de hecho entre 
los hombres y mujeres. Está comprometido desde ... que 
en esta Cámara se ratificó la Convención sobre la elimi- 
nación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, en el año 1983s. En esto le ganamos los Diputados 
demócratacristianos porque estamos convencidos desde 
que nacimos y, sobre todo, desde que se aprobó la Cons- 
titución. (Risas. Rumores.) Pues este decreto-ley señor Mi- 
nistro, instaura otro tipo de discrimianción. (Rumores.) 

f a  señora Izquierdo decía en este caso: aseñorías, tra- 
dicionalmente en nuestro país ha existido, por razón de 
sexo, una división de funciones entre hombres y mujeres. 
Ello ha provocado que haya tareas y funciones específi- 
cas que realizan mujeres y tareas y funciones encargadas 
a los hombres*. Con esto hay que acabar. Señora Izquier- 
do, dígaselo al Ministro, porque en este decreto-ley se es- 
tablecen, otra vez, tareas especfficas para hombres y ta- 
reas específicas para mujeres. Yo lo siento, pero su Go- 
bierno nos sigue considerando ciudadanos de segunda. Lo 
dice muy claro el real decreto-ley; no nos dejan ser más 
que Guardias Civiles de segunda (Risas.). 

Siguen considerando complicadísimo que las mujeres 
entren en las academias militares y en los cuarteles, cuan- 
do ya desde la guardería, señor Ministro, están juntos ni- 
ños y niñas en nuestro país (Risas.), y además le voy a in- 
formar de lo que dicen los jefes de las academias en estos 
momentos en que usted dice que va a ser necesario acon- 
dicionarlas. Tengo las declaraciones del Coronel Director 
de la Academia General del Aire, que dice: Puedo decir 
que estamos en este momento preparados para recibir a 
aquellas mujeres que logren ingresar, y espero que con su 
vocacibn y entusiasmo lograrán superar los pequeños pro- 

blemas de adaptación que puedan presentarse. Lo mismo 
dicen los otros directores. O sea, que lo que para ustedes 
necesita una progresiva readaptación y normativa, los di- 
rectores, que son los que lo viven, confían en que las pro- 
pias mujeres entren, con su sentido común y con su vo- 
cación militar, sean las que solucionen el pequeño pro- 
blema de adaptación. Fíjese usted lo que es una voluntad 
y lo que es no tener voluntad. 

Pero es que además en estos momentos, y en plan pa- 
ternalista, porque en el fondo creen que no somos muy es- 
pabilados, sobre todo los miembros de la oposición (Ri- 
sas.), se creen que nos vamos a conformar con este real de- 
creto-ley, que es un caramelo y que con él nos dejan sa- 
tisfechas ya, supongo que se creerán que a las mujeres; 
yo no lo sé, estoy aquí como Diputada. 

Resulta que ahora tinen el «valor», y digo «valor» en- 
tre comillas, para darle el sentido más peyorativo de la 
palabra en su significado, de sacar una normativa de ac- 
ceso a las academias en la que, cuando antes sólo se de- 
cía urequisito: ser español)), hoy se dice: «requisito: ser es- 
pañol y varónu. Por primera vez, después de promulgada 
la Constitución, es una convocatoria se dice «ser español 
y varón», se elimina a las mujeres. Perfecto, vamos para 
atrás como los cangrejos. (Rumores.) 

Y le aseguro que nosotros, los Diputaddos democristia- 
nos, no vamos a consentir esta afrenta, por eso estamos 
aquí, utilizando un turno en contra, y por supuesto las 
Diputadas democristianas, y aquí sí hablo como diputa- 
da y como mujer, por representante del pueblo y por mu- 
jer, vamos a luchar todavía más. Y les aseguro que les 
compadezco en esa lucha, porque se han metido, prime- 
ro, en un callejón legal sin salida; después porque nos van 
a tener en frente todos los días a nosotros; después por- 
que van a tener en frente a la cantidad de mujeres que en 
estos momentos tienen una clara vocación de pertenecer 
al ejército y a las Fuerzas Armadas, y lo van a conseguir; 
porque van a estar ustedes todos los días oyendo las sen- 
tencias de los tribunales en contra de su decisión. (Ru- 
mores.) 

Precisamente el Diputado de la' Democracia Cristiana 
Blas Camacho está preparando el recurso de inconstitu- 
cionalidad contra esa convocatoria, y el otro día Ana Mo- 
reno, nuestra Mariana Pineda de hoy (Grandes risas.), Ile- 
vó al Ministerio su instancia de inscripción acompañada 
de una sentencia de la Audiencia Territorial de Madrid en 
que declaraba nula ya la no admisión del año pasado. Ex- 
cuso decirles lo que va a pasar con ésta, en la que se dice 
«ser varón». Yo les pido que recapaciten. 

Puede que mis palabras les parezcan duras, se han reí- 
do (Rumores.), pero a lo mejor es porque lo que duele lo 
disimulan sonriendo. Yo he intentado que sean duras, 
porque además es que lo siento dentro, es algo por lo que 
he luchado toda mi vida, desde que nací (Rumores$, por 
los derechos de la mujer. Y además no es broma, estoy ab- 
solutamente convencida de que somos iguales y de que 
sólo el dfa en que esa igualdad sea efectiva la humanidad 
estará completa, y mientras tanto no, y como eso es lo 
que he vivido siempre es lo que estoy defendiento. Por- 
que, señores Diputados del Grupo Socialista, a los que 



- 5764 - 
CONGRESO 10 DE MARZO DE 1988.-NúM. 92 

tanta gracia les hace que una mujer que no es de su Gru- 
po, que parece que tiene la exclusiva, defienda los dere- 
chos de la mujer, en estos momentos van ustedes a ver la 
diferencia, ya ha salido una mujer a defender los derechos 
de la mujer, y hay otras que se van a callar porque no se 
atreven por disciplina de partido, pero yo sé que ellas los 
defenderían igual que yo, lo que pasa es que no se atre- 
ven. (Rumores.) 

A mí me gusta comparar a la humanidad con un tron- 
co recio de árbol que tiene dos ramas. Durante siglos la 
rama del hombre ha crecido sin poda ninguna, sin traba 
de ninguna clase, con el sol y la lluvia directamente, fron- 
dosa y exuberante; mientras tanto la rama de la mujer ha 
,crecido debajo sin poder ver el sol, sin recibir la lluvia, 
sin recibir la luz. De vez en cuando ha surgido un brote 
tan fuerte que ha salido por encima y así tenemos, pero 
muy pocas, algunas mujeres que han pasado a la historia 
de las ciencias, de las artes, de las letras, de la política. 
Hagan ustedes, que tienen el Gobierno, que en esta próxi- 
ma primavera esas dos ramas sean igual de frondosas, sin 
ninguna diferencia y la humanidad se enriquecerá. Nada 
más y muchas gracias. (Rumores. Aplausos.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Para un turno a favor tiene la palabra la señora Pinedo. 
cias, señora Salarrullana. 

La señora PINEDO SANCHEZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, voy a consumir un turno a favor del real decreto- 
ley que debatimos. Yo no he podido ocultar mi asombro 
cuando escuchaba a la señora Salarrullana. Ha dicho que, 
desde hace mucho tiempo, ella está luchando por esta ley 
y que toda su vida ha estado defendiendo los derechos de 
igualdad de la mujer. Yo tenía delante, en mi mesa, una 
proposición no de ley de la I legislatura, presentada por 
la compañera socialista María Dolores Pelayo, que no 
tuvo el menor apoyo de la Diputada que me ha precedi- 
do, ni del grupo parlamentario en el que entonces estaba. 

Tengo que decirle, señora Salamillana, que no hay nin- 
guna Diputada socialista que tenga nada que aprender de 
usted en lo que es defender los derechos de las mujeres. 
(Aplausos.) Quizá tenga usted que aprender algo de noso- 
tras, y es que jamás ninguna de nosotras habríamos ma- 
nipulado una información, como usted hizo el día que se 
debatió la proposición no de ley que usted presentó en Co- 
misión, saliendo de la misma diciendo que el G N ~ O  Par- 
lamentario Socialista se oponía a la entrada de la mujer 
en las Fuerzas Armadas, cuando no había ni una sola ase- 
veracih, en toda la intervención que yo tuve, que se opu- 
siera a ello. Nos oponíamos a su proposición de ley que 
lo que pretendía es que en el plazo de tres meses se regu- 
lara por ley. Lo cual es completamente distinto. 

Nosotros explicamos cómo queriamos la regulación, 
c6moSe iba a efectuar y para nada hablamos de costes. 
Tengo aquí delante mi intervención y ni una sola vez me 
referí a ello. Entre otras cosas porque creo que eso es que- 
rer desvirtuar un debate que se plantea en unos términos 
completamente distintos. (Algunos señores DIPUTADOS: 
Muy bten, muy bten.) 

Nosotros vamos a aprobar y votar a favor de este real 
decreto-ley. Lo vamos a aprobar porque con él se inicia 
el programa de la incorporación de la mujer a las Fuer- 
zas Armadas, porque se regula su acceso a determinados 
cuerpos y escalas militares y también porque marca el ca- 
mino por el que va a discurrir su incorporaci6n a los de- 
más cuerpos de los ejércitos. 

Ya al día siguiente de su publicación se adecuaron por 
orden ministerial los cuadros de exclusiones médicas y 
pruebas físicas para el ingreso en ellos, del mismo modo 
que se han modificado para el ingreso en el .Cuerpo de la 
Guardia civil. Y ya han comenzado a convocarse las dis- 
tintas vacantes en los cuerpos y escalas contemplados en 
el real decreto-ley y en las que el requisito inicial se cir- 
cunscribe al hecho de ser español sin más. 

El debate de fondo ha estado resuelto siempre (La se- 
nora Salarrullana de Verda, pronuncia palabras que no 
se perciben. Rumores.) En virtud de la Constitución y de 
las normas legales. 

Señora Salarrullana va a tener usted posibilidad de ré- 
plica y yo podré contestar a lo que usted quiera decir. 

Si nos atenemos al marco constitucional, el artículo 14 
prohibe toda discriminación, entre otras, por razón de 
sexo. El artículo 23 establece que todos los ciudadanos tie- 
nen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las 
funciones y cargos públicos. El 35 determina que todos 
los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al 
trabajo sin que, en ningún caso, pueda haber discrimina- 
ción por razón de sexo. 

Si buscamos aquellos artículos de la Constitución que 
tratan el tema que hoy nos ocupa, el artículo 8." establece 
en su apartado 2 ,  que uüna ley orgánica regulará las ba- 
ses de la organización militar conforme a los principios 
de la presente Constitución». Del mismo modo el artículo 
30 en su apartado 1 dice: #Los españoles tienen el dere- 
cho y el deber de defender a España,. Y en su apartado 
2: uLa ley fijará las obligaciones militares de los españo- 
les,. Es decir, en ningún momento,.a lo largo del debate 
constitucional, aparece la discriminación de la mujer. 

De la misma forma, cuando se desarrolla la Constitu- 
ción a través de las leyes de defensa, no encontramos en 
las normas básicas de la organización militar ninguna re- 
ferencia expresa al requisito de ser varón para pertenecer 
a las mismas. Incluso en las Reales Ordenanzas para las 
Fuerzas Armadas, el artículo 185 establece que ninguno 
de sus miembros será objeto de discriminación. 

Pero si el debate de fondo estaba resuelto en virtud de 
la Constitución y de las normas legales, era necesaria vo- 
luntad política de llevarlo adelante; voluntad política ma- 
nifestada por el Ministro de Defensa y el Grupo Parlamen- 
tario Socialista cuantas veces se ha suscitado en la Cáma- 
ra esta cuestión, y que hoy se plasma en el Real Decreto- 
ley que debatimos; Decreto en el que no solamente se da 
acceso a la mujer a determinados cuerpos y escalas, sino 
que en los apartados 2 y 3 del artículo 1: se. establece la 
dirección en que se van a desarrollar las normas que re- 
gulen la incorpora~ión de la mujer a las Fuerzas Arma- 
das. La mujer podrá alcanzar todos los empleos milita- 
res, y la ley le garantiza su progresi6n de carrera en con- 
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diciones de igualdad con el varón, sin que puedan existir 
otras diferencias que las derivadas de sus condiciones fi- 
siológicas para la provisión y desempeño de determina- 
dos destinos. 

El diseño que establece, pues, se enmarca entre los más 
avanzados de los países de nuestro entorno. Si compara- 
mos la participación de la mujer en las Fuerzas Armadas 
entre los países de la OTAN, vemos que existen diferen- 
cias sustanciales, desde aquellos donde las mujeres están 
excluidas o que participan de una forma muy restringi- 
da, hasta aquellos donde tienen acceso a todos o casi to- 
dos los puestos militares. Daré algunos ejemplos para ver 
lo que Ocurre en algunos países. En la República Federal 
Alemana de la Constituci6n prohibe el servicio de las ar- 
mas a las mujeres y, como consecuencia, sólo se permite 
el ingreso a la mujer en el cuerpo médico. En Francia, por 
el contrario, la Constitución francesa garantiza la igual- 
dad de sexos y en el Estatuto*general del personal militar 
tampoco se discrimina por razón de sexo. Hasta 1973 la 
integración de la mujer se hacía a través de cuerpos es- 
pecfficos, pero a partir de esta fecha hombres y mujeres 
forman parte de cuerpos mixtos, llevándose la ensedanza 
en las mismas escuelas y academias. En Gran Bretaña la 
mujer no ha logrado entrar en todas las academias y co- 
legios militares. Su participación se articula en tres cuer- 
pos femeninos, uno por cada Ejército y uno para el cuer- 
po de enfermeras. El grado máximo al que puede aspirar- 
se es al de brigadier, existiendo entre hombres y mujeres 
desigualdades importantes en cuanto a sueldo-relación 
contractual. En Bélgica la mujer está totalmente integra- 
da en las ramas de las Fuerzas Armadas. Tiene los mis- 
mos derechos, deberes y obligaciones que el personal mas- 
culino y desde 1981 están abiertos para la mujer todos los 
puestos militares. La situación es semejante a la de Bél- 
gica en Holanda. La ley abre todos los puestos de las Fuer- 
zas Armadas a la mujer, incluso los de combate. En Di- 
namarca y Noruega el nivel es muy similar al de Francia. 
En Dinamarca se está ensayando desde 1984 un proyecto 
para la incorporación de la mujer a unidades combatien- 
tes y buques de guerra. En Grecia, sin embargo, la inte- 
gración de la mujer no es total y los empleos que aún pue- 
de ocupar son sólo de apoyo. La integración más comple- 
ta se ha producido en Estados Unidos, donde se ha efec- 
tuado en cuerpos y servicios mixtos y en todos los esca- 
lones de la jerarquía. Como vemos, si analizamos estos 
ejemplos que yo he cogido, las disposiciones establecidas 
en el Real Decreto-ley que debatimos se encuentran en 
aquellos países en que la participación de la mujer en las 
Fuerzas Armadas es mayor. 

En contra de lo que se ha dicho aquí, no se trata con el 
Real Decreto-ley de retrasar la incorporación de la'mujer 
a las academias militares, sino, por el contrario, de avan- 
zar en su incorporación a aquellos cuerpos y escalas que 
no necesitan de adaptaciones organizativas y con el fin de 
que pudiera alcanzar las inminentes convocatorias de in- 
greso del Ministerio de Defensa. Tenemos la seguridad de 
que su acceso a los demás cuerpos y escalas militares será 
una realidad cercana. Con este Real Decreto-ley la mujer 
tiene acceso a la única profesi6n que tenía vedada hasta 

el momento en España. Damos así cumplimiento al pro- 
grama electoral del Partido Socialista ante las elecciones 
del año 1986, en el que la polftica hacia la mujer y los jó- 
venes se asumía como prioritaria, y cumplimos la actua- 
ción contenida en el Plan de acción para la igualdad de 
oportunidades de las mujeres, aprobado por acuerdo del 
Consejo de Ministros de 25 de septiembre de 1987, que 
proponía que se efectuaran las reformas legales necesa- 
rias que posibilitasen la incorporación de la mujer a las 
Fuerzas Armadas. 

Por todo ello, señores Diputados, el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista va a votar a favor del Real Decreto-ley que 
debatimos. 

Gracias. (Aplausos en los bancos de la izquierda.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra la señora Salarrullana. 
cias, señora Pinedo. 

La señora SALARRULLANA DE VERDA: Gracias, se- 
ñor Presidente. 

Muchas gracias, señora Pinedo, por su intervención por- 
que sólo hay dos cosas en las que ni usted me ha dado la 
razón a mí ni yo se la voy a dar a usted; sólo en dos cosas 
de toda su intervención y le voy a decir cuáles han sido. 
La primera, cuando S .  S .  ha hecho alusión a una inter- 
vención parlamentaria de la señora Pelayo en la que pre- 
cisamente usted sabe muy bien, porque S .  S .  y yo estába- 
mos en un partido que se llamaba Unión de Centro De- 
mocrático y éramos Senadoras, no Diputadas ... (La seño- 
ra PINEDO SANCHEZ: Yo, no.) Porque acababa de sa- 
lirse de UCD, seiiora Pinedo, quizás hacía dos días, pero 
éramos Senadoras. 

La segunda cosa en la que no estoy de acuerdo es con 
todo lo que ha dicho S. S .  en nombre de su Grupo con la 
intención de defender los derechos de la mujer, la no dis- 
criminación de la mujer, y la interpretación de los ar- 
tículos que nos ha leído de nuestra Constitución, con los 
que estoy completamente de acuerdo y gracias a eso es- 
toy aquí utilizando el turno en contra. No hablo de la le- 
gislación extranjera que ya la di toda en la Comisión de 
Defensa cuando debatimos la proposición no de ley, por- 
que en estos momentos a mí no me importa nada cómo 
estén reconocidos los derechos de las mujeres en otros paí- 
ses. Yo quiero que se reconozcan en el mío. No me sirve 
de nada decir si más o menos en Francia, en Alemania, 
en Etiopía ... Me da igual; yo, aquí. Si estuviera en el Par- 
lamento Europeo defendería los derechos de toda Euro- 
pa; hoy, aquí. (Varios señores DIPUTADOS: ¡Muy bien, 
muy bieni) 

Quiero decirle también que, efectivamente, no había 
nada en la Constitución ni en nuestro ordenamiento jurí- 
dico que prohibiera la incorporación de la mujer a las 
Fuerzas Armadas. El propio Ministro me lo dijo aquí el 3 
de marzo del aiío pasado. Yo le pregunté al Ministro: Se- 
ñor Ministro ¿hay alguna norma jurídica o constitucioqal 
que impida la entrada hoy - e r a  el 3 de marzo- de la mu- 
jer en las Fuerzas Armadas? La respuesta del setior Mi- 
nistro fue clarísima: No, ninguna, ni jurídica ni legal y 
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mucho menos constitucional. Hoy sí, señor Ministro. Si 
yo en el Pleno de la próxima semana le pregunto: Señor 
Ministro, ¿hay alguna norma que impida hoy la entrada 
de la mujer en las Fuerzas Armadas? S .  S .  me tendrá que 
decir: Sí, señora Diputada, la hay. Y yo le diré: ¿y cuál 
es, señor Ministro? Y usted me contestará: Este Decreto 
y la normativa de acceso a las academias. Y si tuviera 
otro turno, le diría: ¿Y quién ha hecho esa gloria a la Cons- 
titución española? Y me contestaría el señor Ministro: Yo, 
señora Diputada, mi Gobierno y mi Grupo Parlamenta- 
rio. Eso es lo que nosotros no podemos aceptar aquí por- 
que es una burla al artículo 14 de la Constitución, cuan- 
do han transcurrido ya casi diez años de su aprobación. 
Además, es una burla a la creencia de todas las chicas que 
están en estos momentos preparándose y que han confia- 
do en su propaganda, porque cuando ustedes dicen una 
cosa a través de la televisión tienen que pensar que lo es- 
tán oyendo millones de españoles y lo están creyendo por- 
que ustedes son su Gobierno, Muchas veces yo les he di- 
cho en esta Cámara: Ustedes no mienten pero sí engañan. 
Esta vez les digo: Engañan y mienten. (El señor BOFILL 
ABEILHE: ¡Qué barbaridad!) 

No quería decirle más cosas a la señora Pinedo porque 
ya digo que nos ha dado la razón en todos los argumen- 
tos. Lo único que no ha podido manifestar -porque no 
puede- es que no hay ninguna normativa que diga sólo 
ser español. Yo le voy leer el ((Boletín Oficial)), número 
47, del miércoles 24 de febrero, en el que se dice: Condi- 
ciones para opositar. Los opositores deberán reunir las si- 
guientes condiciones: Ser español y varón. Yo, así lo he 
leído. 

Voy a decirle algo al señor Ministro. Como se puede su- 
poner, no le vamos a dejar tranquilo. Yo soy aragonesa 
de nacimiento, eso se lleva en la sangre y mi Grupo Par- 
lamentario me apoya y no tengo ningún problema. Todos 
los meses, en la sesión de control de la Comisión de De- 
fensa, y vamos a hacer comparecer al señor Ministro, si 
es que se aprueba este Real Decreto, y vamos a pregun- 
tarle: ¿Cómo va, señor Ministro, la adaptación de las aca- 
demias generales y de los cuarteles para que se pueda in- 
corporar la mujer? Todos los meses. Antes de finalizar 
cada período de sesiones le vamos a hacer una pregunta 
en el Pleno sobre lo mismo. 

Escasamente dentro de dos horas, voy a ir al Senado a 
la constituci6n de la Comisión Mixta Congreso-Senado, 
que pidió Minoría Catalana y que fue aprobada por toda 
la Cámara con una enmienda de sus señorías, que tiene 
por nombre «para la defensa de los derechos de la mu- 
jer». Aquí se dijo que en esta Comisión se iba a estudiar, 
primero, la legislación extranjera sobre las desigualdades 
y las marginaciones de la mujer y luego la legislación es- 
pañola, a propuesta nuestra. ¡Qué espabilados estuvimos 
entonces, ya sabíamos lo que iba a venir! Voy a pedir la 
palabra nada más constituirse y voy a proponer allí que 
la primera acción de esta Comisión sea revisar estas dos 
normas, la ley y la convocatoria que acaba de hacer el Mi- 
nistro del Gobierno socialista, y que sea esa Comisión 
Mixta Congreso-Senado la que le diga al Ministro: Señor 

Ministro, esta Comisión está aquí precisamente para im- 
pedir que se cometan estos atropellos. 

N o  les puedo decir más cosas. Creo que he dicho lo su- 
ficiente. Sé que en el fondo están completamente de 
acuerdo. Lo que no sé es qué espíritu, qué fantasma, qué 
prevención o qué signo tradicional de no ser completa- 
mente justos con las mujeres -porque no quiero genero- 
sidad, quiero justicia- les ha hecho cometer esta trope- 
lía legal. No lo entiendo. 

Muchas gracias. (Varios señores DIPUTADOS: ¡Bravo, 
bravo! Aplausos en los bancos de la Agrupación de Dipu- 
tados de la Democracia Cristiana.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

La señora Pinedo tiene la palabra. 
cias, señora Salarruiiana. 

La señora PINEDO SANCHEZ: Muy brevemente, señor 
Presidente, porque realmente la señora Salarrullana en 
esta segunda intervención no ha añadido ningún elemen- 
to nuevo con respecto a lo que dijo en su primera 
intervención. 

Realmente no creo que no tenga nada más que decir, 
pero no porque no haya argumentos que dar sino porque 
tengo la impresión de que la señora Salarrullana no quie- 
re oír. Todo lo que hemos dicho es que precisamente el 
Real Decreto está marcando el comienzo de una incorpo- 
ración y que ya se contempla en él lo que va a ser la in- 
corporación a todos los cuerpos y escalas militares sin dis- 
.CI-iminación alguna entre los sexos. Si a pesar de ello y 
de tener delante un Real Decreto-ley que regula esto la se- 
ñora Salarrullana no tiene confianza en que va a resultar 
así, a eso no hay argumento alguno que podamos dar. 

Gracias. señor Presidente. 

El senor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, senora Pinedo. 

Turno de fijación de posición en el debate. Grupos que 
deseen intervenir. (Pausa.) Por la Agrupación de Diputa- 
dos de Izquierda Unida tiene la palabra el señor Curiel. 

El señor CURIEL ALONSO: Señor Presidente, señorías, 
debo confesar, señor Ministro, que hemos tenido algunas 
dudas en nuestra Agrupación en cuanto a la votación del 
Decreto-ley, porque compartiendo el fondo y la filosofía 
que lo inspira, como ahora diré, sin embargo, en su pro- 
pia redacción existen puntos extraordinariamente confu- 
sos y un punto concreto, el artículo 3:, en el que hay una 
discrepancia fundamental por nuestra parte. Sin embar- 
go, finalmente no hemos querido estar ajenos a una deci- 
sión importante de esta Cámara y quiero anunciar que va- 
mos a votar favorablemente la convalidación del Decre- 
to-ley. Y lo vamos a hacer, señorías, por varias razones. 

En primer lugar, como es lógico, porque entendemos 
que el Decreto-ley hace efectivo un derecho constitucio- 
nal radicalmente inaplazable en cuanto a su ejercicio. 
Efectivamente, se han citado ya las normas constitucio- 
nales que obligan precisamente a la regulación de este de- 
recho, a hacer efectivo este derecho; artículos 14 y 35 de 
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la Constitución. En ese sentido entendemos que hay una 
primera razón de carácter constitucional, jurídico, que 
abona suficientemente el criterio positivo para la conva- 
lidación del Real Decreto-ley. 

En segundo lugar, una razón que hasta este momento 
no se ha suscitado pero que entendemos es importante. A 
nuestro juicio, la participación de la mujer en las Fuer- 
zas Armadas no solamente es un derecho constitucional, 
sino que creo que forma parte de una concepción moder- 
na de la defensa nacional; de un concepto de defensa na- 
cional netamente defensivo, que nosotros entendemos que 
no es otra cosa que la puesta en tensión de todas las fuer- 
zas sociales para defender los principios constitucionales 
que aparecen en nuestro texto fundamental. Una concep- 
ción moderna de la defensa nacional implica también, 
como es lógico, la presencia de la mujer en las Fuerzas Ar- 
madas -repito- en ese contexto de una puesta en ten- 
sión de todas las fuerzas sociales, de toda la sociedad, en 
la defensa de los principios constitucionales y de la inte- 
gridad territorial de nuestro pafs. 

En tercer lugar, nos preocupaba enormemente, como 
usted puede comprender, si finalmente en cuanto a los cri- 
terios de acceso prevalecía el principio de igualdad o pre- 
valecían otros criterios que, según mis noticias, se hacían 
constar en un informe de la Junta de Jefes de Estado Ma- 
yor, conocido por el Gobierno hace aproximadamente año 
y medio. Me refiero, por ejemplo, a algo que es preciso 
suscitar. No hay cuerpos específicamente femeninos. Se- 
ría una institución netamente reaccionaria, absolutamen- 
te sexista y machista. En ese sentido, debo decir que el 
Real Decreto-ley está inspirado en un principio de igual- 
dad que nosotros compartimos y que ha influido en nues- 
tra posición final. En ese criterio de igualdad, como es Ió- 
gico, también queda claro que la mujer va a tener acceso 
a todos los empleos y escalas de las Fuerzas Armadas, in- 
cluido -y ya adelantamos nuestro criterio para cuando 
en su dfa se debata- el acceso a las unidades de comba- 
te. El Derecho comparado, como usted sabe mejor que yo, 
es diverso al respecto. En Francia se reconoce ese princi- 
pio, pero al parecer hay restricciones en cuanto al por- 
centaje de participación de las mujeres en las unidades 
de combate. Nosotros sí vamos a ser partidarios de que 
en su día, cuando se regule este principio, se establezca 
con claridad. 

Termino con dos peticiones que nosotros haríamos en 
cuanto a la vertiente menos clara del Real Decreto-ley. El 
artículo 4.0 no tiene ninguna garantía en cuanto a su ce- 
leridad en la regulación del acceso final de la mujer al res- 
to de cuerpos, empleos y escalas. Nosotros tememos que, 
tal y como está redactado, sea una especie de disposición 
no cumplida por el Gobierno durante mucho tiempo. Es 
decir, que aprobemos el Real Decreto-ley ahora y que us- 
tedes se olviden asine die, de la regulación concreta de 
lo establecido en el artículo 4." Por eso nosotros adelan- 
tamos -y ya lo hago constar- que solicitamos en este 
momento la tramitación del Real Decreto-ley como pro- 
yecto de ley, de acuerdo con las normas reglamentarias, 
y que seremos partidarios -y lo enmendaremos en esa di- 
rección- de que exista un plazo temporal para que el Go- 

bierno esté obligado a regular o a desarrollar lo previsto 
en el artículo 4."; un plazo de tiempo razonable, que evi- 
dentemente y no me atrevo a fijar en este momento, que 
vamos a estudiar y que propondremos en la enmienda 
correspondiente. Sin embargo, creo que habría que ase- 
gurar temporalmente que ese artículo 4: no quede sim- 
plemente como una disposición de buena voluntad no 
regulada. 

La segunda petición se refiere a lo dispuesto en el artí- 
culo 3: Señor Ministro, yo no sé si usted estará de acuer- 
do, pero creo que entre el título del Real Decreto-ley y el 
contenido del artículo 3.0 existe una contradicción cons- 
titucional. El Real Decreto-ley tiene por título aquel por 
el que se regula la incorporación de la mujer a las Fuer- 
zas Armadas, y la Guardia Civil no forma parte de las 
Fuerzas Armadas de nuestro país, según queda perfecta- 
mente claro en el artículo 8." de la Constitución. Es de- 
cir, o ustedes modifican en su momento el título del Real 
Decreto-ley e incorporan la regulación de la Guardia Ci- 
vil a este principio, o a nuestro juicio no es posible regu- 
lar en este Decreto-ley el problema de la Guardia Civil, 
porque sería radicalmente anticonstitucional. Usted sabe 
mucho mejor que yo, o al menos tan bien como yo, que 
éste fue un debate importante en la Ley de bases de la De- 
fensa Nacional de 1980, donde el proyecto de UCD traía 
propuesto que la Guardia Civil formase parte del Ejérci- 
to de Tierra. Se retiró eso. Estamos en una situacibn de 
anbigüedad calculada en cuanto al carácter de la Guar- 
dia Civil, su doble dependencia, su doble naturaleza. En 
todo caso, lo que si está claro, de acuerdo con la Ley de 
bases de la Defensa Nacional y de acuerdo con la Ley Or- 
gánica de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, es que la Guar- 
dia Civil no forma parte de las Fuerzas Armadas y que, 
por consiguiente, no es posible regular en un Real Decre- 
to-ley que establece el principio de acceso de la mujer a 
las Fuerzas Armadas también a la Guardia Civil sin ha- 
cer mención a ello. O hacemos mención a ello en el título 
del Real Decreto-ley o retiramos ese artículo 3.0 del mis- 
mo. Para solventar esta contradicción y ese problema po- 
lftico grave, porque si lo votamos así sería dar por senta- 
do que la Guardia Civil forma parte de las fuerzas Arma- 
das -lo cual no es cierto, no es constitucional-, nosotros 
enmendaremos el Real Decreto-ley también en cuanto al 
título, para dar cabida a ese matiz que creo que es im- 
portante y que evita suspicacias y complicaciones pos- 
teriores. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Curiel. 

Tiene la palabra el representante del Grupo Parlamen- 
tario Mixto. (Pausa.) ¿Quieren intervenir dos representan- 
tes del Grupo Mixto? (Pausa.) En ese caso se repartirán 
el tiempo sus señorías. Tiene la palabra el señor Ta- 
mames. 

El señor TAMAMES GOMEZ: Muchas gracias, señor 

Señoras y seíiores Diputados, voy a tratar de resumir 
Presidente. 
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brevemente, entre otras razones por las condiciones de mi 
voz después de una afección gripal, algunos argumentos 
que llevarían a votar en contra de la convalidación de este 
Real Decreto-ley. 

En primer lugar, no se ajusta a los términos del articu- 
lo 86 de la Constitución. No hay una extremada y urgen- 
te necesidad. Naturalmente, si se dice que es para cum- 
plir con las convocatorias de 1988, con ese sistema cual- 
quier cosa se convierte en urgente. Pero lo cierto es que 
es el desarrollo de una Ley de 1984, que está vigente des- 
de hace tres años y que, por tanto, se podía haber desarro- 
llado antes o después pero con un proyecto de ley, no con 
un Real Decreto-ley como se viene a hacer ahora. 

En segundo lugar, en contra también del artículo 86 de 
la Constitución, afecta al ordenamiento de una de las ins- 
tituciones básicas del Estado. Las Fuerzas Armadas son 
una institución básica que tiene su espacio dentro de la 
Constitución. Se puede decir que es una institución bási- 
ca y, además, importante en muchos aspectos; en el as- 
pecto que llamarlamos indivisible de la defensa nacional, 
pero también en términos cuantitativos. Las Fuerzas Ar- 
madas absorben el 14 por ciento del presupuesto general 
del Estado, el 3 por ciento del producto interior bruto y 
afectan en el servicio militar obligatorio (al que nadie se 
ha referido aquí hasta ahora, porque parece como si los 
soldados estuvieran olvidados de todo este debate) a unos 
250.000 jóvenes varones y en el futuro, en el caso de que 
ustedes quisieran la plena igualdad de la mujer con el 
hombre, a unos 250.000 efectivos del sexo femenino. Por 
lo tanto, es una institución básica del Estado y no se pue- 
de regular por Real Decreto-ley. 

En tercer lugar, afecta a los derechos, deberes y liber- 
tades de los ciudadanos regulados en el Título 1 de la 
Constitución, porque afecta al artículo 14, es decir, a la 
igualdad de todos los españoles ante la ley. Y aunque en 
el Real Decreto-ley se elude conscientemente el final de 
esta dirección que manifiestan, dando entrada a la mujer 
en las Fuerzas Armadas, yo pregunto aquí: ~ V S  a llegar a 
tener servicia militar oblgatorio también la mujer para 
alcanzar esa pretendida igualdad absoluta? Porque enton- 
ces lo que de hecho están planteando, si la respuesta no 
es positiva, que desde luego yo no la deseo, es una nueva 
discriminación para cubrir una discrinación anterior. La 
mujer podrá acceder voluntariamente a los cuerpos y a 
las escalas que aquí se citan y a las que se citen en el fu- 
turo, pero no va a tener ninguna otra obligación mAs, 
mientras que el hombre tendrá que pasar por el servicio 
militar obligatorio y,  voluntariamente, si quiere, puede 
entrar o no en esas escalas y en esos cuerpos. Por tanto, 
se está creando una discriminación y se está empezando 
a romper el articulo 14 de la Constitución por otro lado. 

El artículo 30 de la Constitución regula el derecho de 
los espafioles a participar en la defensa nacional. En vez 
de estar pensando ustedes en militarizar a la sociedad es- 
pafiola e introducir a la mujer definitivamente en este in- 
fernal dispositivo militar, podrían estar pensando en de- 
sarrollar el artlculo 30.2 de la Constitución para un ser- 
vicio civil, que podrla ser obligatorio, y dejar el servicio 
militar como voluntario para todos, independientemente 

, 

del sexo, y en todos los niveles, no sólo en las escalas y 
en los cuerpos que tanto les preocupa, sino también en lo 
que les sucede a los 250.000 conscriptos, reclutas, que son 
llamados todos los años a la convocatoria militar. 

Creo, sefior Presidente, que esto es de pura lbgica y que 
cuando estamos hablando de construir un mundo nuevo, 
de transformar la sociedad, o de hacer posibles nuevas ini- 
ciativas para romper con las inercias del pasado, lo que 
están planteando es todo lo contrario. En vez de tratar de 
dibujar un escenario sin ejércitos, sin fuerzas armadas, 
con distensión, lo que quieren ahora es introducir defini- 
tivamente a la mujer en esa malla, hacerla más tupida y 
crear las condiciones de una militarización de la sociedad 
para que luego vengan otras cosas. Realmente, detrás de 
este Real Decreto-ley no está el propósito de paz y segu- 
ridad que tantas veces se pregona por el Gobierno. En rea- 
lidad está lo que estamos viendo día a día: un Gobierno 
que en voz de su Presidente en Bruselas, en la sesión de 
la OTAN, se muestra contrario a la desnuclearización to- 
tal de Europa; un Gobierno que participa activamente en 
la exportación de armas y cuyo lema podría ser «cuantas 
más mejor., y se ha visto a lo largo de toda la legislatu- 
ra; un Gobierno que mantiene bases militares; un Gobier- 
no que mantiene posiciones belicistas y que ahora, defi- 
nitivamente, quiere introducir a una parte importante de 
la sociedad española en esos mismos mecanismos. Senci- 
llamente, señores, con establecer un servicio civil obliga- 
torio y un servicio militar voluntario, tendríamos resuel- 
tos todos esos problemas. 

Termino, señor Presidente, diciendo lo siguiente. Resol- 
veríamos un problema como el de la objeción de concien- 
cia. En estos días se dice que se va a amnistiar a los 27.000 
objetores de conciencia. Aparte de jugar con ventaja des- 
de cierto grupo del Partido del Gobierno, hay que pregun- 
tar: ¿Pero qué amnistía? ¿Qué hay que perdonarles? ¿Qué 
hay que olvidar a unos señores que son objetores de con- 
ciencia? No es amnistía lo que hay que darles, sino que, 
sincillamente, si no quieren hacer el servicio militar, que 
no lo hagan, que hagan un servicio civil. Esa es la cues- 
tión: servicio militar, voluntario; servicio civil, obligato- 
rio para todos los que no hagan el servicio militar volun- 
tario. Es tan sencillo como eso. Se dice que el servicio mi- 
litar es una conquista social, democrática, etcétera. Yo 
traía aquí un repertorio de lo que ha sido el clasismo en 
las Fuerzas Armadas espatiolas, incluso despues del ser- 
vicio militar obligatorio y todavía hoy. Además, hay que 
preguntarse: ¿Estados Unidos es un país democrático? La 
contestación es positiva. ¿El Reino Unido es un país de- 
mocrático? Lo es. ¿Tienen servicios militares obligato- 
rios? No, tiene servicio militar voluntario. Cuando hay un 
problema de emergencia se recurre a otros sistemas que 
se podrlan disefiar. Creo que sobre todo se establece una 
distinción, una nueva divergencia, una nueva situación de 
discrepancia, de discriminación, en relación con los dere- 
chos de todos los españoles. Muchos jóvenes no quieren 
hacer el servicio militar y tienen el derecho a no hacerlo 
si las mujeres no lo hacen, porque son iguales ante la ley. 
Este proyecto lo que establece es un sistema inconstitu- 
cional. Desde luego, creo que llegará el día en que tendrá 
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su correspondiente correctivo en el Tribunal Constitu- 
cional. 

Señor Presidente, anuncio que votaré, desde luego, en 
contra del Real Decreto-ley. Nada más. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Cra- 

Tiene la palabra el señor Bandrés. 
cias, señor Tamames. 

El señor BANDRES MOLET: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, sobre todo señoras Diputadas, 
los miembros de Euskadiko Ezkerra se van a abstener en 
la votación para la convalidacibn de este Real Decreto- 
ley. Me pide el señor Mardones que indique que va a man- 
tener idéntica postura en la votación. 

La decisi6n de Euskadiko Ezkerra de abstenernos ha 
sido meditada en el Comité ejecutivo de nuestro partido, 
formado por hombres y por mujeres. No podíamos votar 
en contra de este Real Decreto-ley, que es un tímido paso 
para la igualdad que exige el artículo 14. En ese sentido, 
como partido que cree realmente en la igualdad del hom- 
bre y la mujer, no podía, insisto, votar en contra. Pero so- 
mos un partido pacifista, y tampoco podíamos votar a fa- 
vor, porque entendemos que lo que hay que hacer aquí es 
desmilitarizar a los hombres y no militarizar a las muje- 
res. La igualdad la queremos establecer por lo bueno y no 
por lo malo que tiene la sociedad. Yo creo que puede re- 
sumirse perfectamente la posición de los hombres y mu- 
jeres de Euskadiko Ezquerra haciendo nuestro lo que ha 
representado gráficamente este comentarista político y 
buen dibujante que se llama Martín Morales. Presenta 
una señora con sus dos hijos, un joven y una joven, y un 
gran cartel que dice: Igualdad de derechos. En vez de que 
mis hijas puedan ser teniente general como mis hijos, lo 
que pido es que ellos no tengan la obligación de hacer la 
mi’i como ellas. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario de Minoría Catalana, tiene 
cias, señor Bandrés. 

la palabra el señor De Salas. 

El señor DE SALAS MORENO: Señor Presidente, seño- 
rías, realmente, llegados a este punto del debate, tanto yo 
como mi Grupo Parlamentario estamos asombrados al 
pensar que todavía a estas alturas se tenga que reafirmar 
un derecho constitucional de igualdad. Yo creo que esta 
igualdad está, o tiene que estar, absolutamente asumida 
por todos los que componemos esta Cámara. El hecho de 
estar hoy, 10 de marzo de 1988, todavía argumentándolo 
únicamente lleva a la duda de suponer que hay gente que 
no se lo cree. Si es algo que ya tenemos asumido, ¿para 
qué tenemos que volver a discutir otra vez si sf o si no? 
Es un derecho, unas libertades, que afectan igualmente al 
hombre y a la mujer, todo el mundo lo sabe. Poner hoy 
aquí en el candelero otra vez la tan manida igualdad, in- 
sisto, creo que es poner en duda la misma. Creo que de- 
batirlo únicamente significa que parece ser que tenemos 

que estar recordando a las mujeres que su libertad es una 
concesión por parte de los hombres. Creo que no debe ser 
eso. Creo que hay que ser más serios, y como es una cues- 
ti6n reconocida en la Constitución y como todo el mundo 
la tiene asumida, no volvería a debatir. 

En la defensa que se ha hecho de la convalidación de 
este Real Decreto-ley se ha hablado de modernidad. Yo 
creo que esto no es modernidad, yo creo que, al revés, es 
antigüedad. Creo que estamos anticuados teniendo que 
regular ahora estas libertades de la mujer. Y creo que es- 
tamos anticuados porque ya en el Tratado de Roma, en 
su artículo 19, los Estados signatarios estaban asumien- 
do esos principios de igualdad. Posteriormente, en la 
ucumbren de París, en 1972, los jefes de Estado siguieron 
admitiendo y desarrollando los términos de dicha igual- 
dad. Más tarde, el Consejo de Ministros de la Comunidad 
adoptó un programa de acciones concretas tendentes a ga- 
rantizar dicha igualdad. Posteriormente, la Comisión Eu- 
ropea presentó un memorándum sobre las condiciones en 
que se desarrollaría dicha igualdad. Hablar hoy de eso no 
es modernidad, está udemodén, está totalmente trasno- 
chado. Ya está regulado y es algo que no tendría siquiera 
que levantar la discusi6n que está originando. 

Sin embargo, por desgracia, la oportunidad de que aho- 
ra podamos convalidar este Real Decreto-ley ha sido la 
asignatura pendiente. Es evidente que la mujer debe te- 
ner reguiada su entrada en las Fuerzas Armadas, como el 
varón, no por ser este ingreso la panacea de todos los de- 
rechos y las aspiraciones de la mujer, sino simplemente 
porque ayuda a evolucionar esa mentalidad que decíamos 
anticuada de que no prevalece esa igualdad. 

Yo creo que el ingreso de la mujer en las Fuerzas Ar- 
madas ayuda a que la sociedad entera comprenda que no 
tiene por qué haber ninguna discriminación. Ayuda a que 
la mujer, a través de las Fuerzas Armadas, pueda tener ac- 
ceso a unas tecnologías que a lo mejor en otros campos 
le estarían vedadas. 

Pero yo no quiero centrar mi debate ni mi defensa de 
la convalidación del Real Decreto-ley en el tema de fondo 
de la igualdad o de la no igualdad, sino, como ha apun- 
tado antes otro orador, en la oportunidad y en la urgen- 
cia de que esta regulación del ingreso de la mujer en las 
Fuerzas Armadas se efectúe por Decreto-ley. Efectivamen- 
te, no existe ninguna urgencia. Si desde el año 1980, des- 
de la Ley Orgánica 6/80 de 1 de julio, reformada poste- 
riormente por la Ley 1/84 de 5 de enero, ya estaba regu- 
lado esto, ya estaba previsto, ¿por qué de repente tene- 
mos ahora que hacerlo por Decreto-ley deprisa y corrien- 
do? ¿Por qué el Gobierno no ha podido crear una inicia- 
tiva legislativa y un proyecto de ley? ¿Es que acaso el Go- 
bierno quería evitar, trayendo un proyecto de ley, que al- 
gún grupo parlamentario pudiese presentar una iniciati- 
va más avanzada que permitiera a lo mejor la integra- 
ción de la mujer de otra forma o que incluyera la integra- 
ci6n de la mujer en el Ejército del Aire, por ejemplo? ¿O 
será acaso porque el Gobierno temía que algún grupo par- 
lamentario impusiese a esa plena integración el cupo del 
25 por ciento? Señores, traigamos un proyecto de ley que 
podamos debatir. 
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Realmente, tenemos que conformarnos con la fatalidad 
que nos viene dada y como nos viene dada, pero sin em- 
bargo no podemos, en el último momento, dar nuestro 
voto afirmativo a la convalidación de este Real Decreto- 
ley por las razones expuestas de que no consideramos que 
existan ni urgencia ni oportunidad. Sin embargo creemos 
y consideramos que es oportuno regular el ingreso de la 
mujer en las Fuerzas Armadas y por ello nuestro Grupo 
Parlamentario, ante esa fatalidad imperiosa de tomarlo o 
dejarlo, optará por el sistema ecléctico de la abstención, 
sin perder la esperanza de que, a lo mejor, en posteriores 
inciativas legislativas podamos intervenir algo para aca- 
bar de configurar ese marco legislativo adecuado que lle- 
ve a la ley una discusión que Minoría Catalana hace ya 
mucho tiempo que tiene superada. 

Mada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario del CDS, tiene la palabra 
cias, señor De Salas. 

el señor Buil. 

El señor BUIL GIRAL: Señor Presidente, señorías, 
nuestro Grupo Parlamentario va a apoyar la convalida- 
ción de este Real Decreto-ley sobre incorporación de la 
mujer a las Fuerzas Armadas, y lo va hacer porque, aun- 
que puedan ser discutibles las razones de urgencia, por 
lo menos existen unas razones de tipo instrumental para 
facilitar ya el acceso de las mujeres en las próximas con- 
vocatorias a las academias, que en todo caso, digo, no está 
perfectamente claro, y, en cuanto al fondo, sí responde a 
algo que mi partido ha asumido desde el primer momen- 
to, y es la estricta igualdad. No voy a insistir más en este 
problema de la igualdad porque creo que también todos 
los partidos han hecho exactamenk lo mismo. 

Existía un mandato, un mandato aparte del constitu- 
cional, el del artículo 14, derivado de la Ley Orgánica 
611980, donde ya se hablaba de regular mediante ley la 
participación de la mujer en la defensa nacional. Bien, 
tarde, por lo menos tenemos un avance de lo que tendrá 
que llegar a ser una estricta igualdad de la mujer y el 
hombre en las Fuerzas Armadas. 

A continuación de esto, queremos decir también que 
echamos en falta, en primer lugar, alguna referencia si- 
quiera a lo que ha de ser el servicio militar obligatorio y 
también, como ha puesto a quí de relieve otro portavoz, 
la titulación del Real Decreto-ley no responde estricta- 
mente a lo que es su contenido, puesto que en el artículo 
9." de la Ley de Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Es- 
tado se habla de que la Guardia Civil tiene naturaleza mi- 
litar, pero no se dice en absoluto, como no podría decir- 
se, que son Fuerzas Armadas. En este caso sería necesa- 
rio introducir aquí una modificación. Tampoco queda 
nada claro el calendario del acceso de la mujer a las uni- 
dades de combate, que aquí en este Real Decreto-ley que- 
dan excluidas y sería necesario matizar o concretar de 
una manera indubitable. 

Por estas razones, y después de decir que vamos a vo- 
tarlo favorablemente, mi Grupo va a salicitar que este 

Real Decreto-ley sea tramitado como proyecto, con obje- 
to de subsanar alguno de estos defectos y hacer un cuer- 
po que responda, tanto en el fondo como en la forma, al 
interés manifestado por todos los grupos en conseguir en 
las Fuerzas Armadas una estricta igualdad entre las mu- 
jeres y los hombres. 

Nada más. Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Por el Grupo Parlamentario Popular, .tiene la palabra 
cias señor Buil. 

el señor Osorio. 

El señor OSORIO Y GARCIA: Señor Presidente, seño- 
rías, el Grupo Parlamentario Popular va a fijar su posi- 
ción sobre el Real Decretodley 1/1988, por el que se regu- 
la la incorporación discriminada de la mujer a las Fuer- 
zas Armadas, porque esto es exactamente lo que se deri- 
va del contenido de este Real Decreto-ley. 

No quiero perder mucho tiempo en hacer una alusión 
a los artículos 14 y 32 de la Constitución que regulan la 
igualdad de todos los españoles ni hacer referencias exce- 
sivas a la Ley de criterios básicos de la defensa nacional, 
que por cierto, en su artículo 36, tengámoslo bien presen- 
te, en sus dos párrafos, se dice que el servicio militar ten- 
drá para los españoles carácter obligatorio y prioritario 
sobre cualquier servicio que se establezca, añadiendo que 
la Ley establecerá la forma de participación de la mujer 
en la defensa nacional: precepto pues que tiene dentro de 
su propio contenido dos párrafos perfectamente enla- 
zados. 

Tampoco me voy a referir a otros temas de carácter ge- 
neral. Pero si voy a decir que este Real Decreto es - c o n  
todos los respetos, señor Ministro- hipócrita y chapuce- 
ro. (Rumores.) Hipócrita porque, envolviéndose en el 
manto de la progresía y de la modernidad, se nos ofrece 
mercancía reaccionaria (Rumores.), y chapucero porque 
está mal hecho, y,  empleando los términos de doña Ma- 
ría Moliner en su Diccionario del uso del español, deprisa 
y corriendo, desaliñadamente, descuidadamente, desen- 
gañadamente, a la diabla, a la ligera, de cualquier ma- 
nera. 

Voy a demostrar el porqué. En este Real Decreto-ley se 
empieza diciendo que, como consecuencia de los dictados 
de la Ley Orgánica para la Defensa, la participación de la 
mujer se establecerá por Ley -se dice en el propio preám- 
bulo del Decret-. Y si no se han cambiado después de 
las reformas universitarias del señor Maravall los concep- 
tos jurídicos en las facultades de Derecho, un decreto-ley 
no es lo mismo que una ley. El decreto-ley tiene otro ca- 
rácter absolutamente distinto. 

En segundo lugar, en el artículo 4." se contiene una ex- 
traña facultad legislativa: .El Gobierno, a propuesta del 
Ministro de Defensa, determinará el orden progresivo de 
acceso a las mismasu. Con todos los respetos, no recuer- 
do nunca que las delegaciones legislativas se hagan con 
este extraño contexto. 

Pero hay algo más, algo más profundo, algo más im- 
portante. Tenemos un extraño, un pintoresco, un curiosí- 
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simo artículo 1 .O, número 3. En este artículo se establece 
el acceso de la mujer a los cuerpos y escalas militares. Na- 
turalmente en el Ejército existen cuerpos y armas milita- 
res, lo cual quiere decir que a la mujer se le discrimina 
ya definitivamente en este Real Decreto-ley para formar 
parte sólo de los cuerpos de los distintos Ejércitos, y ahi 
está la Ley que regula la defensa nacional. Pero lo curio- 
so del caso es que en el número 4 se dice, nada mas y nada 
menos u.. .  sin que puedan existir otras diferencias que las 
derivadas de sus condiciones fisiológicas para la provi- 
si6n y desempefio de determinados destinosu en estos 
cuerpos y escalas. 

Señorías, yo quisiera que me explicasen cuáles son las 
características fisiológicas especial que tiene la mujer con 
respecto al hombre para ser jurídico, médico, farmaceú- 
tico, veterinario, ingeniero de armamento y construcción 
y músico, que es lo que la mujer puede ser en el Ejército. 
Salvo en el caso especifico, que yo al menos no conozco, 
de que tengan que tener los hombres unas condiciones es- 
peciales para ser músicos, en los demás casos podrá afec- 
tar a cuestiones cerebrales, pero no de otro tipo, y, desde 
mi punto de vista, la capacidad cerebral de la mujer es 
exactamente igual que la del hombre para ser médico, ju- 
rídico, veterinario, farmacéutico o ingeniero de armamen- 
to y construcci6n. Esto demuestra el extraño pintores- 
quismo de la forma en que está redactado el mencionado 
Real Decreto-ley. 

Aquf lo que pasa es que con este Real Decreto-ley lo que 
se pretende es eludir la gran polémica que debiera de 
plantearse en esta Cámara alrededor del problema de la 
presencia de la mujer en las Fuerzas Armadas, de la no 
discriminación de la mujer en las Fuerzas Armadas, por- 
que ésa es la posición que mantiene el Grupo Popular. Se- 
ñor Ministro, señores del Gobierno o señores del Grupo 
Socialista podiais haber adoptado dos posiciones. Haber 
considerado que las mujeres debfan ser las walkirias de 
nuestro Ejército o podían ser las amazonas del mismo, 
pero naturalmente os habéis conformado con hacerlas far- 
macéuticas. Eso, con toda sinceridad, no es serio, no es 
progresista y no es moderno. Aqui es necesario abordar 
con grandeza el debate parlamentario sobre cómo y de 
qué manera la mujer debe participar en el Ejército. En 
un pais que ha tenido a Agustina de Aragón o a la monja 
alférez no debe sorprendernos en absoluto que el Grupo 
Popular pretenda que la mujer esté en el Ejército en las 
mismas condiciones, repito, que los hombres. 

Termino, señor Presidente. La posición de nuestro Gru- 
po es la siguiente. Somos absolutamente contrarios a la 
discriminación de la mujer en las Fuerzas Armadas. De- 
seamos y queremos un debate en profundidad sobre esta 
materia. Solicitamos que este Real Decreto-ley sea trami- 
tado como proyecto de ley. Señor Presidente -y sé lo irre- 
gular de la petición-, pido que el Grupo Socialista se pro- 
nuncie sobre si está dispuesto a que se tramite como pro- 
yecto de ley. En otro caso, el-Grupo Parlamentario Popu- 
lar presentará en tiempo perentorio una proposición de 
ley fijando clara y terminantemente su posición sobre la 
materia. En el caso de que este Real Decreto-ley se tra- 
mite como proyecto de ley, nuestro voto será positivo, al 

menos eso. En el supuesto de que el Grupo Parlamenta- 
rio Socialista quiera imponer este Real Decreto-ley con- 
virtiéndolo en ley, sin que se tramite en esta Cámara como 
proyecto de ley, el Grupo Parlamentario Popular, con har- 
to sentimiento, se abstendrá. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, selior Osorio. 

Vamos a proceder a la votaci6n para la convalidación 
o derogación del Real Decreto-ley 1/1988, de 22 de febre- 
ro, por el que se regula la incorporación de la mujer a las 
Fuerzas Armadas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 259; a favor, 163; en contra, 20; abstencio- 
nes, 76. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da convalidado el Real Decreto-ley 1/1988, de 22 de febre- 
ro, por el que se regula la incorporación de la mujer a las 
Fuerzas Armadas. 

¿Algún Grupo Parlamentario solicita su tramitación 
como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia? 
(El señor Curiel Alonso pide la palabra.) 

Tiene la palabra el señor Curiel por izquierda Unida. 

El señor CURIEL ALONSO: Es para una cuestión de or- 
den, si me lo permite el señor Presidente. 

Nuestro Grupo ha cambiado el voto que habia anuncia- 
do en la tribuna por una razón que queremos hacer cons- 
tar. En mi intervención apelé o aludf a dos propuestas de 
enmiendas que nuestro Grupo presentaria en el caso de 
que el Grupo mayoritario aceptase la tramitación como 
proyecto de ley, cosa que esperaba. A la vista de que se- 
gún mis noticias el Grupo mayoritario no acepta la tra- 
mitacibn como proyecto de ley, quiero decir públicamen- 
te que nos hemos abstenido y que el cambio de voto obe- 
dece exactamente al criterio y a la responsabilidad de la 
decisión que ha tomado el Grupo Socialista. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Curiel. (El señor Buil Gira1 pide la palabra.) 

El señor Buil tiene la palabra. 

El señor BUIL CIRAL: Gracias, señor Presidente. 
En los mismos términos que acaba de exponer el por- 

tavoz de Izquierda Unida ... 
El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): En- 

tonces no es una cuestión de orden, es explicación de voto. 

El señor BUIL CIRAL: Si. Mi Grupo ha dicho que iba 
a votar favorablemente entendiendo, porque era de toda 
razón, que el Grupo mayoritario iba a aceptar la trami- 
tación como proyecto de ley, y por esto se ha aludido a 
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algunos defectos que tenía. A la vista de que no va a ser 
así, mi Grupo se ha abstenido en esta votación. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Buil. (El señor Beviá Pastor pide la palabra.) 

El señor Beviá tiene la palabra. Su Grupo no ha cam- 
biado de voto. (Risas.) 

El señor BEVIA PASTOR: No, señor Presidente, pero 
han hecho aquí unas alusiones clarísimas a una supuesta 
interpretación de que el Grupo Socialista iba a acceder a 
que se tramitara este Real Decreto-ley como un proyecto 
de ley. Lo que quiero manifestar en nombre del Grupo So- 
cialista es, en primer lugar, que en ningún momento el 
Grupo Socialista había indicado nada que pudiera enten- 
derse como que estaba dispuesto o iba a prestar su apoyo 
a la tramitacibn como proyecto de ley de este Real De- 
creto-ley, y, en segundo lugar, quiero afirmar también que 
no se hurta ninguna posibilidad de debate y de presenta- 
ción de enmiendas, puesto que prácticamente, si se tra- 
mitara como proyecto de ley, iba a superponerse esa dis- 
cusión con la del proyecto de ley de la función militar, 
cuya remisión inmediata a la Cámara ha sido anunciada 
por el Gobierno, y ahí se contemplarán absolutamente to- 
das estas situaciones, podrán presentarse todas las en- 
miendas y debatirse profundamente sobre estas cues- 
tiones. 

Nada más, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Beviá. 

Se somete a decisión de la Cámara la tramitación o no 
como proyecto de ley por el procedimiento de urgencia 
de este Real Decreto-ley. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 263; a favor, 104; en contra, 159. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): La 
Cámara rechazada la tramitación como proyecto de ley 
de este Real Decreto-ley convalidado. 

ENMIENDAS DEL SENADO: 

- AL PROYECTO DE LEY DE FUNCIONAMIENTO 
DEL TRIBUNAL DE CUENTAS 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En la 
forma acostumbrada, ruego que manifiesten su deseo de 
votación separada a medida que se vaya efectuando la re- 
lación de enmiendas. 

Enmiendas del Senado a los artículos 1 .", 2.", 3.", 4.", S.", 
6.'... (Pausa.) 

Señor Jordano,'ia qué artículo es la primera enmienda 
del Senado sobre la que su Grupo está en contra? 

El señor JORDANO SALINAS: Al artículo 7.", señor 
Presiden te. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): iHay 
inconveniente en votar las enmiendas del Senado hasta 
el artículo 7:, inclusive? (Pausa.) 

Votamos las enmiendas del Senado a los artículos 1 ." a 
7 .O 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votaci6n, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 256; a favor, 241; en contra, 10; abstencio- 
nes, cinco. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobadas las enmiendas del Senado a los artículos 
I."a7." 

Para consumir un turno en contra de las enmiendas del 
Senado a que hará referencia, tiene la palabra el señor 
Jordano. 

*\ ' 

El 'señor JORDANO SALINAS: Muy brevemente, señor 
Presidente. 

El artículo 7.", tal como salió redactado de esta Cáma- 
ra, se expresaba diciendo: «Serán aplicables al funciona- 
miento de la Comisión de Gobierno los preceptos relati- 
vos al Pleno en cuanto se refieren a la convocatoria, cons- 
titución, deliberaciones y documentación de actas». 

El texto que nos viene del Senado sustituye la expre- 
sión udocumentación de actas» por ulevantamiento de ac- 
tas». Entendemos que esta corrección no se justifica téc: 
nicamente, puesto que el concepto udocumentación* es 
un concepto procesalista, inspirado en el Profesor Guasp 
y mucho más correcto que el concepto ulevantamientou, 
que, si bien en la técnica de los forenses tiene una plena 
aplicación, cuando estamos hablando de documentaci6n 
de actas, estamos hablando de algo más que de la exten- 
sión material del acta, que es a lo que se referiría la pa- 
labra *levantamiento». 

Por ello, consideramos más adecuado el texto del Con- 
greso en este artículo 7 que el texto propuesto por el 
Senado. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Vamos a proseguir las votaciones. 
En cuanto a las votaciones separadas, manifestará S .  S .  

cuáles desea que efectuemos, a medida que vayamos 
avanzando. 

cias, señor Jordano. 

El señor JORDANO SALINAS: No vamos a pedir nin- 
guna votación separada hasta el artículo 24 y, después, la 
pediremos también en el artículo 89.1. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Son 
las únicas? ¿El artículo 24 y el artículo 89.1? (Awn- 
timiento.) 

¿Alguna otra petición de votación separada? (Pausa.) 
El seríor Pérez Dobón tiene la palabra. 

El señor PEREZ WBON: Al 57.5, señor Presidente. 
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El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

¿Alguna más? (Pausa.) 
¿Se pueden votar los articulos 24 y 89.1 juntos? (Asen- 

Enmiendas del Senado al articulo 24 y al artículo 89.1. 
Comienza la votación. (Pausa.) 

cias, señor Pérez Dobón. 57.5. 

timiento.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 260; a favor, 173; en contra, 43; abrtencio- 
ner, 44. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobadas las enmiendas del Senado a los artfculos 
24 y 89.1. 

Votamos seguidamente las enmiendas del Senado al ar- 
tículo 57.5. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 261; a favor, 213; en contra, ocho; abaten- 
cionea, 40. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Oue- 
dan aprobadas las enmiendas del Senado al articulo 57.5. 

Votamos a continuación todas las restantes enmiendas 
del Senado ... (El wiior Bevih Pastor pide la palabra.) 

El señor Beviá tiene la palabra. 

El señor BEVIA PASTOR Solamente quería indicar a 
la Presidencia una corrección técnica que se podrfa rea- 
lizar en el articulo 28.2, corrección que hemos comenta- 
do con portavoces de otros Grupos Parlamentarios y que 
no tienen inconveniente en que se realice. Sería en el ar- 
tículo 28, punto 2, en el texto del Senado;'en la penúlti- 
ma línea, donde dice alas resoluciones que aquélla aprue- 
be., que dijese, en su lugar, alas resoluciones que se 
aprueben B. 

El seño;VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): ¿Hay 
conformidad de todos los grupos parlamentarios para 
aceptar esta corrección técnica? (Asentimiento.) Así se 
hará. Muchas gracias, seiior Beviá. 

A continuación, sometemos a votación las restantes en- 
miendas del Senado al proyecto de Ley de Funcionamien- 
to del Tribunal de Cuentas con exclusión de las enmien- 
das correspondientes al preámbulo, que serán votadas en 
último lugar. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
toa emitidos, MS; a favor, 239; en contra, dete; absten- 
ciones, 19. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En 
consecuencia, quedan aprobadas las restantes enmiendas 
del Senado al proyecto de Ley de Funcionamiento del Tri- 
bunal de Cuentas, cuyas enmiendas al preámbulo some- 
to, seguidamente, a votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el riguiente multado: Vo- 
tos emitidor, 265; a favor, 238; en contra, ocho; abrten- 
cionea, 19. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan aprobadas las enmiendas del Senado al preámbulo 
del proyecto de Ley de Funcionamiento del Tribunal de 
Cuentas. 

- AL PROYECTO DE LEY POR EL QUE SE CREA LA 
FISCALIA ESPECIAL PARA LA PREVENCION Y 
REPRESION DEL TRAFICO ILEGAL DE DROGAS 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): So- 
metemos a votación las enmiendas del Senado al proyec- 
to de ley por el que se crea la Fiscalía Especial para la pre- 
vención y represión del tráfico ilegal de drogas. Existen 
enmiendas a los artículos números 1, 2, 3, 4, 5 y 6, que 
sometemos conjuntamente a votación. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 265; a favor, 255; en contra, reir; abrtencio- 
ner, cuatro. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En 
consecuewia, quedan aprobadas las enmiendas del Sena- 
do al articulado del proyecto de ley por el que se crea la 
Fiscalfa Especial para la prevención y represión del trá- 
fico ilegal de drogas. 

Hay una enmienda del Senado por la que se propone la 
adición de un párrafo a1 preámbulo de dicho proyecto, 
que se somete seguidamente a votacibn. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el riguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 265; a favor, 256; en contra, reir; abrtencio- 
ner, tres. 

El seiior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
da aprobada la enmienda del Senado de adición de un 
párrafo al preámbulo del proyecto de ley en cuestión. 

- AL PROYECTO DE LEY ORGANICA DE REFORMA 
DEL CODIGO PENAL EN MATERIA DE TRAFICO 
ILEGAL DE DROGAS 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): En- 
miendas del Senado al proyecto de ley Orgánica de refor- 
ma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de 
drogas. 

Enmiendas al artlculo segundo, que modifican el texto 
del artículo 344 bis del Código Penal; enmiendas al ar- 
tículo tercero, cuarto. .. Sometemos a votación todas las 
enmiendas al articulado. Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 



- 5774 - 
10 DE MARZO DE 1988.-NÚM. 92 CONGRESO 

tos emitidos, 265; a favor, 257; en contra, cinco; absten- 
ciones, tres. 

El señor PRESIDENTE: Quedan, por consiguiente, 
aprobadas las enmiendas del Senado al proyecto de ley 
Orgánica de reforma del Código Penal en materia de trá- 
fico ilegal de drogas. 

DICTAMEN DE LA COMISION MIXTA PARA LAS RE- 
LACIONES CON EL TRIBUNAL DE CUENTAS: 

- CUENTA GENERAL DEL ESTADO CORRESPON- 
DIENTE AL EJERCICIO DE 1983 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Pun- 
to nueve del orden del día, dictamen de la Comisión Mix- 
ta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas, sobre 
la cuenta general del Estado correspondiente al ejercicio 
de 1983. 

¿Hay turno en contra del dictamen? (Pausa.) No ha- 
biendo turno en contra, tampoco procede el turno a favor. 

¿Hay petición de fijación de posiciones por parte de al- 
gún Grupo? (Pausa.) Por parte del Grupo Parlamentario 
de Minoría Catalana tiene la palabra el señor Cuatrecasas. 

El señor CUATRECASAS 1 MEMBRADO: Gracias, se- 
ñor Presidente. Minorfa Catalana votará afirqativamen- 
te el informe del Tribunal de Cuentas en el que se contie- 
ne la opinión expresada por este organismo sobre la Cuen- 
ta General del Estado de 1983. 

Ciertamente, en la mecánica establecida para la apro- 
bación de la Cuenta General del Estado, éste es un voto 
necesario, porque si la Cámara mostrase su disconformi- 
dad sobre la propuesta que el Tribunal establece en su 
dictamen, había que pedir al propio Tribunal de Cuentas, 
que elaborase un nuevo informe. 

Hemos tenido ya ocasión, en Ponencia y en Comisión, 
de debatir sobre este extremo y mi Grupo reitera la apro- 
bación que le merece el informe del Tribunal de Cuentas 
por su claridad. Supone, en definitiva, su precisión en mu- 
chos conceptos, porque representa un avance notable en 
cuanto a la fiscalización que se hace de las cuentas de la 
Administración del Estado. Y no sería bueno, en este trá- 
mite, dejar de mencionar aquella salvedad de excepcio- 
nes e infracciones que el Tribunal de Cuentas pone de ma- 
nifiesto en el trámite de resolución definitiva sobre la 
aprobación de la Cuenta General del Estado de 1983; ex- 
cepciones, salvedades de, infracciones que, a nuestro en- 
tender, y así lo expresamos en el debate en Comisión, me- 
recían que, por parte de la Intervención General del Es- 
tado, que es el órgano que tiene la responsabilidad para 
velar sobre la eficacia contable de la Administración pú- 
blica y de todos sus organismos, se diese cuenta a estas 
Cortes Generarles de las rectificaciones que, en su caso, 
se hubiesen producido, atendiendo a las salvedades in- 
fracciones y excepciones que el Tribunal de Cuentas se- 
ñalaba en su dictamen. 

Esta propuesta nuestra no ha sido recogida, pero ha ha- 

>ido una resolución, aprobada con el voto mayoritario ex- 
xesado por el Grupo Socialista, en donde se hacen una 
serie de peticiones al Gobierno que, en el fondo, recogen, 
le una forma importante, el deseo que habíamos expre- 
sado, ya que se piden al Gobierno actuaciones para depu- 
-ar cuentas. Por ejemplo, se afirma en el punto seis de 
:Sta resolución, que las operaciones de deudores y acree- 
dores extrapresupuestarios en la contabilidad de los or- 
ganismos autónomos se utilicen restrictivamente para SUS 
iines específicos, reflejando en el presupuesto de cada or- 
ganismo las operaciones que deban tenes dicho carácter. 
Esta expresión, aunque es un poco eufemística, en el fon- 
l o  refleja claramente una petición al Gobierno para que 
corrija algunas de estas excepciones, o infracciones, me- 
ior dicho, que el propio Tribunal señalaba. 

Lo cierto es, señor Presidente, que estamos en una di- 
námica, desde un punto de vista de contabilidad pública, 
iniciada con las normas provisionales sobre contabilidad 
pública que se dictaron el 6 de diciembre de 1978, para 
adecuar esta contabilidad de la Administración del Esta- 
do a la Ley General Presupuestaria, de 4 de enero de 1977; 
Ley General Presupuestaria que supuso, en aquel momen- 
to, un notable avance, y que, en sucesivos trámites pre- 
supuestarios ha sufrido modificaciones en su normativa 
legal que nuestro Grupo duda mucho que hayan mejora- 
do su contenido en cuanto a rigor y control, sino más bien 
lo contrario. 

El Plan de Contabilidad pública, que se aprobó provi- 
sionalmente el 14 de octubre de 1981 y definitivamente 
el 1 1  de noviembre de 1983, afectaba ya, de una forma cla- 
ra y decidida, a.esta Cuenta General del Estado de 1983. 
La Intervención General del Estado en aquel fin de ejer- 
cicio de 1983 debía haber sido consecuente, tanto con la 
normativa de la Ley General Presupuestaria en aquel mo- 
mento vigente, como en la aplicación rigurosa de un plan 
de contabilidad pública que ya estaba aprobado de- 
finitivamente. 

En cualquier caso, señor Presidente, la resolución que 
junto a la aprobación del dictamen del Tribunal de Guen- 
tas, se nos propone y que mi Grupo, en conjunto, votará 
favorablemente, esperamos que tenga la traducción nece- 
saria para que, en el próximo debate sobre la Cuenta de 
1984, que deseamos venga rápidamente a esta Cámara, es- 
tas salvedades, infracciones y excepciones no hayan vuel- 
to a reproducirse. Muchas gracias, señor Presidente. (El 
señor Vicepresidente, Carro Martínez, ocupa la Presi- 
dencia.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo del CDS, el señor De Zárate tiene la 
cias, señor Cuatrecasas. 

palabra. 

El señor DE ZARATE Y PERAZA DE AYALA: Muchas 
gracias, señor Presidente. 

El CDS, en el turno de fijación de posiciones, se ve obli- 
gado a precisar algunos detalles que se recogieron en sus 
propuestas de resolución, que evidentemente no prospe- 
raron, sino que fueron recogidas en parte por la resolu- 
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ción final de la Comisión Mixta Congreso-Senado, relati- 
vas fundamentalmente al hecho, que no podemos dejar 
de constatar aquí, de la ausencia en la Cuenta General del 
Estado del año 1983 de diversas cuentas relativas a orga- 
nismos autónomos administrativos y organismos autóno- 
mos de carácter financiero, comercial, etcétera. La ausen- 
cia de dichas cuentas viene a constituir realmente una al- 
teración del propio contenido de la Cuenta, toda vez que 
la Ley General Presupuestaria determina, con claridad, 
los documentos que deben figurar en la Cuenta General 
del Estado, por lo que mi Grupo entendió, y así lo hizo 
constar en su momento, que, de alguna forma, la Cuenta 
General del Estado quedaba incompleta, y esto es lo que 
va a provocar nuestra abstención en la votación corres- 
pondiente. 

El hecho en sí es demostrativo no sólo del problema for- 
mal de la Cuenta, sino de la escasa efectividad que está 
teniendo el proceso de entrega por parte de la Interven- 
ción General del Estado, de la Administración del Esta- 
do, del Tribunal, de los documentos propios de la cuenta. 
Si a eso unimos la tardanza, el retraso también, en pre- 
sentar las cuentas generales, vemos que todavía hay que 
hacer un gran esfuerzo para darle contenido y eficacia a 
la actuación de este órgano parlamentario, órgano que de- 
sarrolla su función por cuenta de las Cámaras legislati- 
vas. Todavía, en la fecha en que estamos, no se han pre- 
sentado al Tribunal de Cuentas la del año 1985, que de- 
bió obrar en poder del Tribunal en agosto de 1986, ni la 
Cuenta General de 1986, que debió también entregarse en 
agosto de 1987. El dato de la insuficiencia de documen- 
tación, unido al retraso, es lo que está planteando con ma- 
yor exigencia que tomemos conciencia de la necesidad de 
que el Tribunal de Cuentas pueda materializar el trabajo 
que se le encomienda por las Cámaras. 

Hay algunos apartados de nuestras propuestas que han 
sido, en parte recogidos, tales como la necesidad de con- 
templar en períodos adecuadamente los gastos en su ejer- 
ckio o en el ejercicio en que toman razón en función de 
su devengo, y asf dar cumplimiento a disposiciones 
preexistentes, como la del año 1982 en relación con la for- 
malización en presupuestos de préstamos otorgados por 
el Federal Financia1 Bank. 

También hemos de tener en cuenta la necesidad de Ile- 
var a la contabilidad de presupuestos obligaciones que fi- 
guran extrapresupuestariamente en relación con organis- 
mos autónomos administrativos, que quedan sin forma- 
lizar en el año 1983 en la cuantía de 100.000 millones de 
pesetas. Si tenemos en cuenta que cuando llegó al poder 
el Gobierno socialista una de las primeras leyes, la 3/83, 
fue dirigida precisamente a tapar esos agujeros, a forma- 
lizar esas operaciones que no estaban recogidas en la con- 
tabilidad presupuestaria, por importe en aquella época 
de 600.000 millones de pesetas, vamos a tenernos que ver 
en la obligación de continuar con estas prácticas de man- 
tener fuera de la contabilidad, extrapresupuestariamen- 
te, sin formalizar con cargo al Presupuesto, determinadas 
operaciones de organismos autónomos que en el año 1983 
ya ascendieron a la cifra de 100.000 millones, con lo cual 
nos podíamos plantear ciertas reservas en función del 

montante que en estos momentos podría llegar a al- 
canzar. 

En definitiva, nuestro Grupo entiende que, a.través de 
la Cuenta General, se siguen manifestando no sólo graves 
deficiencias en cuanto a la operatividad del sistema, la efi- 
cacia y la ejecutividad que los mandatos de la legislación 
en materia de Tribunal de Cuentas obliguen a cumplir a 
la Administración, no sólo en los documentos en que con- 
siste la Cuenta, sino en cuanto a la formalización de pla- 
zos, la existencia de diversas anomalías que ya se han 
apuntado aquí, como cajas B, etcétera, y, sobre todo, la 
necesidad de que las resoluciones del Tribunal, aun cuan- 
do se refieran a ejercicios anteriores, en la medida en que 
afecten en función de preceptos legales a la marcha eco- 
nómica del ejercicio presupuestario, deberían tener cum- 
plido y exacto desarrollo en el ejercicio corriente. 

Por las razones expuestas, el Grupo CDS se va a abste- 
ner en la aprobación de la Cuenta General del Estado del 
año 1983. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Por el Grupo de Coalición Popular tiene la palabra doña 
cias, señor De Zárate. 

Luisa Fernanda Rudi. 

La señora RUDI UBEDA: Gracias, señor Presidente. Se- 
íiorías, nos encontramos en estos momentos discutiendo 
la aprobación de la Cuenta General del Estado del año 
1983, cuando quizá todos vemos muy lejana esa fecha. 

Volver a hablar desde esta tribuna de la poca operati- 
vidad que supone el que la ejecución de un Presupuesto, 
por parte de un determinado Gobierno, sea el que sea, se 
apruebe o se debata, para su posterior aprobación o no 
en estas Cámaras, cuatro años más tarde del cierre del 
ejercicio o desde que se debería de haber presentado, es 
obvio y ocioso. 

Esto lo denunciaba mi Grupo en esta misma tribuna 
cuando en el mes de julio estábamos discutiendo la Cuen- 
ta General del Estado del año 1982. Se nos aseguró en- 
tonces que este aspecto iba a ser corregido y que el Tri- 
bunal de Cuentas iba a tener en su poder (ya tenía en 
aquellos momentos la del año 83), con la suficiente pres- 
teza, la de los años posteriores, al objeto de que, dentro 
de este período de sesiones o del que viene, pudiésemos 
estar prácticamente al día. 

La verdad es que por el ritmo de trabajo que lleva, no 
el Tribunal de Cuentas -que, dicho sea de paso, según 
las propias manifestaciones del Presidente, tiene una in- 
fraestructura que no es suficiente para sacar adelante 
todo su trabajo y unas dotaciones presupuestarias que, 
también por parte de mi Grupo se ha venido denuncian- 
do, son mínimas y escasas-, no por el trabajo que tiene 
acumulado el Tribunal, repito, sino por el trabajo que ha 
tenido entrada en el mismo, esto no va a ser posible. Ya 
ha sido denunciado por parte del Diputado que me ha pre- 
cedido en el uso de la palabra, perteneciente al Grupo del 
CDS, que la Cuenta General del Estado del año 1985 no 
la tiene todavía en su poder el Tribunal. Lo que nos hace 
prever una serie de acumulaciones de retraso semejante 
al que llevamos. 
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Entendemos que esto es un hecho lo suficientemente 
grave como para que una vez más, aunque sea predicar 
en el desierto, quede constancia en el Diario de Sesiones 
de la protesta de mi Grupo por el funcionamiento de la 
Intervención General del Estado. 

Dicho esto como antecedente, voy a entrar a valorar 
cuál es el contenido del informe emitido por el Tribunal 
con respecto a la ejecución del Presupuesto del año 1983, 
por parte del Gobierno y de la Administración. 

En la declaración definitiva nos encontramos con que 
se dice que la Cuenta General del Estado coincide en sus 
cuantificaciones cifradas con las anotaciones que figuran 
en las respectivas Cuentas parciales. Denuncia que hay 
una serie de cuentas de organismos autónomos que no es- 
tán recogidas, porque no se ha presentado la documenta- 
ción, y después plantea una serie de salvedades. En el lar- 
go proceso de debate de este informe, en la Ponencia crea- 
da al efecto dentro de esta Cámara y en la posterior Co- 
misión, ha habido algunas de estas salvedades que, tras 
sucesivas discusiones, han sido recogidas en propuestas 
de resolución de distintos Grupos y varias de ellos han 
sido apoyadas por el Grupo Socialista en su propuesta de 
resolución y, por tanto, al ser el Grupo mayoritario, in- 
corporadas al dictamen de la Cuenta General del Estado. 

No ha ocurrido así con otras de las salvedades que el 
Tribunal de Cuentas denuncia en el año 1983, que ya de- 
nunció en el año 1982 y que me temo que seguirá denun- 
ciando en los sucesivos años y que es uno de los aspectos 
que mi Grupo ha venido denunciando aquí cuando hemos 
debatido cada una de las leyes de Presupuestos de los úl- 
timos años. 

El Tribunal de Cuentas denuncia que, en las ampliacio- 
nes de crédito, hay una serie de ellas que son innecesa- 
rias, porque se da el caso curioso de que no solamente in- 
cumplen las disposiciones reguladoras -eso sería una 
mera cuestión de forma-, sino que es que ha habido am- 
pliaciones de crédito que se han realizado por parte del 
Gobierno cuando han existido remanentes superiores a 
esas ampliaciones. 

¿Qué es lo que demuestra este hecho? Demuestra que 
cuando mi Grupo, año tras año, en los debates de los Pre- 
supuestos, viene diciendo que los Presupuestos que aquí 
aprobamos luego no tienen nada que ver con los resulta- 
dos finales por la gran flexibilidad que se da al Gobierno 
y a la Administración para modificarlos, tiene razón. Por 
eso precisamente es por lo que mi Grupo, en una de sus 
propuestas de resolución, planteaba que las ampliaciones 
de crédito que han afectado a varias partidas presupues- 
tarias han resultado innecesarias al presentar dichas par- 
tidas remanentes a veces superiores a las ampliaciones 
realizadas, lo que hace preciso que los Presupuestos Ge- 
nerales del Estado se realicen con un mayor criterio de 
realismo y su ejecución se ajuste estrictamente, de acuer- 
do con lo presupuestado, a las necesidades reales de los 
distintos organismos de la Administración. 

Asimismo, las Leyes de Presupuestos de cada año en su 
texto articulado deberán, en su caso, salvar las lagunas 
que la Ley General Presupuestaria presente, al objeto de 
conseguir el cumplimiento de este objetivo. 

Es ocioso añadir que esta propuesta de resolución, por 
lo que de limitativa podía tener para el Gobierno, no fue 
apoyada por el Grupo Socialista y, por tanto, no ha sido 
incorporada al dictamen que viene de la Ponencia y de la 
Comisión Mixta para las relaciones con el Tribunal de 
Cuentas. 

Entendemos que éste es uno de los aspectos graves e im- 
portantes que creo que seguiremos denunciando, porque 
no vemos en el Grupo mayoritario ningún ánimo de apo- 
yar ningún tipo de protesta que pueda servir para que los 
Presupuestos Generales del Estado en su ejecución tengan 
un mayor control por parte de estas Cámaras para que 
realmente no Ocurran hechos tan curiosos, por calificar- 
los de una manera caritativa, como que se han ampliado 
créditos por valor de 21.849 millones de pesetas cuando 
realmente, por ese mismo concepto, existían unos rema- 
nentes de 26.500 millones; o ampliaciones de créditos, que 
se han realizado incumpliendo disposiciones reguladoras, 
que ascienden a cifras de 17.000 millones de pesetas. 

Es importante igualmente resaltar en este Pleno que, 
con respecto a los créditos ampliables, el propio Tribunal 
de Cuentas dice que resultan criticables, por su falta de 
rigor, las ampliaciones de crédito aprobadas en función 
de reconocimiento de obligaciones específicas: opinión 
suficientemente fundada que viene aquí a ratificar las opi- 
niones de mi Grupo, vuelvo a repetir, en los debates de 
Presupuestos. 

Otra de las cuestiones que se plantean es que en la eje- 
cución del Presupuesto viene existiendo una incorrecta 
aplicación de ingresos y gastos que desvirtúa el resultado 
y que nosotros ya denunciamos también en el año 1982. 

Y hay algo que quiero dejar aquí también como mues- 
tra de las incorrecciones que vienen contenidas en el in- 
forme del Tribunal de Cuentas y que demuestra cuál es 
el funcionamiento de determinados aspectos de la Admi- 
nistración, que es el que para subvencionar el déficit de 
1982 del INEM, del Instituto Nacional de Empleo, se han 
contraído y se han hecho efectivos 28.140 millones de pe- 
setas, cuando curiosamente el déficit, según la contabili- 
dad de ese organismo, ascendía a 8.290 millones de pese- 
tas, es decir, una diferencia de 20.000 millones de pesetas 
que realmente no sabemos muy bien dónde tiene su ori- 
gen y a qué es debida. 

Por último, aunque esta incidencia viene recogida en 
una de las propuestas de resolución incorporadas a la 
Cuenta por el voto afirmativo del Grupo Socialista, sí que 
es importante señalar que cuando las cifras de deuda pú- 
blica están subiendo de una manera alarmante y cuando 
son realmente respetables, por parte del Tribunal de 
Cuentas -y espero que el Gobierno ponga remedio inme- 
diatamente ya que el Grupo Socialista lo ha admitido- 
tiene una falta de coordinación contable total y absoluta 
entre los datos que figuran en la liquidación presupues- 
taria y la Cuenta General de la deuda, una diferencia que 
supone cerca de 3 1.500 millones de pesetas, y que nos vie- 
ne a demostrar una vez más que la Administración real- 
mente no está funcionando, aunque el objetivo socialista 
en el año 1982 fuera que funcionase. Detalles como éste 
nos vienen a demostrar que no funciona todo lo bien que 
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debiera, sino bastante lejos de-como debería funcionar. 
Asimismo, es curioso, dentro de este mismo concepto, 

que la deuda contraída en el exterior por un importe de 
619.000 millones siga sin reflejarse en la Cuenta General 
de la deuda, algo que ya fue denunciado por el Tribunal 
de Cuentas en ejercicios anteriores. 

Todo ello nos hace meditar en estos momentos en si 
realmente es operativo el sistema de funcionamiento que 
estamos teniendo, por las normas aprobadas en el Regla- 
mento de esta Cámara y las interpretaciones supletorias 
o accesorias de la Mesa, en cuanto a la aprobación de la 
Cuenta General del Estado, que prevé que se realice en 
una ponencia creada al efecto dentro de la Comisión Mix- 
ta para las relaciones con el Tribunal de Cuentas, que es 
la que estudia su informe. Por la experiencia que tengo 
respecto al debate del ado 82 y 83, nos encontramos con 
que llega un informe del Tribunal de Cuentas, suficiente- 
mente amplio y correcto, en el cual se nos indican una se- 
rie de salvedades en cuanto a la ejecución del presupues- 
to, salvedades que en algunos casos han sido admitidas 
por el Grupo mayoritario, pero que en otras ocasiones 
-traigo aquí la intervención del señor Padrón del ado 
82- no lo fueron, dando mayor credibilidad a las alega- 
ciones de la Intervencibn General del Estado que a lo que 
realmente decía el Tribunal de Cuentas. 

Mi Grupo tiene la preocupación, y asf lo manifestó en 
una propuesta de resolución presentada ante la Comisión, 
que no fue aceptada, de que esta Cámara no está tenien- 
do el suficiente control sobre la ejecución o al menos para 
crear opinión de si debe aprobar o no, no el informe del 
Tribunal de Cuentas sino el contenido del mismo que es 
la ejecución de la Cuenta General de cada año. 

Por eso, nosotros pedíamos que al objeto de hacer más 
operativo y efectivo los trabajos de la ponencia, creada en 
el seno de la Comisión Mixta Congreso-Senado para las re- 
laciones con el Tribunal de Cuentas, para el estudio del 
informe emitido por el citado Tribunal sobre la liquida- 

' ción de la Cuenta General del Estado de cada ano, y da- 
das las divergencias que en muchas ocasiones se plantean 
entre las salvedades que pueda contener el informe del 
Tribunal y las alegaciones de la Intervención General del 
Estado, es preciso que a dicha ponencia se hagan llegar 
todos aquellos documentos referidos a estos aspectos que 
le permitan entrar con conocimiento de causa en la valo- 
raci6n de las excepciones, previa audiencia, si fuera ne- 
cesario, del Tribunal de Cuentas y de la Intervención Ge- 
neral del Estado. 

Esta propuesta de resolución no fue aceptada por el 
Grupo Socialista pero entendemos que servirfa para ha- 
cer más efectivo el trabajo de la ponencia y el trabajo de 
la Comisión y, lógicamente, para hacer más efectivo y más 
real el voto que aquí se emita con respecto a la ejecución 
de los presupuestos de cada ano. 

Mientras sigamos rigiéndonos por las normas vigentes 
hasta el momento, que únicamente nos permiten a la po- 
nencia, y por tanto al Pleno, definimos sobre el informe 
que envfa el Tribunal de Cuentas y sobre sus salvedades, 
y mientras, como ocurrió en el ano 82, determinadas sal- 
vedades no sean admitidas por el Grupo Socialista, ma- 

yoritario en la Cámara, y -vuelvo a repetir- dé más cre- 
dibilidad a las alegaciones de la Intervención General del 
Estado y, como en el ado 83, determinadas alegaciones 
tan importantes como las que yo denunciaba aquí en 
cuanto a la ampliación de créditos, se queden simplemen- 
te contenidas en el informe del Tribunal de Cuentas pero 
no asumidas por el informe de la Comisión de este Parla- 
mento, entiendo que realmente no estamos cumpliendo 
con nuestro deber de controlar y de aprobar, o no apro- 
bar en su caso, la ejecución de los presupuestos por parte 
del Gobierno. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martfnez): Por el 
Grupo Parlamentario Socialista, tiene la palabra el señor 
Padrón. 

El señor PADRON DELGADO: Sedor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, sometemos hoy a la considera- 
ción de la Cámara el dictamen que la Comisión Mixta de 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas ha aprobado, re- 
lativo a la Cuenta General del Estado del año 83. En este 
trámite estamos dando cumplimiento al artículo 136.2 de 
la Constitución, o sea, al examen del informe que el Tri- 
bunal de Cuentas emite con respecto a la Cuenta General 
del Estado y que debe de presentar en estas Cortes. En 
este sentido, también estamos dando cumplimiento a lo 
establecido en el artfculo 10 de la Ley Orgánica. 

La Comisión Mixta de relaciones con el Tribunal de 
Cuentas ha recibido una declaración definitiva sobre la 
Cuenta General del Estado, asf como un informe o memo- 
ria anual -punto que se contempla en el artículo 13 de 
la ley-, ha recibido un informe sobre las cuentas de la Se- 
guridad Social, sobre sociedades estatales y sobre entes 
públicos. Por tanto, hemos tenido bastante documenta- 
ción para hacer, un examen de comprobación adecuado 
de la Cuenta General del Estado. 

La Comisión presenta un informe que, en definitiva, 
viene a recoger lo que es principal en este examen de la 
cuenta de 1983. Tal como aquf se ha dicho, efectivamen- 
te, ha habido una serie de organismos autónomos que rin- 
dieron tarde la cuenta y están sometidos a censura o apro- 
bación con reparos. Haciéndose eco de esta situación el in- 
forme de la Ponencia aprueba la Cuenta General del Es- 
tado - e s to  es Administración Central-; aprueba la cuen- 
ta de los organismos autónomos comerciales, industria- 
les y financieros, con las excepciones que se contemplan 
en el punto segundo como el Instituto Nacional de Publi- 
cidad, Universidad Politécnica de Barcelona, Patronato 
de Promoción para la Formación Profesional, Junta del 
Puerto de Gijbn y Patronato Oficial de la Vivienda y 
COPLACO. 

Algunos de estos organismos en ejercicios anteriores 
han rendido tarde y mal las cuentas y el Tribunal de Cuen- 
tas no lo había hecho constar. El Grupo Socialista, ha- 
cidndose eco de lo que denuncia el Tribunal de Cuentas, 
lo recoge. Por tanto, aquí se aprueba la cuenta de los or- 
ganismos autónomos con las excepciones que figuran en 
el texto que hemos propuesto. 
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Por otra parte, teniendo en cuenta la situación de la 
cuenta de la Seguridad Social -situación que hemos ve- 
nido manifestando desde el ejercicio de 1980-, que el Tri- 
bunal de Cuentas ha manifestado que los balances pre- 
sentados no reflejan la situación económica y patrimonial 
de la Seguridad Social, que el Gobierno en 1984 tuvo que 
nombrar una Comisión especial para la conciliación y de- 
puración de saldos, que esto se ha mantenido en los años 
1981 y 1982 y que al final del ejercicio de 1983 sigue la 
situación igual, no habiéndose ultimado estos trabajos, 
decimos en el informe que no procede aprobarlas en este 
trámite y, por tanto, queda pendiente la aprobación de 
las cuentas de la Seguridad Social. 

El Grupo Socialista ha estudiado adecuadamente el in- 
forme, la declaración definitiva, etcétera, y aquí se ha ma- 
nifestado por diversos Grupos -Minoría Catalana, el re- 
presentante del CDS y el del Grupo Popular- una serie 
de razones que no porque sean justificables tienen toda 
la razón. Hemos aprobado hace un momento la Ley de 
funcionamiento del Tribunal de Cuentas en la que se es- 
tablecen uno criterios y unos métodos para la rendición 
de la Cuenta general del Estado, para que, a la vez que 
los Diputados reciban el informe del Tribunal de Cuen- 
tas, se acompañen las alegaciones que el órgano auditado 
o el cuentadante presente sobre aquellos aspectos consi- 
derados por el Tribunal de Cuentas como irregularidades 
o excepciones. 

Porque si bien es verdad que en la declaración defini- 
tiva se contemplan algunos puntos que dice el Tribunal 
que son excepciones, infracciones e irregularidades, po- 
dríamos ir dando cuenta de una serie de puntos que nada 
tienen que ver con una situación de irregularidad o in- 
fracción; en todo caso, podría imputarse a un error con- 
table o a determinado funcionamiento de las normas de 
la contabilidad pública, que se han mejorado en 1986, a 
cómo tenían que rendir la información los organismos au- 
tónomos, al retyaso que supone para éstos la presentación 
de la cuenta de liquidación -y aquí se ha hecho referen- 
cia a ello- cuando no reciben la transferencia para la eje- 
cución de un determinado proyecto hasta tanto se ha com- 
prometido el gasto y,  por tanto, esto origina que tengan 
que producirse ampliaciones de crédito para el ejercicio 
siguiente. 

Sobre todas estas sltuaciones ha habido una contesta- 
ción, alegando motivos y razones, por parte de la Inter- 
vencibn General de la Administración del Estado. Aquí, 
por ejemplo, se ha hecho bastante hincapié en el tema de 
una ampliación de crédito para el INEM. Efectivamente 
hubo un error de cálculo, pero eso no significa que haya 
ninguna irregularidad. Ha habido un error de cálculo y 
la cantidad no gastada figura como remanente, y así cons- 
ta en la liquidación de la cuenta, no supone ningún 
agravio. 
. El Tribunal de Cuentas, por otra parte, hace algunas 

manifestaciones en la declaración definitiva sobre la no fi- 
guraciún de partidas en ingresos o gastos. A lo mejor pu- 
diera interpretarse que el Grupo Socialista intentaba ma- 
quillar el déficit, pero si sumamos las partidas del «debe» 
y del uhabern resulta que sería desfavorable. En definiti- 

va, no ha habido un intento de ocultar nada, sino que son 
criterios que se han modificado y que, por tanto, no su- 
ponen una manipulación de los datos ni nada parecido. 

Téngase en cuenta también que en el año 1983 se apro- 
bó la Ley de Presupuestos en junio de ese mismo año y 
que, a su vez, también hubo un crédito extraordinario por 
un importe superior a 600.00CLmillones para atender in- 
suficiencias y déficit anteriores al ejercicio de 1983; todo 
esto hay que valorarlo adecuadamente. En definitiva, 
para no cansar a S S .  SS., nosotros pens-amos que el In- 
forme del Tribunal de cuentas, en cuanto a la ejecución 
del ejercicio, no contempla irregularidades o responsabi- 
lidades: esto es lo más importante. 

El tema de los organismos autónomos queda recogido 
en el informe de Ponencia. El tema de la Seguridad So- 
cial igualmente. Y en base a aquellos aspectos que consi- 
deramos más importantes, el Grupo Socialista presentó 
nueve propuestas de resolución, en donde se requiere al 
Gobierno para una mayor coordinación entre agentes pa- 
gadores y receptores de transferencias en los organismos 
autónomos. 

En otra propuesta se requiere al Gobierno para un uso 
estricto de la cuenta de deudores y acreedores extrapre- 
supuestarios. También requerimos al Gobierno para una 
depuración de los saldos que figuran en la cuenta de de- 
rechos pendientes de cobro, y sabemos que ya 1a'Inter- 
vención está efectuando esta depuración. Pedimos una 
agilización en estos cobros, algunos de cuyos saldos figu- 
ran desde el año 1950. 

También, como punto más importante de las nueve pro- 
puestas, establecemos un plazo para que la Comisión 
creada por el Gobierno, que tiene como finalidad la de- 
puración y conciliación de los saldos y cuentas de la Se- 
guridad Social de los años 1980, 1981, 1982 y el propio 
de 1983, efectúe la rendición de los trabajos al Tribunal 
de Cuentas y procedamos, por tanto, a aprobar, si así pro- 
cede, las cuentas de todos esos ejercicios. 

Por tanto, yo creo que aquí, ningún G N ~ O  ha manifes- 
tado juicios o críticas graves con respecto a lo que ha sido 
la Cuenta del Ejercicio de 1983. Los aspectos más desta- 
cados que el Tribunal de Cuentas ha señalado han sido re- 
cogidos por el Grupo Socialista en su propuesta de reso- 
lución y en su informe de Ponencia. 

Por todas estas razones yo pido a todos los Grupos de 
la Camara la aprobación, el apoyo al informe de Ponen- 
cia y propuesta de resolución que la Comisión Mixta de 
Relaciones con el Tribunal de Cuentas presenta ante esta 
Cámara. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Gra- 

Se va a proceder a la votación. 
Votamos, señoría, el informe sobre la memoria elabo- 

rada por el Tribunal de Cuentas, en relación con la Cuen- 
ta General del Estado, correspondiente al Ejercicio de 
1983. (El señor Bevlá Pastor plde la palabra.) 

cias, señor Padrón. 

El señor Beviá tiene la palabra. 
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El señor BEVIA PASTOR: Entendemos que lo que se 
somete a votación es el dictamen de la Comisión, no el 
informe. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez):Señor 
Beviá, lo que dice el articulo 199 del Reglamento es que 
lo que se debate es el informe. Por supuesto, el dictamen 
de la Comisibn tiene relación con el informe. Así que de- 
batimos el informe y el dictamen elaborado por la Comi- 
sibn en relación con dicho informe. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación dio el siguiente resultado: Votos 
emitidos, 271: a favor, 190; en contra, uno; abstencio- 
nes, 80. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): En su 
consecuencia queda aprobado el informe sobre la memo- 
ria elaborada por el Tribunal de Cuentas en relación con 
la Cuenta General del Estado correspondiente al ejercicio 
de 1983 y la propuesta de resolución que acompaña al 
mismo. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE PLANTA Y ORGANIZA- 
CION TERRITORIAL DE LA JURISDICCION MI- 
LITAR 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martínez): Pasa- 
mos señorfas, al punto X del orden del día. Debates de to- 
talidad de iniciativas legislativas. 

En primer lugar, el proyecto de ley de Planta y Orga- 
nización Territorial de la Jurisdicción Militar. A este pro- 
yecto se ha presentado una enmienda de totalidad de tex- 
to alternativo por parte del Grupo de Coalición Popular. 

Para su .defensa, en turno a favor, tiene la palabra el se- 
ñor Cárceles. 

El señor CARCELES NIETO: Señor Presidente, seño- 
ras y señores Diputados, la reciente aprobación de la Ley 
Orgánica 4/87, de 15 de julio, de la Organización y Com- 
petencia de la Jurisdicción Militar, así como también su 
entrada en vigor, previa aprobación del Código Penal Mi- 
litar, produce una situación de vacío de contenido de lo 
que era la Jurisdicción Militar. 

Sin menoscabo de ese debate de fondo, que no corres- 
ponde al día de hoy, lo cierto es que en el proyecto de ley 
encontramos una estructura territorial que no obedece en 
ningún caso a la implantación que va a tener la Jurisdic- 
ción Militar en el territorio, de acuerdo con la competen- 
cia y, como mandata la Leyaorgánica, en función del nú- 
mero de asuntos tramitados así como del despliegue de 
las tuerzas. 

Parece absurdo crear cinco territorios militares con 
muy pocas secciones, solamente la excepción de Madrid, 
y una distribución de juzgados togados donde realmente 

no va a haber muchos asuntos para tramitar, por lo que 
esos tribunales van a estar vacíos de contenido hasta el 
punto que baste citar el ejemplo de que en la actualidad 
se tramitan alrededor de tres mil asuntos de la Jurisdic- 
ción Militar en toda España, y para hacernos una idea 
comparativa, tan sblo un juzgado de instrucción de una 
pequeña capital de provincia veria muchos más asuntos 
que los que en toda España va a entender la Jurisdicción 
Militar. 

En ese supuesto tampoco podríamos decir que no exis- 
ta un tribunal específico, una Sala Quinta del Tribunal 
Supremo, no los tribunales militares territoriales, porque 
evidentemente así nos lo dice la Constitución, pero siem- 
pre con la denuncia de que realmente se ha vaciado de 
contenido esa jurisdicción, y cumplir ese mandato cons- 
titucional es simplemente una fórmula, porque en cuanto 
al fondo, y por las razones expuestas, no tiene ningún 
contenido. 

También parece que teniendo en cuenta ese aspecto, 
hay una distribución de los territorios que tampoco tie- 
nen un sentido lógico. (El señor Vicepresidente, Grana- 
dos Calero, ocupa la Presidencia.) No se comprende cómo 
la sede de determinados tribunales militares territoriales 
tienen una cierta dependencia unos de otros, como por 
ejemplo Barcelona y Zaragoza, con todo lo importante 
que sea Barcelona y lo que representa Cataluña, pero real- 
mente el contingente de la fuerza está en Zaragoza, y lo 
que dice la Ley Orgánica es que habrá de tenerse en cuen- 
ta tanto la tramitación de numerosos asuntos como el des- 
pliegue de la fuerza. 

Si tenemos eso en cuenta, parece natural que, teniendo 
toda la actividad y todo el eje a desarrollar por la OTAN 
en Baleares, Estrecho y Canarias, el despliegue de las fuer- 
zas vaya en la dirección del Mediterráneo sur y Atlántico 
sur, de manera que ese efectivo militar pueda estar con- 
tingentado en esa zona. Quizá ahí es donde está la expli- 
cación de esa implantación de juzgados togados, de tri- 
bunales militares territoriales, incluso de secciones; por- 
que otro aspecto importante del proyecto de ley es que, 
si bien la descentralización no se lleva a efecto, se crea 
una estructura enormemente desarrollada que no se 
corresponde con la realidad de la tramitación de asuntos, 
ya que los juzgados togados solamente van a entender de 
lo que es la mera instrucción, ni siquiera de la fase de ple- 
nario, ni de sumario, y, por supuesto, la vista oral del con- 
sejo de guerra tampoco se va a celebrar en los juzgados 
togados, 

Realmente nosotros entendemos que la ley no cumple 
el objetivo. De alguna forma trata de justificar el que haya 
que ocupar como sea a unos jurídicos sobrantes que, real- 
mente, pueden hacer otras funciones en la Administración 
del Estado. Eso, señores de la mayoría, es crear una es- 
tructura y un cuerpo técnico especifico y capacitado para 
sentarlo en una mesa sin papeles delante. Esa va a ser la 
realidad. Por tanto, conviene tener un orden jerárquico 
de construcción mucho más sólido y con más sentido de 
la descentralización administrativa. 

Consideramos que con tres territorios sería suficiente 
para cubrir el centro-norte, lo que es todo el Mediterrá- 
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neo y zonas de influencia, como es natural, y el sur-su- 
roeste. Con esos tres territorios militares creemos sufi- 
cientemente abastecida la demanda de asuntos que se va 
a producir. 

Es poco sólido, como dice el preámbulo, tener en cuen- 
ta la estadística de un año, porque precisamente, por su 
propia definición, la estadística de un año difícilmente va 
a dar la idea del curso y del desenvolvimiento que van a 
tener en la estructura militar los expedientes por delin- 
cuencia. Eso habría que verlo mucho más tarde para sa- 
ber cuál es la incidencia y tener una idea aproximada de 
la realidad. 

En cualquier caso, lo que sí podemos decir es que, des- 
de la entrada en vigor de las leyes sustantivas a las que 
me he referido anteriormente, la disminución en la tra- 
mitación de expedientes de la jurisdicción militar es no- 
table; tan notable como que se han tramitado 3.500 asun- 
tos. Si a ésos se les quita los que naturalmente no van a 
tener recurso o los que se aceptan en la instancia, toda la 
estructura superior se va a quedar para casos muy excep- 
cionales, como, por ejemplo, los que se van a ver en la 
Sala Quinta del Triburial Supremo. Incluso el propio Tri- 
bunal Militar Territorial va a tener muy pocos asuntos 
que ver, y no digamos nada de los juzgados togados cen- 
trales que tienen residencia en Madrid. 

Había un criterio del Gobierno de no cambiar la estruc- 
tura geográfica de distribución porque, según argumen- 
tos que no quedan reflejados por escrito en el proyecto, 
pero sí desde luego han sido argumentados, realmente si 
hubiera que hacerlo de otra manera se iba a producir una 
quiebra de las comunidades autónomas. Eso ya lo hace el 
proyecto de ley; baste citar el ejemplo del Territorio 1, 
Madrid, donde las provincias de Avila y Segovia no están 
donde está toda Castilla-León, sino que dependen de otra 
jurisdicción distinta. 

Entendemos que es suficiente crear tres territorios mi- 
litares que tengan sede en los puntos de contingencia y 
no porque las ciudades sean importantes, o sea, cumplien- 
do realmente la Ley Orgánica de la que se deriva la .re- 
misión a esta Cámara de este proyecto de ley. Los terri- 
torios militares deben estar, como digo, en las zonas es- 
tadísticas de mayor delincuencia, en consecuencia, don- 
de haya mayor tramitación de asuntos y, en definitiva, 
donde esté el contingente militar. 

Eso en el proyecto de ley no queda asegurado ni, natu- 
ralmente, obedece a la inspiración del mismo, sino todo 
10 contrario, se establecen sedes en zonas donde no hay 
un contingente importante de fuerzas, donde realmente 
no hay un número importante de asustos a tramitar, se- 
gún la experiencia de los años anteriores, y donde tampo- 
co hay una zona de mayor delincuencia que justifique esa 
actuación. 

Lo más natural sería, quizá, reducir esos tribunales y 
asegurar la descentralización administrativa en el peque- 
ño marco y en las escasas competencias que le quedan a 
la Jurisdicci6n Militar, de manera que esos tribunales 
territoriales militares puedan tener algunas secciones es- 
tablecidas en los puntos de mayor concentraci6n militar 
y ,  en consecuencia, distribuirlos, con una estructura de 

árbol, en los juzgados togados donde haya importantes 
instalaciones militares. 

Coincidimos con el Gobierno en la necesidad de cum- 
plir ese objetivo, pero creemos que se puede prestar el 
mismo servicio de una manera más simplificada y más 
perfecta. Con el texto alternativo que presentamos enten- 
demos que esa perfección queda más asegurada. No creo 
que sea definitivo, podemos estudiarlo en trámites poste- 
riores de enmiendas; pero, sin embargo, la perfección que- 
da más asegurada. 

El proyecto reduce los 31 juzgados togados que existen 
en la actualidad a 28; nosotros los reducimos a 18. Hay 
zonas donde va a haber dos expedientes al año y no es ne- 
cesario crear un juzgado para ver dos asuntos al aíio. Si 
se equiparara la Administración de Justicia española a la 
militar, dándole las mismas posibilidades, la Administra- 
ción de Justicia sería perfecta en España, absolutamente 
perfecta. 

Creo que está sobredimensionada la estructura. Real- 
mente no se han tenido en cuenta las consecuencias de la 
aprobación del Código Penal militar y de la Ley orgánica 
de competencias de la Jurisdicción Mi1ita.r. Creemos que 
se va a disfrazar una situación que va a estar vacía de con- 
tenido, que realmente no va a tener una función completa. 

Por ello presentamos este texto alternativo, que cree- 
mos coincide con el objetivo del Gobierno. No discrepa- 
mos sobre el fondo que hoy nos ocupa, pero sí en la for- 
ma, en la sobredimensión que va a tener esa estructura 
judicial, que no se ve respaldada al ser mermada la com- 
petencia de la jurisdicción militar. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El seíior VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

¿Turno en contra? (Pausa.) Por el Grupo Parlamentario 
chas gracias, señor Cárceles. 

Socialista, tiene la palabra el señor Barrero. 

El señor BARRERO LOPEZ: Señor Presidente, seño- 
rías, hemos escuchado, obviamente con atención, la en- 
mienda de totalidad que presenta el Grupo Parlamenta- 
rio Popular a este proyecto de ley de planta y demarca- 
ción de la Jurisdicción Militar. 

Quiero recordar a SS. SS. que este proyecto de ley que 
presenta el Gobierno a este Parlamento no deja de ser un 
mandato imperativo consecuencia de la Ley Orgánica de 
organización y competencia de los Tribunales militares. 

Una vez iniciada la reforma jurídico-militar de adecua- 
ción a la Constitución de la organización de la conviven- 
cia entre militares de nuestras Fuerzas Armadas a partir 
del año 1983 por este Gobierno, parecía lógico que una 
vez delimitadas también las competencias y la capacidad 
de los tribunales militares conociéramos -y éste es el mo- 
ment- cuál ha de ser la ubicación de los nuevos tribu- 
nales, de los nuevos juzgado;. Se trata, por tanto, de un 
tema no menor, pero simple, que no es otro que la ubica- 
ción de los nuevos tribunales, de acuerdo con las refor- 
mas jurfdicas militares propugnadas por el Gobierno de 
la nación. 

La enmienda de totalidad -única, por otra parte, pre- 
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sentada por el Grupo Parlamentario Popular- tiene algo 
de positivo y yo creo que debo reconocerlo desde el prin- 
cipio. La enmienda del Grupo Popular, y es bueno decirlo 
aquí, acepta, como ha dicho, por otra parte, su portavoz, 
la oportunidad del proyecto. Consecuentemente, no soli- 
cita la devolución al Gobierno, sino que, de una manera 
positiva, presenta un texto alternativo, al menos un texto 
formalmente alternativo (después veremos que esto no es 
cierto); texto alternativo que yendo en contra de los prin- 
cipios y de los criterios del proyecto de ley del Gobierno 
sin embargo después no aplica criterio o concepto algu- 
no, a nuestro entender, que no sea el exclusivo de la pro- 
porción de asuntos en función de los distintos territorios 
en donde están ubicadas nuestras unidades, nuestras 
Fuerzas Armadas. No tiene otro criterio que éste y aun 
éste, en buena medida, contradicho en función del de- 
sarrollo posterior del texto alternativo. 
Es importante, por tanto, decir desde el princicio que 

nuestro texto, el texto del Gobierno, el texto, por tanto, 
del Grupo Parlamentario Socialista, al margen de las en- 
miendas que en la tramitación parlamentaria pueda su- 
frir, se fundamenta en una serie de principios y criterios 
que es bueno definir desde este momento con absoluta 
claridad, para que se conozca bien la diferencia entre un 
proyecto y oti-o. 

En primer lugar, es obvio que, a la hora de ubicar los 
distintos juzgados y tribunales con distintas competen- 
cias ya constitucionales, después de la reforma de nues- 
tro Gobierno, hay que atender al despliegue que existe ac- 
tualmente de nuestras unidades y no sólo al despliegue 
que existe en este momento, cosa absolutamente obvia, 
sino también al posible despliegue futuro, inmediato fu- 
turo, de nuestras unidades, las unidades de los tres 
Ejércitos. 

Hay un segundo principio que es un principio pragmá- 
tico, realista, que no puede escapársele al señor propo- 
nente. Nosotros tenemos unos efectivos en nuestro Ejér- 
cito de Tierra enormemente superiores a la suma de los 
efectivos de los otros dos Ejércitos, como lo demuestra in- 
cluso el hecho de que en porcentaje de asuntos los proce- 
dimientos en el Ejército de Tierra son el 85 por ciento de 
los procedimientos en los tres Ejércitos. Es evidente que 
a la hora de ubicar los tribunales que van a juzgar a esos 
presuntos justiciables estén más cerca de aquellas unida- 
des que dan, digamos, más trabajo a esos juzgados por- 
que tienen un mayor número de asuntos y un mayor nú- 
mero de fuerzas, lógicamente el Ejército de Tierra. Se- 
gundo principio, por tanto, de enorme interés que, a mi 
entender al menos, la enmienda de totalidad desconoce 
absolutamente. 

Hay un tercer principio importante, un tercer criterio 
de enorme importancia, a pesar también de lo que ha di- 
cho el ilustre representante portavoz del Grupo Popular. 
Existen unos datos estadísticos del último año, porque así 
debe ser, porque ha sido el último año cuando ha entrado 
en vigor el nuevo Código Penal Militar, el nuevo, el ya 
constitucional, y la nueva ley disciplinaria, y esos datos 
estadísticos nos obligan también a una determinada ubi- 

cación en función del número de asuntos en determina- 
dos territorios y no en otros. 

Por último, hay un dato que aunque sea menor no pue- 
de por menos que ser destacado, que es el porcentaje de 
mayor delincuencia, no ya de mayor número de asuntos 
de otro tipo sino de mayor número de delincuencia po- 
tencial que aparece, estadísticamente, en determinadas 
unidades. Consecuente, por tanto, con todos estos princi- 
pios, con estos cuatro principios (hay otros de menor in- 
terés como es la importancia de la distancia entre juzga- 
dos y unidades o entre juzgados y tribunales para la po- 
sibilidad de recursos), nosotros hemos delimitado cinco 
tribunales territoriales en toda España y como bien decía 
el portavoz del Grupo Popular, 28 juzgados togados, tres 
menos de los que había. Esos cinco tribunales están o es- 
tarán, si SS. SS. lo aprueban en el trámite parlamentario 
correspondiente, en Madrid, en Sevilla, en Barcelona, en 
La Coruña y en Santa Cruz de Tenerife. 

La propuesta del Grupo Parlamentario Popular consi- 
dera que son suficientes exclusivamente tres tribunales 
territoriales y lo aplica a las capitales siguientes: Madrid, 
Sevilla y Cartagena. Ya en principio, señor proponente, 
hay que destacar de una manera gráfica que en un mapa 
ustedes se han olvidado de toda la zona norte, es decir, us- 
tedes, que aquí criticaban el hecho de que se'intente dar 
en el proyecto de ley un tribunal a Barcelona y no a Za- 
ragoza, por motivos que yo le respeto, que no comparto 
pero que le respeto, sin embargo no le parece criticable 
que usted no lo dé siquiera a Barcelona, a Zaragoza, ni a 
La Coruña, a ninguna de estas ciudades ni a ningún lugar 
que esté por encima de Madrid. 

Iremos por partes. Este tipo de tribunales que nosotros 
propugnamos -estos cinco-, a pesar de las críticas que 
ha supuesto por parte del portavoz, suponen estadística- 
mente los siguientes asuntos, y ustedes comprobarán si 
esa proporcionalidad está bien o mal llevada en princi- 
pio: a Madrid le corresponderían 795 asuntos; a Sevilla, 
663; a Barcelona, que ustedes la hacen desaparecer, 184; 
a La Coruña, 378, a Santa Cruz de Tenerife, 180. 

Si lo hiciéramos por Secciones, esas Secciones de las 
que habla ya el proyecto, algunas con posibilidad de ser 
activadas en función del número de asuntos, como es la 
de Valencia, nos daríamos cuenta de que la proporción es 
más equilibrada todavía. El Tribunal de Madrid va a te- 
ner dos Secciones seguras y una de posible activación en 
función del número de ahntos ,  que es la de Valencia. De 
acuerdo con los datos que tenemos ahora, que son los da- 
tos reales del último año, la primera Sección de Madrid 
tendría 270 asuntos; la segunda, igual número de asun- 
tos, 270 (no se puede buscar más equilibrio, seiior Dipu- 
tado); y la previsible Sección activada de Valencia en fun- 
ción del número de asuntos tendría también previsible- 
mente 255 asuntos. Estos son datos estadísticos. 

El Tribunal que se crearía en Sevilla, si contamos con 
la aprobación de SS. SS., tendría dos Secciones, una en 
Sevilla, con un número aproximado de asuntos (estamos 
hablando de datos estadísticos), de 318, y otra en Grana- 
da de 345 asuntos. La proporcionalidad parece absoluta- 
mente evidente. Después hablaré de la proporcionalidad 
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que ustedes dan de acuerdo con su enmienda de totali- 
dad, señor Diputado. 

Perdónenme que dé este tipo de datos, pero es impor- 
tante que se sepa la diferencia y los estudios que han sido 
realizados para hacer un proyecto serio y hacer una en- 
mienda de totalidad, que al margen de otros temas que 
también comentaré no ha dado ni un solo dato. El Tribu- 
nal número cuatro, si contamos con su aprobación, seño- 
rías, tendría su sede en La Coruña y un número aproxi- 
mado de asuntos de 219 y en la Sección de Burgos de 159. 

Por último, el Tribunal número cinco, de Santa Cruz de 
Tenerife, tiene menos asuntos, pero tiene un argumento 
en razbn de la distancia de evidente peso y tendría un nú- 
mero de asuntos aproximado de 180. 

Se habrán dado cuenta, señorías, que estas cifras es evi- 
dente que resultan equilibradas y son el resultado no sólo 
de haber conjugado los principios a que antes hacía refe- 
rencia, sino de haber conjugado principios como el resul- 
tado de apoyo de la fuerza en función de la distribución 
territorial que en este momento existe, de la facilidad de 
comunicaciones (les recuerdo que retengan que la en- 
mienda de totalidad no prevé ningún tribunal territorial 
para toda la zona Norte de España, de Madrid hacia arri- 
ba), por tanto, prevemos también facilidad en las comu- 
nicaciones y un tema de enorme importancia, que no pre- 
vé tampoco la enmienda de totalidad, que es la inmedia- 
tez o la inmediación del Juzgado con el Justiciable, he- 
cho o principio al que obviamente nos sentimos obliga- 
dos todos los Diputados porque recordarán que es un de- 
recho constitucional del artículo 24; la inmediatez del 
Juzgado frente al justiciable, que obviamente por el ar- 
tículo 24 de la Constitución estamos obligados a subra- 
yar de manera específica y que se olvida en la enmienda 
de totalidad. 

En la enmienda de totalidad, señor Diputado, aunque 
yo agradezco el tono que ha aportado en la tribuna por- 
que ha sido un tono enormemente mesurado, en la en- 
mienda de totalidad esto que yo he ido desarrollando y 
que creo que S S .  S S .  han aceptado como equilibrado us- 
ted lo define como artificioso. Es evidente que SS. SS. juz- 
garán en el momento de votar, pero me atrevo a decir, 
con los mismos datos o con los mismos estudios estadís- 
ticos, que para artificioso, señor Diputado, su enmienda, 
y la voy a desgranar, si usted me lo permite, a efectos de 
procedimiento, porque es bueno decirle y recordar a la 
Cámara que el único principio sobre el que subyace su en- 
mienda es el número de procedimientos. Consecuente- 
mente, en este debate tenemos que entrar. 

Su enmienda plantea tres Tribunales, insisto que nin- 
guno de Madrid hacia arriba. De acuerdo con su enmien- 
da, el Tribunal número uno, que seria Madrid, tendría 988 
procedimientos; el Tribunal número dos, de Sevilla, su su- 
puesto Tribunal, tendría 859 y el último, en Cartagena, 
no se sabe muy bien por qué, ese Tribunal número tres 
tendría 325 asuntos, un tercio y un poco más que los pre- 
visibles asuntos del Tribunal número uno, de Madrid, 
dándole sin embargo la misma categoría que al Tribunal 
territorial de Madrid. El tema de Cartagena precisa una 
explicación que estamos muy gustosos de escuchar. 

Si distribuyéramos su enmienda en Secciones -me he 
tomado ese pequeño trabajo- nos encontraríamos con lo 
siguiente. Al Tribunal número uno le dan ustedes tres Sec- 
ciones. Pues bien, en la primera Madrid, tendría 648 asun- 
tos (le recuerdo que la nuestra tendría 270); la segunda, 
Zaragoza, tendría 235 (nuestra segunda Sección era 270 
también, ésta tiene 400 menos que la primera, tampoco 
sabemos por qué); la última, que nosotros también la te- 
níamos con un número aproximado de procedimientos, 
255, en La Coruña, si aceptáramos su enmienda, tendría 
110. Madrid, 648; La Coruña, 110. También necesita una 
explicación. Usted está fundando toda su enmienda en la 
proporcionalidad y en el equilibrio de asuntos; pues bien, 
La Coruna tiene 110, de acuerdo con su enmienda, y Ma- 
drid, 648. 

Voy a seguir. El Tribunal número dos, que usted nos 
pide que creemos, tendría esta desproporcionalidad en la 
que usted funda toda su enmienda. La Sección Primera, 
Sevilla, 663 asuntos; la Segunda, Santa Cruz de Tenerife 
-que no sabemos por qué la pone ahí- tendría 180; es 
decir, 500 menos. Sigo. El Tribunal número tres y último, 
que usted plantea en la enmienda de totalidad, sí tiene 
una solución más equilibrada. Cartagena tiene 165 asun- 
tos; Valencia tiene 168 asuntos. Señor Diputado, creo que 
ha quedado demostrado que la argumentación en la que 
se funda, con números no es posible aceptarla. 

Por lo que se refiere a juzgados basta hacer una simple 
enumeración, como he hecho hasta ahora -hay que preo- 
cuparse de hacerlo- para darse cuenta de lo siguiente. 
Ustedes plantean la posibilidad de crear un Juzgado en 
Toledo con extensión a Cuenca y Guadalajara. Ha insisti- 
do S .  S .  desde esta tribuna que busca el número de asun- 
tos. En Toledo, Cuenca y Guadalajara el año anterior ha 
habido siete asuntos, señor Diputado, y usted nos ha pre- 
guntado cómo es posible que nosotros distribuyamos los 
tribunales en zonas donde no hay asuntos. Le he dado los 
que tenemos, de acuerdo con el proyecto, y le digo los que 
tendríamos, de acuerdo con su enmienda de totalidad. Un 
Juzgado que ustedes crean tiene siete asuntos al año, 

Hay otra cosa curiosa. Al  Juzgado de San Fernando lo 
castigan de una manera desmesurada. Este Juzgado, de 
acuerdo con su tesis, tendría jurisdicción en Cádiz, en 
Ceuta y en Melilla. Pues bien, de aceptar esta propuesta, 
supondría que el Juzgado de San Fernando -le recuerdo 
además quiénes son los jueces togados, los tenientes que 
están en este tipo de juzgados- tendría que instruir más 
de 400 asuntos. ¿Qué supone eso? Supone triplicar exac- 
tamente el número de asuntos que tendría que instruir, 
de acuerdo con nuestra tesis, que es poner un Juzgado en 
San Fernando, otro en Ceuta y otro en Melilla. 

Además de este evidente, a nuestro entender, error por 
su parte, que ustedes del posible Juez de San Fernando 
no sólo predican un gran esfuerzo en cuestiones de traba- 
jo que estoy seguro que es predicable para todos los mi- 
litares sino, además, el don de la ubicuidad. Sepa usted 
que hay una ausencia absoluta de comunicaciones; entre 
San Fernando, Ceuta y Melilla hay una absoluta ausencia 
de comunicaciones directas. 

Es evidente que si estos argumentos no le parecen de- 
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finitivos para ir en contra de su enmienda, tendríamos 
que recordarle -porque ha dicho que es importante te- 
ner en cuenta el destino de las fuerzas- que la importan- 
cia de las fuerzas en Ceuta y Melilla, a usted eso no se le 
escapa, requiere, evidentemente, un juzgado togado en 
cada una de estas ciudades, lo que hace, por otra parte, 
el proyecto. 

Permítame que insista en lo de San Fernando porque 
me parece que lo castigan ustedes excesivamente. El Juz- 
gado de San Fernando tendría que atender 37.000 hom- 
bres; es decir, a 37.000 presuntos justiciables, haya uno o 
haya 37.000. En el Juzgado de Toledo tendrían únicamen- 
te 90 futuros justiciables, que es el número de soldados 
que tenemos entre las provincias de Cuenca y Guadalaja- 
ra. Es decir, San Fernando, donde ustedes ponen un Juz- 
gado, tendría 37.000 hombres futuros justiciables; en To- 
ledo, donde ustedes ponen otro Juzgado tendría única- 
mente 90 hombres futuros justiciables. 

Voy a terminar, señoría. Creo que son datos serios y ri- 
gurosos que nos obligan, obviamente, a rechazar su en- 
mienda a la totalidad. Me permito además. decirle dos da- 
tos para que los tenga en cuenta a efectos de enmiendas. 
Uno supongo que es un error material; hablan ustedes de 
tres juzgados en Madrid y después sólo enumeran dos. 
Esto, a efecto jurídico, es importante, porque los jueces, 
los abogados, etcétera, interpretan las leyes y los artícu- 
los que nosotros les damos; pues bien, hay una contradic- 
ción importante. Sorprende además también, por otro 
lado - e s t o  yo no sé si es un error material o es que de- 
terminadas provincias no tienen ningún problema de de- 
lincuencia- que para ustedes la provincia de Badajoz, a 
efectos de tribunales o juzgados militares no existe, por- 
que no está adscrita a Sección alguna de su enmienda a 
la totalidad. 

Señor Presidente, sin duda alguna hay muchos más mo- 
tivos, yo creo que de fondo, porque el fondo es aceptar o 
no unas determinadas reformas jurídicas constituciona- 
les de acuerdo con las ideas del Gobierno, que son las que 
nosotros propugnamos. No se ha hablado de ello; no me- 
rece la pena. 

Creo, señor Presidente, que hemos dado datos cifrados 
suficientes para que SS. SS. con serenidad, con tranqui- 
lidad, reflexionándolo, voten en contra de la enmienda de 
totalidad presentada por el Grupo Parlamentario Po- 
pular. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Barrero. 

Señorías, les recuerdo que al haber sido aprobadas por 
la Cámara mayoritariamente determinadas enmiendas 
introducidas por el Senado al Proyecto de ley orgánica de 
reforma del Código Penal en materia de tráfico ilegal de 
drogas, es preciso efectuar la votación de totalidad orgá- 
nica de esta ley, para lo cual vamos a aprovechar la opor- 
tunidad que nos va a deparar la votación de este debate 
de totalidad e, inmediatamente después y en todo caso no 
antes de las doce y media de esta matiana, se procederá 
a la votación de totalidad de este proyecto de ley orgánica. 

Para el trámite de réplica tiene la palabra el señor 
Cárceles. 

El señor CARCELES NIETO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señoras y señores Diputados, señor Diputado del Gru- 
po Socialista, agradezco con la misma ptoporción e in- 
tensidad la recepción, en el aspecto positivo, de esta ini- 
ciativa del Grupo Popular, pero naturalmente, aun tenien- 
do que estar dialécticamente en posiciones distintas y no 
ideológicas porque éste es un debate eminentemente téc- 
nico y en este caso cumplimentamos los dos un objetivo 
del ordenamiento y del mandato que tiene esta Cámara 
y naturalmente el Gobierno para desarrollar territorial- 
mente la jurisdicción militar, no puedo estar de acuerdo 
con las argumentaciones y con los cambios que hace cuan- 
do dice que la provincia de Badajoz -por citar ejem- 
plos- no está adjuntada a ninguna Sección. Será que 
S. S. no se ha leído el artículo 7: del texto alternativo, 
pero si lo hiciera podría comprobar perfectamente en el 
apartado d) que realmente está encuadrada, en la Sección 
Primera, de Sevilla. En fin, S. S. no ha prestado atención 
a la lectura y quiere naturalmente desvirtuar lo que no 
es. Igual lo ha entendido como un error por la enumera- 
ción, pero en cualquier caso ni faltan juzgados ni quedan 
juzgados que no estén adscritos a Secciones. 

Al contrario, el Gobierno tiene el defecto técnico, al pre- 
sentarnos la ley, de que no da competencia territorial a 
dos Secciones que crea, las únicas en el proyecto, en Ma- 
drid. ¿Nos quiere explicar S.  S. qué competencia territo- 
rial tienen las Secciones Primera y Segunda de Madrid 
que crea el proyecto? Luego habla de una tercera que, en 
función de los asuntos y con la decisión y facultad corres- 
pondiente al Gobierno, se determinará en su día; pero lo 
cierto y verdad es que el proyecto de ley no da competen- 
cia ni adscripción y, por tanto, hay un defecto técnico de 
la competencia territorial de las Secciones que ustedes 
mismos crean en Madrid. No existen. 

Naturalmente yo creo es absurdo buscar un equilibrio 
exacto e idéntico entre todos los juzgados, porque distin- 
tas son las cosas. Usted puede mezclar nueces con longa- 
nizas por buscar un número igual y sin embargo eso no 
sirve al objetivo del proyecto del Gobierno y de nuestro 
propio proyecto; bien al contrario y le voy a dar las ex- 
plicaciones que me requería. 

Eso es natural, si tenemos en cuenta el número de asun- 
tos que se tramitan en la jurisdicción militar, vuelvo a in- 
sistir, vaciada de contenido por ustedes mismos, y ésa es 
la contradicción profunda que tienen el Gobierno y el 
Grupo Socialista. Ustedes han quitado todas las compe- 
tencias de la jurisdicción militar en beneficio de la juris- 
dicción civil y ordinaria. Me parece correcto. Podíamos 
discutirlo, pero ya ha pasado el turno para hacerlo, ya lo 
vimos en su día; pero eso les crea a ustedes ahora el pro- 
blema de que no saben qué hacer con la jurisdicción mi- 
litar, porque se ven en la ridícula situación de que tiene 
que tramitar 3.000 asuntos en toda España. Les recuerdo 
que un juzgado de instmcciód de cualquier ciudad espa- 
ñola, ni siquiera capital de provincia, ve 3.500 asuntos, di- 
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ligencias previas incoadas; por tanto se puede dar una 
idea de que, por poner un ejemplo, el Juzgado de Instruc- 
ción número 1, de Cáceres, ve muchos más asuntos que 
la jurisdicción militar en toda España, incluida la Sala 
Quinta del Tribunal Supremo. Ustedes la han vaciado de 
contenido y ahora mismo tienen el problema de crear una 
estructura artificiosa para decir: siéntese usted en una si- 
lla y no haga usted nada. 

Respecto a los juzgados togados, señor Barrero, si quie- 
re abrir el debate de qué es lo que van a hacer en Ceuta, 
en Melilla, en cualquiera de los sitios donde están esta- 
blecidos, tengo que decirle que el Juzgado Togado apenas 
tiene ya competencia, no puede juzgar o actuar en las se- 
siones de plenario o en las de sumario, por supuesto, como 
le he dicho antes, en la vista oral del consejo de guerra. 
El Juzgado'Togado se va a limitar tan sólo a tomar una 
declaración y mandar el expediente a otro tribunal de su- 
perior rango. Por tanto, no podemos estar de acuerdo en 
lo que no es defendible. 

El Gobierno quiere dar la imagen de que descentraliza, 
de que crea muchos tribunales militares territoriales 
-muchas secciones no porque sólo crea dos, luego ya ve- 
remos si el gobierno pone otras en marcha, pero en prin- 
cipio solamente son dos- y más o menos los mismos juz- 
gados togados que había antes. Pero ahí está su gran con- 
tradicción, señor Barrero. ¿Cómo es posible que vaciando 
de contenido la jurisdicción militar, como hemos visto 
tanto en la Ley Orgánica de Competencia y Organización 
de esa jurisdicción, cómo es posible que con la aproba- 
ción del Código Penal Militar, con esa reforma que se in- 
hibe el 80 por ciento de los casos en favor de la jurisdic- 
ción ordinaria, cómo es posible, insisto, que creen uste- 
des prácticamente los mismos juzgados togados, porque 
sólo hay una diferencia de tres, con el nuevo texto? LQuie- 
re decir esto, que vaciando de contenido la Jurisdicción 
Militar ésta tiene las mismas exigencias y las mismas de- 
mandas? Naturalmente que no. Si ustedes vacían de con- 
tenido, sean consecuentes y disminuyan proporcional- 
mente todas esas actuaciones o implantaciones territoria- 
les de los tribunales. 

Hay otra razón que usted me pedía; incluso quería que 
buscáramos alguna contradicción. Me decía: usted no 
crea tribunal militar territorial alguno en el norte de Es- 
paña. No es exacto ni es verdad, señor Barrero, porque el 
Tribunal Militar Territorial tiene una actuación. No se 
puede hablar de un ente abstracto. Habrá que hablar de 
algo con contenido concreto y yo hago un desarrollo, por 
otra parte más correcto y en estructura jerárquica de ár- 
bol donde hay un Tribunal Militar Territorial, Secciones 
y después Juzgados (ustedes no lo hacen así) y el Tribu- 
nal Militar Territorial puede funcionar en Secciones, 
atendiendo las necesidades de la descentralización admi- 
nistrativa. En nuestro texto alternativo descentralizamos 
mucho más que ustedes, pero sin la necesidad de crear 
tantas sedes de tribunales militares territoriales, para en- 
gañar o dar satisfacción porque uno se sienta muy favo- 
recido o satisfecho por tener una sede. Si esa sede no va 
a tener contenido, de poco va a servir. 

Este mismo ejemplo le pongo para la argumentación 

que cuando nos decía: es que en su texto alternativo crean 
ustedes algunas secciones que no están equilibradas con 
un número de asuntos. A mí no me preocupa ese equili- 
brio, me preocupa combinar y armonizar el número de ex- 
pedientes que se tramitan con el despliegue de las fuer- 
zas que mandata la Ley orgánica que hoy debatimos aquí. 
El despliegue de las fuerzas no está hacia Barcelona, y us- 
tedes crean un Tribunal. ¿Me quiere usted decir, señor 
Barrero, qué fuerza existe en Barcelona? Sin embargo, sí 
preveo crear una Sección en Zaragoza, Que es donde está 
el efectivo. Y ¿por qué creo dos Secciones, que usted ha 
reconocido equilibradas, una en Cartagena y otra en Va- 
lencia? Porque se tiende, con la influencia de la OTAN, a 
que el despliegue de la fuerza vaya en esa dirección: el 
eje Baleares-Estrecho-Canarias, y tenemos que concentrar 
los ' tribunales territorialmente en puntos donde estén 
próximos al despliegue de la fuerza. Eso es lo razonable. 

¿Por qué se hace en Cartagena?, me preguntaba con 
mucha insistencia. Por una razón -no le voy a dar la lis- 
ta, pero se la voy a facilitar posteriormente para que ten- 
ga el gusto de conocerla-, porque la provincia de Mur- 
cia, que es el punto en donde hay un natural despliegue 
de la fuerza, reúne distintas unidades operativas impor- 
tantes de los tres ejércitos. Estamos de acuerdo que en el 
85 por ciento es el Ejército de Tierra, pero lo cierto es que, 
tanto el Ejército de Tierra, como las Fuerzas Aéreas y las 
Fuerzas Navales están en esa provincia. Y parece razona- 
ble que esté ahí. Si a usted no le parece razonable, muy 
bien, pero déme otros argumentos. Puede ser por elección; 
no es que tengamos unas discrepancias sobre una ciudad 
u otra; eso es indiferente si hay una cierta aproximación. 
Pero nos debe inspirar la verdadera función, el verdadero 
mandato, que es tener en cuenta ese despliegue de la fuer- 
za, lo cual no ocurre. En Barcelona no lo hay y lo hay en 
Zaragoza, de una manera clara. 

Ustedes en Santa Cruz de Tenerife crean un Tribunal 
Militar Territorial y nosotros no; no podemos estar de 
acuerdo. Si lee con detenimiento la enmienda, el texto al- 
ternativo, verá que creamos una sección en Canarias, con 
sede en Santa Cruz de Tenerife. Luego no es cierta la idea 
que ha planteado de que el Grupo Popular establece tres 
territorios, en Madrid, Sevilla y Cartagena, y que todo el 
resto de España está desasistido. No, señor; ése es el eje, 
el triángulo donde se despliega la fuerza hoy por hoy, o 
donde, por disposición del Gobierno, tiende a desplegar- 
se la fuerza. Esas son las sedes que creamos. 

Precisamente para dar servicio a los lugares en que es- 
tén radicadas otras unidades militares, creamos las sec- 
ciones. Nos diga que el Tribunal Militar Territorial no lo 
queremos, eso es un ente abstracto. Dígame el funciona- 
miento, el contenido. Trabaja en secciones, una en un si- 
tio, otra en otro. Así se da satisfacción al objetivo del Go- 
bierno, cumpliendo un servicio. 

Lo que no nos puede decir, señor Barrero, es que no te- 
nemos en cuenta -y sí lo ha tenido el Gobiern- la per- 
fección y el equilibrio, buscando que un juzgado tramite 
286 expedientes, y el otro, exactamente igual. 

Ustedes ponen las sedes no donde están las unidades ni 
las fuerzas del Ejército, sino en otro sitio. Vuelvo a insis- 
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tiren el ejemplo de Barcelona, para ponerla allí nada más 
tienen la justificación de que el Ministro de Defensa es de 
allí, no tienen ninguna otra razón seria. 

Nosotros lo hacemos de otra manera. H a j  que atender 
el Mediterráneo de una forma homogénea, con una estruc- 
tura homogénea; el centro y norte va en una zona y el sur 
y el suroeste en otra. Y el eje -si le vale la explicación 
que me ha pedido y creo que se la he dado abundante- 
mente- tiene que ser: Madrid, Sevilla y la provincia de 
Murcia. ¿Que no le gusta a S. S. Cartagena? Pues lo pone 
donde quiera o le parezca más oportuno, pero el eje, en 
relación al despliegue de la fuerza, es el que le digo. Otra 
cosa bien distinta es dejar desasistidas otra zonas. Porque 
Valladolid, por ejemplo, también es importante, y Burgos 
y, sin embargo, el despligue de la fuerza no va en esa di- 
rección. Por ello, creamos una sección pequeña. 

Naturalmente, no podemos buscar el equilibrio en la 
tramitación del número de asuntos. ¿Por qué? Porque en 
el sur de España siempre se van a tramitar muchísimos 
más asuntos que en el norte de España. ¿Por qué? Por la 
concentración de fuerzas en esa dirección. 

Por todo ello, insistimos y reiteramos que el texto del 
Gobierno técnicamente no es bueno, ni obedece a lo que 
el Gobierno ha dicho (que quería una homogeneidad de 
no romper estructuras de Comunidades Autónomas - q u e  
las rompe, por c i e r t h ) ;  que además no busca el equili- 
brio, no sólo entre el número de asuntos, sino en el des- 
pliegue. Ustedes cuidan el número de asuntos, intentan 
hacer las cosas de forma automática, que no tienen res- 
paldo en la función del Ejército; s610 se preocupan de que 
las estadísticas les casen, de que los Tribunales tengan el 
mismo número de asuntos. Fíjese usted qué perfecta ar- 
monía y qué equilibrio. No se trata de eso, sino que ha- 
brá que ir en la dirección apropiada. Por todas esas razo- 
nes, nosotros presentamos un texto alternativo, se dedu- 
ce fácilmente que no va a prosperar al amparo de la ma- 
yorfa que tienen ustedes, pero, por. lo menos, deseo que 
quede suficientemente acreditado que ustedes son los res- 
ponsables de haber vaciado de contenido la jurisdicción 
militar y, ahora, no querer afrontar, en consecuencia, la 
reducción necesaria que tiene que tener esta implantación 
territorial judicial, porque no se corresponde con la rea- 
lidad que ustedes han provocado, con la que, aunque pue- 
de ser discutible, estaríamos de acuerdo con algunos as- 
pectos, pero no sirve al objetivo que el Gobierno quería 
cumplimentar o, por lo menos, está excesivamente so- 
bredimensionado. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

El señor Barrero tiene la palabra. 
chas gracias, señor Cárceles. 

El señor BARRERO LOPEZ:.Señor Presidente, voy a 
ser muy breve. Frente a los antecedentes que se le han pro- 
porcionado, el señor Diputado no ha ofrecido otros datos. 
En consecuencia, en este momento no tiene especial inte- 
rés para mí insistir sobre la cuestión, sino que me ratifi- 
co en lo dicho ya, desde la tribuna. Pero sí me gustaría 

hacer dos aclaraciones de importancia. Previamente voy 
a darle un dato: respecto a las secciones y a las compe- 
tencias en Madrid, le animo también a que lea el proyec- 
to tranquilamente y comprobará cuáles son las secciones 
y cuál su competencia: no tiene mayor importancia. 

Usted ha insistido mucho en un tema que me parece tre- 
mendamente preocupante porque es una cuestión de pro- 
fundidad: usted nos hace responsables del vacío de las 
competencias de los tribunales militares. Es evidente, so- 
mos responsables de ese vacío. Somos responsables -le 
agradezco que lo recuerde en esa tribuna- de que haya- 
mos conseguido, por primera vez, que los tribunales mi- 
litares no juzguen a civiles, no juzguen a seglares, que se 
limiten, de acuerdo con la Constitución, a aquella juris- 
dicción que la Constitución les ha encomendado. Es evi- 
dente, no le quepa a usted la menor duda. 

Quizá sea éste el tema de fondo, señor Cárceles. Al  fi- 
nal de mi intervención realizada desde la tribuna he di- 
cho que no quería insistir en determinados temas, pero, 
sin embargo, usted sí lo ha hecho. Quizá sea ése el tema 
de fondo: somos responsables de que los tribunales mili- 
tares tengan menos competencia, evidentemente; proce- 
sen a menos gente, sin duda. Pero, además, le voy a decir 
algo que me parece que también supone un grave error 
por su parte en relación a otro tema. ¡Ojalá todos los tri- 
bunales tuvieran 3.000 asuntos al año! ¡Ojalá tuvieran 
1.000 asuntos al año, no sólo los militares sino los ordi- 
narios! Tener 3.000 asuntos al año es bueno; tener 3.000 
asuntos y, además, distribuidos para que haya inmedia- 
tez en el procesado, para que tenga el juzgado cerca, eso 
es bueno, eso no es malo, y nosotros lo distribuimos. Con- 
secuentemente, acúsenos usted de que hemos quitado 
competencia a los juzgados territoriales y de que, además, 
efectivamente, tenemos pocos asuntos y muy cerca del 
justiciable. 

Por último, señor Cárceles, voy a pasar por encima de 
esa alusión que ha hecho su señoría, no sé si de mal gus- 
to, quizá lo haya hecho usted sin querer, acerca de la con- 
cordancia, de la insinuación del posible paralelismo en- 
tre un ministro que nace en Barcelona y un tribunal terri- 
torial que ponemos en dicha ciudad. Lo ha dicho usted 
en la tribuna. Voy a pasar por encima de esta afirmacibn. 
Le voy a proporcionar datos porque somos serios. Hay un 
problema de rigor. Barcelona tiene los tres ejércitos, tie- 
ne 4.100 personas del Ejército de Tierra, 161 del Ejército 
del Aire y 123 de la Armada; me estoy refiriendo a la ciu- 
dad de Barcelona. Me imagino que a usted no se le esca- 
pa que en Zaragozano hay nadie de la Armada; sin em- 
bargo, en Barcelona, sí. Es decir, que no sólo el Ministro 
es de Barcelona, sino que en Barcelona están los tres ejér- 
citos y en Zaragoza dos nada más. Hay más datos que us- 
ted, quizá, desconozca porque no tuvo la oportunidad de 
ser ponente, yo si, en la elaboración de la Ley de la com- 
petencia y de Organización de la Jurisdicción Militar. En 
esa ley, nosotros, el Parlamento, todos, por inmensa ma- 
yoría, decidimos que los Capitanes Generales de las re- 
giones militares tuvieran la legitimidad para recurrir en 
casación en determinados supuestos. Barcelona es Capi- 
tanía General y ese acercamiento es importante, porque 
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también viene obligado por la citada Ley de Competen- 
cia y Organización de la Jurisdicción Militar. 

En consecuencia, no es un problema del Ministro; es un 
problema de racionalidad, señor Cárceles. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

¿Qué Grupos y Agrupaciones desean fijar su posición 

En nombre del Grupo Parlamentario de Minoría Cata- 

chas gracias, señor Barrero. 

en este debate? (Pausa.) 

lana tiene la palabra el señor Salas. 

El señor SALAS MORENO: Gracias, señor Presidente. 
Señorías, muy brevemente y desde el escaño para anun- 

ciar el voto contrario de Minoría Catalana a la aceptación 
del texto alternativo del Grupo Popular, por cuanto con- 
sideramos que las argumentaciones y las motivaciones 
que han sustentado toda la defensa de tal enmienda no 
tienen realmente razón de ser. 

La Ley Orgánica 4/87, de 15 de julio, de Competencia y 
Organización de la Jurisdicción Militar dejó clarísima la 
oportunidad de este proyecto de ley que se nos presenta 
a debate. 

El señor Cárceles, en la defensa de su enmienda, decía 
entre otras cosas que cómo era posible que hubiera tan- 
tos tribunales de jurisdicción militar cuando había mu- 
chos menos tribunales de la jurisdicción civil. Evidente- 
mente, no podemos decir que sea mala una distribución 
de la jurisdicción militar porque sea mejor que la juris- 
dicción civil; es preferible que sea así. 

Por otra parte, yo no sé cómo podrán ustedes defender 
la idea de una jurisdicción militar totalmente centralista 
y localizada en tres zonas geográficas de España, descui- 
dando totalmente otras comunidades autónomas. Eviden- 
temente, la configuración del Estado de las autonomías 
yo creo que también tiene que tenerse en cuenta en la ju- 
risdicción militar, no sólo por la propia racionalidad de 
la Administración que ello conlleva, sino también por la 
propia efectividad de la organización de la jurisdieción 
militar. El hecho de que Barcelona, La Coruña y determi- 
nadas jurisdicciones tengan además Capitanía General yo 
creo que es una razón que por sí sola ha de evitar que us- 
tedes eliminen los tribunales militares. 

Usted, señor Cárceles, decía que una de las razones que 
le motivaban para defender su enmienda era que las sec- 
ciones de Madrid no tenían competencias. ¡Por una vez 
que las secciones de Madrid no tienen competencias! Pues 
ya lo solucionaremos, pero yo creo que el que no las ten- 
ga no es motivo para presentar una enmienda de totali- 
dad. Habrá que solucionarlo, evidentemente, pero no creo 
que sean razones de peso para justificar su texto al- 
terna t ivo. 

Por todo ello, únicamente deseo ratificar el voto nega- 
tivo de Minoría Catalana a aceptar la enmienda de texto 
alternativo propuesta por el Grupo Popular. 

Nada más y gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 
chas gracias, señor Salas. 

Tiene la palabra el señor Buil, por el Grupo Parlamen- 
:ario del CDS. 

El señor BUIL GIRAL: Muchas gracias, señor Pre- 
iidente. 

A nosotros nos sorprendió esta enmienda de totalidad 
:on texto alternativo, porque precisamente por la propia 
Zstructura, función 7 finalidad de la ley, que estaba per- 
ectamente definida en la de Competencia y Organización 
de la Jurisdicción Militar, no se prestaba a cambiar to- 
talmente el sentido de lo que era el proyecto de ley del Go- 
bierno. Después, al tener el texto alternativo, nos reafir- 
mamos en la misma idea; incluso, aunque calificada así 
por la Mesa, ni siquiera vemos que sea una enmienda que 
vaya contra los principios de lo que es el proyecto de ley. 

Se dice que el proyecto, por el que se crean cinco zonas 
son sus correspondientes tribunales, es dispendioso por- 
que van a tener un número pequeño de asuntos; yo deseo 
decir que eso a nosotros nos parece positivo. La jurisdic- 
ción civil, la jurisdicción penal, la contencioso-adminis- 
trativa sí que están recargadas. Nos parece bueno que, 
por una vez, podamos hacer una planta de manera que 
puedan verse sosegadamente todos los asuntos; que ade- 
más no solamente son los que el representante del Grupo 
Socialista ha dicho para cada uno de los territorios que 
comprenderán las secciones, sino que están también los 
predios disciplinarios. Yo creo que eso es bueno que se 
pueda hacer una justicia militar sin premuras, sin ago- 
bios y sin estos fenómenos que estamos desgraciadamen- 
te viendo en los aspectos de la jurisdicción común. 

Por otra parte, sobre la nueva distribución del mapa, 
se pueden hacer éstas y se pueden hacer otras distribu- 
ciones, pero esto es más propio de enmiendas al articula- 
do, como mi Grupo ha presentado alguna fundada en es- 
tos datos sobre la fuerza que existe en cada punto. 

A este propósito me permito recordar al representante 
del Grupo Socialista Rue si en la zona de Barcelona hay 
un número de personal aforado militar de 4.384 personas, 
en la zona aragonesa hay un ala de transporte y tres bri- 
gadas completas, que suman, aproximadamente, el triple 
de personal. En este sentido hemos presentado una en- 
mienda. Pero, repito, esto es más propio de enmiendas al 
art ihlado. 

Por es thazón,  porque el proyecto del Gobierno en sus 
líneas generales nos parece que responde perfectamente 
al mandato de la ley de su origen, vamos a apoyar el pro- 
yecto de ley del Gobierno y oponernos a la enmienda pre- 
sentada por Coalición Popular. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Mu- 

Tiene la palabra el señor Cárceles. 
chas gracias, señor Buil. 

El señor CARCELES NIETO: Setior Presidente, al am- 
paro de los artículos 71 y 73 del Reglamento, y muy bre- 
vemente, para contestar a unas alusiones del señor Salas. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Se ha 
sentido S .  S .  aludido. 
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El señor CARCELES NIETO: No sólo me he sentido 
aludido, se ha pronunciado directamente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Tiene 
la palabra. 

El señor CARCELES NIETO: Gracias, señor Presi- 
dente. 

Señor Salas, no voy a polemizar, sino a hacer el turno 
rigurosamente. No se trata de que, al no crearse las sec- 
ciones, presentemos una enmienda a la totalidad; todo lo 
contrario. Son muchas las razones, suficientemente expli- 
cadas en la mañana de hoy, por las que presentamos un 
texto alternativo. Pero, fundamentalmente, lo hacemos 
por una incorrección de orden técnico y es que en el terri- 
torio primero se crean concretamente dos secciones y no 
se les adscribe competencia territorial alguna. Ese defec- 
to hay que denunciárselo al Gobierno y al Grupo de la ma- 
yoría para que lo corrijan, porque no es correcto. Además, 
por otras razones de fondo. 

El Grupo de Alianza Popular no tiene ningún sentimien- 
to de que el planteamiento es centralista; todo lo contra- 
rio, serior Salas. Creamos muchas más secciones con com- 
petencias -los juzgados togados no las tienen- que el 
propio proyecto del Gobierno. Le recuerdo, señor Salas, 
que para Madrid creamos la Sección de Madrid, que abar- 
ca las provincias más cercanas; otra sección en Zarago- 
za; otra, en La Coruña; una sección en Sevilla; otra, en 
Santa Cruz de Tenerife, en Cartagena y en Valencia. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Seño- 
rías, vamos a proceder a la votación de la enmienda de 
totalidad al proyecto de ley de planta y organización terri- 
torial de la jurisdicción militar. 

Votar «sí» significa aceptar la enmienda de totalidad; 
votar «no» significa su rechazo. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
toa emitidos, 279; a favor, 65; en contra, 188; abrtencio- 
ner, 26. 

El señor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): En 
consecuencia, queda rechazada la enmienda a la totali- 
dad del proyecto de ley de planta y organización territo- 
rial de la jurisdicción militar. 

- PROYECTO DE LEY DE COSTAS 

El seAor VICEPRESIDENTE (Granados Calero): Pasa- 
mos seguidamente ha examinar las enmiendas de totali- 
dad presentadas al proyecto de ley de costas. 

Tiene la palabra el señor Ministro de Obras Públicas. 

El serior MINISTRO DE OBRAS PUBLICAS Y URBA- 
NISMO (Sáenz Cosculluela): Señor Presidente, señorías, 
me cabe el honor de comparecer ante esta Cámara para 

presentar, en nombre del Gobierno, el proyecto de ley de 
Costas, con el que se pretende fundamentalmente regular 
la utilización del dominio público marítimo-terrestre, y 
en especial de la ribera del mar, proteger eficazmente este 
espacio y garantizar su uso público. 

La ribera del mar española, de unos 8.000 kilómetros 
de longitud, con más de 3.000 playas que totalizan una 
longitud de casi 2.000 kilómetros, tiene una larga tradi- 
ción jurídica como espacio de dominio público y uso co- 
mún que se remonta al Digesto e Instituciones de Justi- 
niano, en el que se afirma que son comunes a todos, se- 
gún el Derecho natural, el aire, el agua corriente, el mar 
y, por lo mismo, sus orillas. Y se señala que también se- 
gún el derecho de gentes, es público el uso de las orillas 
del mar, como el del propio mar; tradición que se man- 
tiene en las Partidas de Alfonso X el Sabio, en donde se 
determina que las cosas que comunalmente pertenecen a 
todas las criaturas que viven en este munto son estas: el 
aire, las aguas de lluvia y el mar y su ribera. Y se conti- 
núa en las leyes de setioríos, la Ley Desamortizadora, el 
Código Civil de 1889, la Ley de Puertos de 1880, la de 1928 
y la Ley de Costas de 1969. 

La Constitución española recoge, en su artículo 132 
apartado 2, con especial énfasis esta tradición, cuando es- 
tablece que «Son bienes de dominio público estatal los 
que determine la ley y, en todo caso, la zona marítimo- 
terrestre, las playas, el mar territorial y los recursos na- 
turales de la zona económica y la plataforma continen- 
tal%. Es decir, que pertenecen precisamente al dominio 
público marítimo-terrestre aquellos bienes que la Consti- 
tución califica directamente de demaniales, sin esperar a 
que una ley posterior lo haga. 

Sin embargo, esta tradicional institución del dominio 
público costero, que se mantiene en el plano teórico, se 
ha visto fuertemente agredida en el terreno de los hechos, 
del desarrollo normativo y de la práctica jurídica, espe- 
cialmente a partir de la generalización del fenómeno tu- 
rístico que dio origen a un enorme crecimiento de la pre- 
sión de uso y especulativa sobre el litoral. 

En el aspecto normativo, las agresiones han sido muy 
diversas, entre ellas una escasa definición de la zona ma- 
rítimo-terrestre y de las playas; servidumbres obsoletas e 
insuficientes; la usucapión veintenal como título legiti- 
mador del uso; escasas garantías sobre el cumplimiento 
de las condiciones concesionales; períodos concesionales 
de hasta 99 años y aun sin plazo definido; inadecuación 
del procedimiento sancionador y de la cuantía de las mul- 
tas, y, en general, la prevalencia de la posesión particu- 
lar, amparada por el Registro de la Propiedad, frente a la 
constatación de las condiciones naturales de zona marí- 
timo-terrestre o playa. 

En relación con esta última cuestión, resulta revelado- 
ra la lectura del uDiario de Sesiones» del 22 de abril de 
1969, en el que se recoge el dictamen del proyecto de ley 
de costas por la Comisión correspondiente de las Cortes 
Orgánicas, en la que, apartándose del texto presentado 
por el Gobierno, que era más respetuoso con el dominio 
público, se acogieron las enmiendas presentadas por cier- 
tos procuradores, u consagrándose así » -recoge el text- 
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«el principio de que la enumeración de bienes de domi- 
nio público, contenida en el artículo 1 .U, era sin perjuicio 
de los derechos legalmente adquiridos por los particula- 
res». ((Admitido esto», -continúa el «Diario de Sesio- 
nes»- «desaparecieron los inconvenientes que, en otro 
caso, eran apreciados por los sefiores procuradores en or- 
den a la definición de playa que se contenía en el aparta- 
do primero del proyecto». 

No me resisto a recoger también las últimas palabras 
del discurso del ponente en dicha Comisión, que fueron 
las siguientes: «Pido vuesto voto, finalmente porque esta 
ley lleva la impronta de un signo social evidente, y por- 
que habrá de amparar a esas costas firmes y serenas que, 
por nuestra decisión irrevocable, estarán siempre cara al 
sol de una justicia que alcanzará por igual a todos los es- 
pañoles.» Y dice el «Diario de Sesiones»: «Grandes y pro- 
longados aplausos». (Risas.) 

Lamentablemente las pantallas de edificaciones cons- 
truidas posteriormente a escasos metros de las playas o 
encima de ellas impidieron que muchas de esas playas 
continuasen cara al sol. 

Desde el punto de vista administrativo una actitud pa- 
siva, cuando no cómplice en ocasiones, permi ti6 actuacio- 
nes irregulares y ocupaciones abusivas del dominio pú- 
blico, de las que existen innumerables ejemplos a lo lar- 
go de la costa. 

La falta de una sensibilidad política protectora de esos 
espacios dio origen a unos servicios periféricos infradota- 
dos, cuando existían, a presupuestos simbólicos y a una 
normativa concebida, más o menos abiertamente, para la 
defensa de los intereses privados frente a los públicos, re- 
forzada en su posicionamiento privatista por los criterios 
utilizados en su aplicación y por la jurisprudencia acu- 
mulada. 

El resultado está a la vista: playas y espacios natura- 
les, que hace escasamente quince o veinte años tenían 
unas condiciones de belleza natural y un atractivo paisa- 
jístico extraordinarios, han desaparecido debajo de torres 
de edificación, pavimentos y actuaciones incontroladas y 
especulativas. Estudios realizados comparando vuelos fo- 
togramétricos de diversas épocas han permitido compro- 
bar que, en los últimos 20 años, aproximadamente un 25 
por ciento de la superficie de playa seca ha desaparecido 
como resultado de fenómenos de regresión ocasionados o 
favorecidos por actuaciones inadecuadas en la costa o 
bien ocupados por edificaciones viales, construcciones de 
temporada que no se desmontan, etcétera. (El senor VI- 
cepresidente, Torres Boursault, ocupa la Presidencia.) 

Si se tiene en cuenta que la regulación de los cauces flu- 
viales ha reducido las aportaciones de arenas y gravas a 
la costa, podemos concluir con un diagnóstico absoluta- 
mente pesimista, en cuanto al futuro de nuestras playas 
si no se actúa, tanto desde el punto de vista de su regene- 
ración y defensa física, como desde el de su protección, 
frente a la presión urbanística. 

Playas de características naturales excepcionales tales 
como las del Maresme, el Ovalo valenciano, San Juan o 
Benidorm en Alicante, La Manga del Mar Menor, las de 
la Costa del Sol, La Victoria en Cádiz, Punta Umbría en 

Huelva, Santa Cristina en La Coruña, San Lorenzo en Gi- 
jón, Laredo en Santander, Playa del Inglés en Gran Cana- 
ria, El Médano en Tenerife y El Arenal en Mallorca han 
sido ocupadas en avances masivos de edificación que han 
producido no sólo daños paisajísticos, sino un proceso de 
degradación creciente de sus condiciones de equilibrio na- 
tural, que exigen acciones urgentes y muy costosas para 
conseguir una recuperación a veces, precaria. 

La urbanización del litoral y su ocupación por usos y 
construcciones turísticos ha transformado la vida y la 
geografía de muchos de los municipios jitorales. Esto se 
ha hecho, en general, de manera irrespetuosa o franca- 
mente atentatoria para con los frágiles y cada vez más 
apreciados, por escasos, valores paisajísticos y naturales 
que existían en nuestra costa y que existen aún, aunque 
cada vez más escasos. 

La perentoriedad y la ausencia de planificación han 
sido las condiciones y características de muchas de estas 
realizaciones. La urgencia en lograr beneficios a corto pla- 
zo con indiferencia o desprecio hacía el medio natural y 
con escasa previsión de futuro, ha originado, como sub- 
producto, conjuntos urbanizados sin otra relación con la 
geografía, el paisaje o la arquitectura preexistente que las 
derivadas de una utilización cada vez más precaria, in- 
dustrial y masificada de la playa, el mar y el sol, gene- 
rando en no pocos de los nuevos centros turísticos una in- 
tensidad de vida y de edificación característicos de un es- 
pacio urbano de uso intensivo. 

Es lamentable contemplar el desarrollo de muchas zo- 
nas costeras: enormes pantallas arquitectónicas que abra- 
zan letalmente a las playas; grandes edificios que vierten 
la presión de los usos que generan y sus detritus directa- 
mente sobre la costa; y un urbanismo que traslada a la 
costa un cúmulo de problemas de tráfico y de equipa- 
miento, ya que parece que la solución para todos ellos es 
siempre la ocupación del dominio público. 

Los resultados de esta ordenación son evidentes en la 
mayor parte de nuestras zonas turísticas: los terrenos pos- 
teriores a la primera línea pierden su valor; la presión cir- 
culatoria inunda la zona inmediata a la playa, dificultan- 
do o impidiendo su uso peatonal y ocupando aquélla con 
aparcamientos de fortuna; el impacto producido por las 
interminables pantallas de edificios degradan el paisaje 
y el entorno; el medio natural se ve afectado al modifi- 
carse las corrientes eólicas y el proceso erosivo de la pla- 
ya se desencadena. Este escenario agresivo terminará di- 
suadiendo a un turismo que cada día más busca para su 
tiempo de ocio un espacio de libertad en armonía con el 
medio que le rodea. 

Zonas del litoral tan importantes como son las maris- 
mas han sido objeto históricamente de una destrucción 
generalizada promovida por la propia legislación en la 
materia. Muchas fueron convertidas en el pasado en sali- 
nas o desecadas para uso agrícola y ganadero; otras, pos- 
teriormente, han sido utilizadas como vertederos incon- 
trolados de residuos urbanos e industriales. Como conse- 
cuencia, muchos de estos espacios vitales para la produc- 
tividad orgánica y biológica han sido destruidos bajo pre- 
tendidos motivos sanitarios, económicos o agrícolas, in- 
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cluso con subvenciones económicas y exacciones tributa- 
rias, habiendo sido finalmente objeto generalizado de una 
urbanización especulativa. Las marismas de Escalante y 
Santoña, las de Villaviciosa y Castropol, las de Ortiguei- 
ra y Oleiros, Sangenjo y Redondela, las de San Fernando 
y Chiclana o las de Lepe y Cartaya son ejemplos de ma- 
rismas desecadas para usos diversos, frecuentemente en 
beneficio de pocos y con un perjuicio ecológico im- 
portante. 

La realización de puertos deportivos y otras obras que 
tenían por objeto ganar terrenos al mar ha sido en mu- 
chos casos cobertura de operaciones de especulación in- 
mobiliaria, con la consiguiente incidencia negativa, en ge- 
neral irreversible, sobre la ribera del mar. Se han ganado 
terrenos al mar sin otro objeto que construir sobre ellos 
grandes urbanizaciones y edificaciones no controladas, 
ocupando una teórica línea cero cuando la primera línea 
estaba ya ocupada o su precio era mayor, y se han cons- 
truido paseos marítimos sin otra finalidad que conseguir 
la propiedad de los terrenos posteriores para su urbani- 
zación, edificación y venta. Años de degradación de los va- 
lores naturales de nuestro entorno; años de primacía de 
los intereses particulares frente a los generales; años de 
abandono e incompetencia que nos han dejado una pesa- 
da herencia. 

Desde la perspectiva actual es evidente que, de haberse 
aplicado ciertas medidas protectoras, muchas de las pla- 
yas que ahora tenemos que regenerar y recuperar a un 
coste muy importante y en condiciones técnicas a veces 
difíciles no habrían desaparecido, que el borde litoral se- 
ría mucho más atractivo y tendría las condiciones de pu- 
blicidad que las leyes le atribuyen y los ciudadanos recla- 
man, y que estas medidas protectoras no habrían impe- 
dido el desarrollo del turismo sino que, al preservar los 
espacios más atractivos, que lógicamente fueron los pri- 
meros en explotarse, habrían garantizado unos niveles de 
calidad mucho más acordes con las demandas del turis- 
mo internacional, más selecto y productivo. 

Este razonamiento permite concluir que una legisla- 
ción protectora de las costas debería haberse aprobado y 
aplicado hace por lo menos 20 años, que la Ley de Costas 
de 1969, la voluntad política demostrada y los criterios 
utilizados para su aplicación han sido insuficientes para 
controlar los abusos que una especulacion desatada pro- 
vocada en la costa y que, en resumen, fue una oportuni- 
dad perdida para conseguir una ribera del mar pública y 
protegida. Posiblemente, la demanda social era entonces 
menos sensible a los atentados ecológicos de lo que lo es 
ahora, si bien el hecho de que se abordase la elaboración 
de la Ley en 1969 demuestra que el problema estaba ya 
planteado, el conflicto entre intereses privados y públicos 
se preveía y se resolvió a favor de aquéllos, los privados. 
A pesar de todo, existen zonas en el litoral español que to- 
davía pueden y deben ser defendidas y éste es el objeto 
del proyecto de ley que presenta el Gobierno. 

Aestos efectos conviene destacar que según los estudios 
previos del litoral realizados, el suelo calificado como no 
urbanizable en las costas del Mediterráneo y del Atlánti- 
co sur peninsular, es decir, excluyendo la costa gallega, 

el litoral cantábrico y el litoral insular, resulta ser aproxi- 
madamente un 43 por ciento del total. Dicho porcentaje 
disminuye en gran medida en los tramos de la costa del 
Sol y Valencia, en la costa Norte asciende hasta un 80 por 
ciento, mientras que en los litorales insulares de Canarias 
y Baleares los porcentajes son menores. Sin embargo, te- 
niendo en cuenta, además, que parte de estos terrenos es- 
tán sometidos a usos claramente definidos o irreversibles, 
se estima que la acción plenamente eficaz del proyecto de 
ley podría abarcar una longitud ligeramente superior al 
40 por ciento de nuestro litoral. Conviene señalar aquí la 
falta de responsabilidad política que demuestran algunos 
promotores y, en especial, algunos responsables de las di- 
ferentes Administraciones que están favoreciendo el de- 
sarrollo precipitado de procesos de recalificación de sue- 
lo, con el propósito de eludir las medidas protectoras que 
establece el proyecto de ley, a partir del momento en que 
éste se sometió a informe de las diferentes Administracio- 
nes e instancias afectadas y se dio a conocer. 

Dicho proyecto no pretende devolver sus condiciones 
naturales de origen a espacios urbanos o actuaciones le- 
gales consolidadas por más que afecten negativamente al 
dominio público que queremos proteger. La única posibi- 
lidad en estos casos es actuar por medio de inversiones 
de rehabilitación, recuperación o mejora de las condicio- 
nes del dominio público dañado. Ni siquiera el proyecto 
pretende afectar a derechos de volumen consolidados le- 
galmente, aunque físicamente no se hayan' realizado las 
actuaciones. impedir la realización de éstas, lo que en 
ocasiones sería deseable, conllevaría una carga expropia- 
toria difícilmente asumible por el Estado en estos mo- 
mentos. Se trata de proteger eficazmente espacios que to- 
davía son protegibles, a los que todavía se puede llegar a 
tiempo. Cada año se vierte al mar desde la costa una enor- 
me cantidad de residuos de todo tipo. Una gran mayoría 
de estos vertidos se realiza sin cumplir las normas míni- 
mas necesarias de tratamiento y depuración, causando se- 
rios perjuicios en el medio marino circundante. Existe 
una desproporcionada cantidad de vertidos salvajes que, 
realizados sin autorización ni concesión previas, han pro- 
liferado a todo lo largo de nuestras costas, vertiendo di- 
rectamente al mar sus caudales de inmundicia, con sali- 
da sobre las playas y las costas en general. En otros ca- 
sos, los acantilados sirven de basureros a los municipios 
adyacentes, vertiéndose en ellos residuos que, en el mejor 
de los casos, son previamente quemados y arrojados a 
continuación al mar. La contaminación de algunas zonas 
costeras tiene su origen en obras autorizadas en su día, 
pero que en la actualidad no cumplen las condiciones ne- 
cesarias, bien porque sus instalaciones se han quedado 
claramente desfasadas, bien porque sus depuraciones fi- 
nales no son las adecuadas, como ocurre con la mayoría 
de las industrias ubicadas en las proximidades del lito- 
ral. El resultado ha sido la regresiva transformación que 
ha experimentado el litoral en los últimos años, hacién- 
dole perder muchas de sus cualidades naturales como lu- 
gar de vida y de esparcimiento. 

La política emprendida de levantar las construcciones 
de temporada o chiringuitos consolidados en las playas, 
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que no cuentan con la preceptiva autorización, ha puesto 
en evidencia unas condiciones sani tarias tercermundis- 
tas, descubriendo vertidos de aguas negras directamente 
a las playas o a pozos filtrantes superficiales, con grave 
riesgo sanitario para los usuarios de aquéllas. La colabo- 
ración de las diferentes Administraciones desde sus com- 
petencias respectivas es absolutamente indispensable 
para lograr un resultado eficaz en este tema. Es evidente, 
por otra parte, que la ribera del mar no se protege eficaz- 
mente si se actúa estrictamente sobre la estrecha franja 
que tiene esa calificación. Resulta indispensable actuar 
sobre una cierta zona de terreno privado colindante por 
medio de medidas limitadoras del derecho de propiedad 
para evitar, por ejemplo, que la interrupción del trans- 
porte eólico de la arena, el cierre de las perspectivas vi- 
suales, la propia sombra que proyectan las edificaciones 
y la incidencia negativa de la presión edificatoria y de los 
usos y actividades controladas e incontrolables que gene- 
,ra sobre el medio natural puedan causar daños irrepara- 
bles o de muy difícil y costosa reparación sobre dicha ri- 
bera del mar. 

El establecimiento de limitaciones a los derechos indi- 
viduales por razón de la colindancia o proximidad con el 
dominio público se justifica por la función social de la 
propiedad y tiene el carácter de condiciones básicas que 
garantizan la igualdad de todos los españoles en sus de- 
rechos y deberes. En cuanto a su contenido, la razón de 
ser de esas limitaciones estriba en la necesidad de garan- 
tizar la integridad del dominio público y el cumplimien- 
to del destino normal de estos bienes, que no es otro que 
su utilización y disfrute por el público. Así, el proyecto de 
ley establece en su artículo 31 que la utilización de di- 
cho dominio y, en todo caso, del mar y su ribera será li- 
bre, pública y gratuita para los usos comunes y acordes 
con la naturaleza de aquél, tales como pasear, estar, ba- 
ñarse, navegar, embarcar, desembarcar, varar, pescar, co- 
ger plantas y mariscos y otros actos semejantes que no re- 
quieran obras Q instalaciones de ningún tipo y que se rea- 
licen de acuerdo con las leyes y reglamentos o normas 
aprobadas conforme a esta ley. 

En el mismo sentido el artículo 33 determina que las 
playas no serán de uso privado y que las instalaciones que 
en ellas se permitan serán en general de libre acceso pú- 
blico. Justamente para procurar que el destino normal de 
esos bienes sea el uso público, sólo se permitirá su ocu- 
pación privativa para aquellas actividades que por su na- 
turaleza no puedan tener otra ubicación, señala el pro- 
yecto de ley. Por lo demás, la técnica de determinación 
de servidumbres para la protección de un bien de domi- 
nio público tiene una larga tradición jurídica en el Dere- 
cho espaíiol y es perfectamente compatible con las com- 
petencias de ordenación del territorio y del litoral que 
corresponden a ayuntamientos y a comunidades autó- 
nomas. 

En la legislación española vigente se establecen servi- 
dumbres de protección en torno, entre otros, a carreteras, 
autopistas, embalses, instalaciones militares, parques na- 
turales, cementerios y en torno al propio dominio públi- 
co costero. Concretamente, y por citar un ejemplo muy re- 

ciente y cuyo paralelismo con el presente proyecto de ley 
es innegable, la nueva Ley de Aguas de 1985 ha estable- 
cido en las márgenes de los cauces públicos una zona de 
servidumbre de cinco metros de anchura que es de uso pú- 
blico y una zona de policía de cien metros en la que se im- 
ponen limitaciones al uso del suelo y a las actividades que 
se desarrollen. Esta zona de policía, cuyo significado es 
desde el punto de vista jurídico idéntico al de la zona de 
protección prevista en el proyecto de ley de costas, no sus- 
citó en su día apenas discusiones, pese a que supone el es- 
tablecimiento de limitaciones al uso del.suelo y,  por con- 
siguiente, a la propiedad privada de los terrenos corres- 
pondientes. No parece que exista, pues, una oposición de 
principio'a la introduccign de estas limitaciones, sino que 
es más bien su aplicación a una porción del territorio, 
donde los intereses económicos son mucho más fuertes, 
la que puede motivar la actual oposición al proyecto de 
ley por una supuesta invasión competencia1 que viciaría 
el proyecto de inconstitucionalidad. Por lo demás, no es 
ocioso recordar que esas servidumbres y las correspon- 
dientes limitacionesa la propiedad privada existen ya en 
la legislación de costas vigentes y se vienen aplicando en 
la práctica, sin que ello haya suscitado objeción alguna 
de inconstitucionalidad. Es cierto que el proyecto refuer- 
za las limitaciones y la extensión de la servidumbre en 
los tramos de costa no urbanizados, pero ésta es una di- 
ferencia meramente cuantitativa, no cualitativa. 

Dicho lo anterior como soporte jurídico conceptual al 
establecimiento de servidumbres o limitaciones a la pro- 
piedad, como medidas de protección de carácter mínimo, 
hay que reiterar que el proyecto pretende ser respetuoso 
con los derechos legalmente consolidados sobre las pro- 
piedades afectadas por ellos. El criterio básico que se uti- 
liza consiste en establecer la plena aplicabilidad de las 
disposiciones de la ley sobre la zona de servidumbre de 
protección y de influencia únicamente a los tramos de cos- 
ta que todavía no están urbanizados y en los que los pro- 
pietarios del suelo no tienen un derecho de aprovecha- 
miento consolidado, conforme a la legislación urbanísti- 
ca. En cambio, en las zonas urbanas o urbanizables, en 
las que sí se han consolidado tales derechos de aprove- 
chamiento, no se aplican las determinaciones sobre la 
zona de influencia y la anchura de la servidumbre de pro- 
tección se limita a veinte metros. Es decir, la misma ex- 
tensión que correspondía a la servidumbre de salvamen- 
to según la legislación de costas, que espero se derogue a 
lo largo de los debates parlamentarios pr6ximos. Con los 
criterios de la nueva ley se evita, por una parte, la inci- 
dencia sobre derechos adquiridos en términos que pudie- 
ran originar una carga indernnizatoria que gravitarfa fun- 
damentalmente sobre la administraci6n urbanística y, 
por otra, se excluye también la necesidad de afrontar un 
proceso de revisión del planeamiento, que introduciría un 
factor de inseguridad en las expectativas de edificación. 

En este contexto se regula con precisión la situación de 
las edificaciones existentes, que resulten incompatibles 
con las disposiciones de la nueva ley. Si se construyeron 
ilegalmente, se abre la posibilidad de legalizarlas, cuan- 
do ello sea posible, por razones de interés público. Si se 
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construyeron legalmente, se respetan los derechos adqui- 
ridos, atemperando la situación de la obra a la naturale- 
za del terreno en que se emplacce. Si está en el dominio 
público, se mantiene la concesión hasta su vencimiento. 
Si está en la zona de servidumbre de tránsito, queda fue- 
ra de ordenación con las consecuencias previstas en la ac- 
tual legislación urbanística. Por último, se permiten obras 
de reparación y mejora de cualquier tipo, siempre que 16- 
gicamente no supongan aumento de volumen de las ya 
existentes. En cualquier caso, las medidas de protección 
que establece el proyecto tienen el carácter de minimas, 
pudiendo ampliarse por otras administraciones en el de- 
sarrollo de sus competencias. 

El proyecto de ley pretende ser absolutamente reipe- 
tuoso con el reparto competencial entre la Administración 
del Estado, la autonómica y la local, abordando los pro- 
blemas de concurrencia de competencias sobre un mismo 
espacio físico que se plantean al superponerse sobre el li- 
toral las competencias de gestión y protección de domi- 
nio público, que corresponden a la Administración del Es- 
tado, con las de ordenación, que corresponden a ayunta- 
mientos y comunidades autónomas. A tal efecto se arbi- 
tran procedimientos de coordinación adecuados, de 
acuerdo con los criterios apuntados en la jurisprudencia 
del Tribunal Constitucional. 

Pocas dudas pueden caber sobre la competencia del Es- 
tado como organización política soberana para regular y 
proteger el dominio público marítimo-terrestre ante al ro- 
tundo pronunciamiento del artículo 132.2 de la Constitu- 
ción, antes aludido,' que califica la ribera del mar entre 
los bienes de dominio público estatales, excluyendo esta 
definición del Titulo VIII, en el que se concreta la distri- 
bución competencial, y fuera, por tanto, de cualquier 
duda o criterio residual en relación con los términos de 
dicho reparto. Dicho con más precisión y en terminología 
utilizada por el Tribunal Constitucional, el citado precep- 
ta no crea la competencia estatal, pero la presupone. Es 
cierto, sin embargo, que la concurrencia de esa compe- 
tencia con otras correspondientes a las comunidades au- 
tónomas obliga a delimitar su alcance, de manera que se 
respete el contenido de todas ellas. A este respecto, y aun- 
que el Tribunal Constitucional no ha resuelto frontalmen- 
te los problemas de interpretación que derivan del artí- 
culo 132.2 de la Constitución, ha fijado criterios suficien- 
tes para resolver con rotundidad estos problemas. El ci- 
tado precepto constituye una reserva legal a favor de las 
Cortes Generales para regular el dominio público maríti- 
mo-terrestre. El fundamento constitucional de esa com- 
petencia se puede encontrar en el artículo 149.1.18, con 
la precisión de que tratándose de bienes de titularidad es- 
tatal la cqmpetencia legislativa no se limita a las bases, 
sino que es ilimitada. Las Comunidades Autónomas han 
asumido competencias sobre diversas materias específi- 
cas que inciden sobre el dominio público marítimo-terres- 
tre: ordenación del litoral, vertidos, pesca en aguas inte- 
riores, etcétera. El legislador estatal no puede descono- 
cerlas ni invadirlas. A la inversa, las comunidades deben 
respetar la regulación del dominio público que apruebe 
el Estado con carácter general. 

En este contexto, y sin entrar en un análisis pormeno- 
rizado, se puede sostener sin dificultad que el proyecto de 
ley de costas es constitucional por las siguientes razones. 
La determinación de los bienes que se califican como do- 
minio público viene dada en parte por el texto constitu- 
cional, y en el resto puede hacerse por el legislador ordi- 
nario con apoyo expreso en el articulo 132. El régimen de 
utilización del dominio público es inherente a la titulari- 
dad del mismo, según ha reconocido el Tribunal Consti: 
tucional. El establecimiento de limitaciones a los dere- 
chos individuales por razón de la colindancia o contigüi- 
dad con el dominio público se justifica por la función so- 
cial de la propiedad y tiene el carácter de condiciones bá- 
sicas que garantizan la igualdad de todos los españoles 
en sus derechos y deberes. Por último, el establecimiento 
de un régimen financiero es inherente a la regulación del 
uso del dominio público, y lo mismo puede decirse del es- 
tablecimiento de un régimen sancionador. Las disposicio- 
nes transitorias y adicionales se refieren a las mismas ma- 
terias que el cuerpo de la ley, por lo que le son de aplica- 
ción los anteriores criterios. En todo caso, es absoluta- 
mente necesaria una coordinación entre la gestión urba- 
nística y la de costas como garantías de seguridad jurídi- 
ca para los administrados. Es necesario garantizar que si 
un ciudadano cumple con los instrumentos aprobados de 
ordenación urbanística, en una actuación próxima al li- 
toral, está cumpliendo a la vez con la legislación de cos- 
tas, lo que en estos momentos no está garantizado al exis- 
tir planes aprobados que desconocen la legislación de cos- 
tas y las servidumbres que establecen, como resultado de 
una defectuosa integración entre la legislación urbanisti- 
ca y las leyes sectoriales reguladoras de los distintos bie- 
nes de dominio público. 

El proyecto de ley que hoy se presenta, señorías, está 
inspirado por la preocupación de reforzar al máximo di- 
cha integración. El contenido del proyecto de ley ha que- 
dado avanzado anteriormente, sobre todo al comentar su 
sólido fundamento constitucional. No obstante, para un 
mejor conocimiento de la Cámara, conviene reseñar las Ií -  
neas maestras de su estructura, que son las siguientes. 

Tras un título preliminar, en el que se establecen el ob- 
jeto y las finalidades de la ley, el título 1 determina los bie- 
nes que integran el dominio marítimo-terrestre y regula 
la institución del deslinde y sus efectos jurídicos, basán- 
dose en la clara prevalencia de su carácter público im- 
prescriptible frente a pretensiones apropiatorias de los 
particulares, aunque estén amparadas en el Registro de 
la Propiedad. El título 11 regula las limitaciones a la pro- 
piedad por razón de protección del dominio público, a las 
que ya se ha hecho referencia en otro lugar, y que se im- 
ponen a los terrenos colindantes y contiguos a dicho do- 
minio. El título 111, el más extenso del proyecto de ley, re- 
gula la utilización del dominio público marítimo-terres- 
tre, dedicando especial atención a las autorizaciones exi- 
gibles par la ocupación de dichos bienes de forma priva- 
tiva o, en todo caso, más intensa que el simple uso por el 
público. Debe hacerse hincapié en la detallada regulación 
de los vertidos, en contraste con la prácticamente inexis- 
tente cobertura legal actual en la materia. El título IV es- 
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tablece el régimen económico-financiero de la utilización 
del dominio público, regulando los cánones y tasas exigi- 
bles por la Administración, así como las fianzas que de- 
ben prestar los peticionarios de concesiones y autoriza- 
ciones. Las infracciones y sanciones se contemplan en el 
título V, mientras que en el título Vi se detallan las com- 
petencias que corresponden a la Administración del Es- 
tado y los ayuntamientos y se salvan las atribuidas a las 
comunidades autónomas por sus respectivos estatutos, 
que no se desarrollan aquí porque se entiende que tal ope- 
ración no debe hacerse a través de la legislación estatal. 
En este título se establecen también las técnicas de cola- 
boración interadministrativa a que antes se ha hecho re- 
ferencia, con el fin de armonizar el ejercicio de las res- 
pectivas competencias y prevenir posibles conflictos. Por 
último, unas detalladas y complejas disposiciones transi- 
torias gradúan el paso de la situación actual a la prevista 
en el proyecto de ley, inspirándose en el criterio general 
de respeto a los derechos adquiridos, que también ha que- 
dado reflejado anteriormente. 

Estimamos que el efecto económico del proyecto de ley 
es positivo. Ya he explicado que la ampliación de la ser- 
vidumbre de protección sobre la vigente sólo afecta a sue- 
los en los que no existen derechos consolidados de volu- 
men. Es decir, que sólo afecta dicha ampliación a expec- 
tativas de derecho en el supuesto de que esos terrenos en 
el futuro pasasen a ser calificados como urbanizables pro- 
gramados. Esta medida atenúa, sin duda, el efecto econó- 
mico negativo a medio plazo. Además, las medidas de pro- 
tección propugnadas van a dar origen probablemente, si 
se cuenta con la colaboración de las administraciones 
competentes en la materia, a un urbanismo de mayor pe- 
netración en el territorio, al evitar las pantallas arquitec- 
tónicas y con ello la devaluación que éstas producen so- 
bre los terrenos posteriores. Por ello, las minusvalías que 
se producirán a largo plazo con la ampliación de la ser- 
vidumbre van a ser compensadas con creces con las plus- 
valías que se generarán en los terrenos posteriores y por 
el hecho de que un medio natural más protegido respon- 
de en estos momentos mucho mejor a una demanda tu- 
rística más selectiva y exigente, que actualmente puede 
tender a desplazarse hacia otros paises en los que las con- 
diciones naturales del litoral estén mejor tratadas y 
preservadas. 

El proyecto de ley pretende resolver los problemas que 
plantea la insuficiencia de la legislación vigente. La Ley 
de Costas de 1969 tiene 21 articulos, de los cuales 14 se 
dedican a delimitar atribuciones entre departamentos de 
la Administración del Estado. Esta insuficiencia obliga a 
aplicar, con carácter supletorio, disposiciones legales que 
se remontan al siglo XiX y dan pie a una jurisprudencia 
errática que genera altos niveles de inseguridad jurídica, 
tanto para la Administración como para el administrado. 
El proyecto que presenta el Gobierno, señorías, incluye 
un cuidadoso régimen transitorio, cuya redacción viene 
presidida por el criterio de que cualquier actuación legal, 
de acuerdo con la legislación vigente, mantiene su iegaii- 
dad con la nueva ley, unido a un tratamiento generoso de 
las actuaciones que no se ajustan a la legalidad vigente. 

Ha sido intención del Gobierno conseguir el máximo 
consenso social y político en torno a este proyecto. Para 
ello su concreción se ha prolongado durante más de dos 
años y medio, interviniendo en la elaboración de los dife- 
rentes borradores diversos especialistas en la gestión del 
dominio público marítimo-terrestre, con amplia informa- 
ción y conocimientos sobre las diferentes condiciones fí- 
sicas y jurídicas de los espacios litorales. Los diversos 
borradores se han sometido repetidas veces a informe de 
los diferentes departamentos ministeriales, de las comu- 
nidades autónomas con territorio litoral, de la Federación 
Española de Municipios, de diferentes asociaciones de 
empresarios, promotores y explotadores turísticos, de 
ecologistas, de especialistas en derecho administrativo. 
Se han mantenido debates y coloquios públicos sobre el 
contenido del proyecto y otras iniciativas. Confiamos en 
que a través de los debates en esta Cámara y en el Sena- 
do este consenso se amplíe sin que se desvirtúen los ob- 
jetivos de protección y regulación de usos de la ribera del 
mar que el proyecto se ha planteado. 

La responsabilidad política e histórica que debemos 
exigir a los políticos y administradores que consintieron 
en los años sesenta y hasta nuestros días que se produje- 
sen actuaciones incontroladas en el litoral, con danos irre- 
parables para la costa y con cuantiosos beneficios para 
unos cuantos, nos será exigida en el futuro a nosotros tam- 
bién, y con mayor justificación porque la sensibilización 
social ante estos problemas se ha multiplicado, si en esta 
nueva oportunidad, posiblemente la última, de proteger 
la costa que todavía mantiene sus condiciones naturales, 
no lo hacemos con la suficiente eficacia, garantía y 
generosidad. 

Sobre la costa y las playas se asienta fundamentalmen- 
te la industria turística, cuya importancia económica 
para España queda reflejada en los casi 15.000 millones 
de dólares de ingresos por divisas que se han producido 
en 1987. Proteger esos espacios, de enorme fragilidad, y 
difícil, si no imposible, recuperación, y conseguir que esta 
industria se adapte progresivamente a exigencias creciqn- 
tes de preservación del medio natural es obligación de to- 
das las Administraciones, de los empresarios y de los ciu- 
dadanos en general. 

Este proyecto de ley debe servir de punto de partida 
para una nueva imagen de la costa española. El Gobierno 
está convencido de que el proyecto de ley de costas que 
presenta es un instrumento indispensable para conseguir 
devolver a la ribera del mar su condición de dominio y 
uso público y para protegerlo de la incontenible presión 
urbanizadora y privatizadora que la amenaza; en resu- 
men, para lograr que unos espacios privilegiados que ac- 
tualmente reciben el tratamiento de tierra de nadie o de 
unos pocos se conviertan en un futuro próximo en un es- 
pacio de todos y para uso de todos. Por ello, pido y ruego 
a la Cámara que adopte una resolución que permita la tra- 
mitación parlamentaria de este proyecto de ley. 

Muchas gracias. 
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VOTACION DE TOTALIDAD: 

- DE LAS ENMIENDAS DEL SENADO AL PROYEC- 
TO DE LEY ORGANICA DE REFORMA DEL CODI- 
GO PENAL EN MATERIA DE TRAFICO ILEGAL DE 
DROGAS 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Va- 
mos a proceder a la votación final y de conjunto del pro- 
yecto de Ley Orgánica de reforma del Código Penal en ma- 
teria de tráfico ilegal de drogas. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: Vo- 
tos emitidos, 283; a favor, 224; en contra, dos; abstencio- 

. nes, 57. 

El seiior VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Al  ha- 
ber alcanzado el quórum exigido por el artículo 8 1.2 de 
la Constitución, queda aprobado en votación final y de 
conjunto el proyecto de Ley Orgánica de reforma del Có- 
digo Penal en materia de tráfico ilegal de drogas. 

DEBATES DE TOTALIDAD DE INICIATIVAS LEGIS- 
LATIVAS: 

- PROYECTO DE LEY DE COSTAS (Continuación) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Al 
proyecto de Ley de costas se han presentado seis enmien- 
das a la totalidad, todas ellas de devolución al Gobierno. 

Para defender la enmienda de totalidad del Grupo Par- 
lamentario de Coalición Popular, tiene la palabra el se- 
ñor Calero. 

%El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señoras y señores Diputados, señor Ministro de Obras 
Públicas, en la presentación de la enmienda de totalidad 
de devolución formulada por el Grupo Parlamentario de 
Coalición Popular tengo que decir, con carácter previo e 
inicial, que el Grupo Parlamentario al que represento ma- 
nifiesta su absoluta conformidad con los objetivos del ac- 
tual proyecto de ley. Es evidente que hay un interés ge- 
neral sobre las costas y que la comunidad polltica y su or- 
ganización máxima, que es el Estado, no puede dejar de 
regular el litoral, y así ha sido siempre, porque los inte- 
reses concurrentes han sido muchos, desde la determina- 
ción del ámbito territorial de la soberanía del Estado, que 
viene marcada por las normas de derecho internacional, 
a la regulación de la navegación para el auxilio, el refu- 
gio, el salvamento y la base de operaciones de la navega- 
ción, la pesca y la acuicultura, la explotación de minera- 
les y recursos de la plataforma marítimo-terrestre, la in- 
cidencia de los asentamientos humanos fundamentalmen- 
te a través de la ordenación del territorio y el urbanismo, 
el ocio y el turismo, de enorme importancia social en la 
civilización actual y de enorme importancia económica 

para España, la regulación de la protección del medio am- 
biente, como valor importante de nuestro tiempo, dada 
la generalizada conciencia de respeto a la Naturaleza pro- 
pia de estos finales del siglo XX y el respeto al patrimo- 
nio histórico artístico, porque las costas son la vía nor- 
mal de comunicación y de contacto entre las culturas y 
las civilizaciones. Por tanto, los objetivos que en princi- 
pio se plantea el proyecto de ley cuentan con la plena con- 
Formidad del Grupo Parlamentario Popular, ya que este 
interés general siempre ha existido. 

Ya el señor Ministro en su discurso de presentación de 
la ley se ha referido a que en el Derecho Romano, tal como 
se deduce del Digesto y de la Instituta, se hablaba ya del 
litoral con una regulación muy precisa, diciendo que eran 
bienes de todos los hombres. En las Partidas también se 
habla de este asunto y la Ley de Aguas de 3 de agosto de 
1866 tenía ya una luminosa exposición de motivos en don- 
de se decía que el mar estaba destinado por la providen- 
cia a servir de vía universal de comunicación entre todos 
los pueblos y declaraba bienes de la nación, bienes de do- 
minio público, más o menos lo que está declarado en la 
actual legislación vigente, no lo que se declara en el pro- 
yecto de ley que ahora vamos a debatir. 

Por supuesto, el mismo contenido está regulado en la 
Ley de Puertos de 1880, en el Código Civil, en la Ley de 
Puertos de 1928, en la Ley de Costas de 26 de abril de 
1969, en las posteriores leyes de 10 de marzo de 1980 y 
en la Constitución española. Por cierto, señor Ministro, 
como veremos, la Constitución española en el artículo 
132.2 no se refiere para nada a la ribera. La ribera es una 
novedad de este proyecto de ley recogida del viejo caste- 
llano y de algunas leyes anteriores del siglo XIX. El ar- 
tículo 132 habla de la zona marítimo-terrestre y de las 
playas. A la ribera del mar se refería el Romance del Con- 
de Olinos, pero no se refiere la Constitución en su artícu- 
lo 132.2. 

Se trata, pues, de una preocupacibn, la necesidad de la 
protección del litoral, antigua y generalizada. En todos 
los países del mundo hay una regulación, unas veces más 
amplia, otra más particularizada, como ocurre, por ejem- 
plo, en Francia, en que se tienen en cuenta las caracterís- 
ticas de cada tramo del litoral y descentralizan la deci- 
sión de las medidas a adoptar en cada tramo del litoral. 
Es una preocupación que nosotros compartimos porque 
nos inquietan las mismas cosas que preocupan al Gobier- 
no, la necesidad de impedir el deterioro de las costas. 

Por tanto, estamos de acuerdo con los objetivos que se 
persigue. Insisto, para que quede bien claro esto en el ini- 
cio de esta intervención, que estamos de acuerdo con los 
objetivos que persigue la ley y con la necesidad de llevar 
a cabo una nueva regulación que adopte los criterios de 
protección y salvaguarda del litoral más acorde con las 
caracterlsticas técnicas y demográficas de estos tiempos, 
así como más ajustada esta regulación a la jerarquía de 
valores imperantes en esta sociedad de finales del si- 
glo xx. 

Ciertamente, en esta primera introducción, la memoria 
y la exposición de motivos se podlan haber ahorrado al- 1 

guna petulancia y un cierto tufillo de arrogancia despec- 
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tiva, como si hasta ahora, en que los españoles tenemos 
gobierno socialista, nadie hubiera descubierto el litoral ni 
hubiera hecho nada en esta materia, y han tenido que ve- 
nir ustedes, el Gobierno actual, para descubrirnos las cos- 
tas del Atlántico, para descubrirnos el Mediterráneo en- 
tero, como hace unos años nos descubrieron la Guardia 
Civil o nos descubrieron el sistema de economía de 
mercado. 

Por ejemplo, en la exposición de motivos y en la me- 
moria consideran insuficiente la legislación anterior, y 
dice la exposición de motivos que la Ley de Costas de 26 
de abril de 1969 se redujo a un esfuerzo codificador de ca- 
rácter competencia1 de las atribuciones de los distintos 
departamentos ministeriales y entidades llamadas a ac- 
tuar sobre el dominio público marítimo. Pues bien, señor 
Ministro, esto, con todos los respetos y sin acritud, es una 
auténtica bobada y además una petulancia, porque la Ley 
de 1969 contenía algo más, como el señor Ministro ha te- 
nido que reconocer, mucho más que una distribución dc 
competencias, pero es que justamente uno de los proble- 
mas de este proyecto de ley es que crea un caos compe- 
tencial, no ya entre los distintos departamentos ministe- 
riales, sino entre el Estado y las comunidades autónomas, 
entre el Estado y los municipios, entre las comunidades 
autónomas y los municipios y entre todos entre sí. 

Otro ejemplo de esa exposición de motivos y memoria, 
que, aunque digamos que estamos de acuerdo con los ob. 
jetivos, tenemos que señalar algunas deficiencias y petu- 
lancias contenidas en la exposición de motivos, es que es 
cierto que en la costa española se han cometido muchos 
abusos intolerables y que hay un grave deterioro en algu- 
nas zonas que es innecesario intentar salvar, pero ello no 
puede atribuirse a la insuficiencia de legislación vigente 
ni al afán depredador de los particulares en ese plantea- 
miento maniqueo, señor Ministro, que usted acaba de ha- 
cer en !a presentación de la ley. La legislación no es in- 
suficiente; es respetuosa, cosa bien distinta a insuficien- 
te. Parece, en segundo lugar, ingenuo pensar que con esta 
nueva ley los problemas de la costa española van a desa- 
parecer de una forma mágica, como si esta ley fuese el bál- 
samo de Fierabrás para todas las heridas de la costa. 

Y, por último, señor Ministro, es insincero y es hipócri- 
ta no reconocer que la situación resultante no es la con- 
secuencia de una supuesta insuficiencia de nuestra legis- 
lación, sino que es imputable íntegramente a la inacción 
y a la ineficacia de la Administración Pública, porque no 
es sólo el afán explotador, los explotadores, como ha ci- 
tado el señor Ministro, incluso en el tono coloquial que 
ha utilizado para presentar esta ley, cuando ha dicho: he- 
mos consultado con los distintos sectores sociales, con las 
agrupaciones, con las comunidades autónomas, con la Fe- 
deración de Municipios y con los explotadores de las cos- 
tas; será con los empresarios turísticos, en vez de los ex- 
plotadores turísticos, terminología ciertamente mani- 
quea, señor Ministro. Y es la Administración Pública la 
causante en gran parte de este deterioro que se ha produ- 
cido en las costas españolas, y ustedes, señores del Go- 
bierno socialista, pueden hablar y pueden acusar de inac- 
ción e ineficacia a la Administración Pública, desde 1909 

a 1982. Pero desde 1983 a 1988, cinco años ya, son uste- 
des los responsables de la inacción y de la ineficacia que 
ha originado o aumentado el deterioro de las costas espa- 
ñolas. Por lo tanto, señor Ministro, no nos coloquemos 
ninguno en la ieja de los platos finos. Por tanto, le digo 
que esta exposición de motivos podía haberse ahorrado 
esas petulancias, esas arrogancias despectivas, pues no es 
este Gobierno socialista el que está legitimado para arro- 
jar la primera piedra, ya que su tejado también es de 
vidrio. 

Estamos, pues, señor Ministro, de acuerdo con los ob- 
jetivos. Hay que mejorar la situación de las costas espa- 
ñolas e impedir futuros deterioros. 

Ahora bien, para conseguir estos objetivos que preten- 
de el proyecto, nosotros en el Grupo Popular nos pregun- 
tamos jarticula este proyecto de ley las técnias, jurídicas 
y de otra índole, oportunas para conseguir esos objetivos 
loables y sobre los cuales existe consenso general por par- 
te de todos los partidos políticos y sin que ninguno este- 
mos afiliados a «Greenpeace»? Nosotros creemos que no 
y ésa es la razón de nuestra enmienda a la totalidad. 

En una valoración crítica de este proyecto de ley y tra- 
tando con mucha fe y esperanza de convencerles, vamos 
a razonar nuestra enmienda de devolución desde una do- 
ble perspectiva, que responde respectivamente a las dos 
concepciones clásicas de la esencia de la ley y de la esen- 
cia del derecho. Para una concepción tomista, la esencia 
de la ley, la esencia del derecho es la «ratio», la raciona- 
lidad del precepto que constituye su legitimidad interna. 
Una ley es una ordenación de la razón encaminada al bien 
común, y eso es lo que le da legitimidad interna, y solem- 
nemente promulgada por aquél a quien corresponde el 
cuidado de la comunidad, y eso le da legitimidad externa 
-palabras textuales de Santo Tomás de Aquin+. Fran- 
cisco Suárez en su obra «De legibus» dice que el valor nor- 
mativo de la ley, su «vis obligandi)) se deriva de la fina- 
lidad justa del precepto, de su racionalidad. Esa es un 
«vis» directiva, y luego, de la voluntad política del poder 
que la dicta, la llamada «vis» coactiva. Así, pues, esta doc- 
trina tomista coloca en la «ratio», en la razón, en la ra- 
zonabilidad de un proyecto la esencia de una ley, y ésta 
es una Cámara para hacer leyes y atender a estos crite- 
rios esenciales definidores de lo que es una ley. 

Pero hay otra concepción -y no les engaño- que se 
aparta de la anterior. Dice el nominalismo de Guillermo 
de Ockam -quiero citar todo esto como introducción a 
los razonamientos que voy a hacer- con su crítica de la 
razón y el predominio dado a la «voluntas» abre el cami- 
no a las concepciones absolutistas que asientan la ley en 
la voluntad del soberano -Tomás Hobbes, Jean Bodin-. 
Esta dirección encontrará apoyo en los romanistas que di- 
cen que lo que al príncipe place tiene fuerza de ley. En 
los regímenes democráticos del siglo XX, en el que nos 
encontramos ahora, la afirmación de este criterio volun- 
tarista se condensa en la expresión: tengo la razón jurí- 
dica, porque políticamente tengo la mayoría. Esa es la 
concepción voluntarista, que está perfectamente explica- 
da por los tratadistas. Claro, que, como dice Federico de 
Castro -maestro de muchos de nosotros- la situación de 
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desamparo, creada por el desconocimiento del derecho 
natural, lleva a la búsqueda de criterios externos para dis- 
tinguir entre ley y arbitrio, para distinguir entre ley y 
mandato arbitrario: el carácter general de la ley, la cons- 
titucionalidad de la ley. El carácter insatisfactorio, pues, 
de esta concepción voluntarista ha dado entrada de nue- 
vo a otras tendencias absolutistas como las que identifi- 
can -sigo citando a Federico de Castro- la ley con la vo- 
luntad del Estado, la ley con la voluntad y el plan del jefe, 
la ley con los intereses y la voluntad del partido -Fede- 
rico de Castro, aquí termina la cita. 

No es momento en este debate, señor Ministro y usted 
que es un fino jurista lo sabe, de valorar cada uno de es- 
tos criterios sobre la esencia de la ley, porque nos lleva- 
ría a difíciles discusiones filosóficas. Es obvio que yo per- 
sonalmente soy defensor del primer criterio, del de la ra- 
zón, no del de la voluntad. También es ohvio que hay in- 
dicios -a veces pruebas suficientes- de que ustedes, sin 
confesarlo, en su política legislativa han practicado el cri- 
terio voluntarista, no el criterio de la razón. 

Al margen, pues, del juicio que cada uno de estos cri- 
terios nos merezcan, vamos a examinar el proyecto de ley 
que debatimos sucesivamente a la luz de ambos criterios. 
En nuestra opinión, partiendo del primer criterio, el cri- 
terio tomista de que la ley fundamentalmente es razón, 
el presente proyecto no es racional, no reúne el requisito 
de legftimidad interna de tener una cierta «ratio» que 
constituye la esencia de la ley. No es una ordenación de 
la razón; no es razonable; vulnera y altera criterios jurí- 
dicos consolidados; repugna a principios básicos de nues- 
tro ordenamiento jurídico y se contrapone a las elemen- 
tales exigencias simplemente del sentido común. Y le voy 
a dar catorce motivos para demostrarle que no es ra- 
zonable. 

Primero, no es razonable, señor Ministro, que en la de- 
terminaci6n del ámbito especial del dominio marítimo- 
tei-restre se considere, en el artículo 3.", 1 ,  a), que el Iími- 
te interior de la zona marítimo-terrestre (límite hacia 
tierra) venga fijado por el lugar hasta donde alcanzan las 
olas en los mayores temporales, dice el proyecto. El ar- 
tículo 1 .O de la Ley de Puertos de 7 de mayo de 1880 ha- 
blaba, para definir este límite, de las mayores olas en los 
temporales ordinarios, y aquf se habla de las olas en los 
mayores temporales, expresión, la de la ley de 1880, que 
era mucho más razonable, que era razonable y que fue re- 
petida después en la ley de 26 de abril de 1969. 

Ustedes introducen un cambio aparentemente inocen- 
te, pero de una gran trascendencia. En vez de decir «has- 
ta donde alcancen las mayores olas en los temporales or- 
dinarios,, dicen uhasta donde alcancen las olas en los ma- 
yores temporalesm. Y no es lo mismo decir aquedamos en 
vemos ayer, que uayer quedamos en vernos». Esta mo- 
dificación por sí sola justifica la enmienda de totalidad, 
porque es una modificación profunda. Con esta sola ex- 
presión se dominializa, se demanializa una extensa fran- 
ja del litoral que hasta el presente era de propiedad pri- 
yada y en la cual se han realizado costosas inversiones. 

La profundidad de esta modificación se aprecia más si 
la contemplamos a la luz de esas delicadas disposiciones 

transitorias que forman parte de la ley. Es profunda esta 
modificación porque la redefinición proyectada en el 
cuestionado espacio marítimo-terrestre presupone la in- 
validez de todos los deslindes practicados hasta el presen- 
te, que se habían atenido al límite de las olas mayores de 
los temporales ordinarios y no de las olas en los mayores 
temporales. 

Introduce graves factores de incertidumbre, señor Mi- 
nistro, contrarios a la racionalidad de la ley, porque en 
cada tramo de costa, ¿cuál ha sido el mayor temporal su- 
frido? ¿Hay que recurrir a la memoria de los viejos del lu- 
gar o a los videos de televisi611 que ven cómo el mar se 
mete en Santander o en Gijón o en Torrevieja o en cual- 
quiera de nuestras ciudades? ¿Y los maremotos, señor Mi- 
nistro? ¿Son temporales mayores? Usted ríase, pero con 
su artículo 3." da pie a que se plantee esta incertidumbre 
jurfdica. ¿Qué pasa con los mayores temporales? Según 
los marinos, un maremoto es el mayor temporal que pue- 
de existir. ¿Hasta donde llegue el maremoto llegará la 
zona maritimo-terrestre? 

No es razonable, en segundo lugar, en un Estado de de- 
recho desconocer los derechos de los particulares deriva- 
dos de situaciones jurídicas consolidadas a pesar de ese 
delicado ... (Rumores.) -no, hay más, hay más de veinte 
argumentos para que si ustedes fueran razonables recha- 
zaran este proyecto de ley- ... derivados -decía- de si- 
tuaciones jurídicas consolidadas y atentando a la seguri- 
dad del tráfico jurídico y del sistema registra1 español, el 
cual sigue vigente, aunque ustedes lo ignoran, en los ar- 
tículos 7.0 y 8." y en las disposiciones transitorias. 

Tercero, no es razonable desde una consolidada ciencia 
jurídica confundir servidumbres legales con limitaciones 
del derecho de propiedad. Es una crítica puramente jurí- 
dica y es para los que entienden de derecho, Por ejemplo, 
lo que el proyecto de ley llama zona de servidumbre, de 
protección, no es realmente una servidumbre, sino una 
derogación singular de un régimen de propiedad, una li- 
mitación del derecho de propiedad que configura el con- 
tenido normal de ese régimen. Por tanto, está mal expre- 
sado jurídicamente en el proyecto. Y la llamada servi- 
dumbre de arena como novedad no es 'una servidumbre, 
es una limitación del derecho de propiedad, justa, correc- 
ta, pero técnicamente mal empleada. Por tanto, tampoco 
es razonable el proyecto de ley en esa materia. 

Cuarto, no es razonable imponer cargas desiguales a los 
ciudadanos sin la compensación patrimonial correspon- 
diente, ya que esto repugna a un elemental criterio jurí- 
dico de igualdad de los hombres ante la ley. No estoy ha- 
blando todavía de la Constitución ni de nuestro ordena- 
miento jurídico. Estoy hablando del sentido común y de 
la aratio, que debía de tener esta ley. Por ejemplo, no se 
pueden imponer servidumbres de acceso al mar y de apar- 
camiento en el artículo 28, sin indemnizar la pérdida del 
derecho de propiedad. En la ley de 26 de abril de 1969 ha- 
bía una indemnización; aquí no. No se puede, por ejem- 
plo, regular la servidumbre de tránsito, diciendo que esta 
servidumbre de tránsito podrá ampliarse en lo que resul- 
te necesario. ¿Cómo se puede decir eso en el articulo 27? 
No es razonable ni racionado, señor Ministro. 
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Quinto, no es razonable tratar a todas las costas espa- 
ñolas por igual, como si todas fueran iguales, siguiendo 
una absurda e insensanta tendencia uniformista, genera- 
lizadora, centralista y estatalizadora. No es razonable. No 
tiene sentido que la llamada zona de servidumbre de pro- 
tección de los artículos 23 y siguientes tenga en todas las 
costas españolas por lo menos 100 metros y que se pueda 
ampliar hasta 200 metros. Esto es ignorar irracionalmen- 
te la realidad de las costas españolas que son distintas fí-  
sicamente. No tiene sentido tampoco que la zona de in- 
fluencia tenga en todas las costas españolas una extensión 
de 1.000 metros, según el artículo 30. 

Sexto, no es razonable que se confunda y desvirtúe los 
conceptos técnico-jurídicos de autorización y de conce- 
sión, artículos 51 y 65. La diferencia entre autorización y 
concesión no radica en que las obras o instalaciones que 
se hagan en zonas marítimo-terrestres sean o no desmon- 
tables, como dice la ley, sino que la autorización es un tí- 
tulo para un uso intensivo pero no excluyente del domi- 
nio público, mientras que la concesión es el título para 
un uso intensivo y excluyente, ciencia del derecho admi- 
nistrativo que tampoco contiene la ley. No es razonable. 

Séptimo, no es razonable que el plazo de las concesio- 
nes otorgadas a los bienes de dominio público sea de 
treinta años, porque no es un plazo suficiente para amor- 
tizar y renovar inversiones, en términos generales, tal y 
como lo plantea la ley. 

Octavo, no es razonable que el concesionario ante la Ad- 
ministración se encuentre en permanente situación de in- 
seguridad jurídica y patrimonial, señor Ministro, sin ga- 
rantía de permanencia ni de indemnización de las canti- 
dades gastadas. Y hay que leer los artículos 79, 80 y 81 
para ver cómo está el concesionario en sus relaciones ju- 
rídicas con la Administración. 

Noveno, no es razonable, en un Estado de derecho, que 
el proyecto cree amplios ámbitos para la discrecionalidad 
administrativa, y los crea en enorme dimensión. Porque 
toda la historia, señor Ministro, de un Estado de derecho 
es la lucha contra las inmunidades del poder. Toda la his- 
toria de un Estado de derecho es conseguir que el poder 
se sujete a criterios de legalidad y a control jurisdiccio- 
nal y reducir el ámbito de la discrecionalidad para que 
las actuaciones administrativas no sean discrecionales 
sino regladas. Y tanto para la concesión como para la de- 
negación de concesiones y autorizaciones, como en la fase 
de extinción de éstas, la discrecionalidad de la Adminis- 
tración raya en la arbitrariedad, léase si no el Título 111 
del proyecto. Con esto, señor Ministro, con este ámbito de 
discrecionalidad concedido a la Administración, lo que se 
abre es un gran boquete para el tráfico de influencias. De- 
cía Oscar Wilde que la mejor forma de vencer una tenta- 
ción es no resistirse a ella. Ahora bien, habría que añadir 
al consejo de Wilde que para evitar que la Administra- 
ción caiga en la tentación de sucumbir a la influencia y 
al amiguismo, lo mejor que hay que hacer es que el legis- 
lador no cree ámbitos de discrecionalidad, en los que de 
la decisión discrecional de la Administración van a de- 
pender inversiones y ganancias de muchos millones de 
pesetas. 

Décimo, no es razonable que el proyecto asuma finali- 
dades recaudatorias. No era la finalidad del proyecto re- 
caudar para el Tesoro Público. Así, los cánones que se es- 
tablecen son excesivos, y no es razonable que este proyec- 
to aliente la creación de tasas parafiscales, señor Minis- 
tro, porque desde el año 1958 se está intentando en este 
país, sin conseguirlo todavía a pesar de la voluntad de to- 
dos los gobiernos que han pasado, introducir un cierto or- 
den en el caos de la parafiscalidad española, suprimien- 
do las viejas e innecesarias tasas y exacciones parafisca- 
les, y este proyecto de ley contiene tasas y exacciones 
parafiscales. 

En undécimo lugar, u onceavo como diría alguien, no 
es racional.. . 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego resuma lo que reste de su intervención, señor 
Calero. 

El señor CALERO RODRICUEZ: Voy a intentar resu- 
mir todo lo que pueda, dentro de los 7.900 kilómetros de 
costa española, señor Presidente. (Risas.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Eso 
no afecta a la previsión reglamentaria, señor Calero. 

El señor CALERO RODRIGUEZ: Muchas gracias, se- 
iior Presidente. 

No es racional la fijación de competencias sancionado- 
ras que establece el precepto, porque si un jefe de servi- 
:io de la Administración periférica del Estado pueda im- 
poner multas de hasta 500.000 pesetas o el Gobernador Ci- 
vil pueda imponerlas de hasta 5 millones, y de 25 millo- 
nes un Director General, a todas luces nos parece excesi- 
vo el poder sancionador. 

Decimosegundo, no es racional que los artículos 102 a 
I 10 del proyecto regulen un procedimiento administrati- 
vo, cuando lo que manda la Constitución en su artículo 
149.1.18 es que se dicte una ley de procedimiento admi- 
iistrativo común a todas las Administraciones públicas, 
i o  que cada departamento ministerial nos traiga un pro- 
vecto con un procedimiento administrativo nuevo. 

Decimotercero, no es racional que el proyecto origine 
ma invasión por parte del Estado, en su afán uniformis- 
.a y generalizador, de las competencias de las comunida- 
les autónomas en materia de ordenación del litoral y de 
os municipios en la ordenación del territorio, y eso se 
iace en el Titulo VI, dando origen a un verdadero semi- 
lero de conflictos, señor Ministro, hasta el extremo de que 
:ste proyecto de ley, en lo que respecta a las competen- 
:ias de ordenación del litoral, puede ser calificado como 
ina LOAPA mal hecha. 

En catorceavo lugar o decimocuarto, no es razonable, 
3or fin, que, teniendo en cuenta esos 7.900 kilómetros de 
:osta, en los que se asienta el 35 por ciento de la pobla- 
:ión española y ,  además, importantes industrias y activi- 
lades económicas, no se haya adoptado para conseguig 
os propósitos de la ley -tal y como hizo el legislador 
'rancés- un método gradual y progresivo, que respete lo 



- 
CONGRESO 

5797 - 
10 DE MARZO DE 1988.-NÚM. 92 

que sea respetable y que adopte medidas expropiatorias 
donde fuera preciso y noun criterio radical, confiscador 
y autoritario, convirtiendo al Estado en esta materia en 
un auténtico caballo desbocado en una cacharrería. 

Todas estas críticas han partido de una concepción de 
la esencia de la ley como una ordenación de la razón. Vea- 
mos qué ocurre si la concepción es voluntarista. Ya vimos 
que, en todo caso, si se entiende que la ley es la voluntad 
del legislador, al menos es preciso, para no incurrir en el 
puro arbitrio, buscar un criterio externo cual es la gene- 
ralidad de la ley, su constitucionalidad, o su armonía con 
los principios de nuestro ordenamiento jurídico, para no 
convertirla en un puro arbitrio o mandato de quien tiene 
la mayoría. 

Pues bien, desde esta perspectiva -que es la que uste- 
des practican-, el proyecto es arbitrario; es un mandato 
arbitrario, que no respeta principios constitucionales ni 
directivas, ni siquiera de la Comunidad Económica Eu- 
ropea. 

En efecto, es arbitrario en relación con la Constitucibn, 
porque, primero, la referencia que hace el artículo 3: al 
artículo 132.2, además de innecesaria, es inexacta, por- 
que el artículo 132.2 no habla para nada de riberas, sino 
de zonas marítimo-terrestres y de playas, pero no de ri- 
beras, que es recuperar una vieja terminología, compren- 
do que muy romántica, pero desde luego, no consti- 
tucional. 

Se vulnera el artículo 33.1 y 3 de la Constitución, al va- 
ciar, en muchos supuestos, el contenido económico del de- 
recho de propiedad, sin indemnización, siendo reiterados 
los supuestos de aparente confiscación. Se quiebra el prin- 
cipio de seguridad jurídica, del artículo 9.3 de la Consti- 
tución, por la retroactividad de algunos preceptos del pro- 
yecto de ley que no respetan, a pesar de lo que ha dicho 
el Ministro y de su buena voluntad, situaciones jurídicas 
consolidadas, introduciendo factores de inestabilidad y de 
incertidumbre jurídica en el artículo 7.", por ejemplo; en 
el 9.2, relativo a la ocupación, y en el 15 del proyecto. Se 
quiebra el principio de igualdad ante la ley del artículo 
14 de la Constitución, pues se imponen cargas desiguales 
a los españoles sin la correspondiente compensación in- 
demnizatoria. Se vulnera el principio de interdicción de 
la arbitrariedad de los poderes públicos del artículo 9.3 
de la Constitución, al configurar en exceso ámbitos de li- 
bre decisión por parte de la Administración. 

El proyecto es arbitrario en relación con nuestro orde- 
namiento civil e hipotecario. Se desconoce la institución 
de la posición, que es una institución legítima, señor Mi- 
nistro. Se desconoce el principio de fe pública registra1 y 
se desconoce el principio de legitimacióñ registral, que 
está en nuestra legislación hipotecaria. 

El proyecto es arbitrario también en relación con las 
normas configuradoras de las competencias de nuestras 
Autonomías, tal y como he dicho. ignora las competen- 
cias autonómicas de ordenación del litoral, de las zonas 
costeras y de vertidos al mar, y los decretos de transfe- 
rencias de las competencias están para todas aquellas co- 
munidades autónomas que tienen costa: Canarias, en el 
año 1984; Valencia, en 1983; Cataluña, en 1981; Murcia, 

el 28 de marzo de 1984; están y no se cumplen, a pesar 
de la buena intención de la ley de respetar esas compe- 
tencias; esto es un semillero de conflictos para las comu- 
nidades autónomas. 

El proyecto es arbitrario con las competencias munici- 
pales en materia de urbanismo, según la legislación de 
Régimen Local y de Ordenación del Suelo. Le puedo de- 
cir que, para las competencias de las comunidades autó- 
nomas y de los municipios, este proyecto de ley, señor Mi- 
nistro, va a significar lo mismo que las olas de los mayo- 
res temporales al litoral: una auténtica invasión. 

Por último, el proyecto, en materia de vertidos, no res- 
peta las líneas establecidas en las directivas de la Comu- 
nidad Económica Europea 761464, de 4 de mayo, y 781139, 
de 20 de marzo, dando lugar a una pluralidad de normas 
sobre esta misma materia que se superpone. 

Por todo lo expuesto, señor Ministro -ya acabo, y mu- 
chas gracias, señor Presidente, por su benevolencia-, hay 
que llegar, cualquiera que sea la lógica jurídica que se uti- 
lice, a la siguiente conclusión: El proyecto no es racional, 
no se ajusta a los principios de nuestro ordenamiento 
constitucional ni a nuestro ordenamiento jurídico en ge- 
neral. En la práctica, es inaplicable, porque, de aplicarse, 
va a significar un desastre para los particulares, para la 
economía española; un semillero de conflictos para las co- 
munidades autónomas y los municipios y un nuevo bo- 
quete a la arbitrariedad, que habrá que cerrar en una re- 
novada lucha para someter a la Administración a derecho 
y a control jurisdiccional. 

Señores del Gobierno socialista, esto no es un proyecto 
de ley; esto es una verdaderaygalerna. No se empeñen en 
«sostenella y no enmendalla». Retiren este pr'oyecto. Há- 
gannos ustedes el favor de librarnos a todos los españoles 
de este proyecto, que es una arbitrariedad y una prueba 
de un voluntarismo verdaderamente irracional. 

Muchas gracias. (Aplausos en los bancos de la derecha.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 

Enmienda del Grupo Parlamentario Minoría Catalana. 
chas gracias, señor Calero. 

Tiene la palabra el señor Roca. 

El señor ROCA 1 JUNYENT: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados, señor Ministro, en este momento 
tengo que confesarle que siento una cierta perplejidad 
porque no sé si lo que procede es que me refiera a sus pa- 
labras de presentación del proyecto, o a lo que han escri- 
to en el proyecto, porque habiéndonos señalado, incluso, 
que una anterior Ley fue aprobada con la invocación del 
«Cara al Sol», esto me ha parecido un absoluto brindis al 
tendido; usted ha hablado de los temas que le han pare- 
cido que podían conducir a una cierta opinión pública ha- 
cia sus posiciones, pero, en cambio, no ha entrado en los 
temas que son el objeto del verdadero debate de fondo en 
este proyecto de ley. Decir que detrás de las enmiendas o 
de los razonamientos que se formulen desde las distintas 
oposiciones puede haber, simplemente, intereses econó- 
micos, la defensa de dichos intereses, sería tanto como de- 
cir que si un día -me parece, ya, bastante irreversible- 
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el Tribunal Constitucional tuviera que pronunciarse so- 
bre este proyecto de ley y diese la razón, al menos, a al- 
gunas de las tesis que este Grupo va a sostener, ello 
querría decir que también el Tribunal Constitucional está 
dando la razón a determinados intereses económicos. Su- 
pongo que como no quería decir esto, vamos a hablar de 
lo que procede, que es si este proyecto de ley es o no 
constitucional. 

He de hacer una afirmación inicial: la voluntad de nues- 
tro grupo es que ésta sea una ley que permita que la re- 
gulación de las playas se haga pensando en todos los es- 
pañoles, incluso en aquellos que las cierran cuando quie- 
ren bañarse ellos. Como éste es un tema que no nos afec- 
ta, estamos perfectamente de acuerdo en esta objetividad. 

¿Cuál es la razón de este proyecto de ley? Creo que se 
señala muy claramente en la exposición de motivos. La es- 
posición de mbtivos dice: las consecuencias del creciente 
proceso de privatización y depredación ..., y ,  acto seguido, 
viene la frase fundamental: posibilitado por una grave de- 
jación administrativa. Conclusión: como hay una grave 
dejación administrativa, vamos a hacer otra Icy. Ya que 
no se cumple la que está en vigor, hagamos otra para que 
tampoco se cumpla. Qué confianza va a tener el ciudada- 
no en que, frente a una dejación administrativa, confesa- 
da por el propio Gobierno, de la que es responsable, corno 
mínimo, desde 1982 el propio Gobierno, se diga: esta de- 
jación administrativa a partir de ahora la soluchnanios 
con otra ley, que lo único que hace es reforzar la discrc- 
cionalidad de la Administración, lo único que hace es rc- 
forzar el centralismo de interpretación en estos temas y 
lo único que hace es situarse en el terreno de la inconsti- 
tucionalidad. iCómo vamos a solventar la discrecionali- 
dad que ha estado en el origen de esta dejación ad- 
ministrativa? 

Señor Ministro, hay una pregunta que me gustaría que 
me contestara. Seguramente usted conoce muy bien cuán- 
tos expedientes se ha abierto al amparo de la Ley de Pro- 
tección de CostaS españolas de 1980; seguro que lo cono- 
ce. Ahora bien, yo le pregunto: icuántos se han abierto a 
los funcionarios que autorizaron y fueron responsables de 
la dejación administrativa? Sería una buena respuesta. 
Porque yo tengo que decirle que, por ejemplo, en muchas 
comunidades autónomas, cuando se produce el traspaso, 
se dice: qué ilusión, ya no harán más barbaridades. Por 
tanto, aquí lo que se está juzgando es saber quién hacía 
barbaridades y quién ha autorizado las barbaridades, 
porque se han hecho, pero falta saber quién las ha auto- 
rizado. Por consiguiente, decir: ante la dejación adminis- 
trativa, ahora lo que vamos a hacer es, pura y simplemen- 
te, reforzar las capacidades discrecionales de la Adminis- 
tración, central creemos que no se sostiene. 

Le voy a poner un ejemplo simple, señor Ministro y us- 
ted lo debe recordar: el propio artículo 25 del proyecto 
de ley que usted nos presenta dice: en estas zonas de ser- 
vidumbre y de protección está prohibido edificaciones 
con destino a uso residencial, etcétera. Pero, acto segui- 
do, un poco más abajo, dice: excepcionalmente, el Conse- 
jo de Ministros lo podrá autorizar. ¡Fantástico! Es decir, 
si la dejación administrativa la hace un funcionario de no 

sé dónde, esto es dejación administrativa. Si la hace el 
Consejo de Ministros, esto, a partir de ahora, va a ser in- 
terés general, utilidad pública y:evidentemente, razón ex- 
cepcional. Esto no se sostiene. 

Por consiguiente, señor Ministro, le ruego que compren- 
da que detrás de, al menos, algunas de las enmiendas de 
devolución que se están defendiendo lo que hay es la in- 
vitación a que se haga un proyecto de ley, quizá con al- 
gunos objetivos coincidentes, pero que se haga dentro de 
lo que la Constitución impone y dentro de lo que la prác- 
tica experimentada hasta la fecha nos está poniendo de 
manifiesto, que c's que, ciertamente, hay una dejación 
contra la que debcría poderse luchar. Porque ustedes, en 
definitiva, ahora lo que hacen es una cosa muy sencilla: 
todo lo contrario de lo que el sentido común y la opinión 
pública tiene como un principio muy válido; aquello de 
cuatro ojos ven más que dos. Ustedes ahora dicen que no 
va a haber ni el alcalde, ni las comhidades autónomas; 
lo único que va a haber va a ser el MOPU y a través de 
usted, mientras dure. Y dicen: nosotros seremos los que 
vamos a garantizar, mucho más que los alcaldcs, que no 
quieren a su municipio, mucho más que las comunidades 
autónomas, que no tienen intcrés por su territorio; noso- 
tros sí que vamos a saber proteger, desde Madrid, eficaz- 
mente el patrimonio que a todos pertenece. 

Yo le recomiendo que crea más en sus propios compa- 
fieros, que están administrando estas tareas, porque se- 
guro que ponen en ello no únicamente el máximo cariño, 
sino, como mínimo, un poco más de conocimiento que us- 
ted, porque de su propio territorio sabrán más, yo creo, y 
tendrán, además, una cosa mucho más válida, que es te- 
ner que responder muy inmediatamente de lo que hagan 
frente a una opinión pública muy cercana, muy próxima, 
más exigente. 

{De dónde parte la confusión, señor Ministro? Yo creo 
que parte de algo muy sencillo: ustedes confunden domi- 
nio y competencia. Luego me dirá la sentencia del Tribu- 
nal Constitucional, que no me ha citado, porque realmen- 
tc las que nosotros tenemos, las de los demás ciudadanos, 
no dicen esto. La sentencia del Tribunal Constitucional, 
por ejemplo, de 3 de julio de 1984, recogiendo, por cierto, 
la doctrina sentada por el Consejo de Estado, que tam- 
bién le recordaré, dice algo muy claro, importantísimo: 
la condición de dominio público no es un criterio utiliza- 
do en nuestra Constitución para delimitar competencias; 
sirve para calificar una categoría de bienes, pero no para 
aislar una porción de territorio de su entorno y conside- 
rarlo como una zona exenta de las competencias de los di- 
versos entes públicos que la sustentan. Y añade: tanto la 
jurisprudencia -del Tribunal Supremo como la doctrina 
del Consejo de Estado han sostenido que los puertos y la 
zona marítimo-terrestre forman parte del término muni- 
cipal y de la comunidad autónoma en que están enclava- 
dos. Y concluye: no existen espacios exentos dentro del 
territorio de una comunidad autónoma. Y después de de- 
cir esto, ustedes hacen todo lo contrario. 

Hoy están descubriendo todas las comunidades autóno- 
mas que tienen una provincia más, que no los sabían; con- 
cretamente, a partir de ahora, de prosperar este proyec- 
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to, Cataluña tiene cinco provincias: Barcelona, Tarrago- 
na, Lérida, Gerona y la zona marítimo-terrestre, con sede 
capital en el MOPU y de alcalde usted. Esto es exactamen- 
te lo que el proyecto está imponiendo; exactamente esto. 
Esto no va, esto no tiene ningún sentido. Ustedes saben 
que hay una Constitución -ya no los Estatutos, la Cons- 
titución, y los Estatutos y el bloque de constitucionalidad 
lo han desarrollado con un gran jesuismo y con una gran 
precisión- que ha reconocido a las comunidades autóno- 
mas y a los municipios las competencias exclusivas en 
materia de ordenación del litoral y en materia de urba- 
nismo. Y ustedes, mediante esta ley, lo que hacen es re- 
cuperar de las comunidades autónomas una competencia 
que incluso les habían transferido y sustraer a los Ayun- 
tamientos una competencia que jamás había tenido el Es- 
tado porque siempre había sido de las comunidades au- 
tónomas. Y caen ustedes en graves errores y en graves 
contradicciones. 

Cuando antes he invocado el artículo 25 de la ley, don- 
de dice que, excepcionalmente, ei Consejo de Ministros 
podrá hacer lo que le dé la gana, acto seguido dice: sí, 
pero de acuerdo con el planeamiento urbanístico. Señor 
Ministro, si el planeamiento urbanístico. Señor Ministro, 
si el planeamiento urbanístico tiene que ser respetuoso 
con lo que ustedes dicen, en la zona de servidumbre de 
protección lo que hará será no permitir la edificación con 
destinoa residencia u otros fines; no lo permitirá. ¿Cómo 
se resolverá esta autorización excepcional? ¿O es que es- 
tán diciendo a las Comunidades Autónomas y a los mu- 
nicipios que, a pesar de que haya una servidumbre de pro- 
tección, autoricen las edificaciones porque un día u otro 
el Ministerio o el Consejo lo autorizarán? 

Esto no se sostiene. ¿Por qué? Porque lo que hay en este 
proyecto de ley es, pura y simplemente, la negación de 
las competencias de las Comunidades Autónomas. 

Seguro que no le convenzo, señor Ministro, ni a sus 
compañeros tampoco. No sé si a todos, pero a usted no. 
No les voy a conocer, por tanto, esto ya se resolverá ante 
el Tribunal Constitucional; es evidente. Es un tema que 
irá al Tribunal Constitucional para que dicte la sentencia 
pertinente. Esto ya lo resolverán allí. Pero no quiera, pura 
y simplemente, decir, que lo que se está ventilando es un 
problema de intereses económicos. Hasta el momento no 
he mencionado nada que haga referencia a esto. Al  revés, 
lo que menciono es que tenemos más confianza en la pro- 
tección eficaz de lo que puede representar el litoral, he- 
cho desde la Administración autonómica y local, que lo 
que pueda hacerse desde la propia Administración cen- 
tral. Si ustedes más, nosotros un poco más. Estamos más 
allá. Lo que pasa es que confiamos más en otras autori- 
dades que en aquellas que están más distantes. 

No se nos invoque, señor Ministro, que éste es un tema 
cualquiera. Yo no me invento nada. La prensa lo ha reco- 
gido ampliamente y ha circulado que dentro del propio 
Gobierno ha habido informes contrarios a su ley, por los 
mismos argumeRtos que yo le estoy diciendo. No nos di- 
gan ahora: esto es... No. Esto es lo que opina algún Mi- 
nisterio. Hay un informe que dice exactamente lo mismo 
que le estoy diciendo; ustedes han confundido dominio 

con autoridad. Aquello que el Consejo de Estado dice que 
es la resurrección del concepto feudalista del «domi- 
nium», cuando se confunde en «irnperium». ¡Quién les iba 
a decir a ustedes que el Consejo de Estado les iba a lla- 
mar feudalistas! Qué cosas pasan. Por ahí va. 

No quieran ampararse en el Derecho Comparado, por- 
que no les da la razón por ninguna parte. ¿Dónde lo quie- 
ren coger? Supongo que el caso de Bélgica no les intere- 
sa. Supongo que les interesa más el de Francia o el de Ita- 
lia. Francia e Italia, aparte de que los contenidos sean dis- 
tintos, lo que hacen en sus dos leyes es enfatizar, en Italia 
las competencias regionales, y en Francia las competen- 
cias locales. Refuerzan la autoridad de ayuntamientos y 
regiones para poder enfrentarse a esto. Y ustedes dicen: 
es que nosotros no somos eso, sino el ejemplo europeo. Si- 
gamos con el ejemplo europeo. La Carta Europea del Li- 
toral lo que hace es recomendar; literalmente dice que 
para evitar esto se refuercen las competencias de las Co- 
munidades Autónomas y de las Corporaciones locales. Lo 
que ustedes hácen es todo lo contrario, y dicen: quizá es 
que no es la Carta de Litoral Europea la que nos convie- 
ne, sino las directivas europeas. No cumplen las directi- 
vas europeas. 

¿Por qué se vulnera la Constitución? ¿Por qué no se re- 
coge la experiencia del Derecho Comparado? ¿Por qué se 
inhibe el Gobierno de su principal responsabilidad? Us- 
ted, señor Ministro, siendo Diputado votó la Ley anterior 
de protección a las costas españolas. Fue una Ley votada 
en esta Cámara por unanimidad. Asistentes, 241; votos fa- 
vorables, 241. Estábamos todos entusiasmados. 

¿Cómo han aplicado esta ley? ¿Qué ha pasado con esta 
ley que ha ido tan mal? ¿Habrá alguna responsabilidad? 
No podemos, pura y simplemente, salir diciendo: ha ha- 
bido unos señores que han hecho unas barbaridades. Al- 
guien las ha autorizado. 

Cuando se construye un edificio enorme de una Junta 
de Obras del Puerto a diez metros de la playa, no es pre- 
cisamente el especulador el que lo ha hecho, con la queja 
y el informe desfavorable de la Comunidad Autónoma, 
por ejemplo, que no quería esto. Y ahora dicen: la solu- 
ción es que lo haga el que precisamente estamos denun- 
ciando que no ha tenido sensibilidad en este tema. 

Señor Ministro, no se trata de discutir quién quiere más 
protección. En este terreno no nos va a ganar. Se trata de 
saber cuál es la garantía de la protección que se da en el 
marco del ordenamiento constitucional. Ustedes han vul- 
nerado, a nuestro entender, la Constitución. Usted cree 
que no, y estoy convencido de que lo cree sinceramente, 
porque si no no sería capaz de defender este proyecto. So- 
lución: lo tendrá que resolver el Tribunal Constitucional. 
Pero está en nuestro derecho e, incluso, en nuestro deber 
alarmar ante una circunstancia nueva: hoy las Cornuni- 
dades Autónomas ya no podrán decir aquellas frases, debe 
haber romances, que todos ustedes invocan y que se re- 
fieren a nuestra tierra que linda hasta el mar; a partir de 
ahora linda con la zona marítimo-terrestre. No, a partir 
de ahora linda con la zona marítimo-terrestre y su zona 
de influencia, y aquí se acaba el territorio de la Comuni- 
dad. Canarios, baleares. valencianos, murcianos, andalu- 
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ces, catalanes, santanderinos, etcétera, todos, que sepan 
que a partir de ahora se les ha quedado pequeño el tcrri- 
torio. Esto es así y ahí no hay más autoridad que la de us- 
ted y la del Consejo de Ministros, y déjeme decir que esto 
no nos tranquiliza en absoluto. 

Nada más. Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Se suspende la sesión hasta las cuatro de la tarde. 
cias, señor Roca. 

Era la una y cincuenta minutos de la tarde. 

Se reanuda la sesión a las cuatro de la tarde. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursaul t): Para 
defender las ' enmiendas del Grupo Parlamentario dcl 
CDS, tiene la palabra el señor Martínez-Campillo. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Señor Pre- 
sidente, señorías, indudablemente estamos ante una ley 
que genera profundas tensiones, ante una ley polémica. Y 
no nos podemos engañar: se produce por dos hechos esen- 
ciales: uno, porque afecta a importantes intereses, sean o 
no legítimos; y otro, porque pone a prueba la distribu- 
ción de competencias concurrentes entre la Administra- 
ción del Estado y la Administración autonómica y tam- 
bién las corporaciones locales, y por la forma en que se 
resuelven: bien mediante un simple listado, bien median- 
te una concurrencia pacífica. 

Tengo que confesar que hace años que deseaba esta dis- 
cusión -nunca pensé que podía ser protagonista en ella- 
porque, como cualquier persona que vivía en la costa o 
cualquier persona que la visitaba, había ido observando 
cómo se degradaba permanentemente la costa española. 

Esta mañana el señor Ministro ha establecido un diag- 
nóstico con el que coincidimos esencialmente o en casi 
todo. Quiero poner énfasis en el hecho de que esa degra- 
dación se produciría por la conquista del litoral por la 
construcción, pero no por cualquier tipo de construcción; 
una construcción sobreexplotadora, una construcción de- 
predadora especialmente y,  además, marcada por el sig- 
no de ser la peor construcción que se hacía, tanto desde 
el punto de vista estético como desde el punto de vista 
estructural. 

En muchos casos este tipo de construcción y de con- 
quista del litoral español era apoyado oficialmente a tra- 
vés de las calificaciones de viviendas de protección ofi- 
cial, realizadas por el antiguo Ministerio de la Vivienda 
y por el propio Ministerio de Obras Públicas y ,  posterior- 
mente, por las Comunidades Autónomas. 

Es indudable que este tipo de degradación está sofocan- 
do uno de los recursos naturales más importantes que tie- 
ne este país, uno de los recursos además irreversibles a 
juicio de todos los técnicos. 

Pero, además de ese aspecto objetivo, hay otro aspecto 
sobre el que esta mañana se ha hecho hincapié y es que 
esto no se producía de forma espontánea, sino porque ha- 
bía una serie de Administraciones tolerantes incapaces 

inte esa situación. Les bastaba para ello tener un marco 
le leyes temerosas y tremendamente confusas. Adminis- 
raciones tolerantes con hechos tales como la contradic- 
:ión en la que permanentemente entraban la Comandan- 
:ia de Marina y el Servicio de Costas con informe contra- 
iictorios. Los famosos paseos marítimos que esta maña- 
ia citaba el señor Ministro han sido propiciados y alen- 
ados continuamente por el propio Servicio de Costas que 
rsotto voce», debo decir, estaban estimulados de una for- 
na no confesable. 

Ahí están las pantallas arquitectónicas'que citaba esta 
nañana el señor Ministro y que han sido toleradas hasta 
ioy mismo y cuyo ejempb está en una pregunta oral re- 
:¡ente que le hice al Ministro por una denuncia pública 
lue realicé contra una pantalla arquitectónica. Tras nue- 
le meses la Sección 3.' de la Dirección General de Puer- 
os y Costas del Ministerio de Obras Públicas y Urbanis- 
no  me ha contestado que dicha pantalla «aproximada- 
nente cumple», lo cual ha generado, lógicamente, que el 
Jarticular me haya presentado una denuncia por ca- 
umnias. 

Ahí está la permisividad del Ministerio de Obras Públi- 
:as y Urbanismo ante los planes generales de ordenación 
irbana. ¿Cuántas veces se ha personado el referido Minis- 
.ro de Obras Públicas y Urbanismo ante los planes gene- 
-ales de ordenación urbana en los procesos de informa- 
:ión pública? Y esas veces, (qué ha dicho? Esta mañana 
lecía el señor Ministro que se ha producido un proceso re- 
:alificador, sobre el que se comentaba personalmente al 
señor Ministro, desde el escaiio en una pregunta oral: 
,Cuidado que la ley está generando una atención especu- 
lativa desde su presentación! Se ha generado un proceso 
recalificador, pero en ese proceso recalificador también 
tiene responsabilidad la Administración, que teniendo re- 
presentantes en las Administraciones territoriales no se 
ha personado par advertir lo que estaba ocurriendo. 

Creo que es justo también señalar un aspecto, y es que 
los ayuntamientos costeros son fácil presa del terrible bi- 
nomio de que el desarrollo todo lo justifica, cuando no se 
produce una connivencia para la depreciación de la costa. 

Frente a esta situación la nueva ley, a nuestro juicio, in- 
troduce elementos positivos. Hay una declaración inequí- 
voca de lo que es el dominio público marítimo-terrestre. 
Parece que desde ahora va a haber una incapacidad de 
que cohabiten cosas tan sumamente contradictorias como 
el dominio público y el dominio privado, y eso con el ob- 
jetivo de asegurar ese fin que todos perseguimos del uso 
y la protección pública de las costas. Pero quiero decirle 
que esa declaración tajante, que debe ser firme de cara al 
futuro, resuelve mal el pasado, por lo menos en algunas 
situaciones. 

El señor Ministro esta mañana decía que estuviéramos 
tranquilos que no ocurrirá nada con las propiedades ad- 
quiridas anteriormente. Creo que es una afirmación que 
no debe hacerse de una forma tan genérica. No ocurre 
nada con las propiedades que han invadido ilegalmente 
la zona de dominio público marítimo-terrestre y están le- 
galizadas por sentencia firme. A ésas no les ocurre nada, 
según el proyecto de ley. Pero se han dejado el supuesto, 
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muy frecuente, de los adquirentes de buena fe. Es cierto 
que se ha prescindido del artículo 36 de la Ley Hipoteca- 
ria, de ese adquirente que ha ido comprando, cuya pro- 
piedad ha ido' transmitiéndose por titulo oneroso y que, 
de pronto, ya que no está amparado por sentencia firme, 
puede encontrarse con la reivindicación por la Adminis- 
tración de esa propiedad privada que se encuentra en 
zona de dominio público marítimo-terrestre. ¿Puede ha- 
cerse? Indudablemente, pero con indemnización, en fun- 
ción del articulo 33 de la Constitución española. Hay 
ejemplos tremendos que justifican que se tenga en cuen- 
ta esta indemnización en los casos de poseedores de bue- 
na fe amparados por causas justa. Puedo citarles simple- 
mente uno: el propio Patrimonio del Estado durante mu- 
chos años ha subastado zona marítimo-terrestre para 
construir y para edificar. Si ahora mismo el Patrimonio 
del Estado lo recupera, eso tiene una palabra, que es 
estafa. 

Ahora bien, les suficiente esta declaración, que apoya- 
mos sin reservas, de lo que es el dominio público maríti- 
mo-terrestre para conseguir la protección del litoral es- 
pañol? ¿Qué tipo de protección establece este proyecto de 
ley? ¿A quién se le ha confiado? iQué sistema de carácter 
de ordenación territorial, integrador o integral, ha esta- 
blecido el proyecto de ley? A nuestro juicio, a falta de una 
idea innovadora, de una idea capaz de ordenar el territo- 
rio, se ha establecido un catálogo de excepciones y con- 
traexcepciones, que va graduándose de menos afortuna- 
do a muy desafortunado, desde lo que es la zona de do- 
minio público marítimo-terrestre y la zona de servidum- 
bre de protección hasta la zona de influencia; eso ador- 
nado con unas zonas de tránsito de las que se presume 
(va a haber zonas de tránsito para que todos podamos ac- 
ceder al uso público de las costas) que van a estar esta- 
blecidas entre 500 metros. Pero eso no viene garantizado 
en ningún plan de ordenación territorial, sino que va a 
quedar al arbitrio y discrecionalidad de la Administra- 
ción. Y volvemos de nuevo a esa discrecionalidad que, 
hasta ahora, no ha servido de nada. Quinientos metros no 
son nada o son mucho. A mí me parece que son muchísi- 
mos, creo que son una auténtica barbaridad. Sería mejor 
no decir nada de los 500 metros ni de los 200 metros, por- 
que hay accesos a las playas españolas que necesitan cada 
12 metros un paso público. 

Otro mero adorno es lo de los vertidos. Se prohiben íos 
vertidos sólidos. Los espadoles seremos justos y benéficos 
¿Qué van a hacer con Portman? Fenomenal; pero no di- 
cen cómo van a resolver esa cuestión importante. Se pro- 
hfben los vertidos contaminantes. Está muy bien ese prin- 
cipio, pero se deja una excepción cuando dice que siem- 
pre y cuando el particulár no justifique que tiene dificul- 
tades para corregirlos. ¿Cómo que si tiene dificultades? 
O puede corregir los vertidos contaminantes o no puede 
hacerlo. O hay vertidos contaminantes o no los hay. 

El aspecto que más nos interesa es, en primer lugar, a 
qué Administración o Administraciones se confía por este 
proyecto de ley la gestión de la ordenación y protección 
del litoral para la puesta en marcha de la ley, unido al he- 
cho de la concurrencia de competencias. Como esta ma- 

nana se ha dicho por el portavoz de Minoría Catalana, 
este proyecto de ley confunde radicalmente lo que es la 
titularidad del dominio público con lo que es la capaci- 
dad de ordenación del territorio a cargo de las comuni- 
dades autónomas y de los ayuntamientos. 

A estos efectos, quiero leerle una frase de la sentencia 
del Tribunal Constitucional de 3 de julio de 1984, que dice 
que la pretensión de hacer del dominio público estatal un 
título competencia1 excluyente de la competencia autonó- 
mica de la ordenación de los espacios físicos que consti- 
tuyen el dominio público, sería tanto como pretender re- 
sucitar la confusión feudal entre los conceptos de «domi- 
nium» e «imperium», etcétera. Acaba diciendo que, en 
función de esta disociación entre titularidad demanial y 
la competencia administrativa, hay que admitir que en 
un mismo espacio físico confluyen competencias de dis- 
tintas Administraciones públicas ... (El señor Ministro de 
Obras Públicas y Urbanlsmo hace signos con la cabeza.) 
Sí, señor Ministro, ahora le explicaré cómo hacen ustedes 
confluir las titularidades de unas y otras Administracio- 
nes y cómo creo que se debería hacer. Se puede hacer un 
catálogo que diga: Yo, Administración del Estado, me re- 
servo ésta, a la Comunidad Autónoma le toca esta otra y 
al Ayuntamiento la otra. Es una forma de hacerlo, lo hace 
la ley, pero, a mi juicio, no resuelve nada y hay otra for- 
ma de hacerlo. 

La sentencia tiene otro valor porque está citada a raíz 
de un recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el 
Grupo Parlamentario Popular del Congreso contra la Ley 
regional 311987, de 23 de abril, de protección y armoni- 
zación de uso del Mar Menor, que se fundamenta en que 
hay un exceso en las competencias autonómicas y en las 
municipales respecto de las del Estado. 

Ahora, le contesto a su gesto expresivo y voy donde que- 
ría ir al final. A nuestro juicio, hay que crear un sistema 
integral e integrador de planificación, de ordenación y de 
protección del litoral. Decfa el Ministro esta mañana que 
el proyecto de ley, a su juicio, llega a una ordenación ade- 
cuada entre las tres Administraciones. No; los problemas 
de las tres Administraciones los resuelve la ley diciendo 
'(y se entenderánu. Nunca se ha visto tal cosa; no sabe- 
mos si se entenderán tomando un café o viéndose una ma- 
ñana. Los problemas de concurrencia de competencias de 
las Administraciones no se resuelven así. Las concurren- 
:¡as de competencias se resuelven estableciendo un plan 
director de coordinación, un plan director de ordenación 
y protección del litoral. 

En este sentido, nosotros hemos establecido una pro- 
puesta, con el fin, de que el protagonismo sea de las co- 
munidades autónomas en cuanto la ordenación del terri- 
torio. La ley puede decir que en la costa se establecen es- 
tos usos, estas actividades y estas instalaciones y se pro- 
híben estos usos, estas actividades y estas instalaciones, 
pero yo no soy el que las otorgo, yo no soy el que las con- 
:edo, el que las autorizo o el que hago la concesión, sino 
que es a través de un plan de ordenación territorial, esta- 
blecido legítimamente, en el uso de sus competencias, por 
la Administración autonómica, por supuesto con inter- 
vención de la Administración del Estado, que también tie- 
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ne una importante participación en lo que es la ordena- 
ción del territorio, no solamente de las ciudades sino en 
general, y de los ayuntamientos, son ellos los que estable- 
cen sus usos libremente, con fijación en las prescripcio- 
nes de la ley y especialmente en las normas de obligado 
cumplimiento que prohiben las pantallas arquitecthicas, 
los vertidos, etcétera. Son ellos los que lo establecen y no 
se fijan dos zonas, en las que hasta aquí uno es compe- 
tente, confundiendo que, por ser titular, puede ordenar. 
Por ser titular no puede ordenar; usted es titular, pero no 
ordena. Quienes ordenan son las comunidades autónomas 
y los ayuntamientos. 

Resumiendo, este esquema pretende esencialmente, en 
primer lugar, no separar los problemas de las costas de 
un sistema planificador integral. ¿Para que se hicieron los 
planes urbanísticos que regulaban las ciudades? Induda- 
blemente, para establecer los usos que correspondía en la 
ciudad a cada zona: el uso industrial, el uso residencial, 
para establecer un sistema viario, etcétera. Del mismo 
modo hay que hacer en un plan de ordenación y de pro- 
tección del litoral, exactamente lo mismo. En segundo lu- 
gar, porque hay que planificar sobre unidades paisajísti- 
cas. La costa es igual a paisaje, el paisaje es igual a pro- 
fundidad y se divide en unidades paisajísticas. Esto es 
algo que viene ya -permítame que haga la referencia- 
desde la escuela de los socialistas utópicos en urbanismo, 
la escuela urbanística. Hay que establecer la ordenación 
del litoral por unidades paisajísticas. Porque lo que uste- 
des han hecho ha sido una ordenación del litoral llamada 
ordenación militar o de policía: Establezco una raya y a 
partir de ahí todos los problemas se conglomeran porque 
lo digo yo por ley. 

Los problemas no se agrupan a cien metros; pueden 
agruparse a 100, a 120 o a 60 metros. Se agrupan por uni- 
dades paisajísticas y se resuelven por esquemas directo- 
res de protección y ordenación del litoral. Y eso les corres- 
ponde a las comunidades autónomas y a los ayuntamien- 
tos. Y eso no va en detrimento, ni mucho menos, de la ti-  
tularidad demanial que corresponde al Estado. Era muy 
sencillo resolver ese problema, no era tan difícil y ade- 
más está inventado. 

Quiero citar finalmente unos detalles que olvida este 
proyecto de ley, a nuestro juicio. Olvida la rcsponsabili- 
dad de la Administración cuando regula la responsabili- 
dad personal por infracciones en la costa. Ha sido un ol- 
vido que creo que debe enmendarse durante el trámite de 
Comisión. Es importante que la Administración se haga 
responsable de muchos de los actos que se están come- 
tiendo dentro del litoral español. 

Olvida algo importantísimo: los 8.000 kilómetros de 
costas de embalses que tiene España, ni más ni menos; 
más que la costa exterior que tiene España, que son 7.600 
kilómetros. La ordenación y la protección de esos embjd- 
ses, que ya se ven agredidos ahora por los mismos pro- 
blemas que estamos nosotros intentando resolver, están 
reguladas por un decreto del ano 1966. El setior Ministro 
esta mañana nos recordaba que la Ley de 1969 no daba 
satisfacción, y reconozco con él que efectivamente es así, 
al objetivo protector de las costas. Si la Ley de 1969 no 

satisface la protección del litoral español, mucho menos 
un decreto del año 1966, parcial, confuso y paco afortu- 
nado, desarrollado luego por unas órdenes de los años 
1967, 1970 y 1977. 

Al mismo tiempo se olvida, a nuestro juicio, de crear 
un instituto que se dedique puramente a la puesta en eje- 
cución de esta ley, un instituto de conservación de la cos- 
ta, que recupere el dominio público; que no nos quede- 
mos únicamente en una declaración de buena intención 
de recuperar el dominio público, sino que se recupere. Yo 
tengo la impfesión de que si tenemos ahora mismo las 
competencias para proteger el litoral, según esta ley, dis- 
persas entre los Ministerios de Defensa, de Obras Públi- 
cas ,y Urbanismo, de Transportes, Turismo y Comunica- 
ciones -con esa hijuela de los centros de interés turístico 
que habrá de eliminar pronto, porque ha sido uno de los 
fenómenos más especulativos y propiciados legal y admi- 
nistrativamente-, en el Ministerio de Economía y Ha- 
cienda, en las comunidades autónomas y en los ayunta- 
mientos, no confío en absoluto en que esta ley se ponga 
en vigor. Es preciso un instituto propio de conservación 
de la costa, que utilice mecanismos tan importantes como 
el derecho de tanteo y retracto en toda transacción que 
se haga en esa zona que intentamos proteger, para recu- 
perar la zona que decimos que queremos proteger. 

Es una pena que el Ministerio de Obras Públicas y Ur- 
banismo, que tan aligerado está de competencias porque 
han sido transferidas muchas de ellas a las comunidades 
autónomas, a pesar de que efectivamente, como ha dicho 
el Ministro, respecto a este proyecto de ley se ha consul- 
tado con numerosos organismos, con comunidades autó- 
nomas y con otros grupos, no haya puesto más capacidad 
para resolver pacíficamente la concurrencia de competen- 
cias entre las tres Administraciones y ,  sobre todo, idear 
un sistema de protección y ordenación del litoral, sobre 
el que insistiré siempre y sobre el que se basa especial- 
mente nuestra enmienda a la totalidad. No  se basa en los 
cien metros, ni se basa en los derechos adquiridos ni en 
nada de eso. Se basa en que no aporta una sola idea nue- 
va de ordenación del territorio y ,  encima, coloca en ma- 
nos de la Administración del Estado no la ordenación del 
territorio, sino el listado de lo que va a permitir o no va 
a permitir. Y, la verdad, es que de una ley mala a una ley 
mejor en su intención pero mala también hay un desgas- 
te. Porque poner en marcha una ley cuesta mucho y es 
una pena, es una ocasión desperdiciada. 

Por tanto, faltan ideas de ordenación, faltan ideas de 
protección, se confunde la titularidad con la ordenación, 
otorga usos y actividades como dueño y señor con ese uim- 
perium» que decía el Tribunal Constitucional, deja des- 
protegidas todas las riberas de los embalses y lagos espa- 
ñoles y además mantiene la confusión de órganos ad- 
ministrativos. 

Coincidimos todos en que estamos ante un recurso irre- 
versible, como son las costas españolas, un recurso en el 
que cabe perfectamente que confluya la atracción con la 
protección, y lamentablemente con esta ley nos puede 
ocurrir, remedando aquella frase que decía que las costas 
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son aquellos lugares desastrosos por donde pasean perso- 
najes crudos. 

Muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor Martínez Campillo. 

El señor Olabarría tiene la palabra para la defensa de 
las enmiendas del Grupo Parlamentario Vasco (PNV). 

El señor OLABARRIA MUNOZ: Señor Presidente, se- 
ñorías, en nombre de mi Grupo Parlamentario voy a de- 
fender la enmienda de totalidad con petición de devolu- 
ción del texto al Gobierno que presenta nuestro Grupo. 

Quiero empezar por los aspectos loatorios o apologéti- 
cos que desgraciadamente en esta ley van a ser los más 
cortos de mi intervención. Nosotros suscribimos prácti- 
camente en su totalidad la exposición de motivos, suscri- 
bimos los principios programáticos que parecen inspirar 
el proyecto de ley que se nos presenta, ya que entende- 
mos que se tiene que poner coto, que se tiene que poner 
freno al progresivo deterioro de la zona demanial maríti- 
mo-terrestre de nuestras costas, a su privatización, a su 
deterioro, de alguna manera, a su degeneración. Desgra- 
ciadamente, señor Ministro y señor portavoz del Grupo 
Socialista, ahí acaban las afinidades de nuestro Grupo 
con el proyecto que se nos presenta. Exactamente ahí, en 
la exposición de motivos. 

Yo quiero hacer referencia a las brillantes exposiciones 
a las que hemos tenido la fortuna de asistir esta mañana. 
En primer lugar previamente al señor Calero le agradez- 
co la sensibilidad autonómica que ha demostrado; quizá 
de manera un tanto injusta a veces, se les reconoce a us- 
tedes menos vocación autonomista que a otros Grupos. Le 
agradezco también el reconocimiento al respeto autonó- 
mico y el reconocimiento explícito de que hay graves vul- 
neraciones competenciales, que realmente congratula a 
mi Grupo Parlamentario; además, la brillantez de la cla- 
se de Derecho natural con la que nos ha regalado a todos. 
Lo que si se echa de menos en su exposición es una refe- 
rencia a doctrinas más actualessn concreto a la doctri- 
na iusnaturalista cuando se atribuye al Derecho la esen- 
cia del mecanismo o instrumento de solución de conflic- 
tos de intereses, desde una perspectiva de cosmovisión 
deontológica. Evidentemente, estamos ante un proyecto 
de ley con una cosmovisión~no deontológica desgraciada- 
mente, sino una cosmovisión agresiva, una cosmovisión 
lesiva de competencias autonómicas. A mí -que tengo es- 
casa memoria histórica en esta institución-, me parece 
que no hay una sola ley, que no hay un solo proyecto de 
ley de los presentados hasta este momento que vulnere si- 
multáneamente siete competencias exclusivas o coparti- 
cipadas y reconocidas por el Estatuto de Autdnomía de 
Euskadi, que es el que yo mejor conozco. 
Le voy a relatar, señor portavoz del Grupo Socialista, 

qué competencias entendemos vulneradas, la mayoría de 
las cuales tienen naturaleza exclusiva, lo cual atribuye 
una especial gravedad a la situación. 

En primer lugar, nosotros entendemos que se vacía de 
contenido la ordenación del territorio del litoral, compe- 

.encia de naturaleza exclusiva reconocida por el artículo 
10.31, del Estatuto de Autonomía para Euskadi; las com- 
3etencias de urbanismo, que son coparticipadas por 6r- 
:anos locales, por municipios y por órganos autonómicos, 
que es una competencia de tracto sucesivo. Lo que pasa 
:s que si vulneramos la competencia de los que la ejercen 
:n primer lugar, los municipios, estamos ya vulnerando 
las competencias posteriores, las de los Gobiernos auto- 
nómicos; competencia exclusiva regulada por el artículo 
10.31, del Estatuto de Autonomía para Euskadi; compe- 
tencia exclusiva, desarrollo legislativo y ejecución, en ma- 
teria de medio ambiente (artículo 11 del Estatuto de Au- 
tonomía para Euskadi), competencia exclusiva en mate- 
ria de puertos que no sean de interés general, competen- 
5 a  exclusiva del Estatuto de Autonomfa vasco, reconoci- 
do por el artículo 10.32; competencia exclusiva en acui- 
iultura; competencia exclusiva en carreteras en cuanto su 
trazado coincida con bienes demaniales, con bienes del 
dominio marítimo-terrestre; y ,  por último, competencia 
exclusiva en materia de concesiones administrativas, 
competencia que regula y que atribuye a Euskadi el de- 
sarrollo legislativo y ejecución de las concesiones admi- 
nistrativas el artículo 11 de su Estatuto de Autonomía. Un 
listado de siete competencias. 

Citando también al señor Roca, cuya intervención ha 
sido realmente brillante esta mañana y yo le felicito por 
ello. Nos decía que no desea para Cataluña la incorpora- 
ción de una nueva provincia; en nuestro caso sería un nue- 
vo territorio histórico. Nosotros sí aspiramos a la incor- 
poración de un nuevo territorio histórico en nuestra Co- 
munidad Autónoma, pero no es precisamente éste al que 
nos estamos refiriendo. No sería el territorio histórico 
constituido por la zona demanial, por la zona marítimo 
terrestre, cuya capital, como bien se ha dicho el señor 
Roca, estaría ubicada precisamente en el Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo. 

Y ésta es un poco la esencia de nuestras argumentacio- 
nes. Nosotros estarnos especialmente sensibilizados y 
preocupados por las graves lesiones competenciales que 
se contienen en este proyecto de ley. Porque usted me ex- 
plicará -y voy a atender con preocupación y con espíri- 
tu reflexivo sus argumentaciones- cómo es posible ejer- 
cer competencias administrativas que tienen una necesa- 
ria proyección sobre el suelo -bien considerado en esta 
ley demanial-, por ejemplo, en materia de política terri- 
torial, en ordenación del litoral o en ordenación del terri- 
torio (al fin y al cabo la ordenación territorial no es más 
que una subespecie de la competencia general de ordena- 
ción del territorio). ¿Cómo es posible ejercer por el órga- 
no autónomico que la tiene atribuida en exclusiva esta 
competencia? ¿Cómo es posible ejercer la competencia en 
materia de urbanismo si el MOPU se atribuye competen- 
cias de coparticipación trascendentales en los planes del 
ordenamiento de los instrumentos que se utilizan tradi- 
cionalmente para ordenamiento urbano? ¿Cómo es posi- 
ble ejercer una competencia en materia de puertos que 
no sean de interés general, si el MOPU condiciona exac- 
tamente todas las obras de ampliación y mejora? ¿Cómo 
es posible ejercer competencias en acuicuitura, competen- 
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cias en carreteras de naturaleza exclusiva en cuanto su 
trazado pase o coincida con la zona demanial? Es abso- 
lutamente imposible, porque son competencias que por 
su propia naturaleza tienen una proyección territorial 
cuya capacidad de decisión o cuya libertad de uso se obs- 
taculiza de forma importante en esta ley a los órganos 
que en el bloque constitucional, en el título VI11 de la 
Constitución y los estatutos de autonomía, la tienen atri- 
buida con el régimen de exclusiva en muchas ocasiones. 

A nosotros, valorando estas circunstancias y estas afir- 
maciones que estamos realizando, que son de naturaleza 
jurídica en principio, y de naturaleza política también, 
obviamente, nos ha preocupado siempre qué títulos com- 
petenciales se podía atribuir el Ministerio de Obras Pú- 
blicas para un viaje tan largo en materia competencial. 
En principio, leyendo la exposición de motivos, senos an- 
toja que los títulos competenciales que se atribuye, me 
imagino, el portavoz socialista en la defensa de sus posi- 
ciones son demasiados: las alforjas son excesivamente pe- 
queñas para un viaje tan largo. 

Se alude a dos artículos de la Constitución, el 132.2 y 
el 45. El artículo 45 es absolutamente irrelevante en esta 
perspectiva de distribución competencial que nosotros 
analizamos, que vicia una ley con la incorrecta distribu- 
ción competencial, con los defectos de constitucionalidad 
que cualquier otra vulneración de otro precepto constitu- 
cional de cualquier otro título de la Constitución. El ar- 
tículo 45, por su propia ubicación sistemática, capítulo 
tercero del título 1, que hace referencia a los principios 
rectores, la política social y económica, alude a una serie 
de mandatos, de principios programáticos en materia de 
medioambiente que no pueden tener traducción en mate- 
ria de distribución competencial administrativa, no pue- 
den constituir nunca un título competencial. Luego esa re- 
ferencia es inexacta. 

' Pero también entendemos que son inexactas, y además 
lo ha dicho así el Tribunal Constitucional por lo menos 
en dos sentencias, las referencias al artículo 132.2 de la 
Constitución. Cuando este artículo indica que pertenecen 
al dominio público estatal (subrayo la expresión) la zona 
marítimo-terrestre, las playas y el mar litoral, no lo está 
haciendo desde una perspectiva de distribución compe- 
tencial, no constituye título competencial, como reitera- 
damente ha indicado el Tribunal Constitucional, no es un 
mecanismo de distribución de competencias administra- 
tivas, eso es clarísimo. La jurisprudencia constitucional 
así lo concibe. Lo que pasa es que ustedes, en su proyecto 
de ley, introducen el principio contrario, precisamente, 
identifican el dominio público, como ha sido indicado por 
otros portavoces ya, con una especie de dominio público 
feudal o medieval, con una especie de realengos medieva- 
les, como si las regalías tuviesen todavía cabida en un Es- 
tado social y democrático de derecho. 

No se puede hablar del dominio público desde esta 
perspectiva patrimonial e integradora y vulneradora, a 
través de títulos competenciales horizontales, de compe- 
tencias verticales administrativas. No se puede hablar así 
hoy del dominio público, porque es una concepción tras- 
nochada absolutamente. 

, 

La doctrina administrativa más moderna, al referirse 
al dominio público, ya no da relevancia sustantiva al he- 
cho de que los bienes de dominio público constituyan un 
bien fuera del comercio, sino que alude, cada vez con más 
énfasis, al principio finalista como calificador de los bie- 
nes de dominio público. 

Esto quiere decir lo siguiente. Si los bienes de dominio 
público constituyen, como acepta toda la doctrina unáni- 
memente, un instrumento para el cumplimiento de fines 
públicos, obviamente ese carácter instrumental de los bie- 
nes de dominio público tiene que estar vinculado necesa- 
riamente a las competencias sectoriales a las que esos fi- 
nes públicos atienden. iQué ocurre con los fines públicos 
o con las competencias sectoriales? Que en un Estado 
territorial de estructura compleja como es el Estado es- 
pañol, a esos fines públicos proveen tanto la Administra- 
ción central del Estado como las comunidades autóno- 
mas, en virtud de los estatutos de autonomía y del Títu- 
lo VI11 de la Constitución. Luego el régimen jurídico del 
dominio público tiene que estar siempre vinculado a la 
competencia sectorial, al fin público atendido por una 
competencia de naturaleza vertical o sectorial. 

Por eso lo que no podemos aceptar, dogmáticamente, 
es que un título competencial horizontal, como es el que 
prevé el artículo 132.2 de la Constitución, vulnere un lar- 
go listado, en este caso comprendido por siete competen- 
cias de naturaleza vertical. Porque, iqu6 ocurre en esta 
ley? En esta ley ocurre lo siguiente: que se están confun- 
diendo, desgraciadamente -espero que no sea de forma 
interesada o planificada; quiero creer que ne-, dos con- 
ceptos jurídicos que hay que diferenciar perfectamente: 
el régimen jurídico exorbitante del dominio público, con 
aquel otro régimen jurídico del dominio público que está 
vinculado a la finalidad pública a la que instrumental- 
mente esos bienes de dominio público proveen. 

El régimen jurídico exorbitante que ha de reconocerse 
al Estado -puesto que es una competencia exclusiva del 
Estado por mor de los artículos 132.2 y 149.1.18 de la 
Constitución-, ese régimen exorbitante sólo posibilita re- 
gular lo siguiente: uso, afectación, carácter inembargable, 
carácter inalienable y .denominación y protección. Ahí 
acaba la habilitación estatal competencial en esta mate- 
ria. Exactamente ahí, Todo lo demás es competencia fi- 
nalista, competencia vinculada -valga la redundancia- 
a competencias sectoriales, a competencias verticales, y 
ese otro régimen jurídico que no se diferencia en esta ley 
corresponde articularlo a aquel órgano que tiene atribui- 
da esa competencia. 

Esta es la confusión que no se supera en esta ley y es 
la que nos impide, desde una perspectiva competencial, 
apoyar con nuestros votos el proyecto. 

Me voy a adelantar a su réplica. Sé que me va a decir 
que hay una disposición transitoria séptima que recono- 
ce formalmente las competencias autonómicas al decir 
que esta ley se aplicará sin menoscabo de lo dispuesto en 
la distribución competencial configurada por el Título 
VI11 de la Constitución y por el estatuto de autonomía. 
Pero le tengo que decir sinceramente que esa disposición 
transitoria séptima es algo así como posibilitar la cuadra- 
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tura del círculo. Esa disposición transitoria séptima es 
inaplicable en su tenor literal. En principio, si ustedes 
pretenden aplicar de forma uniforme esta ley a toda la 
costa, a todo el litoral del Estado español (no sólo esta 
ley, sino incluso las disposiciones de desarrollo, para lo 
cual ya habilita la ley a la Administración central del Es- 
tado) esa disposición transitoria séptima les inhabilita 
para ello. 

Pero no sólo eso. Esa disposición transitoria séptima, 
si tuviese una vocación sincera y honesta de respetar.com- 
petencias autonómicas, desproveería de tal magnitud de 
contenido a esta ley que quedaría desnuda, prácticamen- 
te quedaría inaplicable, porque esta disposición transito- 
ria séptima obligaría a respetar tantas competencias ver- 
ticales -reconocidas en estatutos de autonomía- que to- 
das o casi todas las competencias administrativas exorbi- 
tantes que se prevén en el proyecto quedarían vacías de 
contenido. Por eso no creemos en la virtualidad de esta 
cautela, de esta reserva competencial y manifestamos 
nuestro resquemor al respecto. 

Lo que sí quiero indicarle es que, puesto que ya existe 
doctrina constitucional bien configurada que hace refe- 
rencia a que el artículo 132.2 de la Constitución no cons- 
tituye un título competencial, puesto que para títulos 
competenciales tenemos que acudir necesariamente al Tí- 
tulo VI11 y a los estatutos de autonomía; que la sentencia 
5811982, de 27 de julio, establece exactamente que el ar- 
tículo 132.2 de la Constitución no es una norma atributi- 
va de competencia al Estado, subordinándose -y quiero 
subrayar esta expresión- la titularidad del dominio pú- 
blico al fin público y a la competencia que atiende, y de 
forma más precisa todavía, la sentencia 7711984, de 3 de 
julio, que es precisamente un conflicto dk competencias 
contra el Plan de Ordenación Urbana de Bilbao, estable- 
ce que a la posible concurrencia de competencias no obs- 
ta el hecho de que sea un bien de dominio público esta- 
tal., aparte de que la condición de dominio público no es 
un criterio utilizado en nuestra Constitución ni en el Es- 
tatuto de Autonomía del País Vasco para delimitar com- 
petencias; por toda esta jurisprudencia constitucional sí 
les adelanto, muy a mi pesar, que apoyaremos el posible 
recurso de inconstitucionalidad que se va a sustanciar 
contra esta ley, según han manifestado ya otros portavo- 
ces, porque entendemos que el Tribunal Constitucional, 
en la tercera sentencia, que va a ser la que va a recaer en 
virtud de estos recursos, necesariamente tendrá que apli- 
car estos criterios, por un principio de pura congruencia, 
que les obligarán necesariamente a plantear este proyec- 
to de ley desde otros parámetros sustancialmente di- 
feren tes. 

Especulando sobre la filosofía centralizadora que en 
este proyecto subyace de forma inequívoca, nosotros he- 
mos llegado a una conclusión que quizá es equivocada 
-y ustedes me corrigen en su réplica si es así- que es la 
siguiente. Estimamos que de alguna forma la Administra- 
ción central del Estado - q u e  dentro de una perspectiva 
analítica es correcta evidentemente- se ve muy condicio- 
nada dentro de sus propias competencias de planificación 
general económica - q u e  son competencias que le corres- 

ponden a la Administración central del Estado- por un 
número importante de competencias sectoriales en las 
que pueden estar, y están de hecho de forma importante, 
las de ordenación del territorio. Y que competencias que 
están reconocidas en el bloque de constitucionalidad con 
el carácter de exclusivas, tanto por la Constitución como 
por los estatutos de autonomías, se intentan convertir en 
competencias compartidas. A efectos de una planifica- 
ción, quizá desde una perspectiva central sea razonable 
una planificación coherente o racional de la propia eco- 
nomía, de las propias directrices generales del plantea- 
miento económico. 

Esta es una filosofía, una especulación quizá gratuita 
-usted me corregirá si es así-, pero que a nosotros nos 
preocupa hondamente. Es una valoración política ele- 
mental. Nos preocupa hondamente y nos preocupa de for- 
ma grave que se pretenda vulnerar la propia estructura 
competencial que deriva del bloque de constituciona- 
lidad. 

De forma esquemática y resumida estas son las argu- 
mentaciones que nos inducen a presentar esta enmienda 
de totalidad y la petición de devolución del texto al Co- 
bierno, anunciándoles, dcsgraciadamente, que incluso es- 
taríamos en la tesitura de acudir al Tribunal Constitucio- 
nal si este proyecto de Ley sale de estas Cámaras en sus 
propios términos, en los términos en los que en este mo- 
mento está concebido. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmienda del Grupo Parlamentario Mixto, Agrupación 

Tiene la palabra el señor Bravo de Laguna. 

cias, señor Olabarría. 

de Diputados del Partido Liberal. 

El señor BRAVO DE LAGUNA BERMUDEZ: Señoras 
y señores Diputados, es evidente que el debate del pro- 
yecto de ley de costas es una discusión importante. No en 
vano se ha referido el señor Ministro en su exposición de 
esta mañana a que durante más de dos años el Ministerio 
ha utilizado anteproyectos y ha recabado la opinión de 
distintos sectores afectados por este proyecto de ley, y de 
distintas administraciones públicas y organizaciones de 
variado signo. 

Es un debate desde luego jurídico en el sentido de que 
la ley tiene unas fuertes connotaciones con el campo del 
Derecho, con una concepci6n jurfdica de lo que es el do- 
minio público, sus relaciones con el dominio privado, las 
relaciones entre distintas administraciones públicas, et- 
cétera, pero es evidente también que es un debate en tér- 
minos estrictamente políticos. En esos términos políticos 
es donde yo sitúo la afirmación que esta mañana se ha- 
cía, de alguna manera velada, por el señor Ministro de 
Obras Públicas de que detrás de la oposición -no creo 
que se refiriese a la oposición parlamentaria, pero de la 
oposición social que de alguna manera ha generado esta 
ley- existía la defensa de determinados intereses econó- 
micos. Esto no deja de ser más que un argumento para ha- 
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cer derivar a su favor la opinión pública sobre esta dis- 
cusión del proyecto de ley. 

De todas maneras, no hace falta que el señor Ministro 
insista demasiado. Yo he escuchado el Telediario de esta 
tarde a las tres, y ya la Televisión Espaiiola sancionaba 
que ésta era una buena ley, que es una ley que va a arre- 
glar los problemas de las costas españolas, va a evitar la 
especulación y va a permitir que todos los ciudadanos es- 
pañoles utilicen las playas y el mar libremente, como si 
en este momento hubiese una restricción, al menos im- 
portante, que exi iese esa rectificación fundamental en la 
legislación española. 

Yo creo que esa imputación de que detrás de la oposi- 
ción a esta ley existen intereses económicos, es tan injus- 
ta como si nosotros dijésemos desde aquí que en el pro- 
yecto de ley se alientan otros intereses económicos. Por 
ejemplo, el señor Ministro sabe que no solamente lo que 
él ha indicado de que por parte de determinadas corpo- 
raciones locales se estén realizando actos apresurados de 
calificación para acogerse a la normativa anterior, sino 
que el simple hecho de que se establezca una zona de in- 
fluencia de un kilómetro de ancho en las costas españo- 
las, aun no urbanas o urbanizables, ha supuesto una gran 
especulación sobre la parte de las zonas de costa que tie- 
nen la consideración de urbana o urbanizable y están en 
primera línea. Sin embargo, a nadie se le ocurre decir que 
el proyecto fomenta intereses especulativos. O como cuan- 
do en la exposición de motivos del proyecto de ley se dice 
que ampliando las actuales servidumbres se consigue rea- 
nimar económicamente una franja más ancha del territo- 
rio, no por ello alguien va a pensar que se estén alentan- 
do especulaciones sobre una segunda o tercera fila en re- 
lación con las zonas próximas a la costa. 

Por tanto, yo creo que el debate no es saber qué intere- 
ses están representados detrás de cada una de las posicio- 
nes políticas, sino que realmente es hacer una discusión 
sobre si este proyecto de ley es el más adecuado para so- 
lucionar los problemas generales, como ya se ha indica- 
do, por la propia desidia de la Administración y que no- 
sotros no consideramos, en principio, tan graves en cuan- 
to a su generalización como aquí esta mañana se ha 
indicado. 

A nuestro juicio, esta ley no resuelve los problemas pre- 
sentados y no nos tranquiliza que sea una ley de más de 
cien artículos. Esta mañana el señor Ministro se ha refe- 
rido a la ley de 1969, que es muy criticable desde muchos 
aspectos, pero no porque tenga 21 artículos; a mí no me 
parece que una ley porque tenga 21 artículos sea intrín- 
secamene mala, ya que una ley que tiene más de cien ar- 
tículos, como ésta, podría quedar perfectamente reduci- 
da, puesto que muchos de ellos, como quizá después ten- 
dré ocasión de indicar, son evidentemente superfluos o re- 
petitivos, cuando no claramente inadecuados para resol- 
ver los problemas planteados. 

Nuestra enmienda de totalidad se basa, fundamental- 
mente, en los siguientes aspectos: Esta ley contiene in- 
correcciones graves desde el punto de vista de técnica ju- 
rídica. Contiene un exceso de inervencionismo estatal, in- 
cluso en las materias que son competencia del Estado. In- 

5 

vade competencias de las comunidades autónomas y de 
las corporaciones locales y no contiene una adecuada re- 
gulación de lcs derechos adquiridos. A esto se podría aña- 
dir un motivo más que se ha puesto de relieve muy bri- 
llantemente por oradores anteriores: la inexistencia de un 
tratamiento diferencial según la circunstancia territorial 
de cada una de las costas. No se puede tratar con este uni- 
formismo, con esta visión absolutamente uniformadora, 
a 8.000 kilómetros de costas españolas. Piense el señor Mi- 
nistro y los señores Diputados en lo que es la realidad in- 
sular y comprobarán cómo esta regulación absolutamen- 
te homogénea, planteada desde el Ministerio de Obras Pú- 
blicas, es claramente inadecuada y en algunos casos afec- 
ta a porciones muy considerables del territorio insular. 
Piénsese también, señor Ministro, que para una provin- 
cia interior hablar de un kilómetro de zona de influencia 
no tiene quizá una transcendencia excesiva, pero en un 
territorio como mi propia isla, Gran Canaria, que tiene 
1.700 kilómetros cuadrados, el que afecte a 170 kilóme- 
tros cuadrados es hacerlo al 10 por ciento del territorio 
insular. No digamos si esa isla es más pequeña como pue- 
de ser Ibiza, Gomera, o en franjas más estrechas, como 
en Fuerteventura, la punta de Jandía, lo que significa es- 
tablece, una zona de influencia de un kilómetro en un sen- 
tido y en otro. 

Es evidente, señoras y señores Diputados, que las críti- 
cas que se hacen desde la oposición en este acto parla- 
mentario, y anteriormente desde sectores sociales sobre 
esta ley, no son críticas que provengan exclusivamente de 
sectores hostiles al Gobierno. Exisen informes, como sabe 
muy bien el señor Ministro, incluso de la Secretaría Ge- 
neral Técnica del Ministerio de Obras.Públicas, bien que 
son referidos al anteproyecto de ley, no a la última ver- 
sión, pero teniendo en cuenta que muchos de los defectos 
de aquellos anteproyectos subsisten en la actual versión 
remitida a las Cortes, son críticas muy importantes a la 
concepción que emanaba de algún otro centro directivo 
del propio Ministerio de Obras Públicas. Por ejemplo, en 
el informe de la Secretaría General Técnica del MOPU, se 
decía, con respecto a un anteproyecto de ley, que el ar- 
tículo 27 tal y como estaba redactado, podría ser incons- 
titucional. El artículo 28 se considera inconstitucional. El 
artículo 29.1 se estima también inconstitucional por afec- 
tar al contenido esencial del derecho de propiedad. El ar- 
tículo 110 se considera inconstitucional por ser contrario 
al principio de seguridad jurídica. Asimismo, la disposi- 
ción transitoria primera se considera inconstitucional. 
Esto en un informe de la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de Obras Públicas. Nada de oposición política 
y nada de intereses más o menos ocultos detrás de secto- 
res afectados por la Ley. 

Pese a ello, es evidente que la necesidad de ordenar la 
regulación sobre las costas españolas es compartida, creo, 
unánimemente por todos los grupos de la oposición. Pero 
no es éste el proyecto de ley, nos parece, que pueda hacer 
frente a los problemas planteados. 

En primer lugar, el contenido del proyecto de ley es no- 
tablemente más extenso que el que corresponde a su ní- 
brica, incluso del que parece necesario abarcar. No sólo 
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se regula el régimen jurídico de las costas españolas, sino 
que entra en la regulación de materias que hasta esta fe- 
cha son objeto de otra normativa específica. Por ejemplo, 
el tema de vertidos que aquf se ha mencionado. Los ver- 
tidos acaban de ser regulados, en cuanto a la prohibición 
de una serie de ellos, por la reciente Ley de Aguas; en ella 
se establece una sanción, por cierto, de 50 millones de pe- 
setas. Después, la Ley de Residuos Tóxicos establece tam- 
bién una sanción de 100 millones de pesetas refiriéndose 
a lo mismo, y ahora la ley de costas establece una san- 
ción de 200 millones por los vertidos. Bien es verdad que 
se me puede decir que son vertidos distintos y según dón- 
de se produzcan, pero, en definitiva, jno crea una gran in- 
seguridad jurídica que tres textos normativos tan recie- 
nes y tan próximos establezcan un régimen sancionador 
tan distinto y en todo caso siempre agravado? 

En segundo lugar, la futura ley de costas, si prospera 
tal y como la ha presentado el Gobierno, habrá de gene- 
rar problemas de atribución de competencias. Ya se ha se- 
ñalado esta mañana que era un posible semillero de con- 
flictos administrativos y nosotros lo reiteramos porque es- 
taba muy bien esa expresión. Problemas de atribución de 
competencias entre las comunidades autónomas y el Es- 
tado. Distintos oradores se han hecho eco de ello y no voy 
a insistir demasiado. Otros han remarcado la sentencia 
de 3 de julio de 1984, la número 77, del Tribunal Consti- 
tucional que habla de que la condición de dominio públi- 
co que establece la Constitución en el artículo 132.2 no 
significa atribución de competencias, es meramente una 
atribución de categoría de bien. Los bienes que define la 
Constitución son de dominio público estatal, pero eso no 
significa que la competencia corresponda eper se* al Es- 
tado, como muy bien ha dicho en un tema similar el Tri- 
bunal Constitucional al resolver una cuestión planteada 
con la Comunidad Autónoma del País Vasco. 

Fn este sentido, los estatutos de autonomía establecen 
las distintas funciones de las comunidades autónomas en 
materia de ordenación del territorio: urbanismo, vivien- 
da, ordenación del litoral y medio ambiente. ¿Todo ello 
no queda de alguna manera derogado por este proyecto 
de ley tal como viene remitido? ¿Qué pasa con los artícu- 
los 9.9 y 9.15 del Estatuto de Cataluña; el 10.3 del de Ba- 
leares, y el 29, en sus apartados 1 1  y 16, del Estatuto de 
Canarias, por citar algunos ejemplos? Es evidente, seño- 
rías, que se afecta también a lo que es el ámbito normal 
ordinario nunca discutido de las corporaciones locales: la 
materia de urbanismo. 

Pero si quieren SS. SS. que se ponga algún ejemplo de 
cómo este intervencionismo administrativo puede afectar 
no s610 a las competencias de las comunidades aut6no- 
mas, sino a las tradicionales de las corporaciones locales, 
les voy a citar el artículo 34 del proyecto de ley. ¿Qué dice 
el artículo 34? Dice que la Administración del Estado dic- 
tará normas generales y específicas para tramos de costa 
determinados y establece una serie de apartados donde 
esa Administración pública del Estado puede dictar esas 
normas. 

El proyecto de ley dice que la Administración del Es- 
tado puede dictar normas en materias, por ejemplo, de ré- 

gimen de utilización de playas, seguridad humana en los 
lugares de baño y demás condiciones generales sobre uso 
de aquélla y sus instalaciones. ¿Es que la Administración 
del Estado va a establecer incluso la más mínima regula- 
ción sobre dónde debe estar una caseta de la Cruz Roja 
del Mar en una playa determinada? Lo dice aquí, que la 
Administración dictará normas generales sobre la seguri- 
dad humana en los lugares de baño. Y añade, las normas 
específicas -normas generales y específicas, lo dice-, se- 
rán sometidas -menos mal, se da un papel aquí a las co- 
munidades autónomas y a las corporaciones locales- a 
informe de la comunidad autónoma y ayuntamiento 
correspondiente con carácter previo a su aprobación. Ni 
siquiera con carácter vinculante, con carácter previo. Un 
informe previo basta para regular desde la Administra- 
ción central una competencia que normalmente viene 
atribuida a los ayuntamientos o a las comunidades au- 
tónomas. 

El proyecto de ley también introduce fundamentales 
modificaciones en el régimen jurídico de la propiedad pri- 
vada colindante con la zona marítimo-terreitre. Este es 
un tema en el que quizás no se ha puesto tanto énfasis 
por los intervinientes anteriores, pero quiero detenerme 
algún instante en él. 

Señorías, todos estamos de acuerdo en la protección de 
lo que es el demanio natural de la zona marítimo-terres- 
tre (creo que poca discusión hay al respecto): lo que es el 
mar, lo que son las playas, las riberas, las zonas maríti- 
mo-terrestres en su sentid? constitucional, el mar territo- 
rial, la zona económica del mar territorial. Pero, Leso sig- 
nifica que la Administración pueda afectar, y sin derecho 
alguno a indemnización, a las propiedades privadas co- 
lindantes con esa zona marítimo-terrestre por encima de 
lo que se considere razonable? ¿Es que se considera razo- 
nable, en todo caso, en toda circunstancia y para cual- 
quier territorio, lo que se denomina -indebidamente, por 
cierto- servidumbre de protección en la ley? No es una 
servidumbre -se ha dicho anteriormente-, es una zona 
de protección, y nosotros, en una enmienda parcial, pre- 
tendemos, al menos, que se introduzca esta mejora técni- 
ca. Cien metros, ampliables además discrecionalmente a 
otros cien metros más, no de la zona de dominio público, 
sino de la colindante con el dominio público, que se limi- 
ta gravemente la propiedad privada sin derecho alguno a 
indemnización por virtud de esta ley. 

Caracteriza, asimismo, este proyecto de ley un gran ám- 
bito de discrecionalidad administrativa, que se manifies- 
ta tanto en la expresa prohibición de competencias como 
en las remisiones al reglamento para la determinación de 
elementm esenciales de concesiones o autorizaciones. En 
esto hay aspectos verdaderamente deplorables en el pro- 
yecto de ley, señor Ministro. 

¿Cómo se puede decir, por ejemplo, en el artículo 55, 
que las autorizaciones del dominio público pueden ser re- 
vocadas por la Administración unilateralmente, sin dere- 
cho a indemnización, por ejemplo, porque sean incompa- 
tibles con normas posteriores? Es decir, la Administra- 
ción da una autorización a un particular, para lo que sea, 
para un uso - c o m o  ya se ha indicado muy claramente- 
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no privativo, que supondría una concesión, sino para un 
uso específico, especial sobre ese dominio público, pero 
no privativo, y después la Administración se lo puede re- 
vocar en cualquier momento si dicta una norma que se 
considere que es incompatible con esa autorización. 
¿Quién es la responsable de esa norma posterior? La pro- 
pia Administración. Si hay que revocar la autorización, 
que sea, al menos, con indemnización de los perjuicios 
causados; parece elemental. 

Lo mismo sucede en el artículo 66, cuando se trata de 
la extracción de arenas. También, si hay una incompati- 
bilidad con un uso posterior que la Administración deter- 
mine como preferente, se puede revocar la autorización 
sin ningún derecho de indemnización. 

Abarca la ley el llamado problema de los enclaves de 
propiedad privada, con una solución quizás excesivamen- 
te rigurosa, teniendo en cuenta que el Tribunal Supremo 
todavía no se ha pronunciado sobre los derechos de pro- 
piedad particular en los llamados enclaves en zonas de 
dominio público. 

A mí me parece, en todo caso, que hay algo francamen- 
te criticable en el proyecto de ley. La disposición transi- 
toria primera hace de mejor derecho al que le es recono- 
cida su propiedad privada en un enclave por sentencia ju- 
dicial, que a quien la tenga pacíficamente ostentada e ins- 
crita en el Registro de la Propiedad sin ningún conflicto 
jurisdiccional. De manera que ustedes dicen, disposición 
transitoria primera: Quienes hayan obtenido su reconoci- 
miento por sentencia judicial, se verán amparados en ese 
reconocimiento de la propiedad privada. Y nosotros plan- 
teamos, ¿qué ocurre con quien tiene reconocida la propie- 
dad privada en el Registro de la Propiedad pacíficamen- 
te, sin necesidad de que haya tenido que acudir a los Tri- 
bunales y sin que la Administración se lo haya discutido? 
Lo hacen ustedes de peor condición que quien se ha visto 
sometido a un conflicto de carácter jurisdiccional. 

Podríamos seguir enumerando variados problemas que 
plantea el proyecto de ley. Por ejemplo, la determinación, 
en el artículo 4:, de que, en todo caso, los terrenos gana- 
dos al mar son siempre de dominio público nos parece 
sencillamente un djsparate. En algunas zonas -y le vuel- 
vo a poner, y lamento citarlo de nuevo, el ejemplo de ca-  
narias, pero es el territorio que más conozco, obviamen- 
te-, como, por ejemplo, los terrenos ganados al mar en 
la ciudad de Las Palmas de Gran Canaria, se plantea que 
teóricamente el Estado podría recuperar, en virtud de 
esta ley, toda una serie de terrenos que el propio Patri- 
monio del Estado se encargó de enajenar a los ayunta- 
mientos y a los particulares. También se habla, en el ar- 
tículo 4.4, de que forman parte del dominio público aque- 
llos terrenos que hayan perdido las características natu- 
rales de playa o zona marítimo-terrestre. Pero, ¿cómo se 
puede incurrir en un defecto técnico tan import'ante como 
éste? Cuando los terrenos han perdido la copsideración, 
por razones naturales, de playa o zona marítimo-terres- 
tre dejan de ser de dominio público y pasan a ser bienes 
patrimoniales del Estado. Esto es doctrina consagrada en 
la Ley de Patrimonio del Estado y no tiene por qué cam- 
biarse. Es contradictorio. Se está defendiendo el dominio 

natural, y ustedes dicen: También forma parte de ese do- 
minio natural lo que ha perdido las características de do- 
minio natural. No tiene ningún sentido. 

Señor Ministro, el artículo 13 señala algo exorbitante. 
Se le da al deslinde administrativo no sólamente la fun- 
ción de declarar la posesión - q u e  ya de por sí es impor- 
tante pero que reconocemos como lícito- a favor del Es- 
tado de un determinado territorio sobre el que exista dis- 
cusión entre la Administración y un partic-ular sobre si es 
zona de dominio público, sino que el deslinde adminis- 
trativo puede hacer que ese territorio pase a manos de la 
Administración. El legislador nunca se había atrevido a 
ir tan lejos como ustedes han hecho. Según el artículo 13, 
la resolución de aprobación del deslinde administrativo 
puede alterar el dominio de un determinado terreno y 
puede hacer rectificar el Registro de la Propiedad en fa- 
vor de la Administración. De manera que un deslinde, re- 
suelto por un mero técnico del Ministerio de Obras Públi- 
cas, en la Jefatura Provincial de Costas, puede hacer que 
una persona se encuentre desprovista de su propiedad, le 
rectifican su inscripción en el Registro de la Propiedad y 
pasa a ser X del Estado. Naturalmente se dice -¡menos 
mal!- que el particular puede acudir a los tribunales, en 
defensa de su derecho; pero, de momento, ha perdido no 
solamente la posesión, sino también la propiedad. 

En definitiva, sefiorías, he tratado de poner de relieve 
algunos de los aspectos claramente rechazables de este 
proyecto de ley, que, además, tal y como se nos ha pre- 
sentado por el señor Ministro, plantea una cara hostil de 
la Administración con respecto al administrado. Se nos 
ha hablado de urbanismo especulativo, de presión circu- 
latoria, de exageración urbanística, etcétera. Yo creo que 
esos problemas existen (todos somos conscientes de ello) 
pero no en esa dosis tan generalizada que ha indicado el 
señor Ministro, quien, en cierto modo, no diré que ha sido 
catastrofista, pero ha prevenido sobre el posible desvío de 
las corrientes turísticas hacia nuestro país. Considero que 
hubiera sido bueno también haber reconocido que mu- 
chas de esas actividades, tan denostadas hoy han contri- 
buido a que nuestro país sea hoy una de las primeras po- 
tencias en materia turística; que, muchas veces, las cosas 
se han hecho bien, y que si esta ley fuese en la línea de 
hacer las cosas bien, desde luego contaría con nuestro 
apoyo. Piense lo que sería una adecuada coordinación en- 
tre las distintas Administraciones públicas, respetando la 
esfera competencia1 de todas ellas, con un apropiado res- 
peto entre la propiedad pública y la propiedad particu- 
lar; y lo que sería también un respeto al medio ambiente, 
al paisaje y a las características peculiares de cada uno 
de los territorios. 

Termino con un ejemplo de mi tierra. Es sabido -los 
que la conozcan seguramente compartirán este juicio- 
que hay una isla, la isla de Lanzarote,,eq.la que se han 
combinado, creo que muy adecuadamente, las caracterís- 
ticas paisajísticas con un urbanismo importante, porque 
lo demandaba un sector cada vez más creciente en las is- 
las, como es el turismo, se ha combinado -repite+ con 
un adecuado respeto al medio ambiente, al paisaje y al 
buen gusto. Todas esas cosas deberían de combinarse en 
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este proyecto de ley. Mucho me temo que ni siquiera con 
enmiendas parciales sea posible corregir algunos de los 
dislates que, a nuestro juicio, contiene y que nos han he- 
cho presentar una enmienda de devolución. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Carro Martfnez): Gra- 
cias, señor Bravo de Laguna. Restan las enmiendas del 
Grupo Mixto, que son dos: la del señor Bernárdez y la del 
señor Mardones, que se repartirán el tiempo de interven- 
ción. El señor Mardones tiene la palabra para consumir 
la mitad del tiempo en la defensa de su enmienda. 

El señor MARDONES SEVILLA: Con la venia, señor 
Presidente, señoras y señores Diputados, subo a la tribu- 
na para defender la enmienda de totalidad de devolución 
al Gobierno, para la reconsideración de este proyecto de 
ley de costas, en nombre de las Agrupaciones Indepen- 
dientes de Canarias. Y lo hago bajo un sentido de respon- 
sabilidad, pero también de honda preocupación. 

Para empezar (dentro del tiempo limitado de que dis- 
pongo, repartido con mi compañero de Coalición Galle- 
ga), queremos decir al señor Ministro, y con él al Gobier- 
no y a esta Cámara, lo siguiente. Nosotros estamos en con- 
tra de la especulación, pero la especulación que tambih  
se corrija con otras leyes fiscales, económicas, hacendís- 
ticas del Estado. Estamos en contra de la degradación y 
del deterioro de nuestras cost&. Estamos por el no a la 
privatización de playas. Pero estamos por el sí a la pro- 
tección de nuestro medio ambiente; estamos por el sf al 
uso y disfrute de nuestros mares; estamos por el no a las 
pantallas arquitectónicas; pero estamos por el no a que 
se conculquen los principios consagrados en el Títu- 
lo VI11 de la Constitución española y en el Estatuto de Au- 
tonomía, en este caso concretamente el de Canarias. 

De una simple lectura, señor Ministro, señoras y seño- 
res Diputados, nos parece que este proyecto de ley -aquí 
entra la primera justificación de nuestra enmienda- vul- 
nera o conculca, nada más y nada menos, que cinco gran- 
des renglones legislativos de nuestro país. En primer lu- 
gar, el Título VI11 de la Constitución, se vulnera incluso, 
el principio del reconocimiento del hecho insular aplican- 
do esta ley de costas para Canarias. En segundo lugar, se 
vulnera o se conculca la vigente Ley del Suelo. En tercer 
lugar, se vulnera y conculca el Estatuto de Autonomía de 
Canarias, al menos en dos artículos, los números 29 y 34. 
En cuarto lugar, se vulnera la LOTRAC, la Ley de Trans- 
ferencias a la Comunidad Autónoma de Canarias. Y en 
quinto lugar, se vulnera la Ley Reguladora de Bases de 
Régimen Local. Con estos cinco principios como botón de 
muestra hay suficiente para que hagamos una reflexión y 
una consideración, preocupándome de que hay aspectos 
aquí que desbordan -ya lo diremos más tarde- las com- 
petencias de determinadas actividades especfficas en el 
campo que se ha querido centrar esta Ley. 

Exponfa en la intervención de esta mañana el señor 
Roca, como porvatoz de Minoría Catalana, una serie de 
principios que nosotros aceptamos y ratificamos, por lo 
que no voy a insistir en ellos. No obstante, yo añadiría 

una frase más: Si hay una imputación para abolir las Le- 
yes anteriores, tanto la vigente Ley de Costas como la de 
Protección de Costas Españolas, de 1980; y se quiere traer 
este proyecto de ley como panacea que remedie esos ma- 
les, yo diría que este proyecto de ley va a incrementar las 
posibilidades de dejación administrativa, las va a poten- 
ciar, por una serie de razones que ya se han ido exponien- 
do aquí. 

Señorías, esta ley tiene para nosotros, vista desde Ca- 
narias, algo que nos puede llevar no sólo a la preocupa- 
ción, como decía antes, sino el sarcasmo. Fíjense ustedes 
que el redactor entra en una especie de dinámica febril al 
atribuirle ciertas competencias a un Estado central pues 
ya en los primeros artículos de la ley, concretamente en 
el 3.", al definir lo que son bienes de dominio público ma- 
rítimo-terrestre -como si no lo hubiera definido ya el ar- 
tículo 132 de la Constitución-, se introducen, como una 
especie de remache, no solamente los aspectos de la ribe- 
ra del mar y de las rías, sino el mar territorial, las aguas 
interiores, los recursos naturales de la zona económica, y 
la plataforma continental. En estos momentos, en Cana- 
rias, con los problemas del acuerdo pesquero Comunidad 
Económica-Marruecos, esto suena verdaderamente a sar- 
casmo. Que se recoja en la ley de costas algo que no tiene 
que ver absolutamente nada con ella, como son mar terri- 
torial y la zona económica, es un problema de grave con- 
sideración. Esto nos hace anunciar, como ya han hecho 
otros oradores, que nos sumaremos a la presentación de 
un recurso de inconstitucionalidad, fundamentalmente 
por esta grave conculcación de las competencias de la Co- 
munidad Autónoma canaria, contempladas en el Títu- 
lo VIII, de la Constitución, pues no se reconoce el hecho 
insular y se conculca el Estatuto de Autonomía de Cana- 
rias, de 1980, así como la propia LOTRAC. (El señor Vi- 
cepresidente, Torres Bouisault, ocupa la presidencia.) 

Señor Ministro, si con la vigente Ley de 1980 que pro- 
tege las costas, continuadora y complementaria de la Ley 
de Costas de 1969 se han producido, mediante un ejerci- 
cio de la competencia estatal los males que existen y con 
los que estamos de acuerdo, deje que las Comunidades Au- 
tónomas y sus ayuntamientos legislen sobre esta materia, 
porque prácticamente desde 1980 no ha habido tiempo 
para ejercer una acción correctora, que se ha venido ha- 
ciendo porque todas esas pantallas arquitectónicas, de las 
que ya se ha hablado esta mañana en cuanto al grado de 
responsabilidades, también tienen fechas. Son las Comu- 
nidades Autónomas las que vienen ahora con una sensi- 
bilidad en cuanto al fondo del problema, que comparti- 
mos, que está en la exposición de motivos, pero que no se 
recoge en el articulado. El articulado es tímido porque 
viene a legalizar una situación que ha sido denunciada en 
la exposición de motivos de la ley con la que estamos 
conformes. 
¿Qué pasa con todas esas industrias situadas en nues- 

tras costas -por ejemplo, las del sector petroquímico- 
y con la contaminación permanente que sigue producién- 
dose? iDónde va a haber una capacidad reguladora de las 
Administraciones públicas? En el proyecto de ley, señor 
Ministro, se dice que esas competencias que se van a de- 
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jar para las Comunidades Autónomas (que teóricamente 
las van a seguir ejerciendo) podrán asumirlas en un nivel 
más riguroso porque la legislación del Estado, lo que va 
a ser competencia del Estado, es de mínimos. Y yo pre- 
gunto: ¿De qué mínimos? ¿Qué máximos les van a que- 
dar a las Comunidades Autónomas para legislar ante una 
avalancha de competencia estatal en todo el texto del pro- 
yecto de ley? Lo resumo en dos ejemplos. 

Nuestro compañero de Cámara, de la Agrupación del 
Partido Liberal, señor Bravo de Laguna, señalaba el pro- 
blema de los 1.000 metros de la zona de influencia, que 
junto a lo que decía el senor Roca esta mañana nos lle- 
van a afirmar que en la isla de La Graciosa, del Archipié- 
lago Canario, no es que vaya a residir el MOPU en la ca- 
pital, es que se puede quedar con la isla. 

En los 119 artículos del proyecto de ley la competencia 
estatal se invoca en 54 ocasiones, y la de las comunida- 
des autónomas sólo en tres. Lo grave es que con este pro- 
yecto de ley se va a hacer no sólo una sustracción -a 
nuestro juicio, inconstitucional- de lo que se pretende 
como una auténtica rectificación de lo pactado y aproba- 
do en las Cámaras como ley orgánica entre el Estado y 
las Comunidades Autónomas, que el Estado transfirió a 
las Comunidades Autónomas en razón de principios cons- 
titucionales. No recuerdo yo, ni nadie puede decir, que en 
el artículo 149 de la Constitución el Estado se reservara 
la ordenación del litoral. Tenemos que decir que aquí se 
va a producir un fenómeno políticamente muy grave: un 
drenaje de lo conseguido al amparo del Título VI11 de la 
Constitución y de un modelo político de la organización 
del Estado español, por medio del cual se va a rectificar 
lo pactado. Esto equivale a volver sobre los propios acuer- 
dos constitucionales que se adoptaron en esta Cámara por 
un camino que nos parece, por unilateral, inadmisible. 
Esto, señorías, es muy grave. 

Para terminar rápidamente, señoras y señores Diputa- 
dos cuando decía que se conculca la Ley de Bases de Ré- 
gimen Local es porque a los ayuntamientos se les está qui- 
tando lo que pi siquiera se les había transferido como 
competencia propia en la propia Ley de Bases. 

Señor Ministro, la mejor ley de costas para Canarias es 
la que al amparo constitucional y del Estatuto de Auto- 
nomía haría la propia institución orgánica representati- 
va y democrática canaria: el propio Parlamento au- 
tónomo. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Enmienda del Grupo Parlamentario Mixto, suscrita por 
cias, señor Mardones. 

el señor Bernárdez. Tiene la palabra. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. 

Señorías, señor Ministro, suprimiré los preámbulos en 
aras de la economía de tiempo. 

Me gustaría decir, antes de empezar y como respuesta 
a algunas manifestaciones catastrofistas del señor Minis- 
tro, que yo creo que no ha sido todo tan negativo hasta 

ahora. Al  menos, habría que reconocer que la reducción 
de costes en edificaciones turísticas ha marcado el carác- 
ter social de muchas áreas próximas al mar. Por lo me- 
nos, reconocerá el seAor Ministro que España no es igual 
y que las distintas orograftas exigen tratamientos distin- 
tos. No comparto la afirmación de esta mañana de que la 
legislación actual ha convertido la ribera del mar en terre- 
no de pocos. Creo que ha sido todo lo contrario, que esto 
ha facilitado el acceso a esas áreas a muchas personas de 
baja capacidad económica. Por ello, tengo mis reservas 
hacia ese sentido social, hacia ese cara al sol que prego- 
naba el señor Ministro esta mañana y que atribuía al pro- 
yecto que hoy nos presenta. Estimo que su impacto en la 
construcción va a ser negativo y que va a contribuir al en- 
carecimiento del producto inmobiliario turístico. 

A pesar de ello, Coalición Galega hubiera apoyado esta 
ley si no fuese por el respeto que debemos a un Estado de 
Derecho y, además, a un Estado autonómico. Existen unos 
derechos individuales, y unas competencias de las Comu- 
nidades Autónomas que la legislación estatal está obliga- 
da a respetar, y yo entiendo que esta Ley no las respeta. 
El señor Ministro ha puesto especial énfasis esta mañana 
en estos dos puntos, pero yo tengo que decir que me ha 
dejado como estaba. Sus palabras han sido teóricas, pero 
eslán en franca contradicción con la letra práctica que es- 
tablece la ley. 

En esta línea, lo que la Ley de Costas, de 26 de abril de 
1969, desde una organizacitín centralista y autocrática, no 
permitió, se lo permite la ley que se nos presenta hoy, que 
me atrevería a calificar bajo el signo de absolutista y pre- 
potente. Provoca inseguridad jurídica por su falta de co- 
herencia con el ordenamiento'jurídico, por su considera- 
ble dosis de irracionalidad, por la falta de protección de 
los derechos adquiridos, por la carencia del valor de pro- 
tección registral, por la retroactividad de la ley y por la 
falta de indemnización a los titulares de derechos, en el 
caso de que se les prive de los mismos. En resumen, se- 
ñor Ministro, hay una falta absoluta de respeto a la pro- 
piedad privada y a los legítimos derechos de los par- 
ticulares. 

No voy a entrar, porque no tengo tiempo, en un análi- 
sis detallado del articulado. Pero, aparte de citar los ar- 
tículos 3: y 4.", en los que se definen los bienes de domi- 
nio público de carácter marítimo-terrestre estatal, sin que 
haya el más mínimo respeto a las situaciones anteriores, 
me gustaría leer el artículo 7:, que dice textualmente: «no 
se admitirán más derechos que los de uso y aprovecha- 
miento adquiridos de acuerdo con la presente Ley, care- 
ciendo de todo valor optativo frente al dominio público 
las detentaciones privadas, por prolongadas que sean en 
el tiempo y aunque aparezcan amparadas por asientos del 
Registro de la PropiedadB. Señor Ministro, a mí me pa- 
rece claramente aberrante. 

En un solo artículo se infringe el respeto a la propie- 
dad privada, el principio de irretroactividad de las leyes; 
se vulneran los derechos adquiridos, y hay una falta de 
respeto al derecho de indemnización. Todas SS. SS.  co- 
nocerán ejemplos de construcciones en primera línea del 
mar, realizadas encima de la playa o ganándole, incluso, 
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terreno a ésta. Pues, fíjense en lo que dice el artículo 7." 
sobre todos estos terrenos. Peor situación aún tendrán los 
terrenos ganados al mar, sin título administrativo sufi- 
ciente, ya que continuarán siendo de dominio público. 

Voy a pasar por alto las alusiones a los artículos núme- 
ros 12, 15, 23, 25 y 55, que son demostrativos de lo que 
acabo de exponer. En ellos se demuestra que en este pro- 
yecto hay una quiebra total del principio de seguridad ju- 
rídica, que conlleva la existencia de unas reglas inaltera- 
bles y claras que permiten la convivencia en el seno de la 
comunidad, por encima de cambios políticos y medidas 
de gobierno o de ordenación de la propia convivencia. 

No se respetan las reglas del juego, señor Ministro. No 
es bueno que los ciudadanos no tengan la garantía de que 
cuando un Parlamento legisla las normas que aprueba 
sólo afectarán a situaciones futuras, y de que lo realizado 
al amparo de una normativa puede perder su validez y 
protección jurídica. 

Si todo esto es importante no lo es menos la vulnera- 
ción en todo el articulado de las competencias de las Co- 
munidades Autónomas. No ya como nacionalista, señor 
Ministro, sino como ciudadano español, me resisto a que 
se le den a la Administración del Estado las facultades dis- 
crecionales que le otorga este proyecto. Me resisto a que 
el Gobierno de Madrid pase a tener una facultad omní- 
moda para determinar el valor de los terrenos del litoral 
español, como sucederá con esta ley. Me resisto -igual 
que se ha dicho antes de la isla La Graciosa- a que, por 
ejemplo, una isla como la de La Toja, que no tiene un ki- 
lómetro de punta a punta, sea declarada zona de influen- 
cia en su totalidad por un Ministro que no conoce de di- 
cha isla más que el que se toma muy bien el fresco en ve- 
rano, y que no está en condiciones de poder valorar las 
consecuencias que ello pueda tener. Además, señor Minis- 
tro, usted no está legitimado por la Constitución para to- 
mar esta determinación. Me resisto a que, una vez más, 
a través de este tipo de leyes se vayan desvirtuando los Es- 
tatutos de Autonomfa. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Le 
ruego que concluya, señor Bernárdez. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Se me ha termina- 
do el tiempo. 

No quiero hacer más alusiones a la vulneración de las 
competencias que el Estatuto de Autonomía de Galicia se- 
ñala en temas como: vertidos al mar, puertos de recreo, 
medio ambiente y urbanismo, que están contenidos en 
este proyecto de ley. 

Para terminar, quiero decir que porque las facultades 
reservadas a la Administración del Estado en este proyec- 
to de ley suponen un desconocimiento de instituciones ju- 
rídicas tan esenciales como las indicadas al comienzo de 
mi exposición, porque no tienen en cuenta tanto la reali- 
dad geográfica como económica de la materia que pre- 
tende regular; y porque, finalmente, imposibilita, no ya 
la acción, sino incluso el compartimiento de la materia, 
y en particular la concurrencia de acciones de la Comu- 
nidad Autónoma gallega en el ejercicio de las competen- 

cias atribuidas en su Estatuto de Autonomía, para cum- 
plir los objetivos que se señalan en la exposición de mo- 
tivos, es por lo que Coalición Galega presenta esta en- 
mienda a la totalidad solicitando la devolución de este 
proyecto de ley al Gobierno. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

iTurno en contra? (Pausa.) 
Por el Grupo Parlanientario Socialista, tiene la palabra 

cias señor Bernárdez. 

el señor García-Arreciado. 

El señor CARCIA-ARRECIADO BATANERO: Señor 
Presidente, señorías, al hilo de las intervenciones formu- 
ladas hasta este momento, parece que todos estamos con- 
formes en la necesidad de la Ley, en la diagnosis que se 
hace de las circunstancias que es preciso corregir, pero 
parece que cada uno quiere hacerlo a su propia manera, 
cuidando la pequeña parcelita de la que resulta ser 
responsable. 

Siguiendo las intervenciones de los Crup&, de mayor 
a menor, me siento excusado de tener que incidir en los 
argumentos que salen, como digo, al hilo de estas inter- 
venciones. El señor Calero empieza haciendo una profun- 
da relación de las normas legales, desde el año 528 -creo 
recordar-, cuyo supuesto objetivo de proteger el domi- 
nio público y las costas españolas es obvio que no ha sido 
cumplido, porque si no no estaríamos contemplando la 
urgencia y la importancia de presentar el texto que hoy 
estamos comentando. Los responsables de este desastre 
y c ó m o  no!- son precisamente los socialistas, porque 
parece ser que, a partir de 1982, es cuando se acentúa el 
deterioro de nuestras playas y de nuestras costas. La des- 
mesura y el sectarismo político tan evidente que hay en 
un razonamiento tan simple me van a excusar, señor Ca- 
lero, de perder ni un solo instante en intentar convencer 
a S .  S .  de lo contrario. 

Lo que ha ocurrido es que en el plazo de dos semanas 
hemos pasado de una intervención de la señora Estevan 
Bolea, de apoyo interesadísimo, absolutamente convin- 
cente, a una prop6sición general de ley de medio ambien- 
te, a una intervención suya de ataque frontal a una ley sec- 
torial cuyos contenidos medioambientales son verdadera- 
mente el fundamento y la razón última de la ley. 

La esencia de su discurso, señor Calero (al margen de 
algunas consideraciones, como la de que cuando haya un 
gran maremoto qué ley se aplica; cuando haya un mare- 
moto se aplica el «sálvese quien pueda» y la Ley de Pro- 
tección Civil; no tiene sentido ninguno hablar de costas 
en un desastre así) consiste en que comparte los objetivos 
de la ley. Yo creo, sencillamente, que no le molestan los 
objetivos de la ley mientras se mantenga como un uno- 
rnen iurisu, sin contenido ninguno, como una declaración 
de buena voluntad, sin darle realmente contenido jurídi- 
:o que puedan poner en peligro intereses legítimos que se 
encubren detrás de las intervenciones de todos tos Gru- 
pos, del mío también. 

Las enmiendas presentadas a este proyecto de ley han 
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marcado una frontera política clarísima en esta Cámara: 
quienes están a favor de la defensa de los intereses colec- 
tivos en posturas de progreso; y quienes defienden inte- 
reses no colectivos, intereses particulares absolutamente 
legítimos. Con la sola excepción de un Grupo, este pro- 
yecto de ley ha marcado una diferencia que muchos pre- 
tenden confundir en los últimos tiempos, que es la dife- 
rencia entre la izquierda progresista y la derecha con- 
servadora. 

Como usted no se puede oponer a la ley en base a los 
fundamentos de los informes de determinados grupos de 
presión que obran en su poder y en el mío, y que consti- 
tuyen el esquema fundamental de la intervención que us- 
ted ha efectuado, usted se inventa catorce razones de su- 
puestos fallos de técnica jurídica. Las catorce razones se 
resumen en una, ni tan siquiera en dos: Ustedes quieren 
mantener el derecho a la propiedad dentro de los límites 
de la más absoluta seguridad jurídica. Nosotros compar- 
timos esa opinión de la seguridad jurídica. Lo que no com- 
partimos es el concepto de seguridad jurídica que uste- 
des vienen a gredicar en su intervención, porque ustedes 
la entienden como la existencia de unas reglas inaltera- 
bles, ajenas a la capacidad legisladora del pueblo a tra- 
vés de sus Cámaras, y sacrilizadoras de la propiedad has- 
ta el extremo de que supuestos derechos de títulos pue- 
dan llegar a prevalecer a través del Registro de la Propie- 
dad sobre la titularidad real de estos derechos. Esa segu- 
ridad jurídica que ustedes mantienen no la compartimos 
nosotros. Sencillamente, creemos que desde ese concepto 
de la propiedad y de la seguridad jurídica que la ampara 
hubiera sido imposible el progreso social. 

Se queda usted en Santo Tomás, en Suárez, en la «ra- 
tio» y en la «voluntas», cabiendo decir -me perdonará- 
al hilo de esta parte de su intervención, que me parece 
arriesgado que después de haber hecho la intervención 
que usted ha hecho mantenga el calificativo de arrogan- 
te, bobo, petulante y cursi para los redactores del proyec- 
to de ley. (Vados señores DIPUTADOS: Muy bien, muy 
bien.) 

Yo no soy jurista, señor Calero, y mucho menos un fino 
jurista; a duras penas me mantengo pbr debajo de los 
cien, pero alcanzo a entender lo que es la uratio» y lo que 
es al «voluntas». Y la única ratio que tengo en esta ley, 
señor Calero, la única «ratio. que tiene mi Grupo, es de- 
tener la especulación salvaje donde se haya producido y 
proceder, en la medida de lo posible, a recuperar los da- 
ños causados. Y la única ((voluntas» que tengo, señor Ca- 
lero, es la que al final de la discusión de la ley se refleje 
en los marcadores electrónicos, porque ésa es la .volun- 
tas» del pueblo, ésa es la «voluntas» de esta Cámara y, 
por tanto, la «voluntasu del pueblo, 

Comenzaba su intervención diciendo que quería utili- 
zar un tono para convencer. Yo le agradezco encarecida- 
mente que el tono que ha utilizado haya sido el tono que 
utiliza usted para convencer, porque por ese camino ten- 
go la absoluta certeza de que no conseguirá usted conven- 
cer nunca a nadie. Y o  no quiero convencerle a usted. Me 
rindo de antemano. Lo que no puede ser, no puede ser y ,  
además, es imposible, decía un célebre personaje de la 

historia. Y aunque contraríe a Oscar Wilde en este caso 
concreto la mejor manera de vencer la tentación de con- 
vencerle es no caer en ella. 

El señor Roca ha hecho una intervención mesurada. ri- 
gurosa, como siempre; también muestra su acuerdo con 
los objetivos generales de la ley, pero creo que comete una 
injusticia. Le he creído entender que más o menos la ley 
viene a desarrollar el principio de que ha sido la grave de- 
jación administrativa la que ha propiciado el estado de 
nuestras costas. Yo creo que es un argumento injusto. Yo 
no me atrevería a hacerlo en contra de su Gobierno en Ca- 
taluña, a pesar de que ustedes ganaron las elecciones y lle- 
garon al poder dos años antes que nosotros. A pesar de lle- 
var dos años más, yo no me atrevería a decir que lo que 
de malo haya en las costas catalanas se debe a una deja- 
ción administrativa desde su llegada al Gobierno. 

Menciona usted las facultades de discrecionalidad del 
Gobierno del artículo 25.  Yo creo, señor Roca -y me dis- 
culpa-, que no lo hace de buena fe. Porque usted sabe 
leer perfectamente una ley, y el artículo 25 viene después 
del 22, que dice que esas medidas (El señor Roca Junyent 
pronuncia palabras que no se perciben. Risas.) ... Sí, sí, 
se pueden reír S S .  SS., pero resulta que el artículo 22 dice 
que las medidas contempladas en el artículo 25 requie- 
ren la conformidad unánime de las Corporacioines Loca- 
les y las Comunidades Autónomas afectadas. De manera 
que la discrecionalidad del Gobierno sólo es posible des- 
de compartir en los diferentes niveles de la Administra- 
ción las medidas que se desarrollan en todo el artículo 
25, porque todo él está protegido por esa cláusula del ar- 
tículo 22, no sé si punto uno o punto dos, senor Roca. 

Nosotros no despreciamos ni a las Corporaciones Loca- 
les ni a las Comunidades Autónomas. ¿Cómo vamos a ha- 
cerlo, señor Roca? ¡Si son uno de los fundamentos de 
nuestro poder en este país! ¿Cómo vamos a despreciar a 
las Comunidades Autónomas ni mucho menos a las Cor- 
poraciones Locales? Lo que queremos hacer es trabajar 
con ellas, señor Roca, y en la ley se establecen suficientes 
mecanismos de diálogo, de acuerdo, desde los que solu- 
cionar problemas de concurrencias competenciales, en los 
que ahora vamos a entrar. 

petencia. No es así, señor Roca; sobre el dominio yo creo 
que no hay duda ninguna, después de la lectura del 132.2 
de la Constitución y de la reserva de ley que hace el 132.1 
a favor de esta Cámara estatal, porque no tiene sentido 
que una reserva de ley establecida en la Constitución no 
sea a favor de esta Cámara estatal. Pues muy bien, po- 
niendo en concordancia esos dos puntos del artículo 132 
no queda ninguna duda, desde nuestro punto de vista, y 
nadie lo ha puesto en duda de quién ejerce el dominio so- 
bre los bienes definidos como públicos en los artículos 3: 
y 4: de la ley. 

El problema competencial es distinto, señor Roca, y no 
los confundimos. El problema competencial es que hay 
suficiente legislación del Tribunal Constitucional. Yo no 
voy a citar aquí ninguna; S. S. la conoce; mis informes 
también contienen suficientes sentencias del Tribunal 
Constitucional. Mire usted, yo no estoy dispuesto a subir 

Confundimos, dice usted, señor Roca, dominio con com- a 
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nunca a este escaño con el miedo «a prior¡» de que me 
amenacen con el Tribunal Constitucional. De manera que 
prescindo de lo que dicen las sentencias del Tribunal 
Constitucional, que las hay para todos los gustos. 

El problema es que hay competencias compartidas y 
esta posibilidad está recogida por sentencias del Tribunal 
Constitucional; sobre un mismo ámbito geográfico pue- 
den concurrir competencias y esa concurrencia de com- 
petencias no es nunca excluyente unas de otra. 

Esta ley que estamos haciendo aquí entre todos tiene 
la obligación ineludible de respetar las competencias es- 
pecíficas que sobre temas específicos tengan asumidas las 
Comunidades Autónomas a través de SUS estatutos de au- 
tonomía y la existencia de esas competencias específicas 
asumidas por la Comunidad Autónoma no es, a nuestro 
criterio, título suficiente para negar frontalmente la ca- 
pacidad de esta Cámara de legislar y regular con carác- 
ter general esos bienes. 
¿Y qué mecanismos ofrece la ley para superar ese pro- 

blema de concurrencia? Un mecanismo que usted ha ne- 
gado aquí en su intervención de esta mañana. Nosotros 
ofrecemos, y hay suficientes artfculos de la ley que lo es- 
tablecen, el mecanismo de los acuerdos, del diálogo, de 
la concertación, de la actuación conjunta y no faltarían, 
seAor Roca, sentencias del Tribunal Constitucional en las 
que fundamentar argumentos que hablan de prevalencia 
de competencias en estos casos, pero la ley no entra ahí, 
y como la ley no entra ahí, yo tampoco voy a entrar en 
mi intervención. Pero no faltarían razones constituciona- 
les que establecen muy claramente las prevalencias de 
competencia en el caso de que sean concurrentes. 

Usted no quiere ese mecanismo de diálogo, señor Roca. 
Es una de sus ideas más claramente dichas esta mañana 
o, al menos, más claramente por mí entendidas: quizá 
esté en un error. Usted viene a decir que nuestras compe- 
teqcias son por exclusivas excluyentes; aquí no entra el 
Estado; nosotros vamos a hacerlo mejor que el Estado o 
podemos hacerlo mejor que el Estado. Yo no me atrevo 
tampoco a decir eso del Estado. No me atrevo a decir 
quién lo hace mejor o peor. Me atrevo a decir que parece 
más sensato y más razonable que, en lugar de iniciar una 
pugna de quien lo hace mejor o peor que los demás, lo ha- 
gamos entre todos juntos, porque eso sí que será segura- 
mente una solución mejor para todos. 

El Derecho comparado dice usted que no nos favorece 
porque en Bélgica se enfatizan las competencias de las Co- 
munidades Autónomas y en Italia se enfatizan las compe- 
tencias de las corporaciones locales. No conozco las es- 
tructuras jurídicas de ambos países, pero en España hay 
suficientes estructuras jurídicas y bloque competencial 
para que no sea preciso enfatizar en las competencias que 
tienen unos y otros cada vez que nos planteemos una ley 
sectorial. 

Vamos a hacer algo más desde mi Grupo Parlamenta- 
rio en este proyecto de ley por solucionar estos proble- 
mas, señor Roca. Cualquier enmienda de su Grupo o de 
cualquier otro que denuncie extralimitaciones puntuales 
y especificas del legislativo estatal respecto a competen- 
cias asumidas por las comunidades autbnomas, estamos 

dispuestos a estudiarla desde la más amplia de las gene- 
rosidades posibles, siempre que no desvirtúe el dominio 
y la titularidad del Estado ustrictu sensuu sobre los bie- 
nes definidos en este proyecto de ley como bienes pú- 
blicos. 

El señor García-Campillo introduce una variante en el 
debate. Le pido disculpas porque no me refiera al resto 
de su intervención. Creo entenderle que la solución que 
nos proponen - q u e  a ustedes se les hubiera ocurrido y 
que es por lo que están en contra del proyecto de ley- es 
hacer un plan integrado e integrador de acciones sobre el 
litoral, y que después esas competencias, que no dudan 
ustedes que sean estatales en el sentido estricto que se le 
da en la Constitución, se puedan delegar en las comuni- 
dades autónomas para que cada una gestione su parte de 
este plan integrador e integrado. 

Lo que he entendido o he creído entender de la última 
parte de su intervención está recogido en el artículo 150.2 
de la Constitución, es decir, estas Cámaras tienen poder 
para delegar en las comunidades autónomas competen- 
cias que sean de su exclusiva. Y en cuanto al plan inte- 
grado e integrador, creo que hay elementos suficientes en 
el proyecto de ley como para que eso pueda entenderse 
como introducido en él. La lectura de los artículos 46,86, 
118 o del 22, por citar algunos ejemplos, establecen con- 
tinuamente alusiones a la colaboración, al diálogo, al 
acuerdo, a las actuaciones conjuntas. 

En cuanto a lo de la creación de una administración 
propia que fuese un instituto de conservación de las tos- 
tas, debo decirle que hay una enmienda nuestra al texto 
del articulado - e n  el que ahora no podemos entrar- que 
viene a definir, poco más o menos, algo parecido, es de- 
cir, que se cree en el plazo que se tarde en dictar el re- 
glamento una administración estrictamente costera para 
que esta ley tenga una gestión integral desde un único 
centro administrativo, si así se considera conveniente. 

Señor Olabarría, sus objeciones fundamentales al pro- 
yecto de ley también son de tipo competencial. Creo que 
ya han quedado recogidas en mi intervenci6n, aunque de 
una manera forzosamente breve e incluso descortés, pero 
tengo la luz encendida desde hace un tiempo y aún me 
quedan algunas intervenciones por contestar. 

Pienso que de las siete violaciones competenciales que 
usted ha citado aquí realmente creo que algunas están 
fuera de lugar. En primer término, que el Estatuto vasco 
atribuya competencia exclusiva a la adjudicación de con- 
cesiones administrativas sobre bienes de dominio públi- 
co estatal - o t r a s  cosa son otros bienes-, y en especial 
esté definido exactamente en la Constituci6n, me extra- 
ña. Puede ser que sea cierto. No soy un experto en el tema. 
Pero me extraña que esté recogido en el Estatuto. Ni la 
acuicultura, ni los puertos, ni sus competencias sobre me- 
dio ambiente se ven, en absoluto, afectadas por este pro- 
yecto de ley en lo que se refiere al dominio público esta- 
tal. Y en cuanto a ordenación del territorio y urbanismo, 
en urbanismo se dan unos ustasdardw, unas indicaciones 
levfsimas al planificador en la zona de influencia. Esa es 
toda la invasión que se hace en el terreno del urbanismo. 

En cuanto a la ordenación del territorio, una carretera 
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también ordena el territorio, creo que de forma bastante 
más importante que las costas, y aquí nadie plantea pro- 
blemas de inconstitucionalidad al revés, viene todo el 
mundo pidiendo que la carretera pase por su Comunidad 
Autónoma, por su provincia, por su pueblo, y que se ha- 
gan más carreteras. Pues ése es un mecanismo de ordena- 
ción del territorio tanto o más potente que la ordenación 
de las costas, e instalar un centro sanitario en cualquier 
provincia es un potentísimo instrumento de ordenación 
del territorio y nadie se queja. Se quejan en las costas y,  
siento decirlo, es porque hay intereses concretos que es- 
tán centralizados en las costas. N o  es ése el tono de su in- 
tervención, pero no resisto hacer alusión a este tipo de in- 
tereses cada vez que venga al hilo del debate. 

El 132 no es un artículo de la Constitución que dé com- 
petencias -en eso tiene usted toda la razón-, pero sub- 
raya la existencia de una competencia y dice algo más. 
Dice que este dominio público perfectamente definido es 
estatal en sentido estricto; dice, además, que hay una re- 
serva de ley a favor de las Cortes Generales que permite 
la regulación y protección del dominio público y busca 
-sentencias del Tribunal Constitucional lo amparan- el 
origen competencial de la ley en otros artículos, algunos 
de los cuales usted los ha citado, el 149.1.8 o el 149.1.18 
y algunos más, el 45.4 no en el sentido que usted le ha 
dado, el 33.2 o el 32.3 -ya me lío con los números- de 
la Constitución. Hay origen competencial suficiente para 
esta ley, que no está desde luego en el 132. Luego no uii- 
lice usted el maniqueísmo de decir que nos atribuimos 
una competencia que no nos está asignada por el artículo 
132.2 de la Constitución. Ciertamente, no es por el 132.2, 
pero hay suficientes fundamentos jurídicos como para 
justificar la existencia de la competencia. 

Habla usted de la disposición séptima, junto con el ar- 
tículo 118. A las comunidades autónomas se las cita dos 
veces en la ley; una, para decir que las Comunidades Au- 
tónomas tienen Ias competencias establecidas en sus Es- 
tatutos, y punto: otra, para decir que las limitaciones al 
uso del suelo, que pudieran ser consecuencia de la apli- 
cación de esta ley, se aplicarán sin perjuicio de las com- 
petencias de las Comunidades Autónomas. O sea, que las 
dos veces que se habla de las Comunidades Autónomas, 
se hace con el sombrero quitado y de rodillas práctica- 
mente, desde el más absoluto respeto. Tampoco eso es 
suficiente. 

¿Usted no puede entender que la protección de un bien 
como el de las costas y las playas españolas no puede em- 
pezar en el metro cero de playa, que si no hay una zona 
de transición, en la que se pase del urbanismo programa- 
do libremente por cada municipio a la prohibición abso- 
luta de construcción dentro de los bienes públicos, no es 
fácil entender que la protección de ese bien público exige 
esa zona de influencia? Yo creo que esto, con independen- 
cia de los fundamentos jurídicos, que también los hay, es 
del más elemental sentido común. Querer proteger el do- 
minio público desde el exacto límite de la frontera donde 
empieza es como querer hacer sanidad con el bisturí, sin 
medicinas, sin asistencia en los pueblos, sin centros de sa- 

lud, etcétera; aquí se aplica el bisturí solamente. Mire us- 
ted, no parece que ésa sea una técnica razonable. 

El señor Bravo de Laguna insiste mucho en la seguri- 
dad jurídica en el derecho de la propiedad, en los proble- 
mas de la servidumbre, en las indemnizaciones. Mire us- 
ted, ningún derecho consolidado es expropiado por esta 
ley sin indemnización. Ninguno, señor Bravo de Laguna. 
Lo diga usted, lo diga quien lo diga, en los periódicos Ile- 
van cuatro meses con esta cantinela. Falso, mentira -di- 
cho con más claridad- o incierto, con una palabra más 
cortés desde el lenguaje parlamentario. Le digo algo más: 
Pese a nosotros, que hubiéramos querido ir bastante más 
allá de lo que va esta ley. Pero el sentido común, el sen- 
tido de la responsabilidad, la «ratio» ésta de la que me 
han contado esta mañana esa historia que yo desconocía, 
nos hace comprender que la ley puede hasta donde puede 
ir y que no puede ir más allá, aunque fuese nuestra 
voluntad. 

Me habla usted de que en las islas pequeñas no tiene 
sentido o es perjudicial para la isla el establecimiento de 
los cien metros de protección y del kilómetro de influen- 
cia. Yo creo que es exactamente lo contrario. Contra más 
reducido sea el continente, en su sentido de que contiene 
al contenido, no en su sentido geográfico, más frágil es su 
litoral, menos sistemas de respuesta tiene, más protegido 
tiene que estar, porque la concentración humana, la pre- 
sión urbanística, los vertidos industriales confluyen sobre 
una zona que, por tener un pequeño perímetro, aumenta 
la peligrosidad, la toxicidad o el mal uso que se haga de 
las playas. Por tanto, yo creo que ese argumento, si usted 
lo piensa un poco, se vuelve en contra de lo que usted dice. 

Cita usted informes de inconstitucionalidad de la pro- 
pia Administración sobre el proyecto de ley. Yo creo que 
no. Usted puede hablar de informes internos de la Admi- 
nistración sobre uno de los «sotopocientos» anteproyec- 
tos de ley que ha habido, porque este proyecto lleva tres 
años dando vueltas por todas partes; sobre alguno de los 
anteproyectos. Pero decir aquí -y que tenga la mínima 
credibilidad- que hay un Ministro tan irresponsable 
como para traer aquí un proyecto de ley sobre el que pe- 
san advertencias de inconstitucionalidad desde miembros 
de su propio Gobierno, yo creo realmente que es un argu- 
mento carente de fundamento. 

No insistiré en nada más y terminaré con las interven- 
ciones del señor Mardones y del señor Bernáldez, que 
vuelven a insistir sobre lo que y a  ha tenido ocasión, de 
una manera breve y forzosamente descortés, de hacer alu- 
sión en mi intervención. 

Usted me plantea el problema de la isla Graciosa, que, 
por lo visto, al aplicarle los cien metros de servidumbre 
queda íntegramente de dominio público y propiedad del 
MOPU. Eso quiere decir que la Isla Graciosa tiene dos- 
cientos metros de diámetro. Mire usted, si la Isla Gracio- 
sa tiene realmente doscientos metros de diámetro, ni con 
ley de costas ni sin ley de costas, sin ley de Suelo, sin LO- 
TRACA y sin todas estas leyes que usted ha citado, el va- 
lor económico de esa isla es realmente modesto, con in- 
dependencia de lo que diga la ley de costas. 

Además, introduce usted un elemento nuevo en el de- 
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bate: el artículo 149.3 de la Constitución. uOígame usted, 
que hay un artículo de la Constitución que dice que todas 
aquellas competencias no atribuidas expresamente al Es- 
tado por la Constitución pueden ser asumidas por las Co- 
munidades Autónomas~,. Punto y seguido. Y las compe- 
tencias que no sean establecidas por las comunidades au- 
tónomas expresamente en sus estatutos pasan a compe- 
tencia del Estado. Y hasta donde yo sé, y sé muy poco de 
esto, pero hasta donde yo sé, ningún Estatuto de Autono- 
mía reclama ni la titularidad ni la ordenaci6n de la zona 
pública definida en esta ley. Por tanto, el argumento me 
parece que se vuelve en contra del sentido en el que us- 
ted ha pretendido utilizarlo. 

En cuanto al señor Bernáldez, realmente era difícil aña- 
dir algo nuevo a lo que ya se había dicho por los anterio- 
res intervinientes. Dése S. S. por contestado con lo que he 
dicho a los anteriores, añadiéndole una cosa específica- 
mente por responder a algo concreto de su intervención. 

Usted calificaba de dislate el que se trate por igual a 
toda la costa. Mire usted, no se trata por igual a toda la 
costa. Se establecen unas mfnimas condiciones para toda 
la costa por igual con carácter supletorio de la legislación 
que dicte cada Comunidad. Además, en la ordenación con- 
creta de cada tramo de costa -y hago otra vez alusión al 
artículo 22- las normas concretas que tienen que decir 
cómo se utiliza la servidumbre de paso, de arena, si son 
100 6 120 metros, etcétera, en todas esas normas de or- 
denación de tramos concretos de costas, insisto, sólo se 
puede operar desde el acuerdo pleno de los Municipios, 
las Comunidades y el Estado. 

Nada más y muchas gracias. (Muy bien, muy bien.) 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Mu- 
chas gracias, señor García-Arreciado. 

Tiene la palabra el sefior Calero. 

El señor CALERO RODRICUEZ: Muchas gracias, se- 
ñor Presidente. Señoras y señores Diputados, señor Gar- 
cía-Arreciado, la verdad es que usted, con su tono pater- 
nal, profesora1 y bondadoso, le ha dado un tono a la ré- 
plica que me lo ha puesto muy difícil; me ha puesto la ré- 
plica difícil e inútil. 

Difícil porque no ha contestado a nada de lo que yo he 
dicho, no ha contestado a ninguno de los argumentos que 
yo he expuesto esta mañana. (Un rieiior DIPUTADO: iQué 
barbaridad!) Que no eran 14; que si eran catorce era para 
explicar la irracionalidad de la Ley, pero eran 12 más 
para explicar que ni siquiera practicando el voluntaris- 
mo que ustedes practican esa Ley es presentable, porque 
no está de acuerdo con el ordenamiento constitucional, 
no está de acuerdo con el ordenamiento jurídico-civil, con 
el ordenamiento jurídico-hipotecario, ni siquiera con las 
directivas de la Comunidad Econ6mica Europea. 

Pero S .  S. -y en el tono que le es habitual al Grupo So- 
cialista desde que tengo la experiencia de debatir con us- 
tedes en los cinco años que llevamos de Diputados- ha 
utilizado el mismo método: interpretarnos y decir: Uste- 
des vienen aquí a defender intereses, y claro, todos esta- 

mos de acuerdo con la necesidad de esta Ley, pero todos 
defendemos nuestra pequeña parcelita. 

Después de cinco años de Gobierno socialista ya nadie 
puede decir aquí quién está defendiendo intereses, por- 
que son ustedes los que tienen más alcaldes en los pue- 
blos de la costa, y son ustedes los que tienen también pro- 
blemas con algunos de esos alcaldes que son constructo- 
res. O sea, que aquí nadie defiende intereses de nadie. (Ru- 
mores.) Estamos defendiendo ideas, y estamos defendien- 
do principios, y no me haga citar ejemplos concretos, por- 
que no hay por qué citarlos, no es éste el momento. 

Su señoría dice que yo me he remontado al año 528 
para hablar del Digesto. El señor Ministro, que es un fino 
jurista, como ya he dicho, empezó su discurso hablando 
del Digesto, y yo le aplaudí su erudicción. 

Dice el ponente socialista que nuestra Diputada la se- 
ñora Estevan Bolea apoya una Ley del medioambiente. 
iClaro!, y todos los Grupos de esta Cámara, menos uste- 
des, que lo llevaban en su programa electoral. (El señor 
Ministro de Obras Públicas y Urbanismo hace signos de 
denegación.) En el segundo no, pero en el primero sí, se- 
ñor Ministro, que nos estudiamos los programas de nues- 
tros adversarios, como es nuestra obligación. Ustedes pe- 
dían una Ley de medioambiente en el año 1982 cuando 
propusieron que el cambio iba a consistir en que España 
funcionara, y que había que traer una ley de medioam- 
biente. Y eso se lo hemos pedido nosotros varias veces al 
Ministro en Comisión. Traigan ustedes una Ley de me- 
dioambiente, y no hay ninguna contradicción entre la 
Diputada señora Bolea y este portavoz, en absoluto. Es 
que queremos una Ley de medioambiente, y no esa legis- 
lación fraccionada que nos están trayendo, con la Ley de 
residuos tóxicos, con la Ley de aguas, ahora con la Ley de 
costas y luego ya veremos con qué. Porque ustedes dicen: 
es que no se puede traer una Ley de medioambiente por- 
que hay muchos problemas con las Comunidades Autdno- 
mas, y como no se puede traer por ese motivo jen menu- 
do lío se meten ustedes con las Comunidades Autónomas 
con este proyecto de Ley de costas! ¡Ya verán, ya verán! 

En cuanto a lo del maremoto, señor ponente socialista, 
si Se lo lee usted detenidamente el artículo 3." verá que 
dice que donde lleguen las olas en los temporales mayo- 
res. En términos marítimos y en términos de interpreta- 
ción lógica, el maremoto se considera un temporal ma- 
yor, y, por tanto, la determinación de la zona marítima 
terrestre tendría que ver hasta dónde había llegado el 
agua del mar en el supuesto de un maremoto ... Se apli- 
cará, por supuest6, la Ley de Protección Civil. Claro que 
sí, pero ¿quién determina cuáles son los temporales ma- 
yores? Usted no ha contestado a eso. 

Luego ha dicho: vamos a simplificar porque la verdad 
es que al señor Calero no merece la pena contestarle más. 
Y ha agregado: todos los argumentos de ustedes se limi- 
tan a defender el derecho de propiedad. 

El derecho de propiedad es un derecho que hay que de- 
fender, y lo deben defender todos; incluso desde un pro- 
grama máximo socialista se debe defender el derecho de 
propiedad, porque el derecho de propiedad, que tiene una- 
funci6n social que cumplir, también tiene una función in- 
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dividual que cumplir, y es que la propiedad es un medio 
para que los individuos sean libres frente al poder y,  por 
tanto, también hay que defender el derecho de propiedad 
desde su programa; hasta desde su programa máximo, 
que es con análisis marxista, también hay que defender 
el derecho de propiedad de los individuos. Otra cosa se- 
ría de los medios de producción, y ya podríamos abrir ahí 
un debate de metodología marxista, si usted diera pie, 
pero no da pie a debatir casi nada. 

Sus argumentos no tienen nada que ver con los que yo 
he dado. De las veintiséis razones que yo he dado para 
que ustedes retiren este proyecto de ley, y para que el Gru- 
po Socialista, en un alarde de convicción democrática vo- 
tase a favor de las seis enmiendas de devolución que se 
han presentado, S. S. no ha contestado a ninguna; por 
tanto, la réplica es muy difícil. ¿.Cómo quiere usted que 
le hable de la' diferencia entre servidumbre y limitacio- 
nes del derecho de propiedad, de la diferencia entre au- 
torización y concesión, de los problemas que plantea esta 
ley en su relación con el sistema registral, con el princi- 
pio de la fe pública registral. del principio de legitima- 
ción, si usted me reconoce «ab inition que no sabe nada 
de esto? N o  le puedo replicar porque no le puedo conven- 
cer de algo que usted ignora. 

En cuanto a la expresión sobre la aratio» y la «volun- 
tasn, efectivamente, ése es un fiel reflejo de cuál es su for- 
ma de pensar. Esta mañana ya he anunciado que existían 
indicios (y qué digo indicios, pruebas suficientes) de que 
ustedes practican un voluntarismo, y usted mismo lo ha 
dicho y me alegro de que quede tan patente en este de- 
bate. Dice: nosotros tenemos la «ratio» de detener la es- 
peculación. Esa no es la «ratio» de una ley; ése es el ob- 
jetivo de la ley, porque la ley se define como una ordena- 
ción de la razón encaminada al bien común, y el bien co- 
mún en este caso es detener el deterioro de las costas. La 
.ratio», la legitimidad interna, es otra cuestión, justa- 
mente el desglose que yo he venido haciendo. 

Y luego ya, con respecto a la «voluntas», usted dice: las 
«voluntas» del Grupo Socialista es lo que aparezca en los 
marcadores, porque ahí está la mayoría y es la mayoría 
del pueblo español. 

Es lo que yo le he dicho a usted esta mañana. Ustedes 
practican: tengo la mayoría política, luego tengo la razón 
jurídica; y eso es voluntarismo puro, pero desde luego no 
atiende a ningún criterio de razón, ni siquiera al concep- 
to de bien público que es el que debe defender esta 
Cámara. 

Por eso digo que, partiendo de esas palabras de S. S. ,  
esta réplica es completamente inútil, porque ustedes no 
están dispuestos a dejarse convencer. El Grupo Socialista 
obedece a una disciplina del Gobierno, como es normal, 
y sería una práctica excepcional que ustedes votasen es- 
tas enmiendas. Pero es inútil tratar de convencerles de 
nada, porque ustedes han venido con el prejuicio y con el 
discurso ya hecho para contestar a razones que podían ha- 
ber meditado, que no han meditado previamente y ,  por 
tanto, es inútil. 

Voy a terminar este pequeño turno de réplica, difícil, 
porque no había nada que replicar, e inútil, porque no 

conduce a nada, citando a Miguel de Unaniuno. Ustedes 
podrán vencer en este debate, pero ustedes no podrán con- 
vencer, porque les falta la razón del Derecho y el sentido 
de la justicia. 

Muchas gracias. 

E1 señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El señor Roca tiene la palabra. 
cias, señor Calero. 

El señor ROCA 1 JUNYENT: Señor Presidente, señoras 
y señores Diputados. 

En primer término, señor García-Arreciado, muchas 
gracias también por el tono utilizado en su intervención 
y por las expresiones con las que ha hecho referencia a 
nuestra intervención. 

Quisiera, no obstante, hacer una formulación inicial 
que usted me permitirá. Usted invoca que algunos veni- 
mos aquí desde nuestra pequeña parcelita. 

Y pretendo, y nuestro Grupo también, hablar de todo, 
pero si se nos ubica en la pequeña parcelita y se les llama 
a ustedes, diríamos, la gran finca, me tendrá que aceptar 
que el debate va a ser entre el parcelista y el terratenien- 
te. No sé si les conviene. (Risas.) 

He hablado de la dejación administrativa porque viene 
en la exposición de motivos. En la misma viene que es po- 
sibilitado por una grave dejación administrativa. No me 
lo he inventado yo, lo han dicho ustedes. Ustedes dicen: 
no me puede citar de buena fe lo que señala el artículo 
25. En ese momento ha sido cuando he sonreído, ha sido 
cuando S. S. ha dicho que viene después del artículo 22. 
Si sonreímos dicen que sonreímos y si no lo hacemos di- 
cen que no tenemos sentido del humor. ¡Ya lo tenemos 
difícil! 

Lo que dice el artículo 22 es que para elaborar las nor- 
mas se pedirá informe, pero cuando se hace la excepción 
a la norma, según el artículo 25.2, el cual habla de las ex- 
cepciones a la norma y de autorizaciones, no de normas, 
éstas se reservan a la decisión exclusiva y discrecional del 
Consejo de Ministros, sin informes ni nada que se le pa- 
rezca. Si SS. SS. querían decir otra cosa tendrán que mo- 
dificar el artículo 22 y decir: la redacción de las normas 
y las autorizaciones que se den como excepción a las mis- 
mas serán previamente informadas ... Digan esto, porque 
no lo dicen. 

En el artículo 25 se viene a decir: las normas para el 
conjunto de los vecinos, la excepción para nosotros. La 
cosa no va por ahí. 

Ha insistido en diversas ocasiones en su intervención 
-yo se lo agradezco- en el sentido de decir: no hay des- 
precio para las competencias de las comunidades autóno- 
mas ni de las corporacciones locales; lo que queremos es 
cooperar, dialogar. De acuerdo. Fantástico. Pero, la ver- 
dad es que tienen una manera muy peculiar de dialogar. 

En el artículo 113 del proyecto de ley, cuando quieren 
dialogar sobre las competencias que corresponden a las 
comunidades autónomas o a las corporaciones locales, se 
dice: «Corresponde también a la Administración del Es- 
tado emitir informe...». (Informe, ¿por qué? Porque es 
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competencias de otras autoridades) ... «con carácter pre- 
ceptivo y vinculante ... r .  

¿Esto es dialogar? A esto yo le llamo sustraer la com- 
petencia, porque si es vinculante, ya me dirán qué clase 
de diálogo es. Ustedes dicen: o pasa por lo que yo digo o 
no hay nada. Esto no es diálogo, tendrán que cambiar 
algo, porque si cada vez que se trata de pedir que una co- 
munidad autónoma participe se dice que informe, y cada 
vez que el Estado informa se dice que el informe es vin- 
culante, esto es un diálogo muy peculiar. Ustedes tienen 
una manera muy peculiar de entender el diálogo y la coo- 
peración. Tendrian que modificar. 

Me recordaba el concepto de competencia prevalente. 
¿Usted me va a reconocer que hay competencias preva- 
lentes? Sí, en el mismo sentido que lo dice el Tribunal 
Constitucional que, por cierto, cada vez que invoquemos 
el Tribunal Constitucional, no tienen derecho a interpre- 
tar que es una amenaza. Les recomiendo una cosa, si pue- 
do: no diga que prescinde de lo que diga el Tribunal Cons- 
titucional porque para algo está. Está para hacerle caso. 
Porque si se cita esa amenaza y si no se cita lo mejor es 
prescindir de él, debe haber' un término medio. Bus- 
quémoslo. 

La competencia prevalente no es por razón de la titu- 
laridad, no porque el Estado sea el titular de la compe- 
tencia es prevalente y cuando sea la comunidad autóno- 
ma la competencia es de segundo orden. No. Es en fun- 
ción de la materia. Y, en función de la materia, lo que el 
Tribunal Constitucional tiene decidido de una manera 
muy reiterada es que cuando un conjunto de competen- 
cias concurren sobre un mismo territorio, aquellas que 
definen más claramente el ámbito de actuación son las 
que se configuran como competencia prevalente. 

En el caso que estamos contemplando, en donde hay 
una competencia exclusiva en materia de ordenación del 
litoral, en donde hay una competencia exclusiva en ma- 
teria de urbanismo, en donde hay competencia en el cam- 
po del vertido de residuos, etcétera, en todo esto resulta 
que, de repente, esta competencia prevalente desaparez- 
ca y sea traducida en algún caso en un informe y en los 
demás casos en la nada, esto -insist- es otra vía muy 
peculiar de entender la fórmula de cooperación. 

El Derecho comparado yo lo he citado por una razón: 
porque lo citan ustedes. En la exposición de motivos di- 
cen que la ley es en muchos puntos profundamente inno- 
vadora, que se han recogido las enseñanzas de nuestra 
propia experiencia y la de países con problemas análogos 
al nuestro. Pues bien, esos países análogos al nuestro, que 
deben ser Francia e Italia, tienen unas legislaciones abso- 
lutamente diferentes de las que ustedes proponen. €!or 
consiguiente, yo puedo citar el Derecho Comparado para 
decirles que esto no encaja con lo suyo. 

No obstante, usted ha tenido, señor Carcía-Arreciado, 
una intervención final que no puedo en modo alguno de- 
jar de destacar: un ofrecimiento de que dialoguemos, de 
que busquemos soluciones. Muy bien, ábrase esta vía con 
la máxima esperanza, pero no para cambiar hoy nuestro 
sentido de voto ciertamente. Nada mos alegraría tanto 
como poder rectificar al final. Creo que el camino será 

muy difícil para llegar a ello, pero en todo caso acepta- 
mos con mucho gusto su ofrecimiento para discutir a fon- 
do el tema que ustedes plantean. 

Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El señor Martinez-Campillo tiene la palabra. 
cias, señor Roca. 

El seiior MARTINEZ-CAMPILLO CARCIA: Gracias se- 
ilor Presidente. 

El señor García-Arreciado, portavoz del Grupo Socia- 
lista, no me ha entendido. No me atrevo a decir que no 
me he explicado, porque he ido haciendo una especie de 
sondeo entre todos los compañeros, no de mi Grupo sino 
de otros, y parece ser que sí me han entendido. Usted no 
me ha entendido y no creo que sea con mala intención, ni 
mucho menos, porque usted y yo concurrimos con mucha 
frecuencia en los pasillos y no por eso confundimos nues- 
tras competencias. 

Está claro que yo no he hablado aquí de la construc- 
ción de un instrumento de ordenación del territorio para 
que delegue competencias la Administraci6n del Estado 
en las comunidades autónomas o en los ayuntamientos. 
Lamento que usted no entienda de ordenación del terri- 
torio, o que no haya hecho esfuerzos por leer y por culti- 
varse en esta materia. Lo que he manifestado aquí y he 
propuesto como un instrumento de ordenación y protec- 
ción del litoral es que, partiendo del supuesto de que esta 
ley es un absoluto disloque en lo que suponen las compe- 
tencias propias del Estado, de las comunidades autóno- 
mas y los ayuntamientos, las competencias del Estado se- 
rían exclusivamente: establecer, en primer lugar, lo que 
:s el dominio público marítimo-terrestre, las zonas de in- 
Iuencia y las zonas de protección, y dentro del dominio 
público marítimo-terrestre qué usos, qué actividades y 
qué instalaciones pueden establecerse; pero que no sea la 
9dministración del Estado quien las establezca, sino las 
x-opias comunidades autónomas, a través de los instru- 
nentos de ordenación del territorio, y los ayuntamientos, 
:n sus planes generales de ordenación urbana, que tienen 
:ompetencias de ordenación sobre todo el territorio, in- 
:luido el dominio público marítimo-terrestre, quienes es- 
:ablecen los usos, las actividades y las instalaciones que 
iienen prescritas en la Ley, y que al mismo tiempo res- 
letan las normas de obligado cumplimiento que vienen 
stablecidas en esta Ley. Es algo muy distinto de lo que 
istedes establecen. 
¿Qué queremos con este plan de ordenación y protec- 

:ión del litoral? Primero, distribuir usos y actividades, 
iero que las distribuya quien le corresponda, es decir, las 
:omunidades autónomas, y además que se establezcan 
)or unidades integrales de protección. Yo le hablaba de 
as unidades paisajísticas, que tienen una razón de ser en 
iuestro derecho urbanístico y que tienen una razón de ser 
:n todo el derecho urbanístico comunitario. 

Al mismo tiempo intentamos con eso agrupar los pro- 
demas, porque yo decía que ustedes hacían una ordena- 
:ión de policía o militar, vulgarmente llamada de.urba- 

' 
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nismo, es decir, raya por aquí, raya por allá, y no es esa 
la ordenación que se tiene que establecer cuando se trata 
de proteger el litoral. No se trata de un problema de cien 
metros o de 120 6 de 60; se trata de establecer un meca- 
nismo integrador, que además de proteger esos mecanis- 
mos integradores y ordenadores consiguen algo más: que 
concurran pacificamente el Estado, las comunidades au- 
tónomas y los ayuntamientos, como existe en otros países. 

En resumen, fíjese qué diferencia tan grande. Uno de 
los artículos básicos, eje de toda la falta de carencia de 
ideas para establecer un instrumento ordenador en esta 
Ley, es el 22, que empieza diciendo, y no voy a leerlo en- 
tero, ni mucho menos: «La Administración del Estado dic- 
tará normas para la protección de determinados tramos 
de costa, en desarrollo de lo previsto en los artículos ... » y 
acaba diciendo, eso sí, que habrá un informe de las co- 
munidades autónomas y de los ayuntarnientos y se abri- 
rá un período de consulta cuando haya objeciones entre 
las tres Administraciones para resolver de común acuer- 
do -mediante un c a f e t i t e  las diferencias manifestadas. 

Nosotros le proponemos el siguiente sistema, fíjese qué 
diferencia, nada de delegar competencias: Las comunida- 
des autónomas dictarán normas para la protección de los 
tramos de costas cuya ordenación les competa. La orde- 
nación y protección del litoral se llevará a cabo mediante 
la formulación de planes directores de ordenación y pro- 

. tección del litoral. Estos planes directores definirán un 
modelo de estructuración y protección del litoral, de 
acuerdo con las exigencias de esta ley -ahí respetamos 
a la Administración del Estado- y, en especial, con res- 
pecto a las normas de aplicación directa que en ella se 
contienen, etcétera. Después decimos: Estos planes direc- 
tores contendrán, al menos, las siguientes determinacio- 
nes: Análisis de la situación existente y principales pers- 
pectivas de ordenación del territorio, teniendo en cuenta 
la evolución demográfica, la económica, la social y la cul- 
tura, esquema para la distribución geográfica de los usos 
y actividades a que debe destinarse prioritariamente el li- 
toral, señalando el carácter principal o secundario, exclu- 
yente o alternativo de los distintos usos o actividades, fa- 
ses de realización, análisis inicial del medio ambiente 
para su conservación, medidas específicas de protección 
del patrimonio histórico-artístico, arqueológico-submari- 
no, cultural -no sólo en cuanto afecta a monumentos, 
sino también a su entorn-, etcétera, señalamiento y lo- 
calización de las infraestructuras básicas relativas a las 
comunidades terrestres, marítifnas y aéreas, abasteci- 
miento de aguas, saneamiento, producción y distribución 
de energía y otras análogas, justifícación de compatibili- 
dad del plan director con otras leyes y justificación de que 
estas leyes no comprometen la puerta en funcionamiento 
de proyectos de interés general. Después establecemos un 
procedimiento de elaboración, completamente distinto al 
de ustedes ... 

El señor VICEPRESIDENTE: (Torres Boursault): Se- 
ñor Martínez-Campillo, estamos en trámite de enmienda 
de devoluci6n, tiempo tendrá de defender sus textos. Ade- 
más, se le ha terminado el tiempo a S .  S. 

El señor MARTINEZ-CAMPILLO GARCIA: Gracias 
por su benevolencia, señor Presidente, pero si me he refe- 
rido a esa enmienda es porque es el eje esencial de nues- 
tra enmienda de devolución. 

Como falta un minuto, con su permiso, termino. Sim- 
plemente quiero decir que al final establecíamos que a 
este plan director territorial de ordenación y protección 
del litoral, deberán ajustarse los planes urbanísticos de 
ordenación integral de cada municipio, los planes de ám- 
bito superior y los planes de grandes equipamientos 
públicos. 

Finalmente, no me ha dicho nada sobre la protección 
de los 8.000 kilómetros de ribera lacustre de este país y 
voy a darle un dato: Si desde que entre en vigor esta ley 
la ignorancia no exime de su cumplimiento, el descono- 
cimiento de la ordenación del territorio no exime de que 
en lugar de una mala ley hagamos una buena ley, 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

Tiene la palabra el señoi Olabarría. 
cias, señor Martínez-Campillo. 

El señor OLABARRIA MUNOZ: Seré breve, señor Pre- 
sidente. 
Voy a referirme a la amable contestación del señor Gar- 

cía-Arreciado. No ha sido S. S. descortés conmigo, todo lo 
contrario, ha sido prolijo en su contestación. Quizá se ha 
quedado con un paréntesis, en esa alusión misteriosa re- 
ferida a mí, que ha hecho usted a intereses particulares o 
a reserva de parcelitas, que ya es una imputación de ca- 
rácter más general. Salvo que usted se haya enterado dón- 
de estoy yo domiciliado, que desgraciadamente lo estoy 
en zona demanial -no es por eso por lo que me preocupa 
esta ley-, y que estoy por ello vinculado al régimen es- 
tricto de autorizaciones y concesiones para obras extra- 
muros de mi propio domicilio, o que a usted le preocupe 
considerar eso una reserva de una parcela que el propio 
Ayuntamiento de Bilbao está ubicado en zona demanial 
y está por ello condicionado en sus propias competencias 
de ordenación urbana, no sólo en el territorio de Bilbao, 
sino incluso en obras intramuros y de jardinería del pro- 
pio Ayuntamiento, no entiendo realmente qué quiere de- 
cir con esas alusiones de naturaleza personal que ha 
hecho. 

Le he dicho que ha sido usted amable en la contesta- 
ción, y le voy a decir más. Ha arrojado cierta luz de es- 
peranza respecto a las posibilidades de debate posterior, 
porque usted ha reconocido algo que yo quería que hicie- 
se:.que el 132.2 y el artículo 45, que al parecer son los tí- 
tulos de habilitación competencial que justifican una dis- 
tribución competencial horizontal que vulnera competen- 
cias verticales, no son ésos los títulos. Es decir, asensu 
contrario» tengo que entender que usted reconoce que ese 
título VI11 de la Constitución y los estatutos de autono- 
mía son los títulos competenciales relevantes. 
Yo le pregunto. ¿Considera usted que es posible, por 

mor de esa referencia que ha hecho al diálogo, a la con- 
cordia y a la concertación -no social, obviamente en este 
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caso-, sustituir competencias de naturaleza exclusiva, ti- 
pificadas así en ese bloque de constitucionalidad, por 
competencias de naturaleza compartida? ¿O considera 
usted posible vulnerar o extraer, del ejercicio de compe- 
tencias sectoriales verticales, porciones del territorio 
cuando estas competencias administrativas tienen una 
necesaria proyección sobre una parte del territorio, sea 
éste demanial o no? ¿No me reconoce usted que si el Es- 
tatuto de Autonomía de Euskadi, en su artículo 10.7, atri- 
buye a la comunidad autónoma vasca competencia exclu- 
siva, y subrayo el vocablo, en los bienes de dominio pú- 
blico de su titularidad, lo que está de alguna forma afir- 
mando es que el título competencial, la transferencia de 
toda competencia, tiene que llevar aparejada necesaria- 
mente los medios físicos y materiales para su ejercicio, 
sean estos medios físicos y materiales demaniales o no? 
¿No es eso cierto? Si no lo es, ¿qué sentido tiene? ¿Qué 
exégesis se puede hacer del articulo 10.7 del estatuto de 
autonomía? Se ven afectadas siete competencias, señor 
García-Arreciado, las siete que le he citado. No le he di- 
cho que vaciadas de contenido: vaciadas de contenido las 
tres que usted ha citado 

La porción del territorio demanial. Pero yo pregunto, 
jcuál es el título competencial que justifica extraer de una 
competencia vertical, de una competencia sectorial una 
porci6n del territorio, aunque éste sea demanial? Cuando 
le he reconocido además que sí corresponde al Estado la 
estructura, la elaboración del régimen jurídico exorbitan- 
te: afectación, uso, carácter inembargable, inalienable, 
imprescriptible. Ahí acaba la habilitación del Estado. 

Cuando usted me acepte esto, que éste es el límite de 
la habilitación del Estado -salvo las sectoriales, por 
ejemplo en materia de medioambiente la competencia 
vasca es sólo de desarrollo legislativo de ejecución, el ar- 
tículo 149.1.23 atribuye al Estado la legislación básica-; 
cuando usted me reconozca que el límite está en el régi- 
men jurídico exorbitante y en los límites sectoriales, des- 
pués de la Constitución y los estatutos de autonomía, po- 
dremos empezar a estar de acuerdo. 

Gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El señor Bravo de Laguna tiene la palabra. 
cias, seilor Olabarría. 

El señor BRAVO DE LAGUNA BERMUDEZ: Señor 
Presidente, senorías, el portavoz del Grupo Parlamenta- 
rio Socialista ha dicho literalmente: Q Ustedes quieren 
mantener el derecho de la propiedad dentro del límite de 
la seguridad jurídica,. Esto lo ha lanzado como un repro- 
che y, sin embargo, a mí me parece que es el mejor resu- 
men o la mejor definición de la posición que queremos: 
Mantener el límite de la propiedad dentro del límite de 
la seguridad jurídica, porque esto es, ni más ni menos, en- 
tendemos, lo que pretende la Constitución Española cuan- 
do en el artículo 33 habla de que nadie podrá ser privado 
de sus bienes y derechos, sino por causa justificada de uti- 
lidad pública o interés social mediante la correspondien- 
te indemnización y de conformidad con lo dispuesto en 

las leyes. Y hay una remisión, en concreto en el artículo 
9.", al principio de la seguridad jurídica. 

El problema que se plantea es dónde entienden ustedes 
que deben empezar las competencias administrativas que 
puedan vulnerar la seguridad jurídica y afectar al dere- 
cho de propiedad. Ese es todo el debate de esta ley. Evi- 
dentemente, no cabe hacer ningún tipo de descalificacio- 
nes sobre posiciones políticas y jurídicas encontradas con 
las del proyecto de ley. 

He tenido sumo cuidado al mencionar el informe de la 
Secretaría General Técnica del Ministerio de Obras Pú- 
blicas sobre un anteproyecto -he citado dos o tres veces 
la palabra «anteproyecto»-, sobre un borrador anterior; 
lo he dicho expresamente, y no he querida hacer ninguna 
utilización demagógica de un documento, porque sé que 
se produce internamente en la Administración una discu- 
sión acerca del alcance de los propios proyectos que el Go- 
bierno elabora. 

El problema es que aquellas objeciones al anteproyec- 
to, referidas a los artículos 27,28 y 29, de aquel antepro- 
yecto subsisten en buena medida en el proyecto enviado 
por el Gobierno. Porque cuando la Secretaría General 
Técnica decía: «Se considera inconstitucional uno de los 
preceptos porque no respeta el contenido esencial de la 
propiedad, ya que la zona afectada por la servidumbre se 
destina al paso público sin indemnización», resulta que 
nos vamos al proyecto de ley y en la servidumbre de trán- 
sito y en la servidumbre de acceso al mar, artículos 27 y 
28 actuales, también se prevé este acceso sin ningún de- 
recho de indemnización. 

En consecuencia, esa crítica que los propios organismos 
del Ministerio hacían al proyecto de ley es hoy plenamen- 
te extrapolable. Lo que pasa es que la crítica no deriva ex- 
clusivamente de 10 que dijera este informe. Naturalmen- 
te, le he utilizado como argumento de que no se puede de- 
cir que la oposición a este proyecto de ley responda a nin- 
gún tipo de intereses extraños, sino que también puede 
derivar, y lo hizo de hecho, incluso de centros directivos 
del propio departamento ministerial autor del proyecto 
originario. 

En todo caso, la referencia que se ha hecho al tema de 
las islas por mi parte va en la línea de lo que vengo indi- 
cando. Creo que el problema fundamental de este proyec- 
to de ley es que confunde dos cosas que son separables 
desde el punto de vista técnico, jurídico y político. Aquí 
nadie discute el artículo 132.2 de la Constitución. Eviden- 
temente es dominio público estatal lo que se define ahí 
como zona marítimo-terrestre. 

El problema es hasta d6nde quieren ustedes extender 
la competencia administrativa para, teóricamente, defen- 
der ese dominio público estatal que aquí nadie discute. 
Se discute el ejercicio de competencias sobre el dominio 
público estatal. Como ha dicho el Tribunal Constitucio- 
nal -aunque usted diga que no hay que hacer demasia- 
do caso a la sentencia del Tribunal Constitucional-, el 
hecho de declararlo dominio público estatal no significa 
que la competencia esté atribuida al Estado, sino que pue- 
de estar atribuida a otra administración pública. Es la de- 
terminación de una categoría de bienes, no una definición 
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competencial. Se le ha dicho hoy aquí por activa y por 
pasiva. 

Sin embargo, nuestro problema no es cuál es la delimi- 
tación de la zona marítimo-terrestre; el problema es has- 
ta dónde quieren ustedes llevar la competencia admistra- 
tiva. El tema de la zona de influencia de un kilómetro, en 
la que se establecen determinadas limitaciones de carác- 
ter urbanístico, infringiendo, por otra parte, la normati- 
va normalmente competencial de las corporaciones loca- 
les, es extraordinariamente importante en una isla, y le 
he citado el ejemplo de la mía, que afecta a más del 10 
por ciento del territorio. No digo que no haya que tener 
especial atención en el problema de las islas, donde la 
concentración en las costas es superior a cualquier otra 
zona del territorio nacional. Lo que digo es que ahí hay 
una infracción de las competencias de comunidades au- 
tónomas y de las corporaciones locales. 

En definitiva, señorías, si el señor García-Arreciado 
prescinde de la sentencia del Tribunal Constitucional, 
como se ha indicado, y prescinde también de la opinión 
de seis enmiendas de totalidad de los Grupos Parlamen- 
tarios, en las que creo que con absoluta responsabilidad 
hemos intentado exponer nuestros motivos fundamenta- 
les de discrepancia con esta ley, creo que también, en úl- 
tima instancia, podría hasta prescindir de este debate, 
puesto que, como ya se ha indicado anteriormente, el voto 
está decidido y poco de lo que podamos decir aquí va a 
convencer a su señoría. 

En todo caso, creo que las enmiendas de totalidad y el 
debate han producido una sensación en la Cámara de que 
este proyecto de ley está ampliamente discutido por mu- 
chos grupos de oposición, desde distintos ángulos, desde 
distintos planteamientos ideológicos, desde distintas óp- 
ticas también competenciales y autonómicas y,  por tan- 
to, no es un buen proyecto de ley y bien merecería que us- 
tedes lo retirasen, porque ya que estuvo dos años en dis- 
cusión, bien podía estar unos meses más para intentar 
mejorarlo y jojalá! lo consigamos en los trámites de Po- 
nencia y Comisión. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 

El señor Mardones tiene la palabra. 
Señor Bernárdez, jva a intervenir también en este tur- 

Se repartirá el tiempo con el señor Mardones. 

cias, señor Bravo de Laguna. 

no de réplica? (Asentimiento.) 

El señor MARDONES SEVILLA: Gracias, señor Pre- 
sidente. 

Señorías, al señor portavoz socialista voy a responder- 
le en grandes renglones a lo que me ha dicho como obje- 
ciones fundamentales. 

Decía usted que yo he introducido un elemento nuevo 
en la presentación de los argumentos de estas enmiendas 
de totalidad por la invocación al artículo 149 de la Cons- 
titución. Efectivamente. No es que introduzca yo un ele- 
mento nuevo en la discusión, es que está ahí el articu- 
lo 149 en la Constitución. Por tanto, las atribucionés de 

competencias a favor de las comunidades autónomas, en 
este sentido, son correctas, porque el artículo, 149, cuan- 
do se redactó y aprobó la Constitución, el Estado no se re- 
servó la competencia en la ordenación del litoral. Por tan- 
to, si no se la reservó, tengo que decir a continuación que 
el Estatuto de Autonomía de Canarias, por Ley Orgánica 
aprobada en esta Cámara, señala como competencias ex- 
clusivas de la Comunidad Autónoma de Canarias, con 
competencia legislativa y de ejecución, en su artícu- 
lo 34.3, la ordenación del litoral; clarísimo. Y se hace des- 
pués invocación al artículo 29, punto 11, de este mismo 
Estatuto, Ley Orgánica, que dice: competencia exclusiva 
en la ordenación del territorio, urbanismo y vivienda. 

Segundo punto, fíjese usted, señor portavoz, si cuando 
yo he dicho que se han invadido competencias, por ejem- 
plo, en urbanismo, leemos lo que dice el artículo 30 del 
proyecto de ley sobre la zona de influencia. El redactor 
del proyecto ha tenido una especie de prurito en homo- 
geneizar, a nivel de Estado español, lo que geográficamen- 
te y en su origen geológico es no homogeneizable, y trata 
de uniformar lo que puede estar uniformado en colores 
de cota en un plano o en un mapa, pero no se puede «uni- 
formar» en lo que es la realidad geológica del terreno; 
cuando este terreno no es solamente el hecho insular re- 
conocido en la constitución, sino la propia geología y geo- 
grafía de un archipiélago como el de Canarias, la ley sal- 
ta por sí misma. Porque cuando se dice en el artículo 30 
que con respecto a la zona de influencia se tendrán en 
cuenta para las construcciones sin que la densidad de edi- 
ficación pueda ser superior a la media del suelo urbani- 
zable programado o apto para urbanizar en el término 
municipal respectivo, dígame si esto no es entrar en las 
leyes del suelo y en la ley de competencias propias muni- 
cipales que se tienen. 

Cuando estamos hablando aquí, en el preámbulo de la 
ley, de que se hace una media en los siete mil y pico ki- 
lómetros de costas españolas, se dice que un 24 por cien- 
to son de playas, le quiero decir, señor portavoz, que en 
Canarias no llegamos a un 10 por ciento en esta media. 
Tan es así que hay islas como la de Tenerife, y no le quie- 
ro poner el ejemplo de la playa de Los Cancajos, en La Pal- 
ma, al señor Ministro, que pida responsabilidades, donde 
hemos tenido que ir a la fórmula de las playas artificia- 
les, en mar abierta, con escollera de protección porque 
era una necesidad; era una necesidad cumpliendo un 
principio que nos parece de gran sentido de responsabi- 
lidad, que lo invoca el preámbulo de la ley, que consiste 
en permitir el uso y disfrute. Pero es que hay playas, o lo 
que ustedes llaman playas en la ley, o costas que, pudien- 
do ser un bien de uso y disfrute para el público, son o prác- 
ticamente inaccesibles, si no hay unas obras de penetra- 
ción, o son, prácticamente, no utilizables para este bien 
público del uso y disfrute, que queremos apoyar, pero no 
encontrárnoslo ya hecho. Porque, desde luego, no se co- 
noce por el redactor del proyecto de la ley la orografía o 
lo que es el sistema perimetral geográfico de muchas par- 
tes de las Islas Canarias, donde le doy ese porcentaje que 
he señalado del 10 por ciento; son verdaderamente inac- 
cesibles. 
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Ustedes hablan en el articulo 3 de guijarros. Yo he de 
decirle que nosotros en Canarias podemos tener los gui- 
jarros más gordos de España, porque son guijarros volcá- 
nicos, con una media de 100 kilos para arriba en muchos 
sitios. Para permitir su utilización en ese espacio marfti- 
mo del uso y disfrute requiere algo distinto que con esta 
ley ni siquiera se va a poder hacer, porque con esta ley 
no sé cómo se podrian haber hecho determinadas actua- 
ciones que, hoy en día, son de amplia acogida popular 
para el uso y disfrute. 

Cuando ustedes hablan, por ejemplo, de la servidum- 
bre de tránsito, venia a decir en la ley en su articulo 27 
que las servidumbres de tránsito serán de seis metros 
como minimo y de veinte en lugares de tránsito dificil o 
peligroso, dicha anchura podrá ampliarse en lo que resul- 
te necesario hasta un máximo de veinte metros. Respecto 
a esto, puedo ponerle el ejemplo contrario al que usted 
me decia anteriormente: en un terreno volcánico como el 
de Canarias, que son, verdaderamente, de tránsito dificil 
o peligroso usted dice: no, ahora hasta veinte metros a pe- 
netrar con máquinas en basalto volcánico, que no hay ma- 
nera de avanzar nada más que a base de dinamita y más 
dinamita para poder hacer un acceso. 

Quiero ponerle de manifiesto las contradicciones que se 
dan aqui porque esto nos permite, fundamentalmente, 
reafirmarnos en el carácter con el que habiamos justifi- 
cado en estos ámbitos competenciales y de realidad nues- 
tra enmienda a la totalidad. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): El se- 
ñor Bernárdez tiene la palabra. 

El señor BERNARDEZ ALVAREZ: Gracias, señor Pre- 
sidente. Señorías, voy a hacer una referencia muy breve 
a dos afirmaciones que ha hecho el portavoz del Grupo 
Socialista. Paso a referirme a la primera afirmación. El 
ha dicho que sobre las zonas a las que se refiere esta ley 
ningún estatuto atribuye a las comunidades autónomas 
ni la titularidad, ni la ordenación. Yo sólo tengo una res- 
puesta a esto: le voy a regalar un estatuto gallego, señor 
Diputado, no puedo regalarle el que tengo aqui porque 
está en gallego, pero le mandaré uno. Por si no le llega a 
tiempo para la discusión del articulado, por favor, pídalo 
en la biblioteca y vaya leyendo los artículos 27.3, 27.9 y 
29.4. 

La otra afirmación se refiere a algo que habla dicho yo 
de que España no es toda igual, y cité como caso curioso 
la isla de La Toja, porque es una isla que no tiene ni un 
kilómetro y, por tanto, está totalmente declarada zona de 
influencia. Esa isla, según el articulado de la ley, está so- 
metida en su urbanización a lo que se señala en cuanto a 
que su aprovechamiento urbanístico no podrá ser supe- 
rior a la media del término municipal. Es evidente que 
en la isla de La Toja, que tiene mucha importancia turfs- 
tica, el término municipal incluso está fuera de La Toja 
y no tiene ninguna relación turistica con La Toja. Por tan- 
to, me parece un poco aberrante. 

Y, cuando usted dice que se fijan unas condiciones mí- 
nimas, tengo que decirle que es precisamente ése el tema 

de discusión. Yo entiendo que no son minimas; entiendo 
que no sólo son máximas, sino que son unas condiciones 
en las que se extralimita el Gobierno central, por ser una 
clara intromisión en las competencias de las comunida- 
des autónomas. Nada más y muchas gracias. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor Bernárdez. Tiene la palabra el señor Gar- 
cia-Arreciado. 

El señor GARCIA-ARRECIADO BATANERO: Seño- 
rías, señor Presidente, con excepción de algunas interven- 
ciones, en la mayoría de ellas ocurre algo que siento te- 
ner que denunciar. 

Esta es una ley tremendamente compleja, sutil, que es- 
tablece mecanismos de interrelacibn entre unos titulos, 
unos articulos y otros, diffciles de entender, a los que hay 
que echarles bastante tiempo de estudio. Por ejemplo, so- 
bre lo que usted acaba de decir, senor Bernárdez, de que 
Ea Toja estará dentro o fuera del término municipal 
correspondiente. La Toja, con esta ley, tiene el volumen 
de edificación que le dé la real gana al municipiowl que 
pertenece; la media de ese volumen. ¿Quieren meter 75 
casas por hectárea, que es un estándar razonable? Que las 
metan. ¿Quieren meter 1.300? 1.300. ¿Quieren meter 
cero? Cero. Así, textualmente asi, señor Bernárdez. Eso es 
lo que viene exactamente en esta ley cuando uno se la es- 
tudia, no cuando un( 1 sc la lee diez minutos antes para in- 
tervenir en el Pleno 

Señor Mardones, I , I  ycrvidumbre de tránsito de seis me- 
tros es exactamenic. igual que la que existe ahora, no se 
cambia; es la misma que existe desde hace un montón de 
años. Y, obviamente, donde no sea posible, no es posible; 
no vamos a echar por suelo el Teide con dinamita para 
que se cumpla que haya seis metros de zona de servidum- 
bre de tránsito en las Islas Canarias. Donde no haya trán- 
sito posible, pues no hay tránsito; será en las zonas don- 
de el sentido común indique que tiene que haber una zona 
de tránsito. Con parajes salvajes que terminen en roca en 
el mar, usted comprenderá que no vamos ni a empujar el 
mar seis metros hacia atrás, ni la roca seis metros hacia 
dentro. 

En cuanto a la zona de influencia de que me habla us- 
ted -es que no da tiempo y ésa es la pena que uno tiene 
(Risas.), en Europa, la zona media de influencia recomen- 
dada está entre cinco y diez metros, y en Francia en con- 
creto el municipio entero, o sea que todos los municipios 
costeros se consideran zonas de influencia y, por tanto, 
tienen unos estándares en el urbanismo que se practica 
en ellas. 

Me dice que el artfculo 30 que habla de las zonas de in- 
fluencia invade sus competencias de una manera unifor- 
me, en una teoria de que aqui todo el desarrollo de la cos- 
ta debe ser igual. Sfrvale lo que le acabo de decir al señor 
Bernárdez: cada municipio puede hacer la planificación 
de su volumen de construcción que estime conveniente. 
Ya pagarán las consecuencias si esa planificación no es la 
que parece ser demandada cada vez con más intensidad 
por un turismo que empieza a cambiar sus hábitos, sus 
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usos y sus costumbres. Pero en esas zonas de influencia, 
¿qué decimos, señor Mardones? Dos cosas: que el volu- 
men medio debe ser la media del volumen del suelo ur- 
banizable programado del municipio; y otra cosa más: 
que no haya pantallas arquitectónicas en el metro 101 de 
la zona de servidumbre. ¿Contra cuál de estas dos indi- 
caciones está S .  S.? 

En cuanto a la ordenación del litoral y la competencia 
canaria en ordenación del litoral -lo digo por tercera vez 
aquí-, se hace mención expresa en la ley al respeto a las 
competencias en ordenación del litoral que tengan asu- 
midas las comunidades autónomas. El problema estriba 
en que S .  S .  se lo quiera o no se lo quiera creer, pero, como 
se ha dicho esta mañana en otra intervención, ése es un 
terreno en el que sobran los argumentos. 

Al decir que usted había introducido un concepto nue- 
vo en el debate, el artículo 149, no me estaba refiriendo 
a que hubiese descubierto desde esta tribuna el artículo 
149 de la Constitución, sino que era la primera vez que 
se mencionaba a lo largo del debate y aportaba un nuevo 
argumento en defensa de sus tesis. 

Al P&, y con carácter general a los que se hayan sen- 
tido aludidos, quiero pedirles disculpas por lo que de 
ofensivo pudiera haber en la interpretación de la expre- 
sión «parcelita». Son distintos los compromisos y las res- 
ponsabilidades políticas con el conjunto del pueblo espa- 
ñol, al cual todos representamos por igual -yo no pongo 
eso en duda- desde un partido que tiene implantación es- 
tatal, competencias estatales y desde partidos que no lo 
tienen. La prueba está en que las enmiendas que ustedes 
traen aquí plantean exclusivamente temas competencia- 
les. No me hablan de vertidos, ni uso de playas. Ustedes 
vienen a plantear cuál es la fuente del Derecho, la com- 
petencia, qué quiere decir el término estatal en el artícu- 
lo 132.2, de la Constitución, lo de 45 sobra en el preám- 
bulo. Léanse ustedes, después, su intervención y el conte- 
nido de la misma, como no puede ser de otra manera, y 
es digno y justo que así sea, es ése. El nuestro es distinto. 
Eso es lo que he querido decir con la expresión, poco afor- 
tunada, de uparcelitas de poder». 

El señor Martínez Campillo me viene a descalificar por 
mis desconocimientos en urbanismo, para defender la ley 
de costas. Si ésta fuese la ley del suelo tendría toda la ra- 
zón; siendo la ley de costas tiene, no ninguna, pero bas- 
tante menos de la que podía tener. Me lee un párrafo lar- 
go, que no conocía, que ofrece una solución alternativa, 
distinta a la concepción desde la que esta ley está estruc- 
turada, y me dice: No me responde. ¿Cómo quiere que le 
responda? Hay dos maneras para responder: o es una en- 
mienda concreta al texto del articulado, y en Comisión 
tendremos ocasión de discutirla, o debería estar incluida 
en el texto de la enmienda a la totalidad, que es la que 
estamos hoy defendiendo. Yo tengo setenta u ochenta en- 
miendas de mi Grupo de las que no hago uso aquí. Si lo 
que usted ha leído al final es el texto de una enmienda 
concreta ... ¿Me dice usted que no? Entonces, no acabo de 
entender cómo se queja de que no le responda. N o  le res- 
pondo a algo que no conozco previamente. 

Señor Roca, hago extensivas a S. S. las excusas por lo 

que de ofensivo pudiera tener, nunca en ni intención, la 
expresión « parcelitan. 

Dice S .  S .  que el artículo 22 sólo pide un informe. Dice 
algo más. Dice que si no se llega a un acuerdo hay que 
abrir un período de consultas. Y ahí se para. Es decir, si 
no hay acuerdo, no prevalece ninguna administración so- 
bre otra. ¿Le parece a usted que es un trato poco respe- 
tuoso con las corporaciones locales y con las comunida- 
des autónomas? Tengo que deducir, entonces, que el res- 
peto estaría en que el informe de la corporación local fue- 
se vinculante para la Administración del Estado. Porque 
si se dice: hay tres estamentos de la Administración, cada 
uno en su rango, al margen de las teorías constituciona- 
les que avalen las prevalencias o no de normas, se tienen 
que poner los tres de acuerdo. ¿Y si no nos ponemos de 
acuerdo? Es que se tienen que poner de acuerdo, porque, 
si no, no es posible, para ninguna de las tres administra- 
ciones proceder al desarrollo de la ley. ¿Eso le parece poco 
respetuoso? Lo lamento, pero a mí me parece que es prue- 
ba del máximo respeto y de la máxima capacidad de de- 
cisión y de ordenación de las comunidades autónomas en 
los temas contemplados en ese artículo. 

Me habla usted, en cuanto al artículo 113, de informes 
preceptivos y vinculantes. Dicho así parece que se está pi- 
diendo informe preceptivo y vinculante para cualquier ac- 
tividad administrativa de su Comunidad Autónoma. Se 
está pidiendo al Estado informe preceptivo y vinculante 
en materias de competencia estatal definidas en esta ley. 
No se está haciendo una llamada general a que para que 
se mueva un papel en la Generalidad haya que consultar- 
lo con el Gobierno del Estado. 

Le insisto a usted, la ley no afecta -y quedan recogi- 
das mis palabras en el «Diario de Sesiones» y, por tanto, 
el compromiso de mi Grupo y del Gobierno al que apo- 
yamos- ni a una coma de los contenidos de los decretos 
de transferencias, que, por lo poco que yo sé sobre el asun- 
to, son normas que ordenan la interpretación competen- 
cial contenida en normas de rango superior y que, a su 
vez, se elaboran en comisiones mixtas, lo que quiere de- 
cir que están los dos presentes. Yo hago pública confir- 
mación de esta afirmación: la ley no afecta ni a una coma 
de lo que está establecido en los decretos de transferen- 
cias. Si a S .  S. tampoco le satisface esa explicación, no 
soy capaz de darle otra que pueda satisfacerle más. 

El señor Calero dice no defender intereses; yo digo lo 
contrario, no de usted, sino de mí; yo defiendo intereses, 
señor Calero, y los defiendo públicamente, defiendo tam- 
bién ideas e intereses que van históricamente bastante co- 
gidos de la mano. (El aenor CALERO RODRIGUEZ: Aho- 
ra ya no.) Ahora también, señor Calero. Dice que todos es- 
tán por una ley de medio ambiente menos nosotros. Yo 
creo que estamos demostrando lo contrario, estamos otra 
vez en el caso de unomen iurisn. Ustedes quieren una ley 
de medioambiente como motivo para umeter cañau al 
Grupo Socialista (Risas.), pero cuando se van presentan- 
do aquí leyes sectoriales que desarrollan una política de 
medio ambiente -y se las cito de pe a pa-, nunca, ja- 
más, hemos tenido el apoyo de su Grupo. 

En cuanto a la historia de los temporales mayores o me- 
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nores o el maremoto, yo no soy abogado, soy ingeniero, y 
desde luego no conozco ningún procedimiento que permi- 
ta establecer qué es temporal mayor y qué es temporal 
menor, ni en función de su intensidad ni en función de la 
periodicidad en que el temporal se produce, simplemente 
eso. 
Y no necesito lecciones. Me ha vuelto usted a querer dar 

una lección aquí y yo no la necesito. Con lo que sé, con lo 
que la vida y mi partido me han enseñado tengo más que 
suficiente para subir aquí y defender lo que sea preciso. 
(Rumoree.) 

Sus veintiséis razones a las que no contesto, según us- 
ted, se las he contestado resumiéndolas en una, que man- 
tengo. Y frase por frase terminemos con una de Antonio 
Machado: ala verdad es la verdad, la diga el rey o su 
porquero n. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Gra- 
cias, señor García-Arreciado. 

Para fijación de posiciones, en nombre de la Agrupa- 
ción de Diputados de la Democracia Cristiana, tiene la pa- 
labra el seílor Pérez Dobón. (Rumores y protestas.) Tiene 
derecho el señor Diputado a fijar la posición de su Grupo 
en este debate. 

El señor PEREZ DOBON: El proyecto de Ley de costas 
que ha presentado el Gobierno regula una materia cuya 
tremenda importancia no se le escapa a ningún ciu- 
dadano. 

Nosotros no hemos presentado enmienda de devolu- 
ción. No ha habido tampoco ninguna enmienda de texto 
alternativo por parte de ningún Grupo o Agrupación de 
la Cámara. 
Yo voy a expresar cuál es la posición de nuestro Grupo 

con respecto a la regulación, que creemos necesaria, si 
bien con importantes modificaciones con respecto al tex- 
to del Gobierno, de un tema de tan vital importancia. 

¿Por qué no hemos presentado enmienda de totalidad? 
Porque el sentido de un debate de totalidad -siendo co- 
herentes con la posición que hemos adoptado, en todo 
caso, en las proposiciones de ley-, consiste en ver si el 
texto que se presenta contiene un esqueleto suficiente- 
mente aprovechable o tiene una propuesta articulada 
alternativa. 

En este caso, el texto que presenta el partido del Go- 
bierno tiene puntos muy criticables, pero, al fin y al cabo, 
es un texto que tiene una finalidad que creemos impor- 
tante, que es la innovación y la mejora del ordenamiento 
jurídico actualmente existente en makria de costas. Por 
eso hemos enmendado el articulado, pero no la totalidad. 

Qué duda cabe que los dos nudos gordianos del proyec- 
to de ley, los dos grandes puntos discutibles son el tema 
competencial y el de los derechos adquiridos. 

En cuanto al tema competencial, nos parecen razona- 
bles dudas que se han suscitado en esta Cámara sobre si 
el proyecto de ley deslinda adecuadamente el ámbito de 
competencias del Estado, de las comunidades autónomas 
o de los ayuntamientos. 

En opinión de mi Agrupación, lo que sucede es que este 
proyecto de ley quizás adolezca de un defecto y es que fal- 
ten los mecanismos explícitos de coordinación suficientes 
para evitar que se produzcan malentendidos entre los tres 
ámbitos competenciales. Creemos que es uno de los pun- 
tos que convendría mejorar en el curso de la tramitación 
de este proyecto de ley. 

Con respecto al tema de los derechos adquiridos, por su- 
puesto se puede mejorar la redacción de las disposiciones 
transitorias que ofrecen dudas ciertas en relación con este 
punto. Pero también es verdad que no se puede hablar, 
sin más, en este momento, en 1988 de la propiedad colin- 
dante con el dominio público como una propiedad ilimi- 
tada. Hace ya decenios y decenios que el derecho de pro- 
piedad está configurado, no a través de limitaciones -y 
ése es uno de los defectos que aparecen en el proyecto de 
ley- sino de los límites que determinan el contenido nor- 
mal del derecho de propiedad. 

También se recurre a la técnica de las servidumbres le- 
gales en todos los paises para garantizar la protección del 
dominio público. No mezclemos los planos. Hay que ga- 
rantizar el dominio público. Ese es un aspecto. Luego dis- 
cutamos qué organismo, qué administración es la compe- 
tente para la gestión de esa garantía del dominio públi- 
co, pero no solapemos los debates, porque aquí es como 
si se pusieran varios médicos a discutir el diagnóstico de 
un enfermo. El hecho es que el enfermo es la costa espa- 
ñola y, por tanto, creemos que un debate sin prisa, pero 
sin pausa, en esta Cámara -y esta recomendación de 
aceptación y de consideración del máximo de enmiendas 
y de opiniones en el debate sería muy útil para una ley 
de costas realmente consolidada- es imprescindible por- 
que es de todos. Porque no es cierto, y en esto disiento de 
lo que ha dicho el señor Ministro en la exposición, que 
sea únicamente culpa del pasado. 

Señor Ministro, ayuntamientos de su partido están ha- 
ciendo todo lo contrario de lo que está usted diciendo en 
este proyecto de ley. Es asf de claro, y no quiero citar 
ejemplos. Aquí hay que plantearse un borrón y cuenta 
nueva y hacer un planteamiento serio a nivel de las tres 
administraciones competentes. Por consiguiente, empece- 
mos por cuidar un bien público, aspecto en que se han 
puesto de acuerdo partidos de todas las ideologías en to- 
dos los países evolucionados de Europa; este problema 
que hay en las costas de España no se da en Francia ni 
en Italia ni en Alemania, independientemente del color 
político del ayuntamiento, o de la comunidad autónoma 
o del Estado federado o de quien gobierne, y es un punto 
vital para que España esté integrada a nivel cultural en 
el ámbito europeo. 

Termino en seguida, señor Presidente. Insisto en que 
nosotros pensamos que hay que trabajar sin prisa, pero 
sin pausa. Aquí la máxima de avísteme despacio que ten- 
go prisav es imprescindible, pero hay que empezar ya, 
porque si ahora, sin texto alternativo, se devuelve el pro- 
yecto al Gobierno y empezamos nuevamente el trámite, 
resulta que el proceso de desconcierto en esta materia va 
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a seguir aumentando y aumentarán los riesgos de degra- 
dación y destrucción de las costas de nuestro país. 

Coordinación, flexibilidad en la regulación, eliminar 
este barroquismo - c o n  todos los respetos- propagandfs- 
tico en la exposición de motivos, que es algo a lo que nos 
tiene muy acostumbrados el partido del Gobierno, y que 
casi siempre sobra, y además que se salven en la medida 
precisa los temas competenciales, en los que creo que todo 
es discutible. Tampoco mi Agrupación está totalmente de 
acuerdo con planteamientos que se han hecho aqui por 
parte de algunos de los Grupos nacionalistas, pero son ar- 
gumentos atendibles y que deben ser considerados en el 
trámite en Comisión. De ahí la posición de mi Grupo. 

Por consiguiente, creo que es un tema en el que hay que 
hablar con franqueza y no deben ser utilizados nunca 
como coartada ni el tema competencial, ni los derechos 
adquiridos, ni tampoco debe serio el respeto al interés pú- 
blico. Llamemos a las cosas por su nombre y consigamos 
entre todos una ley de costas que haga que las costas de 
este país puedan ser transmitidas a nuestros hijos, nues- 
tras nietos y nuestros bisnietos con el cuidado y el mimo 
que colocaría estas costas al mismo nivel de protección y 
de guarda de cualquier pafs civilizado europeo. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Va- 
mos a efectuar la votación. 

Enmiendas de. totalidad y de devolución al Gobierno 
del proyecto de Ley de costas presentadas por los Grupos 
Parlamentarios de Coalición Popular, Minoria Catalana, 
CDS, Vasco PNV, Mixto-Agrupación del Partido Liberal y 
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Mixto suscritas por el señor Bernárdez y el señor Mar- 
dones. 

Comienza la votación. (Pausa.) 

Efectuada la votación, dio el siguiente msultado: Vo- 
tos emitidos, 245; a favor, 74; en contra, 158; abstencio- 
nes, 13. 

El señor VICEPRESIDENTE (Torres Boursault): Que- 
dan rechazadas las enmiendas de totalidad y devolución 
al Gobierno del proyecto de ley de costas, que será remi- 
tido a la Comisión de Industria, Obras Públicas y Servi- 
cios para su posterior tramitación. 

A solicitud del Grupo Parlamentario de Minorfa Cata- 
lana, se plantea la advocación al Pleno del proyecto de 
ley general de publicidad, en aplicación de lo dispuesto 
en el articulo 149.1 del Reglamento, por lo que la Mesa, 
oída la Junta de Portavoces en su sesión de 1 de marzo, 
ha acordado someter al Pleno la propuesta de advocación 
respecto de la que pido el asentimiento de la Cámara. 
(Asentimiento.) 

Igualmente, el mismo trámite, respecto del proyecto de 
ley de costas, cuyas enmiendas de totalidad acaban de ser 
rechazadas. ¿Hay asentimiento de la Cámara? (Asen- 
timiento.) 

El Pleno volverá a reunirse el próximo día 15 de marzo 
a las cuatro de la tarde. 

Se levanta la sesión. 

Eran las siete y cinco minutos de la tarde. 


